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Presentación  

 

El Consejo Editorial se complace en presentar el tercer número de la Revista de 

la Sala Constitucional.  

Con la publicación de este nuevo número se da cumplimiento a uno de los 

princip ales objetivos de este proyecto editorial, como es ofrecer un espacio para 

generar y difundir doctrina nacional sobre temas relevantes del Derecho 

Constitucional, Derecho Procesal Constitucional y Derecho Internacional de los 

Derechos Humanos.  

 En este número se abordan diversos aspectos, de especial interés, relacionados 

con las particularidades y desafíos que plantea la jurisdicción constitucional 

costarricense:  

¶ #ÁÒÌÏÓ %ÄÕÁÒÄÏ &ÁÌÌÁÓ .ÁÖÁÒÒÅÔÅ ÅÓ ÁÕÔÏÒ ÄÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ȰLa consulta 

administrativa: propuesta de lege ferenda para fortalecer el control a 

posteriori de constitucionalidadȱȟ ÅÎ ÅÌ ÑÕÅ ÓÅ ÁÒÇÕÍÅÎÔÁ Á ÆÁÖÏÒ ÄÅ ÕÎÁ 

reforma parcial a la Ley de la Jurisdicción Constitucional, a fin de habilitar 

a los órganos decisores administrativos para que puedan consultar a la 

Sala Constitucional sobre la constitucionalidad de una norma o acto que 

deban aplicar o de un acto, conducta u omisión que deban resolver, en un 

caso sometido a su conocimiento, en el ejercicio de su potestad 

sancionadora.  

 

¶ CarolÉÎÁ #ÈÁÃĕÎ -ÏÒÁȟ ÅÎ ÓÕ ÁÒÔþÃÕÌÏ ÔÉÔÕÌÁÄÏ ȰProblemática presentada 

entre los artículos 30, 35 y 36 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional: 

prescripción, caducidad y actos consentidosȱȟ propone varias reformas al 

citado cuerpo normativo, en lo atinente a la admisibilidad del recurso de 

amparo, en tanto sostiene que la regulación actual ha generado una serie 

de confusiones respecto a los institutos jurídicos de la prescripción, 

caducidad y acto consentido.  

 

¶ $ÁÖÉÄ *ÅÎÓÅÎ 'ÈÅÓÑÕÉÅÒÅ ÅÓÃÒÉÂÅ ȰUna interpretación histórica del 

dimensionamiento de las sentencias de constitucionalidadȱȟ ÑÕÅ ÃÏÎÔÉÅÎÅ 
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un profundo estudio del expediente legislativo correspondiente a la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional, para así revelar los antecedentes 

legislativos que motivaron la actual regulación sobre el 

dimensionamiento de las sentencias de la Sala Constitucional y 

comprender su relación con la protección de los derechos adquiridos de 

buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas.  

 

¶ Sergio Trejos Robert suscribe ȰLa reiteración delictiva: entre control de 

constitucionalidad concentrado y control difuso de convencionalidadȱȟ en 

el que se exponen los retos y controversias que ha supuesto el ejercicio 

del control de convencionalidad en Costa Rica, con ocasión del 

enjuiciamiento de la convencionalidad de dicha causal de prisión 

preventiva. 

   

¶ EÎ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ȰEl control de constitucionalidad de la jurisprudencia 

electoral como norma jurídica. Abordaje crítico de una discusión 

inacabadaȱȟ ,ÕÉÓ &ÅÌÉÐÅ Rodríguez Vargas y Alejandro Segura Sánchez 

examinan la procedencia del control de constitucionalidad a cargo de la 

Sala Constitucional respecto de la jurisprudencia electoral del Tribunal 

Supremo de Elecciones, así como las distintas posiciones que se han 

adoptado al efecto.    

También se han incorporado artículos concernientes al reconocimiento, 

garantía e implicaciones de diversos derechos y principios consagrados por el Derecho 

de la Constitución: 

¶ Alex Rojas Ortega aporta ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ȰEl principio constitucional de buena 

fe ante la Administración Públicaȱȟ ÅÎ el que se analiza el sustento y 

repercusiones de tal principio constitucional en las relaciones jurídicas 

que se establecen entre las personas y la Administración Pública.  

 

¶ Graciela Arguedas Rodríguez, por su parte, desarrolla ÌÏÓ ȰCriterios 

delimitadores del ejercicio de la objeción de conciencia aplicables a la 

objeción judicialȱȟ ÅÎ ÅÌ ÑÕÅ ÓÅ ÅÓÔÕÄÉÁ ÅÌ ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÏ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏ Ù ÌÏÓ 

alcances del derecho a la objeción de conciencia, a la luz de la normativa 

internacional y del derecho interno costarricense, así como de la 

jurisprudencia del Comité de Derechos Humanos, del Tribunal Europeo 
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de Derechos Humanos y de la Sala Constitucional, a fin de precisar el 

contenido y límites al ejercicio del derecho a la objeción de conciencia 

aplicables a la objeción judicial.  

 

¶ $ÁÎÉÃÉÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚ "ÅÒÒÏÃÁÌȟ ÅÎ ÓÕ ÁÒÔþÃÕÌÏ ȰLa notificación de las 

resoluciones judiciales en la fase de ejecución penal: control de 

constitucionalidad garantiza tutela judicial efectivaȱȟ ÃÏÍÅÎÔÁ ÅÌ ÉÍÐÁÃÔÏ 

de la jurisprudencia de la Sala Constitucional en el resguardo del derecho 

de las personas privadas de libertad a la notificación de las decisiones 

judiciales adoptadas en respuesta Á ÌÁÓ ÉÎÃÉÄÅÎÃÉÁÓ ÑÕÅ ÆÏÒÍÕÌÁÎ ante la 

jurisdicción de ejecución de la pena.  

 

¶ %ÒÉÃ "ÒÉÏÎÅÓ "ÒÉÏÎÅÓ ÅÓÃÒÉÂÅ ÓÏÂÒÅ ÅÌ ȰLevantamiento del fuero laboral, en 

el sector públicoȱȟ en que se ofrece un acercamiento al tema de los fueros 

laborales en general y su levantamiento para las personas trabajadoras 

del sector público, incluidas, específicamente, las mujeres en estado de 

embarazo o lactancia. Lo que tiene sustento en el artículo 51 

constitucional y distintos instrumentos internacionales sobre derechos 

humanos.  

Otro de los fines de la revista es aportar un medio de divulgación de los 

principales precedentes y líneas jurisprudenciales de este Tribunal Constitucional. En 

esta ocasión, se trascribe el voto nro. 2020-16069, emitido en el hábeas corpus 

tramitado en expediente nro. 20-012567-0007-CO.  También se transcribe el voto Nro. 

2020-019274, emitido en el expediente nro. 17-001676-0007-CO, que corresponde a la 

acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la Ley N° 9383 del 29 de julio del 

ςπρφȟ ȰLey Marco de Contribución Especial de los Regímenes de PensionesȱȠ ,ÅÙ .Ј ωσψπ 

ÄÅÌ ςω ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρφȟ ÄÅÎÏÍÉÎÁÄÁ ȰPorcentaje de Cotización de Pensionados y 

Servidores Activos para los Regímenes Especiales de PensionesȱȠ ,ÅÙ .Ј ωσψρ ÄÅÌ ςω ÄÅ 

ÊÕÌÉÏ ÄÅ ςπρφȟ ÄÅÎÏÍÉÎÁÄÁ ȰCaducidad de Derechos de Pensión de hijos e hijas y reformas 

del Régimen de Pensiones Hacienda-Diputados, regulados por la Ley N° 148, Ley de 

Pensiones de Hacienda del 23 de agosto de 1943ȱȠ ,ÅÙ .Ј ωσψψ ÄÅ ρπ ÄÅ ÁÇÏÓÔÏ ÄÅ 

2016,  ÄÅÎÏÍÉÎÁÄÁ ȰReforma normativa de los Regímenes Especiales de Pensiones con 

cargo al presupuesto para contener el gasto de pensionesȱȢ !ÄÉÃÉÏÎÁÌÍÅÎte, se transcribe 

el voto 2020-019632, en que se corrige un error material contenido en la parte 

dispositiva de la referida sentencia nro. 2020-019274. 
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El Consejo Editorial desea agradecer, nuevamente, a las personas autoras de los 

artículos y a los miembros del grupo de revisores de la revista, pues su aporte y esfuerzo 

han hecho posible la publicación de este número.  

 

 



 

 

 

 

Doctrina  
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La consulta administrativa: propuesta de lege ferenda para 
fortalecer el control a posteriori  de constitucionalidad . 

 

Carlos Eduardo Fallas Navarrete * 

Resumen:  

En este artículo se presenta una propuesta de reforma parcial a la Ley de la 

Jurisdicción Constitucional, a efecto de que los órganos decisores 

administrativos, con asuntos previos de corte sancionatorio, tengan 

legitimación para consultar si una norma, conducta o acto, por aplicar o 

resolver en un caso concreto, es inconsistente con el parámetro de 

constitucionalidad, mediante un ejercicio comparativo con la consulta 

judicial. Correlativamente, se hace crítica de las vías procesales actuales, que 

no permiten a los órganos con potestad sancionadora acceder a mecanismos 

del control a posteriori de constitucionalidad costarricense, a fin de adecuar 

las normas infra  constitucionales al Derecho de la Constitución.  

 

Palabras clave: 

Órgano decisor administrativo. Potestad sancionadora. Control a posteriori 

de constitucionalidad.  Consulta judicial de constitucionalidad.  

 

Abstract:  

This article presents a partial reform proposal to the Constitutional 

Jurisdiction Law, so that the administrative decision-making bodies, with 

previous sanctioning issues, have the standing to consult if a norm, conduct 

or act, to be applied or resolved in a specific case is inconsistent with the 

constitutionality parameter, through a comparative exercise with judicial 

consultation. Correlatively, criticism is made of the current procedural 

 
* Abogado. Licenciado en Derecho por la Universidad Escuela Libre de Derecho. Especialista en 
Derecho Notarial y Registral por la Universidad Escuela Libre de Derecho. Estudiante de la Maestría 
Profesional en Derecho Público de la Universidad de Costa Rica. Actualmente se desempeña como 
asesor de la Dirección Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 
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channels, which do not allow the bodies with sanctioning power to access 

mechanisms of a posteriori control of Costa Rican constitutionality, in order 

to adapt infra constitutional norms to the Law of the Constitution. 

Keywords:  

Administrative decision-making body. Sanctioning power. A posteriori 

control of constitutionality. Judicial consultation on constitutionality. 
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SUMARIO: Introducción. A. ¿Por qué los órganos sancionadores 

deben acudir en consulta directa ante la Sala Constitucional? B. ¿Se 

deben legitimar a los órganos sancionadores para que accedan a 

mecanismos de control a posteriori de constitucionalidad? C. ¿Por qué 

la consulta administrativa de constitucionalidad es la vía procesal 

adecuada? D. ¿Cuál es el producto final recomendable para solucionar 

esta problemática? Conclusiones. 

 

Introducción.  

La presente investigación parte de un cuestionamiento base: ¿la 

Administr ación sancionadora debe asumir un papel pasivo e indiferente frente a la 

inconstitucionalidad de normas que aplica en casos concretos? En el marco de un 

procedimiento administrativo, el control a posteriori de constitucionalidad se 

recarga sobre las partes y el juez ordinario, ¿esta legitimación es suficiente para 

depurar el ordenamiento jurídico administrativo? Es una pregunta legítima, habida 

cuenta que los órganos decisores no pueden desaplicar e inobservar el derecho 

positivo. Más aún, deben aplicar las normas, al margen de que tengan serias dudas 

de inconstitucionalidad y se parezcan a otras que fueron expulsadas del 

ordenamiento jurídico. Este artículo quiere dilucidar si las autoridades 

administrativas deben apoyar en el resguardo del principio de supremacía 

constitucional y de los derechos de los investigados, de previo a emitir un acto 

administrativo sancionador, pero ¿cuentan con mecanismos para cuestionar las 

normas aplicables ante la jurisdicción constitucional? 

 

A. ¿Por qué los órganos sancionadores deben acudir en consulta directa 

ante la Sala Constitucional?  

Como parte de su diario quehacer, las Administraciones Públicas tienen el 

imperativo de velar por que las normas jurídicas que las rigen, y vinculan a los 

administrados, sean respetadas y cumplidas, ya sea dentro de una relación de 

empleo público, o con ocasión de una relación jurídica. En caso de que se incurra en 

incumplimiento, es deber del Estado costarricense ejercitar su potestad 

sancionadora, mediante la instauración de un procedimiento administrativo, que 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

12 

debe observar cabalmente los derechos y garantías del debido proceso y derecho de 

defensa.  

Así las cosas, frente a una imputación de cargos, la Administración debe 

verificar la verdad real de los hechos, objeto más importante del procedimiento 

administrativo, en orden a lo establecido por el numeral 214 de la Ley General de la 

Administración Pública, (en adelante, Ȱ,'!0ȱɊȢ Esta actividad procedimental del 

Estado, conlleva la observancia y aplicación de determinada normativa procesal y 

sustantiva, la cual puede corresponderse con normas internas, especiales o 

generales. 

En tal escenario, cabe cuestionar si es factible que el órgano administrativo, 

en su rol decisor del procedimiento sancionador, tenga dudas fundadas respecto de 

si la norma o acto, por aplicar o resolver, se ajusta al bloque de constitucionalidad. 

0ÉïÎÓÅÓÅ ÅÎ ÌÁ Ȱfosilizaciónȱ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÊÕÒþÄÉÃÁÓȟ ÑÕÅ ÑÕÉÚÜÓ ÅÎ ÅÌ ÍÏÍÅÎÔÏ ÈÉÓÔĕÒÉÃÏ 

en que fueron emitidas, eran compatibles con el Derecho de la Constitución, pero de 

manera sobrevenida, son inconsistentes con los estándares constitucionales, bien 

sea por un nuevo criterio de la Sala Constitucional, bien sea por un nuevo precedente 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, (en adelante, Ȱ#ÏÒÔÅ )$(ȱɊȢ  

Tampoco podría descartarse la posibilidad de que la norma se dictara a 

sabiendas que contravenía el parámetro de constitucionalidad, no obstante goza de 

Ȱpresunción de constitucionalidadȱȟ ÈÁÓÔÁ ÔÁÎÔÏ ÎÏ ÓÅ ÄÅÃÌÁÒÅ ÌÏ ÃÏÎÔÒÁÒÉÏȢ 4ÁÍÂÉïÎ 

es sabido que es voluminosa la cantidad de normas administrativas que se dictan 

por año, lo que aumenta la posibilidad de potenciales roces con el Derecho de la 

Constitución. 

Considérese también que las normas, con rango de ley, pudieron someterse 

a un control a priori  de constitucionalidad, encontrándose en fase de proyectos 

legislativos, en virtud de la consulta de constitucionalidad, que se regula a partir del 

artículo 96 de la Ley de la *ÕÒÉÓÄÉÃÃÉĕÎ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ɉÅÎ ÁÄÅÌÁÎÔÅȟ Ȱ,*#ȱɊȟ ÌÏ ÑÕÅ 

difiere de la potestad reglamentaria del Poder Ejecutivo, o de otros órganos con 

potestad para dictar reglamentos, como por ejemplo, la Contraloría General de la 

República, que no están sujetos a este control a priori, porque no existe la posibilidad 

ÄÅ ÓÏÍÅÔÅÒ Á ÅØÁÍÅÎ ÅÌ Ȱborrador de reglamentoȱ ÁÎÔÅ la Sala Constitucional, lo que 

aumenta la posibilidad de normas reglamentarias que integran el ordenamiento 

jurídico, pero inconsistentes con el Derecho de la Constitución.  

¿Por qué se alude exclusivamente a órganos con potestad sancionadora y no 

a otros órganos de la Administración que ejercitan distintas competencias públicas? 

En esencia, por los efectos invasivos y gravosos que se despliegan contra la esfera 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

13 

jurídica del administrado. Desde ya, conviene referir que, un procedimiento 

sancionador cobija la potestad disciplinaria y la potestad correctiva de la 

Administración. La primera, tiene lugar en el marco de una relación de sujeción 

especial, entre la Administración y el funcionario público; en tanto que la segunda, 

alude a una relación de sujeción general entre la Administración y el particular.  

De esta forma, la potestad disciplinaria se ejercita a lo interno de la 

Administración, para resguardar el orden institucional, el cumplimiento de sus fines, 

así como compeler y velar por el cumplimiento pleno de los deberes del funcionario, 

lo que se traduce en un servicio público de calidad, del cual tienen derecho todos los 

individuos. Paralelamente, la potestad correctiva se ejercita a lo externo de la 

Administración, frente a los administrados, por infracciones a normas que tutelan el 

orden público (sobre esta distinción entre potestad disciplinaria y correctiva, puede 

verse el Dictamen N° 340 del 16 de diciembre de 2002, de la Procuraduría General 

de la República). 

Véase entonces que, el ejercicio del poder sancionador es represivo por su 

propia naturaleza, dado que sanciona infracciones cometidas en el ámbito de 

relaciones jurídicas externas, entre la Administración y el administrado, como en el 

marco de relaciones de empleo público, entre la Administración y el funcionario. Las 

consecuencias jurídicas pueden consistir en la imposición del pago de montos 

económicos por responsabilidad civil, de multas, de amonestaciones, de 

suspensiones sin goce de salario o de despidos sin responsabilidad patronal, 

sanciones que tienen lugar en sede administrativa, lo que implica la imposición de 

cargas u obligaciones que agudizan el imperativo de velar por el estricto 

cumplimiento del debido proceso y derecho de defensa. 

Lo anterior, debe diferenciarse de otras funciones administrativas como la 

atención de un reclamo administrativo o el otorgamiento de un permiso para 

desarrollar alguna actividad, dado que no existe la posibilidad de un castigo directo 

en contra del administrado interesado, donde deba ejercitar alguna defensa frente a 

la Administración, para que esta última determine la verdad real de los hechos, en 

orden a establecer alguna responsabilidad civil o disciplinaria.  

De manera que el ejercicio del poder sancionador debe darse con cautela, 

más allá de la existencia de normas escritas que habiliten su accionar, en virtud de 

los efectos adversos e invasivos que se producen en el administrado. Por ello, la 

normativa procesal y sustantiva aplicable en materia sancionadora, debe estar 

sujeta a consulta directa ante la Sala Constitucional, por el propio órgano decisor 

administrativo que debe conocer y resolver el caso concreto. Obsérvese que esto 

difiere de la normativa aplicable en el ejercicio de otras potestades públicas no 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

14 

sancionadoras, por cuanto su ejercicio no disciplina al particular, que si bien debe 

observarse un procedimiento administrativo, no está encaminado a sancionar, sino 

a reconocer un interés legítimo o un derecho subjetivo.  

Desde este plano, abrir la legitimación de consulta, en relación con el ejercicio 

de actividad administrativa no sancionadora, no es adecuado por la gran cantidad 

de potestades y deberes públicos que ejerce la Administración Central y 

Descentralizada, lo cual terminaría en desbordar el volumen de trabajo que lleva la 

Sala Constitucional, realidad que no debe ignorarse. Por esta razón, la consulta 

administrativa debe limitarse a la potestad sancionadora de la Administración, 

porque es el poder público más represivo e invasivo que se ejerce contra la esfera 

del particular. Nótese que, la consulta representa una oportunidad para que la 

Administración sancionadora ejercite la autocontención, y sea autocrítica de las 

normas por aplicar en casos concretos, en aras de evitar un ejercicio arbitrario del 

ius puniendi, que no es más que el poder de sancionar que tiene la Administración. 

Actualmente se pueden presentar algunos ejemplos que podrían colocar en 

aprietos a la Administración sancionadora, sin el ánimo de emitir juicios 

concluyentes, ni mucho menos taxativos. Un primer ejemplo, es el caso Petro Urrego 

vs Colombia, mediante la sentencia del 08 de julio de 2020 de la Corte IDH, cuyos 

párrafos 129 al 131 desprenden, en resumen, que no es viable confundir el ejercicio 

paralelo de las competencias decisora e instructora en un mismo órgano 

administrativo. En concreto, pueden establecerse los siguientes estándares 

convencionales: i) resulta incompatible con el artículo 8.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, Ȱ#!$(ȱɊ ÑÕÅ las facultades 

investigativas y sancionadoras no recaigan en distintas instancias o dependencias 

de la entidad de que se trate; ii) los funcionarios que resuelven los méritos de los 

cargos formulados, es decir, que asumen el rol de órgano decisor, deben ser 

diferentes de quienes formulan la acusación disciplinaria, es decir, de los 

funcionarios que asumen el rol de órgano director; iii) el órgano decisor no puede 

estar subordinado al órgano director; iv) lo anterior, en aras de no incurrir en una 

falta de imparcialidad objetiva, toda vez que el órgano director, al formular los 

cargos, tenía una idea preconcebida sobre la responsabilidad disciplinaria del 

acusado; y v) al configurarse una falta de imparcialidad, de manera correlativa, se 

incurre en una violación al derecho de defensa. 

Lo anterior, sin duda alguna, constituye un punto de inflexión y un verdadero 

reto para el Derecho Público interno costarricense, producto de la estructura 

organizacional que tienen nuestras Administraciones Públicas. Nótese que el rol de 
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órgano decisor y el rol de órgano director del procedimiento sancionador, no 

pueden confundirse en un mismo órgano administrativo.  

Incluso, con anterioridad, ya la Sala Constitucional, por sentencia N° 2006-

01992 de las 11:27 horas del 17 de febrero de 2006, había acogido esta tesis, 

precisamente, en torno al principio de imparcialidad, al sostener lo siguiente:  

La imparcialidad y objetividad suponen que el funcionario que 

integra el órgano al que le compete instruir o decidir el asunto, no 

tenga una posición preconcebida que pueda determinarlo a decidir 

en uno u otro sentido (imparcialidad subjetiva). De manera que no 

se satisface dicho principio cuando quien integra el órgano decidor 

ha participado activamente en la etapa instructiva o ha adelantado 

criterio sobre el caso que le corresponde conocer y resolver. Es 

importante señalar que, en la actualidad, se postula que el 

conocimiento de las etapas instructora y decisoria del 

procedimiento, debe estar a cargo de órganos distintos, sin poder 

coincidir dichas actividades como competencia de un mismo órgano. 

ɉȣɊ .Ï ÏÂÓÔÁÎÔÅȟ ÎÕÅÓÔÒÏ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÓÅ ÃÁÒÁÃÔÅÒÉÚÁ ÐÏÒ ÌÁ 

existencia de un vacío legal al respecto. En todo caso, en cuanto al 

principio de imparcialidad administrativa lo que resulta esencial es 

que la autoridad administrativa encargada de substanciar o resolver 

el objeto del procedimiento se mantenga en condiciones de absoluta 

objetividad, con especial atención de no formar una opinión 

parcializada a favor o en contra de la parte investigada, para 

proteger el indicado principio administrativo y el principio de 

inocencia, aplicable también en esa sede. (resaltado añadido) 

La doctrina nacional también ha acogido esta postura, y sobre el particular, 

Hidalgo Cuadra (2018) expresó lo siguiente:  

La división entre la fase instructora y la decisora es un punto clave 

para el ejercicio de la potestad punitiva, por el refuerzo que se 

confiere a la objetividad. La imparcialidad exigiría que el abordaje de 

la investigación, la estrategia en la recopilación de evidencia, en 

suma la llamada teoría del caso, no pertenezca a quien resuelve. Al 

sustraer del órgano director la decisión del asunto la imparcialidad 

del acto final se ve fortalecida. La preparación del expediente y la 

teoría del caso pertenecen a fases preliminares ajenas a lo que debe 

realmente hacer el órgano al que le corresponde definir el fondo. (pp. 

283 y 284, resaltado añadido)  
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Cabe preguntarse, ¿qué podría hacer la Administración si una norma ordena 

a un mismo órgano instruir el procedimiento y decidir el fondo del asunto? En aras 

de no incurrir en una desaplicación o inobservancia del precepto normativo, podría 

pensarse en acudir a los mecanismos de transferencias o cambios de competencias, 

que se regulan a partir del artículo 84 de la LGAP, mediante el instituto de la 

avocación o de la delegación de competencias, aunque tendrá que analizarse cada 

caso particular y sobre todo cada órgano administrativo.  

Así, los órganos colegiados podrían delegar la instrucción del procedimiento 

en la figura del secretario, en orden al numeral 90, inciso e, de la LGAP. Incluso, la 

Procuraduría General de la República (en adelanteȟ Ȱ0'2ȱɊȟ por dictamen N° C-294-

2004 del 15 de octubre de 2004, avaló la posibilidad de que, en casos calificados, se 

nombre un secretario ad hoc; se nombre a otro funcionario de la propia 

Administración; o se contrate a un tercero particular, a efecto de que se constituya 

en órgano director, siempre que el acto esté debidamente motivado. 

Además, podría valorar la Administración, que el jerarca máximo se avoque 

la competencia decisora del órgano inferior, conservando en dicho órgano la 

competencia instructora, en aplicación de los numerales 70, 93, 94, y 102, inciso e, 

de la LGAP, lo cual podría constituirse en otra Ȱválvula de escapeȱȟ Á ÆÉÎ ÄÅ ÏÂÓÅÒÖÁÒ 

los parámetros de constitucionalidad. 

Un segundo ejemplo, es el relativo a la improcedencia de plazos excesivos 

para que la Administración pueda establecer sanciones o proceder con su ejecución. 

En el caso López Mendoza vs Venezuela, por sentencia del 01 de setiembre de 2011 

de la Corte IDH, párrafo 205, se estableció lo siguiente:  

La Corte considera que la incertidumbre sobre el plazo dentro del 

cual se podría imponer las sanciones accesorias establecidas en el 

artículo 105 de la LOCGRSNCF es contraria a la seguridad jurídica 

que debe ostentar un procedimiento sancionatorio. Por otro lado, el 

plazo de cinco años no es razonable para garantizar la previsibilidad 

en la imposición de una sanción. Constituye un plazo excesivamente 

prolongado y, por lo tanto, es incompatible con la necesidad de que 

un procedimiento sancionatorio concluya al momento de 

determinarse la responsabilidad correspondiente, de tal forma que 

el imputado no espere por un plazo demasiado amplio a que se 

determine el tipo de sanción que debe recibir por una 

responsabilidad que ya ha sido determinada. Además, la falta de un 

plazo cierto, previsible y razonable puede dar lugar a un ejercicio 

arbitrario de la discrecionalidad a través de sanciones aplicadas en 
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un momento totalmente inesperado para la persona que ya fue 

declarada responsable previamente. (resaltado añadido) 

Con ocasión de este precedente, cabe cuestionar si el plazo de 5 años de 

prescripción de la responsabilidad disciplinaria, que fija el ordinal 71 de la Ley 

Orgánica de la Contraloría General de la República, norma aplicable en materia de 

Hacienda Pública, por remisión expresa del numeral 44 de la Ley contra la 

Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, y aplicable en materia 

de infracciones a la Ley General de Control Interno, conforme a su artículo 43; 

¿constituye un plazo excesivamente prolongado para establecer responsabilidad 

disciplinaria?. 

Un tercer ejemplo, es la improcedencia de procedimientos administrativos 

excesivamente expeditos. En el caso Familia Pacheco Tineo vs Bolivia, por sentencia 

del 25 de noviembre de 2013 de la Corte IDH, párrafos 187 a 189, se desprende que 

no son viables los procedimientos sumarios, sin dar audiencia a las partes, 

realizados dentro de un plazo irrazonablemente corto, donde no se efectúa 

valoración alguna. Esto hace cuestionar la conformidad del procedimiento sumario 

con los estándares convencionales, el cual regula la LGAP en sus artículos 320 al 326, 

donde no hay debates, defensas, ni pruebas ofrecidas por las partes, y las pruebas 

deberán tramitarse sin señalamiento, comparecencia o audiencia de las partes 

(artículo 321); donde se notificará sólo la audiencia sobre la conclusión del trámite 

para decisión final (artículo 322); donde existe discrecionalidad del órgano director 

para ordenar y tramitar la prueba, en cuanto al orden, términos y plazos (artículo 

323); donde las partes tendrán un plazo máximo de 3 días para formular 

conclusiones sobre los hechos, la prueba y el fundamento de derecho (artículo 324); 

y el procedimiento deberá ser concluido, por acto final, en el plazo de un mes 

(artículo 325).  

Adicionalmente, en el caso Baena Ricardo y otros vs Panamá, por sentencia 

del 02 de febrero de 2001 de la Corte IDH, párrafo 126, en lo que interesa, se señaló 

lo siguiente: Ȱ0ÏÒ ÅÊÅÍÐÌÏȟ no puede la administración dictar actos administrativos 

sancionatorios sin otorgar a los sancionados la garantía del debido procesoȱ 

(resaltado añadido). Por tanto, es indudable el imperativo que tiene la 

Administración para resguardar el pleno respeto del debido proceso, lo que se 

compromete con el trámite del procedimiento sumario que regula la LGAP. 

Por lo expuesto, el sumario constituye un cauce que podría considerarse 

como excesivamente expedito. En el ámbito disciplinario, la Administración puede 

aplicarlo cuando se estima, prima facie, que la consecuencia jurídica a imponer se 

corresponde con una amonestación verbal o escrita, toda vez que, en el caso de la 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

18 

suspensión o destitución, debe tramitarse el procedimiento ordinario que se regula 

a partir del canon 308 de la LGAP. Un procedimiento excesivamente célere, puede 

resultar, incluso, peor que un procedimiento excesivamente tardío. Al respecto, con 

tino, Leiva Poveda (2021) expresó lo siguiente:  

Si bien podría considerarse que la tramitación célere de un 

procedimiento administrativo, es uno de los ideales que deben 

procurar las administraciones públicas, no se debe perder de vista que 

esto no es un fin en sí mismo, razón por la cual, una excesiva rapidez 

en la tramitación de un procedimiento, que implique la supresión de 

garantías procedimentales, es aún más grave que una dilación 

injustificada de ese mismo trámite. (pp. 179 y 180, resaltado añadido)  

Un cuarto ejemplo, a propósito del artículo 9 de la CADH, que regula el 

principio de legalidad y de retroactividad, en el caso López Lone y otros vs 

Honduras, por sentencia del 05 de octubre de 2015 de la Corte IDH, párrafo 272, se 

estableció lo siguiente:  

La Corte advierte que, aun cuando puede aceptarse que la precisión 

requerida en materia disciplinaria sancionatoria sea menor que en 

materia penal (supra párr. 257), el uso de supuestos abiertos o 

conceptos indeterminados ÔÁÌÅÓ ÃÏÍÏ ÌÁ Ȱdignidad de la 

administración de justiciaȱ Ï ÅÌ Ȱdecoro del cargoȱ requiere el 

establecimiento de criterios objetivos que guíen la interpretación o 

contenido que debe darse a dichos conceptos a efectos de limitar la 

discrecionalidad en la aplicación de las sanciones. Estos criterios 

pueden ser establecidos por vía normativa o por medio de una 

interpretación jurisprudencial que enmarque estas nociones dentro 

del contexto, propósito y finalidad de la norma, de forma tal de evitar 

el uso arbitrario de dichos supuestos, con base en los prejuicios o 

concepciones personales y privadas del juzgador al momento de su 

aplicación. (resaltado añadido) 

El anterior precedente hace cuestionar si el numeral 81, inciso l, del Código 

de Trabajo, aplicado en el marco de relaciones de empleo público, es compatible o 

no con los estándares convencionales. Dicha disposición establece, en concreto, lo 

siguiente:  

Son causas justas que facultan a patrono para dar por terminado el 

ÃÏÎÔÒÁÔÏ ÄÅ ÔÒÁÂÁÊÏȡ ɉȣɊ ÌȢ Cuando el trabajador incurra en cualquier 
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otra falta grave a las obligaciones que le imponga el contrato. 

(resaltado añadido)  

Si bien esta norma es aplicable, primordialmente, a las relaciones de trabajo 

que se rigen por el derecho privado, en la práctica se tiende a invocar como sustento 

de procedimientos disciplinarios, en el marco de relaciones de empleo público. 

Como puede observarse, la norma no fija criterios objetivos para guiar su aplicación, 

ÌÏ ÑÕÅ ÈÁÃÅ ÑÕÅ ÅÌ ÜÍÂÉÔÏ ÄÅ ÄÉÓÃÒÅÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÐÁÒÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÒ ÕÎÁ Ȱfalta graveȱ 

constituya un elemento de valoración en sí mismo, pero con un grado de 

indeterminación tan amplio, que podría conllevar a un ejercicio arbitrario de la 

Administración, al incorporar valoraciones personales o privadas de la autoridad 

administrativa que resuelve el fondo del asunto. 

En doctrina nacional, también se ha reforzado la tesis de la debida tipicidad 

de las sanciones administrativas, al disponerse lo siguiente:  

Característico del principio de tipicidad, aunque no del todo explicado 

en el precepto, está un mandato de descripción precisa de los hechos 

y las conductas, con proscripción del recurso a fórmulas vagas, 

generales, difusas o indeterminadas. Si los particulares no saben a 

ciencia cierta por qué les puede sancionar la Administración, nadie 

actuaría de forma libre en un Estado de Derecho. (Milano, Ortiz y 

Rivero, 2016, p. 241, resaltado añadido) 

3É ÂÉÅÎȟ ÌÁ ÃÁÌÉÆÉÃÁÃÉĕÎ ÊÕÒþÄÉÃÁ ÄÅ Ȱfalta graveȱ comporta una valoración del 

caso concreto, debe decirse que el ejercicio discrecional de la Administración no se 

encuentra desprovisto de limitaciones, toda vez que el numeral 16 de la LGAP fija la 

observancia imperativa de las reglas unívocas de la ciencia o técnica, y de los 

principios elementales de justicia, lógica o conveniencia, en aras de evitar conductas 

arbitrarias. Llaman la atención los principios de justicia, lógica o conveniencia, a los 

que alude dicha disposición, incluso bajo el apercibimiento de nulidad del acto, 

conforme sanciona el mandato 160 de la LGAP, de lo cual habrá que analizar cada 

caso concreto, pero que, por antonomasia, conlleva el resguardo plenario de los 

derechos fundamentales y humanos de la parte investigada. 

Así las cosas, el punto medular es, ¿qué podría hacer el órgano administrativo 

frente a normas que presentan potenciales roces con los parámetros de 

constitucionalidad? Lamentablemente, la respuesta a esta interrogante es, poco o 

nada. La PGR ha dictaminado que la Administración no puede desaplicar normas en 

casos concretos, cuando estas son vigentes y eficaces, y en caso de inaplicar normas, 
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se incurre en responsabilidad por incumplimiento, según los dictámenes N° C-102-

2008 del 08 de abril de 2008 y N° C-126-2011 del 10 de junio de 2011. 

Incluso, el Órgano Procurador ha establecido que no puede recomendar a la 

Administración consultante la desaplicación de normas infra constitucionales, que 

a juicio de la Administración, o de la Procuraduría General, puedan ser contrarias al 

Derecho de la Constitución, en virtud del principio de legalidad, consagrado en el 

artículo 11 de la LGAP, y su homólogo constitucional; del principio de 

inderogabilidad singular de las normas, conforme al mandato 13 de la LGAP; y del 

principio general de obligatoriedad de las normas jurídicas, a tono con el numeral 

129 de la Constitución Política. 

Frente a normas jurídicas en que se tengan dudas fundadas de 

inconstitucionalidad, habida cuenta que presentan potenciales roces contrarios a los 

derechos y garantías del debido proceso y derecho de defensa, aunque sean 

evidentes y manifiestas, a la Administración decisora no le queda más que proceder 

con la aplicación del derecho positivo, en perjuicio del servidor público o del 

administrado. 

Debe reconocerse que la postura del Órgano Procurador es correcta. La 

Administración no puede dejar de aplicar la norma procesal o sustantiva, aunque 

tenga serias objeciones en su aplicación, por considerarla contraria al Derecho de la 

Constitución, salvo que sea derogada, modificada o abrogada, conforme a los 

numerales 121, inciso 1, y 129 de la Constitución Política, y 8 del Código Civil, o bien, 

en virtud de que el Tribunal Constitucional declare su inconstitucionalidad, único 

Tribunal que puede ejercer dicho control, en atención a que la justicia constitucional 

es concentrada en Costa Rica, conforme a los preceptos 10 y 48 de la Carta Magna, y 

2 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

Incluso, por dictamen N° C-205-2019 del 12 de julio de 2019, de la 

Procuraduría General de la República, se estableció que, aunque la norma 

cuestionada sea idéntica a otra que había sido anulada en sede constitucional, debe 

la Administración proceder con su aplicación, hasta que no exista ulterior 

pronunciamiento expreso de la Cámara Constitucional, o que se haya modificado o 

derogado.  

Si bien se mira, es una postura rígida, pero consecuente con el principio de 

seguridad jurídica, valor fundamental de nuestro sistema. En este sentido, las 

normas están para ser acatadas y, por tanto, las autoridades administrativas deben 

aplicarlas, teniendo en mente que, si no lo hacen, incurren en responsabilidad por 

inobservancia del orden jurídico.  
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Esto es distinto a lo que sucede en el ámbito judicial, por cuanto el juez no 

puede aplicar normas o actos contrarios al Derecho de la Constitución. En tal 

escenario, el artículo 8, inciso 1, de la Ley Orgánica del Poder Judicial confiere la 

solución, en el sentido que deben presentar la respectiva consulta ante la 

Jurisdicción Constitucional.  

Pero, volviendo a la interrogante inicial, ¿por qué el órgano sancionador 

tendría que acudir en consulta directa ante la Sala Constitucional?, pues bien, frente 

a un caso concreto pendiente de resolver, si la Administración decisora encuentra 

una norma procesal o sustantiva que debe aplicar y tiene serias dudas de 

inconstitucionalidad, si o si, debe proceder con su aplicación, a riesgo de lo siguiente:  

i)  que la parte investigada interponga un recurso de amparo, caso que la 

norma sea de aplicación automática y el Tribunal Constitucional 

ordene la desaplicación para el caso concreto y condene a la 

Administración al pago de costas, daños y perjuicios;  

ii)  que la parte investigada interponga una acción de 

inconstitucionalidad en contra la norma y que la Sala Constitucional 

suspenda por tiempo indefinido: 1. el dictado del acto definitivo que 

agota la vía administrativa, el cual resuelve el recurso ordinario de 

reposición o de apelación interpuesto contra el acto final y 2. el 

dictado de actos finales de los demás casos que tiene pendiente de 

resolver la Administración sancionadora correspondiente; y  

iii)  que la parte investigada acuda ante el Sistema Interamericano de 

Derechos Humanos, a fin de peticionar que se declare la 

responsabilidad internacional del Estado de Costa Rica, por no 

respetar los derechos humanos y no adecuar su normativa interna al 

Derecho Internacional de Derechos Humanos (artículos 1, 2 y 29 de la 

CADH).  

Estos 3 posibles escenarios, que no necesariamente numerus clausus, 

justifican la pertinencia de legitimar a los órganos sancionadores para que puedan 

presentar consultas directas en sede constitucional y evitar que la parte accione en 

contra de la normativa; de la Administración sancionadora; o del Estado de Costa 

Rica, en resguardo del principio de supremacía constitucional y de sus propios 

derechos. 
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B. ¿Se deben legitimar a los órganos sancionadores para que accedan a 

mecanismos de control a posteriori  de constitucionalidad?  

Para el adecuado abordaje de esta interrogante, se estima conveniente 

aclarar, ¿cuáles órganos tendrían legitimación para formular la consulta 

administrativa?, en concreto, los órganos decisores de procedimientos 

sancionadores. Como se aclaró en el apartado anterior, la consulta administrativa se 

vincula con el ejercicio de la potestad sancionadora, no con el ejercicio de otras 

potestades de imperio. Por consiguiente, la legitimación recae exclusivamente sobre 

los órganos administrativos que tienen rol decisor. ¿Cómo podrían acreditar su rol 

de órgano decisor?, en primer lugar, invocando la norma con rango de ley que le 

confiere la potestad sancionadora, en atención al principio de reserva de ley 

aplicable en esta materia, fundamentación que puede hacerse acompañar de normas 

reglamentarias que lo desarrollan, y en segundo lugar, invocando el caso pendiente 

por resolver, que sirve de base a la consulta, donde el órgano consultante tiene 

competencia decisora. 

Nótese que no basta con invocar la norma de ley que confiere la potestad 

sancionadora, sino que debe acompañarse del caso pendiente de resolver, donde el 

consultante tiene el rol de órgano decisor. ¿Por qué es importante esta precisión?, 

dentro de nuestro complejo aparato estatal existen ciertos órganos que podrían 

hacer las veces de órgano decisor, y en otros casos, hacer las veces de órgano de 

alzada. Un ejemplo de esto es el Tribunal de Inspección Judicial, que puede asumir 

el rol de órgano decisor, pero también el rol de órgano de alzada, cuando conoce en 

apelación el recurso interpuesto contra el acto final dictado por una jefatura del 

Poder Judicial, según se desprende del numeral 185, párrafo 3°, de la Ley Orgánica 

ÄÅÌ 0ÏÄÅÒ *ÕÄÉÃÉÁÌ ɉÅÎ ÁÄÅÌÁÎÔÅȟ Ȱ,/0*ȱ). 

Ahora bien, en materia de órganos decisores administrativos, desde el plano 

disciplinario, pueden verse los siguientes ejemplos, sin el ánimo de establecer una 

lista taxativa: la Ministra o el Ministro del ramo respectivo, en su calidad de superior 

jerárquico, conforme al numeral 102, inciso c), de la LGAP; el Tribunal de Servicio 

Civil quien asume el rol de órgano decisor, sobre casos de despido formulados en 

contra de funcionarias y funcionarios pertenecientes al régimen del servicio civil, de 

conformidad con los artículos 14 inciso a) y 43 inciso e) del Estatuto de Servicio 

Civil; la Corte Plena ejerce la potestad disciplinaria en contra de las magistradas y 

los magistrados, del Fiscal o la Fiscala General, del Fiscal o la Fiscala subrogante, del 

Director o la Directora y del Subdirector o la Subdirectora del Organismo de 

Investigación Judicial, de los Inspectores y las Inspectoras Generales, y de los 

integrantes del Consejo Superior, de conformidad con los artículos 59, inciso 12), 
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182 y 183 de la LOPJ; el Tribunal de la Inspección Judicial asume el rol de órgano 

decisor respecto de las personas servidoras judiciales, cuando la posible 

consecuencia jurídica se corresponda con una sanción más grave que una 

suspensión sin goce de salario por 15 días, de conformidad con el canon 184 de la 

LOPJ; el Consejo de Gobierno tiene potestad disciplinaria sobre los representantes 

diplomáticos de la República, nombrados por este alto órgano colegiado, de 

conformidad con el artículo 147, inciso 3), de la Constitución Política; la Contraloría 

General de la República tiene un rol decisor para ordenar y recomendar sanciones 

en contra de servidoras y servidores, por infracciones a las normas de control y 

fiscalización o por lesión a la Hacienda Pública, de conformidad con el artículo 68 de 

la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República; y los alcaldes o las 

alcaldesas tienen potestad disciplinaria para imponer la suspensión o el despido en 

contra de servidoras y servidores de los Gobiernos locales, de conformidad con los 

artículos 17, inciso k), y 158 párrafo in fine del Código Municipal. 

De manera correlativa, a manera de ejemplo y sin el ánimo de ser taxativo, la 

potestad correctiva la tienen los siguientes órganos decisores: en materia tributaria, 

los órganos sancionadores de las administraciones tributarias territoriales o de 

grandes contribuyentes de la Administración Tributaria, por infracciones 

administrativas tributarias formales y materiales, de conformidad con el artículo 

149 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Código Tributario); la 

Comisión para Promover la Competencia (Coprocom), tiene potestad para sancionar 

las prácticas monopolísticas en los mercados regulados o supervisados por las 

superintendencias del sector financiero, de conformidad con el artículo 21, párrafo 

2°, de la Ley de Fortalecimiento de las Autoridades de Competencia de Costa Rica y 

el artículo 27 bis inciso b) de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa 

Efectiva del Consumidor; la Superintendencia de Telecomunicaciones (Sutel), tiene 

potestad sancionadora por infracciones administrativas en que incurran los 

operadores o proveedores, y por prácticas monopolísticas, de conformidad con los 

artículos 55 y 65 de la Ley General de Telecomunicaciones; el Tribunal Ambiental 

Administrativo  tiene potestad sancionadora por violaciones en contra del ambiente, 

de conformidad con el artículo 111 de la Ley Orgánica del Ambiente; en materia de 

contratación administrativa, la Administración licitante tiene potestad 

sancionadora para reclamar daños y perjuicios, por incumplimiento de las 

obligaciones del contratista, de conformidad con el artículo 35 de la Ley de 

Contratación Administrativa e imponer las sanciones de apercibimiento o 

inhabilitación a los particulares, de conformidad con el artículo 99 y siguientes de la 

Ley de Contratación Administrativa; valga mencionar que, en la nueva Ley General 

de Contratación Pública, el procedimiento sancionador en contra de particulares, se 

regula a partir del artículo 121; y la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 
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tiene potestad sancionadora por el cobro de tarifas o precios distintos a los fijados, 

autorizados o establecidos, entre otras causales, de conformidad con el artículo 38 

y siguientes de la Ley de la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos 

(ARESEP). 

Ahora bien, ¿por qué únicamente los órganos decisores administrativos 

tendrían legitimación?, porque resuelven el fondo del asunto, mediante la emisión 

del acto final. Recuérdese que el órgano director instruye el procedimiento para 

dejarlo listo para la resolución de fondo, es decir, no conoce el fondo del caso 

concreto, y el órgano de alzada conoce el recurso de apelación interpuesto contra el 

acto final. Abrir la posibilidad de consulta también a favor del órgano director y del 

órgano de alzada sería conferir una doble o triple legitimación a la Administración, 

dentro de un mismo procedimiento administrativo sancionador, lo que sería 

sobreabundante y podría desbordar el volumen de trabajo que lleva el Tribunal 

Constitucional.  

Otra precisión importante que corresponde hacer es que, el órgano decisor 

no coincide, en todos los casos, con el jerarca máximo de la Administración 

respectiva o con alguna jefatura interna, puesto que, en esencia:  

Se trata del órgano que reúne las condiciones y requisitos necesarios, 

incluyendo, por supuesto, la competencia, para resolver por acto final 

el procedimiento administrativo, tal y como lo dispone el numeral 129 

de la LGAP. El órgano decisor que designa al director debe ser el 

mismo que resuelve definitivamente el procedimiento administrativo. 

(Jinesta, 2009b, p. 212, resaltado añadido)  

Aunque tampoco puede descartarse esta coincidencia, porque, en algunos 

casos, el órgano decisor se corresponde con la jefatura. Véase el caso de las jefaturas 

del Poder Judicial, donde el artículo 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial les 

confiere la competencia decisora para conocer causas disciplinarias, cuya 

consecuencia jurídica no supere una suspensión sin goce de salario por 15 días. En 

estos casos, les corresponde dictar el acto final a los siguientes órganos decisores 

administrativ os, sin el ánimo de ser taxativo: el Fiscal o la Fiscala General o 

Subrogante, que puede sancionar al personal profesional, técnico y administrativo 

del Ministerio Público; la Dirección de la Defensa Pública, que puede sancionar al 

personal técnico y administrativo de la Defensa Pública; y a las juezas y jueces 

coordinadores del Despacho y jefaturas de Departamentos Administrativos, que 

pueden sancionar al personal bajo su cargo (Poder Judicial de la República de Costa 

Rica, 2017, p. 7). 
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Tampoco, en todos los casos, el órgano decisor agota la vía administrativa. 

Para mayor claridad, véase el siguiente ejemplo: en el marco de un procedimiento 

de gestión de despido de funcionarias y funcionarios pertenecientes al régimen del 

servicio civil, la Dirección General de Servicio Civil se constituye en órgano director 

del procedimiento, a quien corresponde la instrucción del mismo; el Tribunal de 

Servicio Civil se constituye en órgano decisor del procedimiento, a quien 

corresponde conocer el fondo y resolver por acto final; y el Tribunal Administrativo 

de Servicio Civil se constituye en órgano de alzada, porque conoce el recurso de 

apelación interpuesto en contra del acto final. En este caso, ¿cuál órgano agota la vía 

administrativa?, el Tribunal Administrativo de Servicio Civil, porque emite el acto 

definitivo que resuelve la apelación, y contra lo resuelto no cabe ulterior recurso 

ordinario alguno. 

Sin embargo, también puede darse el supuesto en que el órgano decisor del 

procedimiento, a su vez, agota la vía administrativa, puesto que, contra lo resuelto 

por acto final, cabe el recurso ordinario de reposición (algunas normas le 

denominan recurso de reconsideración). Pasa por ejemplo en el caso del Ministro o 

la Ministra del ramo respectivo, en su condición de jerarca máximo del Ministerio. 

El recurso de reposición es de naturaleza horizontal, porque es conocido y resuelto 

por el Ministro o la Ministra del ramo respectivo, es decir, por el mismo órgano 

administrativo que emitió el acto final, pero este medio de impugnación difiere del 

recurso de revocatoria, porque la resolución que conoce y resuelve la reposición 

agota la vía administrativa, no así en el caso de la revocatoria. Véase que el aparato 

institucional costarricense no garantiza, en todos los casos, el principio de la doble 

instancia en sede administrativa, porque algunas Administraciones Públicas carecen 

de órgano de alzada que pueda conocer la apelación. 

A partir de lo establecido en el párrafo anterior, conviene preguntar, ¿por qué 

no tendrían legitimación los órganos de alzada considerando que agotan la vía 

administrativa?, porque no toda Administración dispone de un órgano de alzada que 

conozca en apelación lo resuelto por acto final. En tal supuesto, contra el acto final 

no cabe el recurso de apelación, sino, únicamente, el de reposición, y el propio 

órgano decisor es el que agota la vía administrativa, cuando resuelve en definitiva el 

recurso ordinario de reposición. En consecuencia, no es preciso establecer que el 

órgano de alzada, a quien corresponde conocer la apelación, sea el legitimado para 

formular consultas ante la Sala Constitucional, toda vez que, en aquellas 

Administraciones cuyos organigramas carezcan de órgano de alzada estarían 

imposibilitadas de plantear consultas a posteriori de constitucionalidad, lo que 

introduce un trato desigualitario que no es aceptable. Hay que agregar el carácter 

facultativo que tiene el agotamiento de la vía administrativa, salvo en materia 
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municipal y de contratación administrativa, lo que abona en apoyo de esta tesis, 

porque no todos los órganos de alzada conocerían en apelación el caso concreto, 

siendo que, bien podría la parte investigada prescindir del recurso de apelación y 

acudir directamente a la sede judicial. 

En esencia, el órgano decisor es el titular de la potestad sancionadora y es el 

único que debe acceder a la consulta administrativa, porque resuelve el fondo del 

asunto y conoce de primera mano las normas, actos o conductas que va a aplicar o 

resolver en el caso concreto, incluso, puede supervisar de oficio las cuestiones 

previas resueltas por el órgano director, a tono con los numerales 101 y 102 de la 

LGAP. En el caso de los órganos de alzada, nótese que, no necesariamente en todos 

los casos, la parte investigada interpone el recurso de apelación para agotar la vía 

administrativa, y en tal supuesto, el caso administrativo nunca sería conocido en 

apelación. Por estas razones, lo suyo es el que el órgano decisor del caso concreto 

sea el único que pueda formular la consulta administrativa ante la Sala 

Constitucional. 

De otra parte, ¿en cuál etapa del procedimiento cabría la consulta 

administrativa ante la Sala Constitucional y bajo cuáles reglas procesales se 

tramitaría?, debe formularse en un plazo máximo de 10 días hábiles, contados desde 

el momento en que el órgano decisor se encuentra en posibilidad de adoptar la 

sanción. Esta habilitación se puede presentar en varios escenarios a saber: i) cuando 

se remite el expediente al órgano decisor para que proceda con el acto final; ii) 

cuando el órgano director presenta su recomendación o informe final al órgano 

decisor; o iii) desde que finaliza la audiencia oral y privada del procedimiento 

sancionador. Dependerá de la particularidad de cada procedimiento, pero el común 

denominador es, desde el momento en que el órgano decisor pueda adoptar la 

sanción, de modo que tendrá 10 días hábiles para formular la consulta 

administrativa.  

¿Por qué 10 días hábiles?, es un plazo razonable para que el órgano decisor 

analice el caso concreto y determine la existencia de alguna norma o acto, por aplicar 

o resolver, que deba consultar ante la Sala Constitucional, por ser potencialmente 

inconstitucional. Véase que el plazo de 10 días se ajusta anticipadamente al 

establecido por el Tribunal Contencioso Administrativo, como plazo máximo de 

prescripción de un mes, para el dictado del acto final, desde que está en posibilidad 

de adoptar la sanción, sin perjuicio de lo establecido por el canon 319 de la LGAP, en 

aras de evitar dilaciones injustificadas y desproporcionadas, al amparo de la justicia 

administrativa pronta y cumplida (Tribunal Contencioso Administrativo, Sección VI. 

Resolución N° 095-2019-VI de las 13:50 horas del 31 de julio de 2019). 
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Así, constituye un requisito de admisibilidad que la consulta sea presentada 

en tiempo, dentro del citado plazo de 10 días hábiles, de lo cual el órgano decisor 

tendrá que dar aviso a las partes sobre la consulta formulada y suspender el dictado 

del acto final, hasta tanto el Tribunal Constitucional resuelva en definitiva la 

consulta administrativa de constitucionalidad. Aunado a que el órgano decisor 

tendrá que cumplir los mismos requisitos de admisibilidad para la procedencia de 

una consulta judicial, esto es, que sea formulada por el órgano decisor del 

procedimiento que ostenta la potestad sancionadora; que sean dudas fundadas de 

inconstitucionalidad; la existencia de un asunto sancionador pendiente de resolver; 

y la necesidad de aplicar la norma o acto que se consulta al caso concreto.  

Ahora bien, debe enfatizarse que en Costa Rica la justicia constitucional se 

concentra en la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, de conformidad 

con los numerales 10 y 48 de la Constitución Política y 2 de la LJC, de modo que es 

el único Tribunal especializado que podría expulsar normas del ordenamiento 

jurídico; desaplicar normas en casos concretos; o establecer la interpretación 

conforme al Derecho de la Constitución. 

Es preciso recordar que el Derecho de la Constitución, se encuentra integrado 

por la Constitución material, que cobija a los principios y valores constitucionales, y 

la Constitución formal, que incorpora al texto constitucional, los principios 

constitucionales, la jurisprudencia de la Corte IDH y los tratados internacionales 

(tomado de: ÃÌÁÓÅÓ ÄÅÌ ÃÕÒÓÏ ȰProblemas Actuales de Derecho Constitucionalȱȟ 

impartidas por Msc. Nancy Hernández López, Maestría Profesional en Derecho 

Público, Universidad de Costa Rica). !Ì ÔÉÅÍÐÏ ÑÕÅ ÃÕÁÎÄÏ ÓÅ ÁÌÕÄÅ Á Ȱbloqueȱ Ï 

Ȱparámetro de constitucionalidadȱȟ es otra forma de referirse al Derecho de la 

Constitución. 

En lo que atañe al control de convencionalidad, por sentencia N° 2014-12703 

de 11:51 horas del 01 de agosto de 2014, el Tribunal Constitucional reconoció su 

carácter vinculante, el cual:  

... es de acatamiento obligatorio para las Salas y Tribunales 

Constitucionales, debiendo contrastar cualquier conducta (activa u 

omisiva) con el parámetro de convencionalidad o el corpus iuris 

interamericano, conformado por las convenciones y declaraciones 

regionales en materia de Derechos Humanos, la jurisprudencia de esa 

Corte y sus opiniones consultivas. 

Aunque debe aclararse que la Corte IDH no establece un modelo específico 

para realizar control de constitucionalidad y de convencionalidad. En el caso Liakat 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

28 

Ali Alibux vs Surinam, por sentencia del 30 de enero de 2014, párrafo 124, la Corte 

IDH estableció lo siguiente:  

... sobre la vulneración del derecho a la protección judicial con motivo 

de la ausencia de un Tribunal Constitucional, si bien la Corte reconoce 

la importancia de éstos órganos como protectores de los mandatos 

constitucionales y los derechos fundamentales, la Convención 

Americana no impone un modelo específico para realizar un control 

de constitucionalidad y convencionalidad. En este sentido, la Corte 

recuerda que la obligación de ejercer un control de convencionalidad 

entre las normas internas y la Convención Americana le compete a 

todos los órganos del Estado, incluidos sus jueces y demás órganos 

vinculados a la administración de justicia en todos los niveles. 

(resaltado añadido).  

Esto nos lleva a distinguir el control de constitucionalidad, que es 

concentrado en Costa Rica, del control de convencionalidad, que es difuso, y recae 

sobre toda autoridad pública. No obstante, si bien es difuso, se debe tener presente 

su verdadero alcance, por cuanto dicho control se hace en el marco de las 

competencias y regulaciones procesales. Así, el Tribunal Interamericano precisó lo 

siguiente, en la sentencia ibídem:  

,Ï ÁÎÔÅÒÉÏÒ ÒÅÓÕÌÔÁ ÄÅ ÅÓÐÅÃÉÁÌ ÉÍÐÏÒÔÁÎÃÉÁ ÐÁÒÁ ÅÌ ȰÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ 

ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱȟ ÄÁÄÏ que todas las autoridades nacionales 

conforme a sus respectivas competencias y las regulaciones 

procesales correspondientes deben llevar a cabo este tipo de control, 

siendo útil también para el cumplimiento de resoluciones del Tribunal 

Interamericano.  

Teniendo en mente los límites para el control difuso de convencionalidad 

(competencias y regulaciones procesales), en el caso de los jueces ordinarios, 

Orozco Solano (2017) apuntó lo siguiente:  

ȣ ÃÏÎ ÌÏ ÃÕÁÌ si los jueces ordinarios tienen dudas fundadas acerca de 

la inconstitucionalidad, o de la inconvencionalidad, de la norma que 

ha de aplicarse para resolver un caso concreto, tienen la obligación de 

plantear la consulta judicial de constitucionalidad, para que sea la Sala 

quien dirima el problema, en los términos en que está regulado por el 

artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Lo anterior, sin 

perjuicio, desde luego, de la posibilidad de los jueces ordinarios de 

efectuar una interpretación conforme al Derecho de la Constitución, o 
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al Derecho de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, si 

la norma lo permite. En este marco, lo que no es posible es que el juez 

ordinario inaplique directamente la ley, soslayando los alcances del 

artículo 10 de la Constitución Política. (pp. 243 y 244, resaltado 

añadido) 

Empero, ¿es viable afirmar que debe ejercerse un control de 

convencionalidad en sede administrativa?, en efecto el órgano decisor 

administrativo no sólo puede, sino debe ejercer este control, aunque, nuevamente, 

en el marco de sus competencias y regulaciones procesales. Es por ello que, en modo 

alguno, podría expulsar o desaplicar una norma por considerarla inconstitucional o 

inconvencional, lo que representa un verdadero reto para la Administración, dado 

que si las competencias que ostenta no alcanzan para hacerlo, y está sujeta a las 

potestades, competencias y atribuciones que el ordenamiento jurídico 

administrativo le confiere.  

Vinculado con lo anterior, con precisión, Núñez Donald (2017) afirmó lo 

siguiente:  

... los casos más complejos son aquellos en que no existe la posibilidad 

ni de expulsar la norma, ni de realizar una interpretación conforme a 

la Convención. En aquellas situaciones, se deberá estar a las 

ÐÏÓÉÂÉÌÉÄÁÄÅÓ ÑÕÅ ÐÌÁÎÔÅÁ ÃÁÄÁ ÓÉÓÔÅÍÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȢ ɉȣɊ Un aspecto 

no explorado por la doctrina, es el control de convencionalidad que 

debe ejercer la autoridad no jurisdiccional, pues todos los estudios se 

han centrado en analizar el control de convencionalidad desde la 

perspectiva de la judicaturaȢ ɉȣɊ se requiere que los/as jueces/ zas no 

habilitados para inaplicar o expulsa normas, tengan la posibilidad de 

plantear dudas de convencionalidad a órganos superiores encargados 

de realizar el control, con el objeto de respetar las competencias de los 

órganos y uniformar la jurisprudenciaȢ ɉȣɊ la supervivencia de 

normas anti convencionales en el ordenamiento jurídico entraña un 

peligro, ya que al persistir la norma vigente en el ordenamiento 

jurídico, se mantiene el riesgo de su aplicación -en un sentido diverso 

a la CADH-, por parte del juzgador. Por otra parte, una tendencia 

excesivamente inclinada hacia el Poder Judicial como catalizador de la 

responsabilidad internacional del Estado puede comportar una 

sobrecarga del aparato judicial. (pp. 36, 64, 66, 67, 73 y 74) 

Nótese que la responsabilidad internacional del Estado es integral, como un 

todo, de modo tal que no se puede fragmentar, careciendo de importancia si la 
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norma o práctica doméstica ha emanado del Poder Legislativo, del Poder Ejecutivo 

o del Poder Judicial. En este sentido, mediante el voto concurrente del juez Sergio 

García Ramírez, consignado en la sentencia del caso Myrna Mack Chang vs 

Guatemala, del 25 de noviembre de 2003, párrafo 27, de la Corte IDH, se estableció 

lo siguiente:  

Para los efectos de la Convención Americana y del ejercicio de la 

jurisdicción contenciosa de la Corte Interamericana, el Estado viene a 

cuentas en forma integral, como un todo. En este orden, la 

responsabilidad es global, atañe al Estado en su conjunto y no puede 

quedar sujeta a la división de atribuciones que señale el Derecho 

interno. No es posible seccionar internacionalmente al Estado, obligar 

ante la Corte sólo a uno o algunos de sus órganos, entregar a éstos la 

representación del Estado en el juicio --sin que esa representación 

repercuta sobre el Estado en su conjunto-- y sustraer a otros de este 

régimen convencional de responsabilidad, dejando sus actuaciones 

ÆÕÅÒÁ ÄÅÌ ȰÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱ ÑÕÅ ÔÒÁÅ ÃÏÎÓÉÇÏ ÌÁ 

jurisdicción de la Corte internacional. (resaltado añadido) 

Asimismo, en línea con lo anterior, la Corte IDH estableció lo siguiente: Ȱ$Å 

tal manera, el Estado es el principal garante de los derechos humanos de las personas, 

por lo que, si se produce un acto violatorio de dichos derechos, es él quien debe resolver 

el asunto a nivel interno y, de ser el caso, reparar, antes de tener que responder ante 

instancias internacionales" (Caso Colindres Schonenberg vs El Salvador, párrafo 74 

de la sentencia del 04 de febrero de 2019, Corte IDH, resaltado añadido). Obsérvese 

que el control de convencionalidad es una orden genérica que recae sobre toda 

autoridad administrativa que ejerza un poder público, tal y como ha establecido la 

Corte IDH, al disponer: Ȱ%Ó ÐÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅ ÅÎ ÆÕÎÃÉĕÎ ÄÅ ÅÓÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

complementariedad que, en la jurisprudencia de la Corte, se ha desarrollado la 

concepción de que todas las autoridades y órganos de un Estado parte en la 

#ÏÎÖÅÎÃÉĕÎ ÔÉÅÎÅÎ ÌÁ ÏÂÌÉÇÁÃÉĕÎ ÄÅ ÅÊÅÒÃÅÒ ÕÎ ȰÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱ (Caso 

García Ibarra y otros vs Ecuador, párrafo 103 de la sentencia del 17 de noviembre 

de 2015, Corte IDH, resaltado añadido). 

Sobre la base de lo expuesto, es oportuno recordar que los Estados tienen el 

deber de adecuar su normativa interna al Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos, en aras de lograr la efectividad de los parámetros convencionales, en 

orden a lo que establece el artículo 2 de la CADH, sin que puedan hacerse 

interpretaciones que confieran menor grado de protección respecto de lo 

establecido por la Corte IDH, lo que debe verse en conjunción con el numeral 29 de 
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la CADH. Nótese que no se puede invocar, como justificante, normas de derecho 

interno o prácticas domésticas para que el Estado pueda dispensarse de 

responsabilidad e incumplir con la obligación internacional de adecuar su 

ordenamiento interno, lo que debe hacerse de buena fe, con base en el principio de 

Pacta Sunt Servanda, y los numerales 26 y 27 de la Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados.  

Adicionalmente, en nuestro ámbito interno, no se puede perder de vista que 

la Constitución Política de la República de Costa Rica es la norma suprema del 

ordenamiento jurídico, que vincula a toda autoridad administrativa, la cual tiene 

indudable fuerza normativa, que conjuntamente con los valores y principios 

constitucionales, deben informar el accionar administrativo. De su lado, la 

jurisprudencia del Tribunal Constitucional es vinculante erga omnes, en orden al 

numeral 13 de la LJC, y según lo establecido por el artículo 3 de dicha ley: Ȱ3Å ÔÅÎÄÒÜ 

por infringida la Constitución Política cuando ello resulte de la confrontación del texto 

de la norma o acto cuestionado, de sus efectos, o de su interpretación o aplicación por 

las autoridades públicasȟ ÃÏÎ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓ Ù ÐÒÉÎÃÉÐÉÏÓ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÅÓȱ (resaltado 

añadido). 

Aunque debe precisarse que el control de constitucionalidad es un análisis 

interno, que no corresponde dilucidar a la Corte IDH, porque carece de competencia 

ÐÁÒÁ ÅÌÌÏȢ !Óþȟ ÅÎ ÅÌ ÃÁÓÏ 'ÏÍÅÓ ,ÕÎÄ Ù ÏÔÒÏÓ ɉȰ'ÕÅÒÒÉÌÈÁ ÄÏ !ÒÁÇÕÁÉÁȱɊ ÖÓ "ÒÁÓÉÌȟ ÐÏÒ 

sentencia del 24 de noviembre de 2010, párrafo 49, la Corte IDH estableció lo 

siguiente:  

ȣ ÌÁ #ÏÒÔÅ )ÎÔÅÒÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÎÏ ÅÓÔÜ ÌÌÁÍÁÄÁ Á ÒÅÁÌÉÚÁÒ ÕÎ ÅØÁÍÅÎ ÄÅ ÌÁ 

Ley de Amnistía en relación con la Constitución Nacional del Estado, 

cuestión de derecho interno que no le compete, y que fuera materia 

del pronunciamiento judicial en la Acción de Incumplimiento No. 

ρυσȣȢ 

Ahora bien, es pertinente invocar el numeral 132 de la LGAP, el cual establece 

que el contenido del acto administrativo, sea lo que dispone, declara, juzga, ordena 

o certifica, debe ser lícito. Al vincular esta norma con el precepto 6 ibídem, se 

desprende con claridad que la norma suprema de la jerarquía de fuentes del 

ordenamiento jurídico administrativo es la Constitución Política, lo cual a su vez, 

visto conforme al principio de legalidad, que dispone el sometimiento pleno al 

ordenamiento jurídico, puede concluirse que el accionar de la Administración debe 

ser acorde a los parámetros de constitucionalidad, y ante la duda de si una norma 

con rango de ley o reglamento, sea esta general o especial, es consecuente con el 

Derecho de la Constitución, el órgano administrativo debe tener la posibilidad de 
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acudir en consulta directa ante la Cámara Constitucional, pero en nuestro sistema 

actual esto no es posible. 

Como bien apunta Orozco Solano (2008), la Constitución Política, en virtud 

de su indudable fuerza normativa, debe ser aplicada directamente por las 

autoridades públicas:  

En este orden de ideas, y siguiendo a BIDART CAMPOS, si se admite la 

fuerza normativa de la Constitución, toda ella es exigible a la actuación 

de los poderes públicosȟ ȰÅÎ ÔÏÄÁ ÓÕ ÉÎÔÅÇÒÉÄad, en todas sus partes, en 

ÔÏÄÏÓ ÓÕÓ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏÓȟ ÔÁÍÂÉïÎ ÅÎ ÓÕÓ ÉÍÐÌÉÃÁÃÉÏÎÅÓȱȢ #ÏÎ ÌÏ ÁÎÔÅÒÉÏÒ 

este autor quiere decir que cuando un Estado realmente es 

democrático, todas las disposiciones de la Constitución tienen el 

carácter obligatorio e imperativo, de tal modo que vincula a la 

totalidad de los órganos del poder como a los particulares, en una 

doble vertiente, es decir, en las relaciones del Estado con los 

particulares, y en las de los últimos entre sí. Con este propósito, es 

imprescindible que la norma constitucional sea exigible ante los 

tribunales de justicia (o ante un órgano especializado al cual se 

encomiende esta función). (p. 60, resaltado añadido) 

De manera reiterada, la propia LGAP, en su artículo 8, alude al respeto y 

observancia de los derechos del administrado. En primer lugar, cuando señala lo 

siguiente: Ȱ%Ì ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÓÅ ÅÎÔÅÎÄÅÒÜ ÉÎÔÅÇÒÁÄÏ ÐÏÒ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓ ÎÏ 

escritas necesarias para garantizar un equilibrio entre la eficiencia de la 

Administración y la dignidad, la libertad y los otros derechos fundamentales del 

individuoȱ (resaltado añadido).  

Sobre este punto, conviene recordar que las normas no escritas también son 

integrantes del ordenamiento jurídico administrativo, sea los principios generales 

de derecho, la jurisprudencia y la costumbre; lo que cobija entonces a los 

pronunciamientos de la Sala Constitucional y de la Corte IDH, que son vinculantes 

para toda autoridad pública. Es legítimo pensar en un escenario donde el órgano 

administrativo cuestiona la constitucionalidad de una línea jurisprudencial, sea 

judicial de los tribunales ordinarios, o administrativa de la Procuraduría General de 

la República, en tratándose de sus dictámenes (sobre la admisibilidad de las 

acciones de inconstitucionalidad contra dictámenes de la PGR véase el voto 

constitucional N° 14016-2009 de las 14:34 horas del 01 de setiembre de 2009).  

Respecto de la posibilidad de cuestionar la jurisprudencia ordinaria, Orozco 

Solano (2017) apuntó lo siguiente:  
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ȣ una determinada línea jurisprudencial , en cuanto constituye una 

norma o fuente no escrita del ordenamiento jurídico, puede ser 

cuestionada por las distintas modalidades del control a posteriori, 

siempre que se cumplan ciertos requisitos, entre ellos, que se trate de 

una pauta o línea jurisprudencial de los tribunales de última instancia, 

ÑÕÅ ÌÁ ÌþÎÅÁ ÉÍÐÕÇÎÁÄÁ ÓÅÁ ÌÁ ȰÒÁÔÉÏ ÄÅÃÉÄÅÎÄÉȱ ÄÅ ÌÏÓ ÆÁÌÌÏÓ 

mencionados por el actor y, por último, que se aporten, al menos, tres 

sentencias o más resoluciones en los cuales se ponga de manifiesto el 

criterio jurisprudencial impugnado. (pp. 256 y 257, resaltado 

añadido)  

En segundo término, nótese que el canon 10, inciso 1, de la LGAP señala lo 

ÓÉÇÕÉÅÎÔÅȡ ȰLa norma administrativa deberá ser interpretada en la forma que mejor 

garantice la realización del fin público a que se dirige, dentro del respeto debido a los 

derechos e intereses del particularȱ (resaltado añadido). Si se visualiza una norma 

rígida que no permita una interpretación favorable a los derechos fundamentales y 

humanos del particular, compromete a la Administración, en virtud del imperativo 

de aplicar la norma y de acatar su tenor literal.  

Finalmente, véase que la propia discrecionalidad administrativa se encuentra 

limitada a los derechos del particular, conforme al artículo 17 de la LGAP; que el 

procedimiento administrativo debe llevarse a cabo con pleno respeto de los 

derechos del administrado, según el canon 214 de la LGAP; y el órgano debe 

conducir el procedimiento dentro del respeto de los derechos del administrado, 

conforme al mandato 225 de la LGAP. 

Puede destacarse entonces un firme vínculo existente entre el derecho 

constitucional y el derecho administrativo, de lo cual la doctrina ha establecido lo 

siguiente:  

Es casi un lugar común definir el Derecho administrativo como 

Ȱ$ÅÒÅÃÈÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÏÎÃÒÅÔÉÚÁÄÏȱ (WERNER), expresión que 

indica las estrechas conexiones existentes entre los preceptos 

constitucionales y las normas administrativas. O, quizás sea así más 

realista, las sintonías que deberían presentarse (aunque no siempre 

se producen) entre las exigencias de la Constitución y las leyes que 

rigen el comportamiento de la Administración. (Milano, Ortiz y Rivero, 

2016, p. 31, resaltado añadido) 

Debe hacerse hincapié en que la Procuraduría General de la República 

estableció que las normas no pueden desaplicarse o inobservarse, por más 
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inconstitucional que se consideren y aunque sean similares a otras que la Sala 

expulsó del ordenamiento jurídico por inconstitucionales: ȰIncluso en los casos en los 

que una norma pudiera ser idéntica a otra anulada por la Sala Constitucional, ha sido 

tesis reiterada de la Procuraduría General que la Administración debe seguir 

aplicándola, ajustando su conducta a lo preceptuado, mientras no exista un 

pronunciamiento expreso, en sentido contrario, de la propia Sala, o bien hasta que no 

ejerza respecto de ella la potestad modificativa o derogatoria reglamentaria.ȱ 

(Dictamen N° 388 del 05 de octubre de 2020, subrayado propio). Lo que hace 

cuestionar si, ¿la Administración sancionadora debe asumir un rol pasivo y 

constituirse en mero aplicador del derecho, sin supervisar la inconstitucionalidad 

de la normativa que aplica en casos concretos? 

Por tanto, desde el plano de nuestro derecho administrativo interno, el 

proceder del órgano decisor debe conducirse con apego a la supremacía 

constitucional y a los derechos del administrado. Pero, ¿por el imperativo de aplicar 

la norma escrita se justifica que la Administración vulnere los derechos 

fundamentales y humanos del particular?, una respuesta afirmativa sería 

ÃÏÎÔÒÁÐÒÏÄÕÃÅÎÔÅȟ ÐÏÒÑÕÅ ÅÌ ĕÒÇÁÎÏ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁ Ȱatadoȱ ÁÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÐÏÓÉÔÉÖÏȟ 

aunque este sea contrario al bloque de constitucionalidad.  

Lo propio es que se legitimen a los órganos decisores administrativos para 

que accedan a mecanismos de protección al principio de supremacía constitucional 

y, de manera refleja, se protejan los derechos de los investigados en el caso concreto, 

toda vez que, actualmente, las autoridades administrativas no pueden cuestionar la 

potencial inconstitucionalidad de normas o actos, que deben aplicar o resolver, en 

casos sometidos a su conocimiento. 

 

C. ¿Por qué la consulta administrativa de constitucionalidad es la vía 

procesal adecuada? 

Para esta interrogante, es oportuno recordar que, en el derecho procesal 

constitucional costarricense, el control a posteriori de constitucionalidad se limita a 

dos vías procesales de acceso ante el Tribunal Constitucional: la acción de 

inconstitucionalidad y la consulta judicial de constitucionalidad. Con todo, el control 

se ejerce sobre normas válidas y eficaces, y por tanto, integrantes del ordenamiento 

jurídico. Ambos instrumentos, no pueden ser empleados por órganos decisores 

administrativos que conocen y resuelven el fondo de asuntos de orden 

sancionatorio, habida cuenta que carecen de legitimación activa para ello. De 

seguido se procede a dilucidar, ¿por qué los procesos constitucionales actuales son 
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insuficientes para garantizar la supremacía constitucional? Para brindar cabal 

respuesta, se analiza el recurso de amparo, la consulta judicial de constitucionalidad 

y la acción de inconstitucionalidad. 

¿Por qué es insuficiente el amparo constitucional? En primer lugar, es 

importante recordar que el recurso de amparo no es un mecanismo de control a 

posteriori de constitucionalidad, de modo tal que, en esencia, no resguarda la 

supremacía constitucional, sino la protección de los derechos fundamentales. Así, 

mediante la vía del amparo no se pueden expulsar normas del ordenamiento 

jurídico. A lo sumo, podrían impugnarse normas jurídicas de acción automática o 

auto aplicativas, donde la Sala no aplica el trámite de conversión a una acción de 

inconstitucionalidad, que fija el cardinal 48 de la LJC, y ha optado por ordenar la 

desaplicación de la norma al caso concreto, por ejemplo, en materia de reglamentos 

(pueden verse los votos constitucionales números 2421-2000; 7603-2010 y 10105-

2010). Empero, nótese que sólo procede en contra de normas de aplicación 

automática y no es posible la expulsión de la norma, de manera que el amparo no se 

puede entender como un mecanismo depurador del ordenamiento jurídico, para 

que se encuentre a tono con el Derecho de la Constitución. 

En segundo lugar, por regla general, la Administración no tiene legitimación 

activa para acudir en amparo. En este sentido, la doctrina nacional ha aseverado: 

ȣ el Estado, lato sensu, no es titular del derecho de acudir ante la Sala 

en la vía del recurso de amparo, para mantener o preservar los 

derechos fundamentales. La idea es brindar a los administrados un 

medio de defensa contra los eventuales abusos del poder, pero no 

puede entenderse concebido para proteger a entidades de Derecho 

Público, pues para que éstas puedan defender su autonomía, o la 

competencia que les ha sido asignada por el acto de creación, 

perfectamente pueden acudir a otros mecanismos previstos por el 

propio ordenamiento jurídico. Por lo anterior, la Sala ha rechazado 

recursos de amparo interpuestos por funcionarios públicos no a título 

personal, sino a favor del órgano que representanȣ ɉ/ÒÏÚÃÏȟ 0ÁÔÉđÏ y 

Salazar, 2013, pp. 122 y 123, resaltado añadido).  

Así, tradicionalmente, la Cámara Constitucional ha acogido en su 

jurisprudencia la tesis de que los entes públicos no son titulares de derechos 

fundamentales, y por tanto, no es dable que ejerciten el derecho de acción 

consagrado en el ordinal 48 de la Constitución Política, que refiere a la posibilidad 

de formular recursos de amparo. Esta postura puede constatarse en los votos 

constitucionales números 174-91, 2890-92 y 5518-2005. 
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En tercer lugar, sería un despropósito establecer que el recurso de amparo 

es suficiente para garantizar la supremacía constitucional, cuando no lo hace, y la 

propia Administración carece de legitimación activa para formularlo. Por el 

contrario, este recurso está diseñado para ser interpuestos en contra de órganos y 

sujetos de Derecho Público, no a su favor. A esto debe sumarse su carácter informal, 

porque permitiría presentar escritos laxos, sin mayor rigurosidad, lo que 

compromete la seriedad y consistencia de los argumentos presentados por esta vía, 

debido a que no tendrían que someterse a un estricto filtro de admisibilidad, lo que 

desbordaría el volumen de trabajo que lleva la Sala, que maneja un circulante de 

135460 (ciento treinta y cinco mil cuatrocientos sesenta) recursos de amparo desde 

el año 2014 hasta octubre del 2020 (datos estadísticos tomados de la página web 

oficial de la Sala Constitucional: https://salaconstitucional.poder-

judicial.go.cr/index.php/estadisticasv1), para una cantidad aproximada de 20000 

(veinte mil) casos de amparo por año. Por estas razones, el amparo constitucional 

no soluciona la problemática de fondo, de que los órganos sancionadores no pueden 

acudir en consulta ante el Tribunal Constitucional. 

¿Por qué es insuficiente la consulta judicial? En efecto, la consulta judicial de 

constitucionalidad es otro mecanismo de control a posteriori, que puede desplegar 

los mismos efectos de una acción de inconstitucionalidad. No obstante, debe tenerse 

presente la naturaleza facultativa con que regula este instituto el canon 102 de la 

LJC, al tiempo que el numeral 8 de la LOPJ le da un carácter obligatorio, cuando el 

juez tenga serias dudas de inconstitucionalidad, sobre la norma o acto por aplicar o 

resolver en el caso concreto, de manera que no es posible desaplicar la norma 

cuestionada, salvo que pueda aplicarse o interpretarse conforme a los precedentes 

o jurisprudencia constitucional, donde el punto ha sido ya resuelto.  

Véase entonces que, en esencia, no es que resulta insuficiente la consulta 

judicial, sino que está condicionada a que el caso administrativo sea residenciado en 

sede judicial, sea laboral o contenciosa administrativa. Es decir, para que la consulta 

judicial sea operativa, la parte tendría que hacer la inversión económica de 

judicializar el caso y que el juez tenga a bien formular la consulta ante la Sala 

Constitucional, lo cual no necesariamente va a pasar, porque tendría que ser 

relevante para el caso concreto y que el juzgador detecte la potencial 

inconstitucionalidad. Recuérdese que, en sede ordinaria, se ventilan aspectos de 

mera legalidad, y si bien es cierto el bloque de legalidad cobija aspectos propios del 

Derecho de la Constitución, es innegable el tono facultativo con que se regula este 

instituto en la LJC. 
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Por consiguiente, aquellos casos donde la parte no quiera o no tenga los 

recursos económicos para acudir a la sede judicial, la norma no podría ser sometida 

en consulta ante la Sala, quedando dispensada del control a posteriori, y a riesgo de 

que se continúe aplicando aunque sea contraria al parámetro de constitucionalidad. 

Finalmente, la legitimación para formular una consulta judicial recae sobre los 

jueces de la República, lo que no soluciona la problemática de fondo, de que los 

órganos sancionadores puedan tener acceso a mecanismos procesales para adecuar 

la constitucionalidad de las normas aplicables.  

Nótese que, por la vía del voto N° 1617-97, la Sala Constitucional amplió la 

legitimación para que los árbitros puedan formular consultas judiciales, 

estableciendo como relevante el dictado de un laudo arbitral, con autoridad de cosa 

juzgada. Pues bien, por analogía, cabe entonces cuestionar, ¿por qué no extender esa 

legitimación en favor de los órganos decisores administrativos en materia 

sancionadora?, que si bien, lo resuelto por ellos no genera cosa juzgada material, 

genera cosa juzgada administrativa. 

¿Por qué es insuficiente la acción de inconstitucionalidad? Es cierto que se 

podría pensar en abrir la legitimación activa institucional en favor de los órganos 

administrativos sancionadores. Empero, véase que, en esta materia, la legitimación 

activa institucional ya existe en favor de la Administración Central, toda vez que el 

canon 75, párrafo 3°, de la LJC la confiere al Contralor o Contralora General de la 

República (la Contraloría General de la República es un órgano constitucional 

auxiliar de la Asamblea Legislativa); al Procurador o Procuradora General de la 

República (la Procuraduría General de la República es un órgano de 

desconcentración máxima del Ministerio de Justicia y Paz); al Fiscal o Fiscala 

General de la República (el Ministerio Público pertenece al Poder Judicial); y al 

Defensor o Defensora de los Habitantes (la Defensoría de los Habitantes es un 

órgano adscrito al Poder Legislativo). ¿Es sobreabundante abrir la legitimación 

institucional a favor de los órganos sancionadores?, en mi criterio, sí.  

A esto hay que añadir que, la legitimación institucional dispensa al accionante 

de invocar un caso pendiente de resolver en sede administrativa, lo que implica una 

valoración abstracta de la normativa impugnada. Esto último no es particularmente 

efectivo para los órganos decisores administrativos, que deben conocer y resolver 

casos concretos, es decir, lo suyo es que se pueda hacer un control concreto y no 

abstracto de la norma o acto por aplicar o resolver. Se debe recalcar que la potestad 

sancionadora no es un poder que se ejercita en abstracto, sino que se materializa en 

cada caso concreto. Así, dentro del procedimiento administrativo, el órgano 

sancionador obtiene competencia decisora para resolver por el fondo.  
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Otra consideración adicional, para descartar la viabilidad de legitimar 

órganos sancionadores, a efecto de que puedan interponer acciones de 

inconstitucionalidad, es el plazo de duración de la resolución final, porque es 

indeterminado cuando no se dispone la celebración de una vista. En el caso de que 

se disponga una vista, en orden al canon 86 de la LJC, debe resolverse en el término 

máximo de un mes, contado a partir de la fecha en que concluya la vista, con el 

detalle de que, en la práctica, en la minoría de casos se hacen vistas, de manera que 

la mayoría quedan ayunos de un plazo determinado para la resolución final (tomado 

de: entrevista del 23 de marzo de 2021 con el profesor Víctor Orozco Solano). 

En consecuencia, una acción de inconstitucionalidad puede tardar años, lo 

que dilataría excesivamente la resolución final del procedimiento sancionador, en 

detrimento de la justicia administrativa pronta y cumplida y de la tutela 

administrativa efectiva ɉÔÏÍÁÄÏ ÄÅȡ ÃÌÁÓÅÓ ÄÅÌ ÃÕÒÓÏ ȰDerecho Procesal 

Administrativoȱ ÄÅÌ $ÒȢ sÓÃÁÒ %ÄÕÁÒÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚ #ÁÍÁÃÈÏȟ -ÁÅÓÔÒþÁ 0ÒÏÆÅÓÉÏÎÁÌ ÅÎ 

Derecho Público, Universidad de Costa Rica). 

¿Qué sucede con las acciones de inconstitucionalidad que podrían interponer 

las partes investigadas? Es cierto que, podría argumentarse, las partes investigadas 

tienen legitimación activa para interponer una acción de inconstitucionalidad en 

contra de la normativa por aplicar en el caso concreto, donde la Administración 

sancionadora instauró un procedimiento de oficio o en virtud de denuncia en su 

contra. No obstante, véanse las consideraciones que de seguido se exponen. En sede 

administrativa, no es imperativo contratar la defensa técnica, de modo tal que el 

investigado puede ejercer su defensa material, supuesto en que, no necesariamente, 

va a poder detectar la potencial inconstitucionalidad, considerando que no todos los 

investigados son abogados, o tienen conocimientos suficientes en derecho, y la 

especialidad de la materia.  

Hay que matizar lo anterior al considerar dos variantes. La primera, es lo 

contemplado en el mandato 220 de la LGAP, en el sentido de que la Administración, 

en casos excepcionales, puede exigir al investigado el patrocinio o representación 

de un abogado, pero sólo en ȰÃÁÓÏ ÅØÔÒÅÍÏȱ, como la misma norma lo señala, lo que 

es discutible cuando la parte no tiene la capacidad económica para hacerlo. La 

segunda, son aquellos supuestos donde la Administración ofrece la posibilidad de 

defensa pública en favor de los investigados, como pasa con los funcionarios 

judiciales, por asuntos vinculados con el ejercicio de sus funciones, lo que ya de por 

sí implica una defensa técnica. 

Una realidad indudable que justifica por qué un investigado se acoge a la 

defensa material, es la inversión que implica pagar los honorarios de un profesional 
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en derecho. Obsérvese que, en el caso de que decida contratar los servicios de un 

abogado, tiene que hacer una inversión mínima ÄÅ  ςτςȟπππ ɉÄÏÓÃÉÅÎÔÏÓ ÃÕÁÒÅÎÔÁ 

y dos mil colones), en casos de cuantía inestimable, o bien, del 50% (cincuenta por 

ciento) de la Tarifa General, en relación con el monto estimado del asunto, de 

ÃÏÎÆÏÒÍÉÄÁÄ ÃÏÎ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ρρ ÄÅÌ ȰArancel de honorarios por servicios profesionales 

de abogacía y notariadoȱ ɉÁÃÔÕÁÌ $ÅÃÒÅÔÏ %ÊÅÃÕÔÉÖÏ .Ј τρτυχ ÄÅÌ ρχ ÄÅ ÏÃÔÕÂÒÅ ÄÅ 

2018 del 17 de octubre de 2018, versión del 22 de mayo de 2019). Debe resaltarse 

que es una inversión mínima, porque bien podría el profesional cobrar un monto 

superior al indicado. 

Ahora bien, ¿en cuál etapa del procedimiento podría interponerse la acción 

de inconstitucionalidad? Si la defensa técnica detecta la presunta 

inconstitucionalidad, para proceder con su interposición tendrá que esperar hasta 

interposición del recurso ordinario que agota la vía administrativa, en contra el acto 

final, puesto que si lo hace en un momento anterior, la acción es inadmisible por 

prematura, y si lo hace después del dictado del acto definitivo, que agota la vía 

administrativa, caduca el derecho de pedir la declaratoria de inconstitucionalidad, 

en orden al canon 77 de la LJC. Así lo confirma el ordinal 75, párrafo 1°, de la LJC que, 

en lo conducente, dispone lo siguiente: ȰPara interponer la acción de 

inconstitucionalidad es necesario que exista un asunto pendiente de resolver ante los 

tribunales, inclusive de hábeas corpus o de amparo, o en el procedimiento para agotar 

la vía administrativa, en que se invoque esa inconstitucionalidad como medio 

razonabÌÅ ÄÅ ÁÍÐÁÒÁÒ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ Ï ÉÎÔÅÒïÓ ÑÕÅ ÓÅ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁ ÌÅÓÉÏÎÁÄÏȱ (resaltado 

añadido). Es decir, el recurso ordinario que cabe contra el acto final, sea la 

reposición o la apelación, es el asunto que sirve de base para interponer la acción de 

inconstitucionalidad.  

Otro aspecto que debe tomarse en cuenta es el costo económico para 

interponer una acción de inconstitucionalidad. En principio, la parte requiere de 

defensa técnica para proceder con su formulación, en virtud de su carácter formal y 

técnico. Si bien es cierto la normativa no exige el patrocinio letrado, véase que el 

numeral 78, párrafo 1°, de la LJC estipula que el escrito debe presentarse 

autenticado. Pues bien, de conformidad con el numeral 45 del arancel de honorarios 

supra referido, el costo mínimo por estudiar, analizar, redactar y tramitar una acción 

ÄÅ ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÁÓÃÉÅÎÄÅ Á  σπςȟυππ ɉÔÒÅÓÃÉÅÎÔÏÓ ÄÏÓ ÍÉÌ ÑÕÉÎÉÅÎÔÏÓ 

colones), nuevamente destacando que son honorarios mínimos. 

Hay que agregar lo dispuesto por el precepto 328 de la LGAP, en el sentido de 

que: ȰEn el procedimiento administrativo no habrá lugar a la imposición de costas a 

favor o en contra de la Administración ni del interesado.ȱ Esta norma cierra cualquier 
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posibilidad de reclamar lo invertido en sede administrativa, al contratar una defensa 

técnica, ya que esto se ha entendido como una mera liberalidad de la parte y se toma 

cuenta el interés público que se persigue con el ejercicio de la potestad 

sancionadora. Lo propio sucede al declararse con lugar una acción de 

inconstitucionalidad, nótese que la parte dispositiva de la sentencia no condena a la 

Administración al pago de costas, daños y perjuicios, lo que implica que la parte 

interesada también debe asumir los costos por la interposición de la acción en sede 

constitucional. 

En consecuencia, puede establecerse que el investigado debe tener capacidad 

económica para contratar la defensa técnica en sede administrativa, que permita 

detectar la posible inconstitucionalidad de la norma o acto, por aplicar o resolver en 

el caso, y proceder con su impugnación en sede constitucional. Sin embargo, hay que 

agregar otro elemento adicional, nada despreciable, y es el estado de incertidumbre 

en que se deja a la Administración y a las partes cuando se interpone una acción de 

inconstitucionalidad, toda vez que, no solamente se suspende el dictado del acto 

definitivo que resuelve el recurso de reposición o de apelación del caso concreto, 

sino que también se suspende la emisión de los actos finales de otros casos previos 

que deba conocer y resolver el órgano sancionador.  

Así se desprende de los numerales 81, párrafo 2°, y 82 de la LJC, al disponer, 

respetivamente, lo siguiente:  

Artículo 81. Si el Presidente considerare cumplidos los requisitos de 

que se ha hecho mérito, conferirá audiencia a la Procuraduría General 

de la República y a la contraparte que figure en el asunto principal, por 

un plazo de quince días, a fin de que manifiesten lo que estimen 

conveniente. Al mismo tiempo dispondrá enviar nota al tribunal u 

órgano que conozca del asunto, para que no dicte la resolución final 

antes de que la Sala se haya pronunciado sobre la acción ȣ. (resaltado 

añadido)  

Artículo 82. En los procesos en trámite no se suspenderá ninguna 

etapa diferente a la de dictar la resolución final, salvo que la acción de 

inconstitucionalidad se refiera a normas que deban aplicarse durante 

la tramitación. (resaltado añadido) 

Para ejemplificar esta incertidumbre, la Sección Especializada del Tribunal 

Supremo de Elecciones, órgano que tramita y resuelve, en primera instancia, 

asuntos Contenciosos-Electorales de corte sancionatorio, el cual se rige por el 

Ȱ2ÅÇÌÁÍÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ 3ÅÃÃÉĕÎ %ÓÐÅÃÉÁÌÉÚÁÄÁ ÄÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓ ÑÕÅ 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

41 

tramita y resuelve en primera instancia asuntos Contenciosos-Electorales de carácter 

sÁÎÃÉÏÎÁÔÏÒÉÏȱ (Decreto TSE N° 5 del 02 de junio de 2016), se encuentra suspendida 

de emitir resoluciones finales, toda vez que se interpuso una acción de 

inconstitucionalidad en contra de los artículos 1, 10, 11, 14 y conexos de esa 

normativa, la cual se tramita bajo el expediente N° 19-012605-0007-CO del 16 de 

julio de 2019, acción que fue admitida en fecha 11 de setiembre de 2019.  

Interesa resaltar el estado de incerteza en que coloca a la Administración 

sancionadora, frente a la interposición de una acción de inconstitucionalidad, toda 

vez que debe abstenerse de emitir actos finales, hasta tanto la Sala resuelva si existe 

la inconstitucionalidad acusada. En este caso en particular, véase la fecha en que se 

admitió la acción y, al día de hoy, no se ha resuelto, de manera que los casos que está 

tramitando esa sección, deben quedar pendientes de resolución final, lo que a su vez 

se traduce en incerteza para las partes investigadas. 

Lo anterior, evidencia que la interposición de una acción de 

inconstitucionalidad, no solamente despliega efectos suspensivos para el caso 

concreto, en el sentido de que el órgano que agota la vía administrativa debe 

abstenerse de emitir el acto definitivo que resuelve el recurso de reposición o de 

apelación, sino que, paralelamente, se suspende el dictado de actos finales de los 

demás asuntos sancionatorios que está conociendo la Administración respectiva. 

Por esta razón, el plazo indefinido para resolver la acción de inconstitucionalidad es 

mayormente gravoso en sede administrativa, porque despliega un efecto suspensivo 

que se hace extensivo a todos los casos que conoce el órgano sancionador, lo cual es 

nocivo para la justicia administrativa, porque genera una dilación excesiva para la 

resolución final o definitiva del procedimiento sancionador. 

Por todo lo expuesto, la acción de inconstitucionalidad tampoco es la figura 

adecuada para que los órganos decisores administrativos puedan participar del 

control a posteriori de constitucionalidad. Lo que nos lleva a la pregunta 

inicialmente formulada en este apartado, ¿por qué el instituto de la consulta, como 

mecanismo a posteriori de constitucionalidad, es la vía adecuada para los órganos 

sancionadores?  

Véase que, en el caso de la consulta judicial de constitucionalidad, como su 

nombre lo indica, procede cuando el juez ordinario tenga dudas razonables sobre 

una norma, acto o conducta por aplicar o resolver, instituto regulado a partir del 

artículo 102 de la LJC; el cual se debe resolver en el plazo de un mes, contado a partir 

de su presentación; el proceso queda suspendido en su tramitación hasta que se 

resuelva; de la consulta se dará audiencia a la PGR; las partes tienen derecho de 

pedir la conversión de la consulta en una acción de inconstitucionalidad; la consulta 
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podrá evacuarse en cualquier momento, cuando los precedentes constitucionales 

sean suficientes para responder lo planteado; y la resolución de la consulta 

despliega los mismos efectos que una sentencia de acción de inconstitucionalidad. 

Este mecanismo debe destacarse porque constituye un control concreto de 

constitucionalidad, toda vez que se formula sobre la base de un caso previo, cuando 

el juzgador tiene dudas razonables, lo que le obliga a esgrimir razones consistentes 

y sólidas. Sobresale el plazo de duración de un mes para la resolución final, 

debidamente determinado, sin estar condicionado a la celebración de una vista. 

Aunque debe decirse que es ordenatorio para la Sala, toda vez que no se cumple 

cabalmente en todos los casos (tomado de: entrevista del 23 de marzo de 2021 al 

Profesor Víctor Orozco Solano). Empero, sin duda alguna, la certeza jurídica se 

fortalece porque el plazo de resolución es definido. Asimismo, llama la atención los 

efectos que despliega la resolución de una consulta, habida cuenta que son los 

mismos que una acción de inconstitucionalidad, garantizándose el principio de 

supremacía constitucional, los derechos fundamentales y humanos de las partes en 

el caso concreto, incluso para casos futuros, porque podría establecerse una 

interpretación conforme al bloque de constitucionalidad, o bien, que la norma sea 

expulsada del ordenamiento jurídico.  

Estas características se amoldan perfectamente a una consulta 

administrativa de constitucionalidad, a título de mecanismo de control a posteriori 

de constitucionalidad. Véase que las características que presenta la consulta judicial 

son extrapolables al caso del órgano decisor en sede administrativa, rol que se activa 

en el marco de un procedimiento administrativo sancionador, con un caso pendiente 

de resolver, no en abstracto y sin un caso previo. Es cierto que la potestad 

sancionadora se confiere en abstracto por la normativa, pero la competencia 

decisora se ejercita en el caso concreto. Por eso no es preciso acudir a la legitimación 

institucional que confiere el canon 75 párrafo 3° de la LJC, para interponer acciones 

de inconstitucionalidad, dado que se hace un estudio abstracto de 

constitucionalidad. Lo propio es que el órgano decisor administrativo ejerza un 

control concreto, vinculado al caso previo que tiene por resolver, lo que permite 

sustentar las dudas fundadas que deben acreditarse ante la Cámara Constitucional. 

Sin mencionar los destacados beneficios procesales que confiere el instituto de la 

consulta, que no advierten una duración excesiva en la resolución final del 

procedimiento, por el contrario, se ajusta a la celeridad y gratuidad requerida para 

una justicia administrativa pronta y cumplida. 

En otras latitudes, el control de constitucionalidad presenta particularidades 

según cada sistema jurídico. En España, existe la posibilidad de que un órgano 
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judicial pueda plantear una consulta ante el Tribunal Constitucional cuando una 

norma, con rango de ley, es aplicable al caso concreto y el fallo depende de la validez 

del precepto en cuestión, según el artículo 163 de la Constitución española, con la 

singularidad de que la consulta no tiene efectos suspensivos (Aragón, 1979, pp. 171-

196). 

En Alemania, existe la posibilidad de un control de constitucionalidad 

concreto y abstracto. El control concreto se hace a solicitud de los tribunales 

ordinarios o de los tribunales constitucionales federados, con un caso pendiente de 

resolver. El control abstracto se hace a petición del Gobierno Federal, del gobierno 

de un estado federado, o de al menos una tercera parte de los miembros del 

Parlamento (Weber, 2003, pp. 495-538). 

En Colombia, según el artículo 241 de la Constitución Política, existe un 

control de normas, con rango de ley, y actos que reforman la Constitución, que 

usualmente se explica como un control abstracto de constitucionalidad, aunque 

singular porque también se juzgan casos concretos, y existe la acción de tutela que 

permite la revisión de decisiones judiciales para la protección de derechos 

fundamentales, como una especie de control concretado de constitucionalidad 

(Pulido, 2011, pp. 165-180).  

En Venezuela, existe un recurso donde se permite que las personas y órganos 

acudan ante la Sala Constitucional, mediante un recurso de interpretación 

constitucional, a efecto de realizar una interpretación, pero de normas 

constitucionales aplicables a una situación concreta, que difiere de un control de 

normas infra constitucionales (Badell, 2002). 

En el derecho comparado, se desconoce la existencia de algún mecanismo 

procesal específico y similar al que se presenta en esta investigación, donde los 

órganos administrativos, con casos concretos bajo estudio, realicen consultas ante 

los tribunales constitucionales, para determinar si las normas o actos, por aplicar o 

resolver, se adecuan al bloque de constitucionalidad. ¿Esto es un indicador 

negativo?, todo lo contrario. Estamos en presencia de un instituto novedoso que 

fortalece la supremacía constitucional y los derechos más supremos de las partes 

investigadas dentro de un procedimiento sancionador. Costa Rica está llamada a dar 

un paso firme hacia adelante, en materia de control a posteriori de 

constitucionalidad, con un mecanismo sólido que coadyuve en depurar del 

ordenamiento jurídico las normas inconsistentes con el Derecho de la Constitución. 

Como dato histórico, según consta en el expediente legislativo de nuestra Ley 

de la Jurisdicción Constitucional, inicialmente, la norma que disponía la consulta 
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judicial de constitucionalidad se plasmaba en el artículo 99 del proyecto y establecía 

lo siguiente: 

El control constitucional también será ejercido por la Corte Plena en 

virtud de gestión directa del Poder Ejecutivo (Presidente y respectivo 

Ministro), del Tribunal Supremo de Elecciones, de la Contraloría 

General de la República cuando alguno de esos órganos tuviere que 

aplicar una ley o disposición general que considere inconstitucional. 

(Expediente legislativo de la LJC, folio 652, resaltado añadido) 

Sobre este borrador de norma, el Dr. Rubén Hernández Valle manifestó lo 

siguiente:  

Hay ciertos problemas de constitucionalidad que no dan lugares a 

juicios, entonces no hay posibilidad de plantear la demanda. Esto 

ocurre, sobre todo, en vía administrativa; a veces la Contraloría, el 

Tribunal de Elecciones o el Poder Ejecutivo tienen que resolver 

asuntos en que están plenamente conscientes de que la norma que van 

a aplicar es inconstitucional, pero como ellos no tienen facultad para 

hacer esa declaratoria, tienen muchas veces que resolver en la 

aplicación de una norma constitucional. Muchas veces, en esa 

aplicación le están negando derechos a los administrados. Cuál es la 

solución que se está dando? Cuando haya duda, esos órganos quedan 

legitimados para hacer la consulta a la Corte. Esto, además tiene otra 

ventaja adicional, y es que si permitimos la consulta en vía 

administrativa, nos vamos a ahorrar una gran cantidad de tiempo y de 

dinero para el particular. Por qué? Porque en vía administrativa no 

hay que afianzar costas. Entonces, si se tiene la duda, se hace la 

consulta a la Corte y ésta resuelve; si obviamente la respuesta dice que 

es inconstitucional la administración tendrá que satisfacer la 

pretensión del particular, si la rechaza ya el particular sabe que no 

tiene sentido ir a los tribunales porque ya el caso está perdido. (Acta 

N° 30 de la sesión ordinaria celebrada por la Comisión Permanente de 

Asuntos Jurídicos, de las 13:45 horas del 24 de enero de 1989, en 

Expediente legislativo de la LJC, folio 580, resaltado añadido) 

Puede observarse que, en un principio, el legislador tenía en mente 

incorporar a la Administración como consultante, siendo que, se contemplaba esa 

posibilidad en el primer borrador de la norma. En realidad las consideraciones 

expuestas por el Dr. Hernández Valle presentaban una visión adelantada en el 

tiempo, de la cual se ocupa este artículo. Si bien, no del Poder Ejecutivo en sentido 
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estricto (señor Presidente y señor Ministro del ramo correspondiente), sí con 

respecto al órgano administrativo que conoce y resuelve el fondo del caso 

sancionador, a efecto de que tenga legitimación activa para presentar consultas ante 

la Sala Constitucional. 

Como se dijo, el control de constitucionalidad en Costa Rica se rige por un 

modelo concentrado, sea recae únicamente en la Sala Constitucional. Este examen 

de constitucionalidad debe permitir el cotejo de la norma con el Derecho de la 

Constitución. No obstante, obsérvese que este Tribunal no interviene de oficio, sino 

a requerimiento de parte interesada. De ahí que, si los órganos decisores 

administrativos no tienen una puerta de entrada hacia la Sala, no podrían cuestionar 

la normativa aplicable al caso concreto. 

La jurisdicción constitucional, según el artículo 1 de su ley reguladora, tiene 

por objeto: Ȱgarantizar la supremacía de las normas y principios constitucionales y 

del Derecho Internacional o Comunitario vigente en la República, su uniforme 

interpretación y aplicación, así como los derechos y libertades fundamentales 

consagrados en la Constitución o en los instrumentos internacionales de derechos 

humanos vigentes en Costa Ricaȱ (resaltado añadido). Siendo la supremacía 

constitucional el objeto más importante del control a posteriori de 

constitucionalidad, se debe permitir que los órganos administrativos con potestad 

sancionadora puedan activar la intervención de la Sala, para cuestionar la potencial 

inconstitucionalidad de una norma o acto aplicable al caso sometido a su 

conocimiento. 

Más precisamente, cabe preguntar, ¿el órgano decisor administrativo tiene 

alguna posibilidad de cuestionar las normas que debe aplicar o resolver?, por lo 

expuesto hasta ahora, no hay posibilidad alguna, incluso a conciencia de que la 

norma o acto, por aplicar o resolver, es contraria a los estándares constitucionales, 

debe proceder con su aplicación, bajo el apercibimiento de que si no lo hace las 

funcionarias y funcionarios a cargo incurren en responsabilidad, en caso de omitir 

la aplicación de la norma, sin que en sede administrativa se puedan acusar roces de 

inconstitucionalidad, ni mucho menos emitir un juicio concluyente. 

La realidad de nuestro derecho público interno pone de relieve que las vías 

que podría optar la Administración para, eventualmente, coadyuvar del control a 

posteriori de constitucionalidad, son todos indirectos, tardíos e ineficaces. En efecto, 

con base en el artículo 123 constitucional, el Poder Ejecutivo podría ejercitar su 

iniciativa legislativa a fin de presentar un proyecto de ley que proponga una 

modificación, supresión o interpretación de una ley preexistente, o bien la creación 

de una nueva ley, pero tendría que someterse a la corriente legislativa, con todas las 
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formalidades que exige nuestra Carta Fundamental y el Reglamento de la Asamblea 

Legislativa, para que un proyecto pueda convertirse en Ley de la República.  

En el caso de normas con rango de reglamento, la Administración podría 

reformar el mismo o emitir uno nuevo. En el evento que la regulación o reforma 

incorpore trámites, requisitos o procedimientos para el administrado, debe 

someterse a una evaluación costo - beneficio, que es una herramienta de política 

pública donde la Administración debe acreditar que los beneficios son superiores a 

los costos, de conformidad con los criterios de forma y fondo que establece la Ley de 

Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos y su 

reglamento, lo que conlleva al sometimiento de un trámite formal ante la Dirección 

de Mejora Regulatoria del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, y en el caso 

de la Administración Central, ante la Dirección de Leyes y Decretos de la Presidencia 

de la República. Considérese también que, por su propia naturaleza, los decretos 

ejecutivos son actos complejos, porque concurren dos o más voluntades para 

configurar una sola, sea del Presidente de la República y del Ministro del ramo 

respectivo, lo que comporta un trámite que ya es tardío para el caso concreto. 

En el evento de que la Administración formule una consulta ante la 

Procuraduría General de la República o ante la Contraloría General de la República, 

estos no podrían verter pronunciamiento sobre el fondo, porque son órganos 

consultivos que ejercen un control de legalidad, no de constitucionalidad, lo cual, 

como se ha insistido, compete a la Sala Constitucional. 

El último recurso que se podría considerar es instar al Procurador o 

Procuradora General de la República, o al Contralor o Contralora General de la 

República, para que, en el ejercicio de su legitimación institucional, interponga una 

acción de inconstitucionalidad contra la norma cuya constitucionalidad se 

cuestiona, lo que no necesariamente podría prosperar en todos los casos, 

considerando la indudable coordinación, diálogo y consenso que tendría que existir 

entre la Administración correspondiente y la Procuraduría General o la Contraloría 

General de la República. A esto hay que sumar que tampoco sería efectivo porque, 

en caso de materializarse, es tardío para el caso concreto, puesto que la duración de 

una acción de inconstitucionalidad, sin señalamiento de vista, es indefinido, y se 

ejercita un control abstracto de constitucionalidad, no de casos concretos. 

Adicionalmente, la materia impugnable por el Contralor o Contralora 

General, por la vía de la acción, es limitada, porque sólo podría versar sobre normas 

o actos que ȰÌÅÓÉÏÎÅÎȟ ÏÂÊÅÔÉÖÁÍÅÎÔÅȟ ÌÁ (ÁÃÉÅÎÄÁ 0ĭÂÌÉÃÁ Ù ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÃÏÎÔÒÏÌ 

Ù ÆÉÓÃÁÌÉÚÁÃÉĕÎ ÓÕÐÅÒÉÏÒȱ (Jinesta, 2014, p. 427). 
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En cuanto a la PGR, puede decirse que su legitimación es más amplia, y está 

considerada como el Ministerio Público de la jurisdicción constitucional. Así puede 

desprenderse por referencia de la doctrina nacional: ȰEn esta perspectiva de función 

imparcial, fue sabia la sentencia dictada por la Sala Constitucional a las 17:15 horas 

ÄÅÌ ϋ ÄÅ ÆÅÂÒÅÒÏ ÄÅ υύύτȟ ÄÏÎÄÅ ÃÁÌÉÆÉÃĕ Á ÌÁ 0'2 ÄÅ ÓÅÒ ȰÕÎ -ÉÎÉÓÔÅÒÉÏ 0ĭÂÌÉÃÏ ÄÅ ÌÁ 

jurisdicción constitucionalȱ ɉ*ÉÍïÎÅÚȟ ςπρφȟ ÐȢ σχςȟ ÒÅÓÁÌÔÁÄÏ ÁđÁÄÉÄÏɊȢ 0ÏÒ ÅÌÌÏȟ ÅÎ ÅÌ 

ejercicio de sus competencias, ÌÁ 0'2 Ȱpuede detectar leyes, normas de cualquier 

naturaleza y actos sujetos al Derecho Público que quebranten el Derecho de la 

Constituciónȱ (Jinesta, 2014, p. 428, resaltado añadido).  

Empero, como se dijo, la necesaria coordinación, diálogo y consenso entre la 

Administración y la PGR torna incierto que, efectivamente, la Administración 

sancionadora pueda acudir, aun indirectamente, ante la Sala Constitucional, por 

intermedio de la PGR, sumado al problema del plazo de duración promedio de años, 

para la resolución final de una acción de inconstitucionalidad sin señalamiento de 

vista, que son la mayoría. 

Así las cosas, se ha establecido que los órganos decisores administrativos, en 

materia sancionadora, no tienen posibilidades razonables para acudir ante la Sala 

Constitucional, aunque sea por intermedio de otro órgano con legitimación, para 

cuestionar la inconstitucionalidad de una norma o acto por aplicar o resolver en un 

caso concreto. Por tanto, la consulta administrativa de constitucionalidad, es la vía 

procesal adecuada, y sobre todo efectiva, porque su trámite se asemeja al de una 

acción de inconstitucionalidad, pero con una duración debidamente establecida; 

despliega los mismos efectos que una acción; y se ejerce un control concreto con 

base a un caso específico, incluso resultan de aplicación supletoria las normas 

aplicables a la acción de inconstitucionalidad, conforme al numeral 108 de la LJC. De 

igual forma, en el marco de una consulta, la Sala Constitucional debe conferir 

audiencia a la PGR, como órgano consultor, y las partes pueden convertir la consulta 

en una acción.  

Sin embargo, desde ya conviene hacer una aclaración, nótese que el órgano 

decisor administrativo plantea la consulta antes del dictado del acto final, lo que 

excluye la posibilidad de que la parte investigada pueda acogerse al procedimiento 

de conversión que postula el cardinal 105, párrafo 2°, de la LJC, toda vez que la parte 

no estaría legitimada para accionar en la etapa en que el órgano decisor formula la 

consulta administrativa. Como se precisó supra, la parte puede interponer la acción 

de inconstitucionalidad hasta que presente el recurso de reposición o de apelación 

en contra del acto final, para agotar la vía administrativa. Siendo que, al momento 

de presentarse la consulta administrativa, todavía no se ha emitido el acto final, no 
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es posible que la parte convierta la consulta en acción, porque en esa etapa del 

procedimiento no está legitimada para interponer una acción de 

inconstitucionalidad, de modo tal que la consulta administrativa no podría 

convertirse en una acción. Además, nótese que si la consulta administrativa es 

rechazada por el fondo, o declarada sin lugar, y posteriormente la parte investigada 

formula una acción de inconstitucionalidad, en la etapa del procedimiento donde 

está legitimada para ello, sea con la interposición del recurso de reposición o de 

apelación en contra del acto final, esta acción podría ser rechazada en aplicación del 

artículo 9, párrafo 2°, de la LJC, por ser ȰÕÎÁ ÓÉÍÐÌÅ ÒÅÉÔÅÒÁÃÉĕÎ o reproducción de una 

ÇÅÓÔÉĕÎ ÁÎÔÅÒÉÏÒ ÉÇÕÁÌ Ï ÓÉÍÉÌÁÒ ÒÅÃÈÁÚÁÄÁȱ, tal y como lo estipula la norma. Lo propio 

podría suceder ante una futura consulta judicial de constitucionalidad, si el caso 

administrativo es conocido en sede judicial. 

Otro elemento válido que se puede cuestionar, es la procedencia de que la 

PGR participe como órgano asesor imparcial del Tribunal Constitucional, en el 

marco de una consulta administrativa de constitucionalidad, siendo que forma parte 

de la Administración Central, debido a que constituye un órgano desconcentrado 

máximo adscrito al Ministerio de Justicia y Paz. Sobre este extremo, debe tenerse 

presente que, de conformidad con el artículo 1 de la Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de la República, el Órgano Procurador tiene Ȱindependencia funcional y de 

criterio en el desempeño de sus atribucionesȱ (resaltado añadido) y según el artículo 

6, inciso a), de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Paz, cuenta Ȱcon 

independencia administrativa y se regirá por las normas de su ley orgánicaȱ 

(resaltado añadido). En mi criterio, es de vital importancia la participación de la PGR 

como asesor de la Sala, dentro de consultas administrativas de constitucionalidad, 

siendo que su criterio técnico jurídico constituye un insumo valioso, que analiza la 

admisibilidad y el fondo de la consulta, lo que enriquece el examen de la consulta y 

de la normativa cuestionada.  

Si se parte de la premisa de que la imparcialidad y objetividad de la PGR se 

compromete en todos los casos, porque son consultas de órganos sancionadores de 

las distintas Administraciones Públicas, implicaría el imperativo de prescindir de su 

asesoría en todos los casos, lo que sería un despropósito jurídico. A mi juicio, salvo 

en casos calificados, no se configuran dudas justificadas, teniendo presente su 

naturaleza jurídica y que el órgano decisor administrativo competente para 

disciplinar a las funcionarias y funcionarios de la PGR, se corresponde con el 

Ministro o la Ministra de Justicia y Paz, de conformidad con lo establecido en los 

artículos 2 y 6 de la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia y Paz, de manera que las 

consultas administrativas serían formuladas por el Ministro o la Ministra y no por el 

Procurador o Procuradora General de la República. 
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Por otro lado, ¿la consulta administrativa desbordaría el volumen de trabajo 

que lleva la Sala Constitucional? Indudablemente implicaría mayor trabajo para el 

Tribunal, pero debe considerarse la siguiente información estadística: 

 

 

(Tomado de: información estadística de la página web oficial de la Sala 

Constitucional: https://salaconstitucional.poder-

judicial.go.cr/index.php/estadisticasv1)

 

Desde el año 2014 hasta octubre del año 2020 se han presentado 156 (ciento 

cincuenta y seis) consultas judiciales ante la Sala Constitucional, siendo el circulante 

más bajo, incluso en contraposición con las acciones de inconstitucionalidad, cuya 

cuantía durante ese mismo período, asciende a 2102 (dos mil ciento dos), según 

consta en la página web de la Sala, lo que no alcanza a compararse. De conformidad 

con estas cifras, ¿las consultas de constitucionalidad son realmente desbordantes 

para la labor del Tribunal? Como todo instrumento nuevo, habrá que ver cómo 

reacciona en la práctica, pero con base en esta evidencia cuantitativa, no se augura 

un circulante desbordante para la Sala. 

¿Cuál es el efecto que tendría en la labor del Tribunal incorporar las consultas 

administrativ as? Se estima que no es necesario introducir mayores reformas 

estructurales, como la creación de una Sala especializada en materia de acciones y 
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consultas, o el aumento de recursos y el personal que tiene el Tribunal, aunque 

tampoco se puede negar que sería lo deseable. A manera de propuesta, se podría 

redistribuir las funciones internas de la Sala, para que las letradas y los letrados, que 

tienen a cargo las consultas judiciales, también asuman las consultas 

administrativas.  

Otro aspecto que debe tomarse en cuenta, no todas las consultas 

administrativas van a superar el filtro de admisibilidad. En efecto, véase que, deben 

provenir de órganos decisores administrativos; la consulta debe presentarse en 

tiempo y forma, esto es, dentro del plazo de 10 días hábiles, contados a partir de que 

se encuentran en posibilidad para emitir el acto final, ya sea después de finalizada 

la audiencia oral y privada, o bien, de presentado el informe final o el expediente 

administrativo por el órgano director; debe acreditar la potestad sancionadora 

invocando la norma de ley que la confiere; debe acreditar la existencia de un caso 

sancionador pendiente de resolver; debe esgrimir dudas fundadas de 

inconstitucionalidad, por lo cual, debe emplear argumentos precisos, sólidos y 

consistentes, acompañando la copia del expediente administrativo; y la norma o acto 

que se cuestiona debe ser de aplicación o resolución al caso concreto. Si el órgano 

administrativo incumple cualquiera de estos presupuestos, la consulta deviene en 

inadmisible, lo que implica que la Sala no debe resolver el fondo. 

Finalmente, no puede perderse de vista que la consulta administrativa sería 

un verdadero privilegio procesal para los órganos decisores administrativos, por 

eso se cierra la oportunidad hasta dentro del plazo de 10 días hábiles, contados a 

partir de que se encuentre en posibilidad de dictar el acto final. En apariencia esto 

es inflexible, pero es por la naturaleza excepcional de este instituto. ¿Por qué no en 

cualquier momento antes del dictado del acto final?, porque podría incurrirse en un 

abuso procesal al presentarse 2 o más consultas ante la Sala, de un mismo 

procedimiento administrativo. Esto se evita mediante el establecimiento claro y 

preciso de una fase y un plazo determinado en que puede acudirse, si a bien lo tiene 

el órgano sancionador. 

 

D. ¿Cuál es el producto final recomendable para solucionar esta 

problemática?  

Sobre la base de lo expuesto, es necesario introducir una reforma parcial al 

capítulo III denominado: Ȱ$Å ÌÁÓ ÃÏÎÓÕÌÔÁÓ ÊÕÄÉÃÉÁÌÅÓ ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱ, que 

pertenece al título IV denominado: Ȱ$Å ÌÁÓ ÃÕÅÓÔÉÏÎÅÓ ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱ, en 

específico a partir del artículo 102 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, a efecto 
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de que el órgano decisor administrativo, con un procedimiento sancionador previo, 

pueda consultar ante la Sala Constitucional si la norma o acto por aplicar o resolver 

es inconsistente con el bloque de constitucionalidad. 

Se propone modificar el citado capítulo III, en el siguiente sentido: 

 

CAPÍTULO III: 

De las consultas judiciales y administrativas  de 

constitucionalidad  

Artículo 102. - Todo juez estará legitimado para consultarle a la Sala 

Constitucional cuando tuviere dudas fundadas sobre la 

constitucionalidad de una norma o acto que deba aplicar, o de un acto, 

conducta u omisión que deba juzgar en un caso sometido a su 

conocimiento. 

Todo órgano decisor administrativo, con un procedimiento 

administrativo sancionador previo, estará legitimado para 

consultarle a la Sala Constitucional cuando tuviere dudas fundadas 

sobre la constitucionalidad de una norma o acto que deba aplicar, o 

de un acto, conducta u omisión que deba resolver en un caso sometido 

a su conocimiento. El órgano consultante deberá invocar la norma con 

rango de ley, y otras conexas, que confieran su potestad sancionadora, 

demostrar su rol de órgano decisor del caso concreto pendiente de 

resolver, y presentar la consulta dentro del plazo de 10 días hábiles, 

contados a partir del momento en que se encuentra en posibilidad de 

dictar el acto final. 

Artículo 103.  Las consultas a que se refiere el artículo anterior serán 

procedentes en todo caso, sin perjuicio de otras que se hayan 

planteado, o de acciones de inconstitucionalidad interpuestas o que 

se interpongan en el mismo proceso o procedimiento administrativo 

sancionador. 

Artículo 104.  La consulta se formulará mediante resolución en la que 

se indicarán las normas, actos, conductas u omisiones cuestionados, 

y los motivos de duda del tribunal u órgano decisor administrativo 

sobre su validez o interpretación constitucionales. Se emplazará a las 
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partes para dentro de tercero día y se suspenderá la tramitación del 

proceso o recurso o procedimiento administrativo sancionador hasta 

tanto la Sala Constitucional no haya evacuado la consulta. 

Al enviar la consulta, se acompañará el expediente o las piezas 

pertinentes. 

Artículo 105.  De la consulta se dará audiencia a la Procuraduría 

General de la República, si no fuere parte en el proceso o recurso 

principal. Las partes, en este último caso podrán apersonarse ante la 

Sala, únicamente para los efectos de que sean notificadas. 

No obstante, cualquiera de ellas que estuviere legitimada para 

plantear una acción podrá solicitarle a la Sala, dentro del término del 

emplazamiento, que se le dé al asunto el carácter y los efectos de dicha 

acción de inconstitucionalidad, en cuyo caso deberán interponer 

formalmente esta última dentro de los quince días siguientes. Si lo 

hicieren, se le dará a la acción el trámite correspondiente, y la Sala se 

abstendrá de evacuar la consulta como tal, pero deberá pronunciarse 

sobre ésta en el fallo. 

Si no se solicitare o aprovechare el procedimiento de conversión 

indicado en el párrafo anterior, la Sala evacuará la consulta sin más 

trámite y sin audiencia de partes, en un plazo máximo de un mes a 

partir de su recibo. 

Artículo 106.  La Sala podrá evacuar la consulta en cualquier 

momento, cuando considere que está suficientemente contestada 

mediante la simple remisión a su jurisprudencia y precedentes, todo 

esto con las mismas salvedades previstas en el párrafo segundo del 

artículo 9 de esta ley. 

Artículo 107.  La resolución de la Sala se le comunicará al tribunal 

consultante u órgano decisor administrativo, al Procurador General 

de la República y a las partes apersonadas, tendrá los mismos efectos 

y se publicará de igual manera que la sentencia dictada en la acción 

de inconstitucionalidad, salvo que no precluirá el planteamiento de 

ésta en el mismo proceso, si fuere procedente. 

Artículo 108.  En lo no dispuesto en el presente capítulo, las consultas 

judiciales y administrativas de constitucionalidad se regirán por las 
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normas del anterior y, supletoriamente, de la acción de 

inconstitucionalidad, en lo que fueren razonablemente aplicables. (Lo 

resaltado corresponde a las propuestas de reforma parcial) 

 

El objeto de la consulta podrá versar sobre normas de orden procesal o 

sustantivo, siempre que, sean dudas fundadas de inconstitucionalidad, y que deban 

aplicarse o resolverse al caso concreto. Esto implica un ejercicio argumentativo del 

órgano consultante. Si bien se mira, no es una consulta en estricto sentido, sino que 

debe hacerse un razonamiento sólido y consistente de por qué estima que existe un 

potencial roce con el Derecho de la Constitución. Para una mejor comprensión, se 

asemeja a una especie de denuncia constitucional, donde el órgano administrativo 

acusa que la normativa aplicable al caso concreto no es consecuente con el 

parámetro de constitucionalidad. 

¿Qué pasa si se tiene duda respecto de una norma procesal que ya fue 

aplicada por el órgano director? Esta pregunta es válida considerando que le 

corresponde resolver cuestiones previas. O bien, ¿Qué pasa si la duda surge desde el 

inicio mismo del procedimiento? Sea, desde que se notificó el traslado de cargos al 

investigado. Pues bien, el órgano decisor puede formular la consulta administrativa 

hasta la etapa del procedimiento en que es procedente, sea dentro de los 10 días 

hábiles en que se encuentra en posibilidad de dictar el acto final. En el evento de que 

la norma procesal ya fue aplicada por el órgano director, debe apuntarse que el 

decisor debe supervisar lo hecho por el instructor, durante el trámite del 

procedimiento, y si éste detecta una inconstitucionalidad, bien podría consultarla 

ante la Sala. Nótese que el objeto de la consulta puede versar sobre una norma que 

deba aplicar o resolver en el caso concreto, y puede encuadrar el supuesto donde el 

órgano decisor debe adoptar las medidas necesarias para ajustar la conducta del 

inferior a la ley.  

De este modo, si la Sala confirma la inconstitucionalidad de la norma procesal 

aplicada por el órgano director, se procede con la remoción de la norma, y habrá que 

anular todo lo actuado en aplicación de la misma. Sobre este punto, cabe traer a 

colación lo dispuesto por el cardinal 92 de la LJC, el cual establece lo siguiente: ȰLa 

sentencia constitucional anulatoria tendrá efecto retroactivo, en todo caso, en favor 

del indiciado o condenado, en virtud de proceso penal o procedimiento sancionatorioȱ 

(resaltado añadido). 

Se puede apreciar que la reforma no refiere exclusivamente a normas, sino 

también a un ȰÁÃÔÏȱ o ȰÃÏÎÄÕÃÔÁ Õ ÏÍÉÓÉĕÎ ÑÕÅ ÄÅÂÁ ÒÅÓÏÌÖÅÒ ÅÎ ÕÎ ÃÁÓÏȱ. Téngase 
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presente que, por designio del canon 6, inciso f), de la LGAP, el ordenamiento 

jurídico administrativo está, además, conformado por: Ȱ,ÁÓ ÄÅÍÜÓ ÎÏÒÍÁÓ 

subordinadas a los reglamentos, ÃÅÎÔÒÁÌÅÓ Ù ÄÅÓÃÅÎÔÒÁÌÉÚÁÄÁÓȱ. Si se vincula esta 

norma con el numeral 122, inciso 1), de la LGAP, el administrado podría invocar en 

su defensa actos internos de la Administración que le beneficien. Incluso, en 

observancia del artículo 123 ibídem, la Administración o el administrado podrían 

invocar actos internos con relevancia externa, es decir, como si se tratara de normas 

jurídicas, a condición de que se encuentren regulados por el derecho positivo. 

Sobre este interesante numeral 123, Eduardo Ortiz Ortiz explicó lo siguiente, 

según consta en actas legislativas de la LGAP:  

Es simplemente que los particulares, que están, o sujetos extraños a la 

administración de que se trata, podrán invocarlos como si fueran 

normas jurídicas válidas, y a su vez, la administración podría 

invocarlos frente a ellos como si fueran normas jurídicas válidas ante 

el Estado. Esto es una excepción a lo anterior en el sentido de que los 

casos en que la ley, el reglamento u otra norma cualquiera del Estado, 

expresamente le den valor a estos actos internos, tendrán valor 

incluso en perjuicio del particular, siempre y cuando estén 

expresamente regulados por ley, reglamento o cualquier otra norma 

del Estado. Significa repito la "relevancia externa" que tendrán valor 

como norma jurídica y podrán ser invocados como tales ante los 

tribunales los actos internos del Estado o de cualquier administración 

pública que estén regulados expresamente por ley o reglamento u otra 

norma del Estado mismo. ɉȣɊ afirmamos que tendrá relevancia 

externa, eso es simplemente para evitar por ejemplo, lo que antes era 

usual, esto es una toma de posesión de principio, que el Estado afirme 

que un acto que perjudica a los servidores públicos porque es interno, 

no puede ser combatido ni tampoco invocado en su favor por los 

servidores de la administración porque es interno y carece de validez 

ante el ordenamiento del Estado. En virtud de esta disposición la va a 

tener siempre, tanto a favor de la administración como en contra de la 

administración, tanto a favor del servidor público como en contra del 

servidor público. (Acta N° 100 de la sesión extraordinaria celebrada 

por la Comisión Permanente de Gobierno y Administración, a las 

14:15 horas del 24 de marzo de 1970, en Expediente legislativo de la 

LGAP, folios 341 y 342, resaltado añadido) 
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A manera de ejemplo, pueden visualizarse las instrucciones o circulares que 

emanan a lo interno de la Administración. Esto supone la creación de derecho 

administrativo en el propio seno de la Administración, al introducir deberes y 

obligaciones para las funcionarias y funcionarios, máxime si se alude a una relación 

de empleo público. Véase que los centros de producción de normas de derecho 

administrativo pueden resultar más amplios, dado que los órganos administrativos 

no sólo analizan normas jurídicas, en sentido formal y material, como las leyes y los 

reglamentos, sino también actos internos con valor normativo (de relevancia 

externa) que podrían ser objeto de aplicación o resolución en un caso concreto, sea 

en el marco de un procedimiento sancionador.  

Pueden sumarse las directrices intersubjetivas de la Administración Central 

hacia la Administración Descentralizada y las directrices interorgánicas que se dan 

a lo interno de un mismo ente u órgano administrativo, que si bien establecen 

lineamientos de política general, y que en principio no despliegan efectos 

normativos, podrían tener roces de inconstitucionalidad cuando interpretan 

normas, o bien cuando, en el plano práctico, generan efectos normativos (Jinesta, 

2014, pp. 356 a 359). 

Resulta de suyo interesante cuestionar si la costumbre administrativa podría 

ser objeto de una consulta administrativa de constitucionalidad. Pues bien, si se ha 

señalado que la jurisprudencia es fuente no escrita del ordenamiento jurídico 

administrativo, y por tanto, puede someterse al control a posteriori de 

constitucionalidad, ¿por qué la costumbre no podría sujetarse a este examen?, ya 

que es fuente de derecho. Así, con base en el precepto 7 de la LGAP, la costumbre es 

una norma no escrita, lo que visto en conjunción con el artículo 10 de la Constitución 

Política, el control de constitucionalidad puede versar sobre Ȱnormas de cualquier 

naturaleza y de los actos sujetos al Derecho Públicoȱ (resaltado añadido). Este análisis 

debe enlazarse con el ordinal 73, inciso b), de la LJC que dispone la procedencia de 

la acción de inconstitucionalidad: ȰContra los actos subjetivos de las autoridades 

públicas, cuando infrinjan, por acción u omisión, alguna norma o principio 

constitucionalȟ ÓÉ ÎÏ ÆÕÅÒÅÎ ÓÕÓÃÅÐÔÉÂÌÅÓ ÄÅ ÌÏÓ ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÄÅ ÈÜÂÅÁÓ ÃÏÒÐÕÓ Ï ÄÅ ÁÍÐÁÒÏȱ 

(resaltado añadido).  

De conformidad con los artículos 3 del Código Civil y 5, párrafo 5°, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial, el derecho administrativo admite la costumbre praeter 

legem que es aplicable, supletoriamente, en aquella materia no regulada por el 

derecho positivo. Esta postura ha sido ratificada por nuestra doctrina nacional 

(Jinesta, 2009a, p. 302). Siendo que las normas no escritas son integrantes del 

ordenamiento jurídico administrativo, conforme al mandato 8 de la LGAP, y que las 
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prácticas domésticas no dispensan de responsabilidad internacional al Estado de 

Costa Rica, es viable someter en consulta a las costumbres administrativas, siempre 

que vulneren parámetros de constitucionalidad. 

¿Por qué es necesaria una reforma parcial a la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional?, es sabido que la Sala puede resolver sobre su propia competencia, 

de conformidad con el principio de auto regulación de las competencias que deriva 

del artículo 7 de la LJC, y a diferencia de otras jurisdicciones donde pueden 

presentarse conflictos de competencias, en sede constitucional el propio Tribunal 

define su competencia ɉÃÌÁÓÅÓ ÄÅÌ ÃÕÒÓÏ ÄÅ ȰDerecho Procesal Constitucionalȱȟ 

impartidas por la Dra. Magally Hernández Rodríguez, Maestría Profesional en 

Derecho Público, Universidad de Costa Rica). 

Así, podría sostenerse que la Sala, por la vía de sus precedentes o 

jurisprudencia, establezca la procedencia de que los órganos decisores 

administrativos, con asuntos sancionadores previos, están legitimados para 

presentar consultas, con base en el numeral 102 de la LJC. No obstante, es pertinente 

introducir esta reforma, primero, para evitar que se acuda a interpretaciones 

dificultosas, dado que, su tenor literal hace inviable ampliar la legitimación en favor 

de otros órganos, y segundo, porque el Tribunal bien podría cambiar de criterio, en 

tanto que si se fija expresamente en la norma, queda suficientemente clara y 

consistente con el principio de seguridad jurídica. 

 

Conclusiones. 

La potestad sancionadora de la Administración es el poder más represivo e 

invasivo que se despliega en la esfera jurídica del ciudadano y del funcionario 

público, ergo el debido proceso y derecho de defensa deben resguardarse con mayor 

celo y rigurosidad. Ha quedado acreditada la importancia de que los órganos 

decisores administrativos, en el ejercicio de su potestad sancionadora, tengan 

legitimación para consultar ante la Sala Constitucional, la inconstitucionalidad de 

normas o actos, por aplicar o resolver, en casos concretos, único Tribunal 

especializado en Costa Rica que puede expulsar o desaplicar normas, y establecer la 

interpretación conforme al Derecho de la Constitución.  

La depuración del ordenamiento jurídico administrativo costarricense es una 

necesidad que aumenta con el transcurrir del tiempo y no es preciso sobrecargar 

esta responsabilidad, únicamente, en las partes investigadas del procedimiento 

sancionador y en los jueces de la República, últimos que conocen en sede judicial los 
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casos resueltos por la Administración en esta materia, teniendo en mente que la Sala 

no actúa de oficio, sino mediante requerimiento expreso.  

Se enfatizó en una realidad innegable, sea que el investigado debe hacer una 

inversión económica para acceder a los mecanismos de control a posteriori de 

constitucionalidad. En efecto, para interponer una acción de inconstitucionalidad se 

requiere que el escrito sea autenticado por un abogado, proceso que es formal y 

técnico. De otra parte, para que pueda formularse una consulta judicial de 

constitucionalidad, depende de que se interponga una demanda y que el juez 

ordinario tenga a bien presentar la consulta ante la jurisdicción constitucional, todo 

lo cual se traduce en gastos para el justiciable.  

¿La Administración sancionadora debe asumir un rol pasivo e indiferente 

frente a las normas que aplica en casos concretos? No. Más aún, debe tener un papel 

activo en el resguardo de la pureza del ordenamiento jurídico administrativo y de 

los derechos del investigado en el caso bajo estudio. Empero, carece de 

competencias y regulaciones procesales para cuestionar la inconstitucionalidad de 

una norma ante la Sala.  

A propósito de la legitimación institucional para interponer acciones de 

inconstitucionalidad, ¿basta con recargar esta responsabilidad sobre el Procurador 

o Procuradora General de la República, el Contralor o Contralora General de la 

República, y el Defensor o Defensora de los Habitantes? No. Véase que constituye un 

control abstracto que ya es tardío para el caso concreto y la Administración 

sancionadora no podría más que coordinar o instar su formulación, lo cual es 

incierto e inseguro. 

Vinculado con lo anterior, ¿por qué no ampliar la legitimación institucional 

para que la Administración sancionadora pueda impugnar la normativa?, porque no 

es recomendable acudir a este instituto. Nótese que estamos en presencia de un 

control abstracto de constitucionalidad, lo que no es preciso en el marco de 

procedimientos administrativos sancionadores, toda vez que la potestad 

sancionadora se ejercita en casos concretos y el rol de órgano decisor se activa al 

conocer y resolver causas sometidas a su conocimiento.  

A esto debe adicionarse el plazo de duración indefinido para la resolución de 

una acción de inconstitucionalidad, en casos donde no se hace señalamiento de vista, 

que son la mayoría, y el efecto transversal que despliega hacia todos los casos 

pendientes de resolver por la Administración decisora, habida cuenta de la 

suspensión del dictado del acto final, lo que ocasiona una dilación excesiva y un 

estado de incerteza que lesiona la justicia administrativa pronta y cumplida. 
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En suma, la consulta administrativa de constitucionalidad, como mecanismo 

de control a posteriori de constitucionalidad, es asimilable a una denuncia 

constitucional, que se interpone en contra de la normativa aplicable al caso concreto, 

por tanto es el instituto adecuado que debe incorporarse, mediante reforma parcial, 

a la Ley de la Jurisdicción Constitucional, para que los órganos decisores 

administrativos, que ejercitan su potestad sancionadora, puedan acusar que la 

norma o acto, por aplicar o resolver, es inconsistente con el Derecho de la 

Constitución, en resguardo del principio de supremacía constitucional y, de manera 

refleja, de los derechos del investigado en el caso concreto. 
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Problemática presentada entre los artículos 30, 35 y 36 de 
la Ley de la Jurisdicción Constitucional: prescripción, 

caducidad y actos consentidos.  

 

Carolina Chacón Mora* 

 

Resumen: 

Los actos consentidos en materia del derecho procesal constitucional han 

sido abarcados incansablemente por la doctrina constitucional costarricense, 

sin embargo, estos análisis terminan quedándose cortos, al seguir existiendo 

una franca confusión entre lo que se consigna en la normativa procesal 

constitucional y lo que se ha llegado a entender como caducidad del plazo 

para presentar Recursos de Amparo ante la Sala Constitucional. Este asunto, 

termina generando una inseguridad jurídica que permite abrir brechas, 

donde algunas personas podrían beneficiarse de dicha incerteza, tanto para 

reaperturar plazos como, por el contrario, darse cuenta que la defensa de su 

derecho a fenecido, sin comprender realmente los alcances de la norma. Así 

las cosas, el presente artículo, de forma práctica, expone en la palestra los 

problemas normativos encontrados y brinda un primer acercamiento sobre 

posibles soluciones a dicha confusión. 

 

Palabras clave:  

Actos consentidos. Caducidad. Prescripción. 
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Abstract:  

The consensual acts mentioned in the constitutional procedural law, have 

been tirelessly studied by the Costa Rican constitutional books, however, 

these analyzes end up falling short, as there continues to be a confusion 

between what is stated in the constitutional procedural regulations and what 

we understood in practice, as the deadline (kÎÏ×Î ÁÓ Ȱ0ÌÁÚÏ ÄÅ ÃÁÄÕÃÉÄÁÄȱɊ 

ÔÏ ÓÕÂÍÉÔ Á Ȱ2ÅÃÕÒÓÏ ÄÅ !ÍÐÁÒÏȱ ÂÅÆÏÒÅ ÔÈÅ Ȱ3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȱȢ 4ÈÉÓ 

matter ends up generating a legal uncertainty that allows gaps to be opened, 

where some people could benefit from that uncertainty, both to reopen 

deadlines or, conversely, realize that the defense of their constitutional right 

has had expire, without further knowledge of the scope of the norm. Thus, 

this article, exposes the normative problems found in the practical, day to day 

life, and provides a first approach on possible solutions to this confusion. 

 

Keywords:  

Consensual acts. Expiration . Prescription. 
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SUMARIO: Introducción. Desarrollo. 1) Al pan pan y a las palabras, 

claridad. ςɊ ȰDe legítimamente consentidaȱ Á Ȱválidamente 

consentidaȱȟ ÈÁÙ ÕÎ ÓÏÌÏ ÐÁÓÏȢ 3) De contradicciones y otras 

vicisitudes. Conclusiones. Recomendaciones. Bibliografía.  

 

Introducción.  

El presente artículo de investigación busca abarcar algunos puntos del 

recurso de Amparo, enfocándose puntualmente en los plazos de caducidad, 

prescripción y su eventual confusión con los actos consentidos que se establecen en 

la Ley de la Jurisdicción Constitucional (en adelante LJC).  

Por ende, el mismo se estructurará primeramente con un planteamiento de 

la problemática observada y los objetivos que se buscan cumplir en la presente 

investigación, en la introducción. De seguido se hará un desarrollo, donde se 

desarrollarán de manera argumentada, fundamentada y comparativa, el problema 

que se expone y por último, se brindarán conclusiones y algunas primeras 

propuestas de solución para la problemática expuesta.  

Tomando lo anterior en cuenta, se debe manifestar que el recurso de Amparo 

está desarrollado en el artículo 481 de la Constitución Política (en adelante C. Pol) y 

en el artículo 292 y siguientes de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Al hacer 

lectura precisa de dicha norma, se presenta un problema relacionado con el tema de 

prescripción, caducidad (art.35 y 36 LJC) y la confusión con los actos consentidos 

(art.30.ch) LJC). Puntos que se desarrollarán en el cuerpo del presente artículo y a 

lo largo de la estructura argumentativa del presente documento.  

Existe una tenue línea entre, el plazo de 2 meses que ostenta el administrado 

para interponer el recurso de Amparo (antes de que opere la caducidad o la 

 
1 Artículo 48. Toda persona tiene derecho al recurso de hábeas corpus para garantizar su libertad e 
integridad personales, y al recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los otros 
derechos consagrados en esta Constitución, así como de los de carácter fundamental establecidos en 
los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, aplicables a la República. Ambos recursos 
serán de competencia de la Sala indicada en el artículo 10. 
 
2 Artículo 29.  El recurso de amparo garantiza los derechos y libertades fundamentales a que se 
refiere esta ley, salvo los protegidos por el de hábeas corpus. 
Procede el recurso contra toda disposición, acuerdo o resolución y, en general, contra toda acción, 
omisión o simple actuación material no fundada en un acto administrativo eficaz, de los servidores y 
órganos públicos, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de aquellos derechos. 
El amparo procederá no sólo contra los actos arbitrarios, sino también contra las actuaciones u 
omisiones fundadas en normas erróneamente interpretadas o indebidamente aplicadas. 
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prescripción) y cuando realmente, lo que sucede es la aceptación tácita de una 

sanción que luego, se quiere retraer en el tiempo, echando mando del art. 35 LJC 

para ampliar plazos de impugnación, finalidad que no persiguen estos artículos.  

Esto genera inseguridad jurídica y permite el nacimiento de confusiones para 

los administrados que ejercen este tipo de recursos, en defensa de sus derechos 

constitucionales. Sin embargo, esto es solo uno de los muchos problemas que puede 

generar el mal uso, interpretación e incluso redacción de los artículos bajo estudio, 

que sumados a la gran problemática de carga laboral que tiene la Sala Constitucional, 

coadyuva a la alimentación de dicha sobrecarga, traducida en una abrumadora 

cantidad de recursos que deben conocer, día con día. 

Por ende, se puede decir que en este caso se tiende a confundir ambas figuras, 

algunas veces como artimaña procesal para tratar de recurrir fuera de tiempo, a 

sabiendas de que se había aceptado la sanción mucho tiempo atrás, pero en otras, el 

desconocimiento o mal uso de la figura de actos consentidos, puede generar 

problemas que terminan impactando a una parte de la población costarricense, que 

se encuentra en las situaciones de mayor vulnerabilidad. 

Ahora, como objetivo general, se intenta alcanzar una claridad meridiana 

entre los conceptos de prescripción y caducidad que se exponen en los artículos 353 

y 364 LJC, en contraposición, con el régimen de actos consentidos (desarrollados en 

el artículo 305 inciso ch) LJC). 

 

 

 

 
3 Artículo 35.  El recurso de amparo podrá interponerse en cualquier tiempo mientras subsista la 
violación, amenaza, perturbación o restricción, y hasta dos meses después de que hayan cesado 
totalmente sus efectos directos respecto del perjudicado. Sin embargo, cuando se trate de derechos 
puramente patrimoniales u otros cuya violación pueda ser válidamente consentida, el recurso deberá 
interponerse dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que el perjudicado tuvo noticia 
fehaciente de la violación y estuvo en posibilidad legal de interponer el recurso. 
 
4 Artículo 36.  La prescripción del amparo, por no haberse interpuesto en tiempo, no será obstáculo 

para impugnar el acto o la actuación en otra vía, si fuere posible hacerlo conforme con la ley. 

5 Artículo 30.  No procede el amparo: ch) Cuando la acción u omisión hubiere sido legítimamente 

consentida por la persona agraviada. 
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Desarrollo.  

 

1) Al pan pan y a las palabras, claridad.  

En el desarrollo de este artículo, se evidenciará que mucha de la confusión 

que se encuentra alrededor del asunto, depende de los términos que se usan y cómo 

una mala concepción de los mismos, puede conllevar a grandes problemas a nivel de 

aplicación práctica del derecho. Por ende, para iniciar el presente debate, se debe 

primero definir ciertas palabras. Así el Recurso de Amparo  se ha definido como un 

recurso para mantener o reestablecer el goce de los otros derechos consagrados en 

la Constitución, como se establece en los artículos 48 y 29 previamente citados. 

Doctrinariamente, muchísimos textos y trabajos finales de investigación se han 

abocado a desarrollar sobre el mismo. Como muestra ejemplificativa, tenemos la 

tesis de graduación de la señora Vilma Chavarría Chavarría (2013), que en lo que 

interesa expone: 

El instituto de Amparo, según la doctrina mayoritaria, tiene sus 

orígenes en la Constitución del Estado Mexicano de Yucatán de 1840, 

en específico en los numerales 8, 9 y 12, donde se concibió por primera 

ÖÅÚ ÃÏÍÏ ÕÎ ÍÅÄÉÏ ÄÅ ÇÁÒÁÎÔþÁ ÄÅ ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ɉȣɊ 0ÏÓÔÅÒÉÏÒÍÅÎÔÅȟ 

el instituto del amparo se introduce a nivel federal mexicano en el 

artículo 25 del Acta constitutiva de reforma sancionada por el 

Congreso Extraordinario constituyente de los Estados Unidos 

Mexicanos del 18 de mayo de 1847. Luego quedó incorporado en los 

artículos 101 y 102 de la Constitución Federal de 1857. (p. 61) 

Y sobre la naturaleza del recurso, la misma autora comenta: 

Según Burgo el amparo es una institución de Derecho procesal (no 

precisa si lo considera una acción, recurso, proceso, etc.), que busca 

proteger al administrado contra cualquier acto de autoridad que le 

violente sus derechos constitucionales. Es necesario tener presente 

que en Costa Rica el amparo protege no solo los derechos previstos en 

la Constitución Política, sino además los consagrados en instrumentos 

internacionales de derechos humanos. (p. 64) 

Teniendo claro entonces, no solo la definición del recurso de Amparo, sino 

también sus alcances y posibles fuentes de nacimiento, se debe continuar con un 
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término que es controvertido y debatido en toda rama del derecho, sea nacional o 

extranjera. 

Cuando se habla de prescripción, la discusión se vuelve intrincada, ya que la 

diferencia entre el término prescripción, caducidad y su aplicación práctica, sigue 

siendo compleja, más aún en el tema que se expone en este artículo.  

Así en la resolución 2000-00878, reiterando la sentencia número 05969-93, 

la Sala Constitucional entiende por prescripción  la 

... institución jurídica en virtud de la cual, por la inactividad y 

negligencia del interesado en un plazo definido en la ley, se pierde el 

disfrute de un derecho, según lo define la doctrina, al señalar que "en 

la prescripción, el derecho nace con duración indefinida y sólo se 

pierde cuando haya negligencia en usarlo" (Roberto Ruggiero, en su 

libro Instituciones de Derecho Civil, traducido de la cuarta edición 

italiana por Ramón Serrano Sureño y José Santacruz Teijeiro, Editorial 

Reus, S.A, Madrid, España, 1929). De manera que, la prescripción 

ÅØÔÉÎÇÕÅ ÌÁ ÁÃÃÉĕÎ Ï ÐÒÅÔÅÎÓÉĕÎȟ ÎÏ ÁÓþ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÅÎ Óþȣ 

Mientras que el término, caducidad , se define en ese mismo voto como  

... institución semejante a la prescripción en tanto en ella también 

opera el tiempo como causa extintiva, pero se repite, del derecho, de 

modo que se impide la adquisición del derecho por el transcurso inútil 

del término legal, o lo que es lo mismo, "la pretensión a cuyo ejercicio 

se prefija un término, nace originariamente con esta limitación de 

tiempo, de modo que no puede ser hecha valer cuando haya 

transcurrido" (Roberto Ruggiero, Op. Cit.). En estos mismos términos 

ha sido entendida por la jurisprudencia constitucional, al referirla a la 

omisión o inercia del beneficiario, que ha dejado transcurrir un 

determinado plazo sin ejercer su derecho y en base a ello, lo pierde, o 

al menos pierde el beneficio inmediato que le habría significado, pero 

sin que implique necesariamente que ese derecho le desaparezca del 

todo, lo que de alguna manera configura una renuncia de derechos por 

parte del beneficiario. 

Como la prescripción y caducidad que se analizarán en este asunto, van 

dirigidas a cuándo se puede computar en situaciones donde se considere que un acto 

fue consentido, se tendrá que ejemplificar primeramente la diferencia entre ambas 

figuras.  
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El profesor Rubén Hernández Valle (2009) ha desarrollado en reiteradas 

ocasiones:  

El artículo 35 de la LJC establece una distinción entre derechos 

patrimoniales y otros cuya violación puede ser válidamente 

consentida, para los que establece un plazo de prescripción de dos 

meses a partir del momento en que el perjudicado tuvo noticia 

fehaciente de la violación y estuvo en posibilidad legal de interponer 

el recurso, y los demás derechos fundamentales, para cuya protección 

no existe plazo de prescripción, dado que el amparo se puede plantear 

en cualquier momento mientras subsista la violación, amenaza, 

ÐÅÒÔÕÒÂÁÃÉĕÎ Ï ÒÅÓÔÒÉÃÃÉĕÎȢ ɉȣɊ $Å Ìa combinación armónica de tales 

normas, se concluye que la suspensión de la prescripción opera no 

sólo respecto de aquellos derechos fundamentales que no son 

renunciables, sino también respecto de aquellos otros de contenido 

patrimonial o que son renunciables. En realidad, el artículo 31 

contiene una norma general, aplicable a los dos supuestos que 

contempla el 35 ibídem. El otro aspecto que conviene señalar es que 

la jurisprudencia de la Sala ha sido conteste en señalar que en el 

artículo 36 de la LJC, aunque se habla expresamente de prescripción, 

se trata jurídicamente de una caducidad, por lo que la Sala puede 

declararla de oficio. (pp. 365 a 366) 

Dicho extracto doctrinario, permite dar una claridad meridana a puntos que 

son discutidos desde hace años, siendo entonces que, aunque la discusión sobre si 

el plazo que enuncia el art. 35 respecta a una caducidad o una prescripción, es muy 

rica, se debe coincidir con lo expuesto por el profesor Hernández Valle, siendo que 

se evidencia el primer error en la norma procesal constitucional. Por esta razón, el 

presente artículo se referirá a caducidad y ya no a prescripción para lo restante del 

mismo.  

Por último, los actos consentidos  han sido definidos de forma sistemática 

por la Sala Constitucional. Así, el voto número 2000-07570 de las diez horas 

cuarenta y siete minutos del veinticinco de agosto de dos mil, citado en la resolución 

Nº 18437 ɀ 2006, expresó: 

ȣÅÓÔÁ 3ÁÌÁ ÈÁ ÓÅđÁÌÁÄÏ ÑÕÅ ÅÌ ÃÏÎÓÅÎÔÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÕÎ ÁÃÔÏ 

administrativo puede ser expreso o tácito. Es expreso cuando existe 

una manifestación concreta del supuesto ofendido y tácito en aquellos 

casos donde no ejerce en tiempo y forma los remedios legales a su 

alcance para obtener la tutela de su derecho, todo lo cual conduce a la 
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improcedencia de la acción. Asimismo, debe tratarse de un 

consentimiento válido por cuanto debe recaer sobre derechos que 

puedan ser renunciables. En el caso concreto el acto administrativo 

impugnado se dictó y ejecutó el año pasado, es decir, hace más de ocho 

meses, sin que durante ese período el amparado presentara -por las 

razones que fuera- los recursos administrativos correspondientes o 

interpusiera el recurso de amparo respectivo. Ello supone que 

estamos en presencia de un acto tácitamente consentido -por falta de 

acción- por lo que lo procedente es declarar prescrito el recurso con 

fundamento en el artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional. En virtud de lo expuesto, el amparo resulta 

inadmisible y así debe declararse...  

Clarificando el asunto, se hace la previsión que el presente artículo desarrolla 

puntualmente los actos que son de efecto inmediato, ya que los de efecto continuado, 

no representan una problemática per se, ya que mientras se siga manteniendo la 

violación o los efectos negativos de ese acto, el administrado podrá ejercer su 

derecho constitucional a recurrir.  

 

ςɊ ȰDe legítimamente consentidaȱ Á Ȱválidamente consentidaȱȟ ÈÁÙ ÕÎ 

solo paso.  

Los artículos 35 y 36 de la LJC son claros, sin embargo, el segundo párrafo del 

artículo 35, expone los derechos puramente patrimoniales. Así la resolución 07556 

ɀ 2001 de las nueve horas con cuatro minutos del tres de agosto del dos mil uno, ha 

expuesto que en ese plazo de 2 meses, cuando son asuntos meramente 

patrimoniales, el hecho de que se encuentre prescrito, no genera la prescripción del 

derecho, sino la caducidad de la acción de amparo meramente, como se explica 

líneas atrás por el Prof. Hernández Valle. 

Más a profundidad, la resolución Nº 01925 ɀ 2001 de las diez horas con siete 

minutos del nueve de marzo del dos mil uno, expone en un caso relacionado con la 

Dirección de Geología y Minas del Ministerio del Ambiente y Energía, la interesante 

dicotomía entre los actos consentidos que se contemplan en el artículo 30 inciso ch) 

junto con el tema de caducidad del 35, ambos de la LJC. Sobre el asunto dicho voto 

ÄÉÃÅ ÃÌÁÒÁÍÅÎÔÅȡ Ȱno procede el amparo cuando la acción u omisión hubiere sido 

legítimamente consentida por la persona agraviada (artículo 30 inciso ch).ȱ %Ì 

desarrollo se vuelve más rico cuando de la jurisprudencia citada, se desprende la 

tenue línea entre el plazo de dos meses que se tiene para interponer la acción y 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

72 

cuando realmente, lo que sucede es la aceptación tácita de una sanción que luego, se 

quiere retraer en el tiempo, utilizando el art. 35 LJC para ampliar plazos de 

impugnación, finalidad que no persiguen estos artículos.  

Por ende, se puede decir que en este caso se tiende a confundir ambas figuras 

para tratar de recurrir fuera de tiempo, a sabiendas de que se había aceptado la 

sanción mucho tiempo atrás. No obstante, también existe otra posición y es que la 

norma no deja claramente estipulado qué debe entender el administrado, por actos 

consentidos. Esto, se explica en los siguientes párrafos.  

Según se ha analizado a lo largo de este artículo, la confusión entre términos, 

malas redacciones legales y análisis jurisprudencial variado, hace imperativo 

examinar la letra menuda de los artículos en discusión. Por ende, véase el siguiente 

cuadro comparativo: 

 

Artículo 30, inciso CH) de la LJC Artículo 35 de la LJC 

Artículo 30. No procede el amparo: 

ɉȣɊ 

ch) Cuando la acción u omisión 

hubiere sido legítimamente 

consentida  por la persona agraviada. 

 

Artículo 35. El recurso de amparo podrá 

interponerse en cualquier tiempo 

mientras subsista la violación, amenaza, 

perturbación o restricción, y hasta dos 

meses después de que hayan cesado 

totalmente sus efectos directos respecto 

del perjudicado. 

Sin embargo, cuando se trate de derechos 

puramente patrimoniales u otros cuya 

violación pueda ser válida mente 

consentida , el recurso deberá 

interponerse dentro de los dos meses 

siguientes a la fecha en que el perjudicado 

tuvo noticia fehaciente de la violación y 

estuvo en posibilidad legal de interponer 

el recurso. 
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3) De contradicciones y otras vicisitudes.  

A simple vista, aparenta existir una contradicción en la LJC, que 

primeramente deniega la interposición de un recurso de amparo contra toda aquella 

acción u omisión que fuera legítimamente consentida, sin embargo, unos cuantos 

artículos abajo, se dice que tiene dos meses para la interposición luego de entrar en 

conocimiento de la violación y puede interponer el recurso. En uno se rechaza de 

plano la interposición (Art. 30 LJC) y en otro, se permite durante el plazo de dos 

meses (Art. 35 LJC). 

Este extraño proceder, amerita entonces, comprender la diferencia 

terminológica entre legítimo y válido, situación que aparenta generar algún cambio 

a nivel de plazos en este asunto.  

,Á 3ÁÌÁ ÈÁ ÄÅÌÉÎÅÁÄÏ ÌÏ ÑÕÅ ÓÅ ÄÅÂÅ ÅÎÔÅÎÄÅÒ ÃÏÍÏ Ȱconsentimiento válidoȱ, 

puntualmente en la resolución 18437 ɀ 2006, de previa cita, que desarrolla: 

ȰAsimismo, debe tratarse de un consentimiento válido por cuanto debe recaer sobre 

derechos que puedan ser renunciablesȢȱ  

Por ende, podría inicialmente pensarse que se ha hecho una equiparación 

ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁÌȟ ÅÎÔÒÅ ÌÏ ÑÕÅ ÓÅ ÄÅÂÅ ÅÎÔÅÎÄÅÒ ÃÏÍÏ Ȱconsentimiento válidoȱ Ù ÌÁ 

ÆÒÁÓÅ Ȱlegítimamente consentidaȱȟ ÓÉÅÎÄÏ ÑÕÅ ÌÁ ÃÁÄÕÃÉÄÁÄ ÐÏÒ ÃÏÎÓÅÎÔÉÍÉÅÎÔÏ 

legítimo y válido solo se puede dar sobre ciertos derechos renunciables que no se 

ejercieron a su debido momento.  

Sin embargo, remitiendo de nuevo al cuadro comparativo de normativa que 

se presenta en este trabajo para facilidad didáctica, no se comprende porque el 

artículo 30 establece que el amparo no procede contra acciones u omisiones 

legítimamente consentidas, pero líneas atrás se dice que ȰÕ ÏÔÒÏÓ ÃÕÙÁ ÖÉÏÌÁÃÉĕÎ 

pueda ser válidamente consentida, el recurso deberá interponerse dentro de los dos 

ÍÅÓÅÓ ÓÉÇÕÉÅÎÔÅÓȱȢ Por lo que se debe revisar lo expresado por la Sala, para dilucidar, 

primeramente, qué tipos de derechos se relacionan con el consentimiento válido.  

Tanto la resolución 18375 ɀ 2006 de Sala Constitucional, como algunas más 

reciente, de 2018, han precisado sobre los artículos que acá se debaten.  

La sentencia 2018-006376, en una nota del Magistrado Rueda Leal, enuncia: 

el plazo de dos meses para ejercer la acción de amparo aplica no solo 

cuando se discuten derechos de naturaleza puramente patrimonial, 

sino también en los casos en que una violación pueda ser válidamente 
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consentida, es decir, aquellos derechos que son disponibles. Así 

sucede, por ejemplo, con los derechos de carácter meramente 

procedimental, cuyo ejercicio exige la atención oportuna de la persona 

y cuya discusión no puede quedar abierta sine die en esta 

jurisdicción.6  

Para continuar con el ejercicio práctico, se ejemplifica con otra sentencia. La 

resolución 18375 ɀ 2006 de Sala Constitucional, expone: 

ȣÅÎ ÁÇÏÓÔÏ ÄÅ ÅÓÔÅ ÁđÏ ÌÁ )ÎÓÐÅÃÃÉĕÎ 0ÏÌÉÃÉÁÌ ÄÅÌ -ÉÎÉÓÔÅÒÉÏ ÄÅ 

Seguridad Pública le comunicó ɀtelefónicamente- que estaba 

despedido (...) Durante todo ese lapso el petente no interpuso el 

recurso de amparo correspondiente, pues no fue sino hasta el catorce 

de diciembre del dos mil seis que acude a esta vía. Esa falta de acción 

de su parte supone el consentimiento tácito del acto en cuestión, a 

tenor de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 35 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional.  

Y como extensión a lo desarrollado por Sala Constitucional, el Prof. Rubén 

Hernández (2009) manifiesta: 

Respecto de los actos de efecto o acción inmediata, el plazo para 

interponer el recurso es de dos meses después de que hayan cesado 

todos sus efectos directos respecto del perjudicado. En esta hipótesis 

es cuando se pueden presentar casos de actos legítimamente 

consentidos, si el perjudicado deja transcurrir el plazo de dos meses 

desde el cese de los efectos directos y no recurre la acción u omisión 

por vía del amparo. Igual circunstancia ocurre cuando se trate de 

derechos patrimoniales o de otro en que la violación pueda ser, según 

la LJC, válidamente consentida, en los que el recurso debe 

interponerse dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que el 

perjudicado tuvo noticia fehaciente de la violación y estuvo en 

posibilidad legal de interponer el recurso. En primer lugar, el concepto 

ÄÅ ȰÄÅÒÅÃÈÏÓ ÃÕÙÁ ÖÉÏÌÁÃÉĕÎ ÐÕÅÄÁ ÓÅÒ ÖÜÌÉÄÁÍÅÎÔÅ ÃÏÎÓÅÎÔÉÄÁȱ ÅÓ ÕÎÁ 

aberración jurídica por cuenta como vimos en su oportunidad, la 

acción para tutelar la violación o amenaza de violación de un derecho 

fundamental es imprescriptible. (pp. 343 a 344) 

 

6 Véase además 2016-13123, 2008-11978, 2016-14649, de la misma Sala. 
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Así, se puede concluir que lo que se debe entender como consentimiento 

válido y legítimamente consentido, se refiere solamente a los derechos renunciables, 

o sea, aquellos donde su daño se reduce a temas meramente patrimoniales. Siendo 

que todos los demás derechos, que al ser violentados, generen daños directos a la 

esfera privada e íntima del administrado, en razón de la violación a un derecho 

resguardado por la Constitución Política, serán imprescriptibles.  

Ahora, esto no elimina lo evidente y es que el articulado, no es amistoso y 

mucho menos, claro, sobre lo que se deberá entender por estas frases, situación que 

ÉÎÃÌÕÓÏ ÅÓ ÃÁÌÉÆÉÃÁÄÁ ÄÅ Ȱaberranteȱ ÐÏÒ ÅÌ 0ÒÏÆȢ 2ÕÂïÎ (ÅÒÎÜÎÄÅÚȢ 0ÏÒ ÅÎÄÅȟ ÓÅ 

coincide en que la calificación de válidamente consentidos, puede coquetear 

peligrosamente con una flexibilización ante eventuales violaciones a derechos 

constitucionales y puede generar una subjetivación de lo que se entiende como 

derecho fundamental constitucional.  

Aunque se entiende el objetivo del articulado, el cual busca darle a la 

jurisdicción constitucional un tinte superior para que no se convierta en una Ad-

Quem recursivo ulterior y finalísimo de la vía ordinaria, donde el administrado deba 

ir siempre para satisfacer sus intereses económicos, no se puede descartar, que la 

redacción confusa y los términos casi idénticos pero diferentes que se han expuesto 

antes, generan poca claridad en algunas frases que se plasman en la LJC.  

Se coincide en que la Sala Constitucional debe dedicarse principalmente a 

violaciones evidentes a la Constitución Política, pero dicho acervo, no debe 

entorpecer el acceso a la justicia constitucional que cimienta el Estado de Derecho.  

De acá que se evidencie un problema claro, no solo respecto a la redacción, 

sino en la aplicación práctica de estas normas, ya que es fácil confundir qué podría 

ÓÅÒ ÕÎ ÁÃÔÏ ÑÕÅ ÃÏÍÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ ÐÕÅÄÏ Ȱconsentir tácitamenteȱ Ù ÑÕÅ ÏÔÒÏÓȟ ÎÏȢ 

La línea de disimilitud entre un derecho constitucional que pueda cuantificarse 

patrimonialmente y otro que no, parece no ser muy certera para evidenciar, cuando 

una violación puede consentirse.  

Luego de lo desarrollado anteriormente, se considera que no se puede abrir 

el asunto para que la Sala Constitucional se convierta en un ejecutor más, 

consolidándose en una vía de legalidad ordinaria, cuya naturaleza no prevé ni 

tampoco es recomendable.  

Lo dicho anteriormente, lleva a afirmar y dilucidar ciertas conclusiones y 

recomendaciones que se brindan, para tratar de resolver este asunto de vital 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

76 

importancia, para tener un sistema de defensa constitucional realmente eficiente y 

que resguarde a todos los ciudadanos costarricenses.  

 

Conclusiones. 

Para esta sección, es importante entender y puntualizar algunos asuntos. Lo 

primero es que, como se ejemplificó líneas atrás, la problemática que acá se expone, 

es la de la confusión que se da entre los artículos 30 y 35 de la LJC, además, se 

desarrolla brevemente el tema de prescripción que se expone en el artículo 36, 

donde se ha concluido que esta no es una prescripción, sino una caducidad.  

Esta autora, considera que la problemática tiene su punto medular y central, 

en la falta de claridad que existe en la redacción del articulado y, además, en una 

falta de explicación y delimitación, que se debe subsanar con un desarrollo 

normativo más claro y positivizado en la norma.  

Por ende, se puede empezar estructurando las conclusiones con base a 

desarrollos integrativos, de todo lo que fue expuesto páginas atrás. 

En primera instancia, se debe comprender, que la Constitución nace con el 

objetivo de resguardar el Estado democrático de Derecho, que desde 1949, hemos 

sostenido de forma continua y estable, a pesar de los baches que el camino ha 

deparado para Costa Rica y su gobernanza. 

No obstante, no se debe perder de vista la finalidad que tiene la carta magna 

en este asunto y como sujeta a los costarricenses a su norma suprema (Art. 18 

Constitución Política). Bajo el mismo orden de ideas, la LJC en su artículo primero, 

dice: 

Artículo 1. La presente ley tiene como fin regular la jurisdicción 

constitucional, cuyo objeto es garantizar la supremacía de las normas 

y principios constitucionales y del Derecho Internacional o 

Comunitario vigente en la República, su uniforme interpretación y 

aplicación, así como los derechos y libertades fundamentales 

consagrados en la Constitución o en los instrumentos internacionales 

de derechos humanos vigentes en Costa Rica. 
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La lectura del articulado junto con el artículo 2 de la LJC7, ejemplifica lo 

esbozado supra.  

Así, una de las problemáticas que se encontraron fue la confusión con los 

términos e incluso los contextos mediante los cuales, se quería ejecutar (y se 

ejecutan) los artículos 30, 35 y 36, aquí analizados. Esto ha permitido, que las 

personas utilicen una vía especial y excepcionalísima, como una mera vía ordinaria, 

ÐÁÒÁ Ȱrevivirȱ ÐÌÁÚÏÓȟ ÙÁ ÆÅÎÅÃÉÄÏÓ Ï ÐÁÒÁ ÐÏÄÅÒ ÉÍÐÕÇÎÁÒȟ ÐÏÒ ÌÁ ÖþÁ ÄÅ ÌÏÓ ÒÅÃÕÒÓÏÓ 

constitucionales, actos administrativos que en algún momento fueron lesivos y no 

se impugnaron en tiempo.  

Además, se debe hacer eco del tema desarrollado por el Prof. Rubén 

Hernández Valle, quien decide abiertamente, exponer que la palabra prescripción, 

no aplica en este asunto, sino que lo enumera como una caducidad y que, por esta 

razón, la Sala Constitucional, puede declararla de oficio, sin necesidad de que alguna 

de las partes, la alegue.  

Por lo expuesto y al aplicar principios lógicos, como aquel en donde la norma 

debe estar al servicio de la sociedad8, se vuelve decisivo y muy importante, que se 

clarifique el tema de prescripción y caducidad primeramente, a nivel normativo, 

para luego advocarse a la revisión de la redacción de los artículos. 

 

 

 

 
7 Artículo 2.  Le corresponde específicamente a la jurisdicción constitucional: 
a) Garantizar, mediante los recursos de hábeas corpus y de amparo, los derechos y libertades 
consagrados por la Constitución Política y los derechos humanos reconocidos por el Derecho 
Internacional vigente en Costa Rica. 
b) Ejercer el control de la constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los actos 
sujetos al Derecho Público, así como la conformidad del ordenamiento interno con el Derecho 
Internacional o Comunitario, mediante la acción de inconstitucionalidad y demás cuestiones de 
constitucionalidad 
c) Resolver los conflictos de competencia entre los Poderes del Estado, incluido el Tribunal Supremo 
de Elecciones, y los de competencia constitucional entre éstos y la Contraloría General de la 
República, las municipalidades, los entes descentralizados y las demás personas de Derecho Público. 
ch) Conocer de los demás asuntos que la Constitución o la presente ley le atribuyan. 

8  El autor Fernando Muñoz León (2007) define este principio como un derecho social, aduciendo 
ÑÕÅ ȰLa madeja puede comenzar a desenrollarse al recordar que, por definición, todo derecho es social. 
El derecho es un fenómeno que surge ante la convivencia; es, ante todo, regulación de derechos o 
atribución de potestades, en un contexto de convivencia de titularesȱ ɉÐÜÇȢ ςττɊ. 
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Recomendaciones. 

Según lo expuesto, las conclusiones obtenidas de esta breve investigación 

constitucional y el análisis realizado mediante jurisprudencia y doctrina. Se 

presentan las siguientes recomendaciones a la problemática del asunto: 

 

1. ¿Prescrito o caduco? 3Å ÄÅÂÅ ÃÁÍÂÉÁÒ ÅÌ ÔïÒÍÉÎÏ Ȱprescripciónȱ ÐÏÒ 

Ȱcaducidadȱ ÅÎ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ σφ ÄÅ ÌÁ ,*#Ȣ %ÓÔÅ análisis debe realizarse en 

conjunto con una revisión exhaustiva de la normativa relacionada a este 

instituto jurídico, que se encuentre en la Ley de la Jurisdicción Constitucional, 

en aras de dilucidar, si algunos otros plazos de prescripción o de caducidad, 

han sido confundidos y se denota, al poner en franca aplicación, la norma o 

articulado que los contiene.  

 

2. 5ÎÉÆÉÃÁÒ ÌÁÓ ÆÒÁÓÅÓ Ȱlegítimamente consentida ȱ Ù Ȱválidamente 

consentidaȱȢ Esto para que no se preste para interpretaciones normativas 

abiertas e indebidas. Además, facilita la lectura para personas no versadas en 

derecho, condición que debe primar en temas de derechos fundamentales y 

constitucionales. 

 

3. Ampliar la redacción del artículo 35 de la LJC. Haciendo una 

diferenciación entre derechos patrimoniales, derechos constitucionales 

disponibles e indisponibles. Ponerlo de forma expresa, ayuda a clarificar el 

asunto y no permite la confusión o la apertura doctrinaria, para 

interpretaciones legales diversas. La puntualización y definición de qué se 

entiende por derechos puramente patrimoniales y derechos disponibles en 

materia constitucional, da rango de maniobra a los señores jueces para que, 

mediante jurisprudencia, se desarrollen los casos de forma individual, por 

ende, se podrían hacer excepciones, pero en razón de los casos que se 

presenten en la vida real y no por vía legal.  

 

4. Propuesta de modificación.  Que, según lo recomendado supra, se hace la 

siguiente propuesta de modificación:  
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REDACCIÓN VIGENTE REDACCIÓN VIGENTE 

Artículo 30. No procede el amparo: 

ɉȣɊ 

ch) Cuando la acción u omisión 

hubiere sido legítimamente 

consentida  por la persona 

agraviada. 

 

 

Artículo 35. El recurso de amparo podrá 

interponerse en cualquier tiempo 

mientras subsista la violación, amenaza, 

perturbación o restricción, y hasta dos 

meses después de que hayan cesado 

totalmente sus efectos directos respecto 

del perjudicado. 

Sin embargo, cuando se trate de derechos 

puramente patrimoniales u otros cuya 

violación pueda ser válidamente 

consentida , el recurso deberá 

interponerse dentro de los dos meses 

siguientes a la fecha en que el perjudicado 

tuvo noticia fehaciente de la violación y 

estuvo en posibilidad legal de interponer 

el recurso. 

Artículo 36. La prescripción del amparo, 

por no haberse interpuesto en tiempo, no 

será obstáculo para impugnar el acto o la 

actuación en otra vía, si fuere posible 

hacerlo conforme con la ley. 

 

PROPUESTA DE REDACCIÓN PROPUESTA DE REDACCIÓN 

Artículo 30. El recurso de amparo, 

no procederá, si se da alguno de los 

siguientes presupuestos:  

ɉȣɊ 

 

ch) Cuando la acción u omisión, que 

motive o genere el recurso, hubiere 

sido consentida válidamente  por 

la persona agraviada, en las 

Artículo 35. El recurso de amparo podrá 

interponerse en cualquier tiempo 

mientras subsista la violación, amenaza, 

perturbación o restricción contra un 

derecho fundamental protegido por la 

Constitución. y hasta dos meses después 

de que hayan cesado totalmente sus 

efectos directos respecto del perjudicado. 

Sin embargo, cuando se trate de derechos 

constitucionales puramente patrimoniales 

o aquellos que sean disponibles, se 
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condiciones expuestas en los 

artículos 35 y 36 de esta norma. 

 

entenderá que podrá opera un plazo de 

caducidad, siendo que el recurso deberá 

interponerse dentro de los dos meses 

siguientes a la fecha en que el perjudicado 

tuvo noticia fehaciente de la violación y 

estuvo en posibilidad legal de interponer 

el recurso. 

Artículo 36. La caducidad que recaiga 

sobre el recurso de amparo, prescripción 

del amparo, por no haberse interpuesto en 

tiempo o por haberse consentido 

válidamente por la persona agraviada, no 

será obstáculo para impugnar el acto o la 

actuación en otra vía, si fuere posible 

hacerlo conforme con la ley.  
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Una interpretación histórica del dimensionamiento de las 
sentencias de constitucionalidad.  

 

David Jensen Ghesquiere* 

 

Resumen: 

El dimensionamiento de las sentencias es una herramienta que permite a la 

Sala reducir el impacto de sus decisiones. El estudio del expediente legislativo 

de la Ley de la Jurisdicción Constitucional revela la manera en que surgió tal 

herramienta y brinda información con respecto a su naturaleza y la 

posibilidad de impactar derechos adquiridos y situaciones jurídicas 

consolidadas mediante el dimensionamiento. 

 

Palabras clave: 

Dimensionamiento. Interpretación histórica. Derechos adquiridos. 

Situaciones jurídicas consolidadas. 

 

Abstract : 

4ÈÅ ȰÄÉÍÅÎÓÉÏÎÉÎÇȱ ÏÆ Á ÊÕÄÇÅÍÅÎÔ ÉÓ Á ÔÏÏÌ ÔÈÁÔ ÁÌÌÏ×Ó ÔÈÅ #ÏÎÓÔÉÔÕÔÉÏÎÁÌ 

Chamber to reduce the impact of its decisions. The legislative file of the 

Constitutional Jurisdiction Law reveals the way in which such a tool arose 

and provides information regarding its nature and the possibility of 

impacting acquired rights and consolidated legal situations by dimensioning. 

 

 
* Letrado de la Sala Constitucional desde 2013, a la fecha. Doctor y máster en Derecho por la 
Universidad Alberto-Ludoviciana (Friburgo, Alemania). Licenciado en Derecho por la Universidad de 
Costa Rica. Exalumno de la International Max Planck Research School on Retaliation, Mediation and 
Punishment. 
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SUMARIO: 1.- Introducción. 2.- ¿Qué es el dimensionamiento? 3.- La 

protección de derechos adquiridos de buena fe y situaciones jurídicas 

consolidadas en la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 4.- Examen 

del expediente legislativo de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

5.- Discusión y conclusiones. 6.- Bibliografía. 

 

1.- Introducción.  

El dimensionamiento de las sentencias de la Sala Constitucional es un tema 

que ha sido puesto en la palestra en años recientes, particularmente por la sentencia 

sobre el matrimonio igualitario (sentencia n.° 2018-012782), la cual dimensionó sus 

efectos para otorgar vigencia temporal a la norma declarada inconstitucional.  

La finalidad de este trabajo es abordar el dimensionamiento desde una 

perspectiva histórica. Es decir, se acude a la génesis de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional (en adelante LJC) con el propósito de conocer las discusiones y 

razonamientos que se dieron en el seno de la Asamblea Legislativa y que llevaron a 

su inclusión en dicha ley. Sin embargo, más que conocer el dimensionamiento de 

manera genérica, este artículo pondrá especial énfasis en su posición frente a la 

protección de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas 

consolidadas 

Por otro lado, se examinará el vínculo entre esa protección y el artículo 34 de 

la Constitución Política. Este tema es relevante, ya que se tiende a asumir la 

existencia de una relación directa entre el citado numeral y la protección a los 

derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas de los 

artículos 91 y 93 LJC (Jinesta, 2014, pp. 442-443).  

 

2.- ¿Qué es el dimensionamiento?  

El dimensionamiento de una sentencia de constitucionalidad se refiere a la 

potestad de la Sala, prevista en el artículo 91 LJC, que dice: 
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Artículo 91. La declaración de inconstitucionalidad tendrá efecto 

declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia del acto o de la norma, 

todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. 

La sentencia constitucional de anulación podrá graduar y dimensionar 

en el espacio, el tiempo o la materia, su efecto retroactivo, y dictará las 

reglas necesarias para evitar que éste produzca graves dislocaciones 

de la seguridad, la justicia o la paz sociales. 

Vista la trascendencia de una sentencia constitucional, que puede incluso 

llegar a eliminar una norma del ordenamiento jurídico, se hace necesaria una 

herramienta que brinde equilibrio al propio ordenamiento ante tal suceso. Sin 

embargo, a diferencia del Legislador ordinario, cuyas amplias potestades decisivas 

le permiten escoger entre innumerables posibilidades (libre configuración del 

LeÇÉÓÌÁÄÏÒɊȟ ÌÁ 3ÁÌÁ ÅÊÅÒÃÅ ÕÎÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÄÅ Ȱlegislador negativoȱ Ùȟ ÃÏÍÏ ÔÁÌȟ ÖÅ 

reducidas sus opciones a declarar una norma constitucional (con la variante de la 

interpretación conforme) o no.  

El desbalance entre estas potestades lleva al surgimiento de anomalías 

materiales o jurídicas. Con respecto a las primeras, puede verse uno de los primeros 

precedentes de la Sala que habla del dimensionamiento. En la sentencia n.° 1631-91 

de las 15:15 horas del 21 de agosto de 1991, la Sala anuló el artículo 15 de la ley 

6752 del 31 de mayo de 1982, relacionada con el cobro de impuesto municipales, y 

dispuso: 

ȣ%Î ÃÏÎÓÅÃÕÅÎÃÉÁȟ ÓÅ ÁÎÕÌÁ ÔÁÍÂÉïÎ ÌÁ ÁÐÌÉÃÁÃÉĕÎ ÑÕÅ ÄÅ ÌÁ ÎÏÒÍÁ 

declarada inconstitucional hayan hecho o estén haciendo cualquier 

otra Muncipalidad (sic). De conformidad con el artículo 91 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional, se dimensiona el efecto retroactivo 

de esta sentencia y se dispone que las nulidades declaradas rigen a 

partir del inicio del presente ejercicio fiscal. 

La norma que fue declarada inconstitucional era del año 1982, por lo que 

tenía poco menos de 10 años de estar vigente al momento de ser anulada. Aunque 

ÌÁ 3ÁÌÁ ÄÉÓÐÕÓÏ ÕÎ ÃÌÁÒÏ ÅÆÅÃÔÏ ÒÅÔÒÏÁÃÔÉÖÏ ÁÌ ÁÎÕÌÁÒ Ȱȣla aplicación que de la norma 

ÄÅÃÌÁÒÁÄÁ ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÈÁÙÁÎ ÈÅÃÈÏȣȱȟ ÓÕ ÄÉÍensionamiento tuvo el propósito 

de limitar tal efecto en el tiempo, haciendo que la nulidad rigiera a partir del ejercicio 

fiscal de ese año. Aunque la Sala no explica el motivo de su dimensionamiento, se 

puede entender que protegía la estabilidad de las finanzas municipales, la que 

podría verse gravemente afectada si fuera necesario devolver el dinero recibido 

durante los 10 años de vigencia de la norma. 
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Un caso de dislocación jurídica, ocasionada por una sentencia constitucional, 

fue desarrollada en la resolución n.° 2018-12782 de las 17:45 horas del 8 de agosto 

de 2018, cuando se anuló la norma del Código de Familia que impedía el matrimonio 

igualitario. Dado el amplio efecto jurídico que significaba la eliminación del inciso 6) 

del artículo 14 del Código de Familia -cuestión explicada de manera amplia en la 

citada sentencia- la Sala dimensionó la sentencia y mantuvo vigente la norma por 18 

meses más, a fin de brindar un plazo al Legislador para adecuar el marco jurídico 

nacional. 

El dimensionamiento de las sentencias de constitucionalidad ha mostrado ser 

muy adaptable al caso. Ha habido dimensionamientos con efecto procesal. Por 

ejemplo, en la sentencia n.° 2597-93 de las 15:54 horas del 23 de febrero de 1993 se 

anuló la potestad certificadora de las cooperativas (que era utilizada para servir de 

base a cobros judiciales). Aquí, la Sala estimó necesario que no se vieran afectados 

los procesos que ya hubieran superado la etapa para oponer defensas.  

En la sentencia n.° 2016-2419 de las 11:31 horas del 17 de febrero de 2016 

se anuló un artículo de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados que requería que 

los profesores universitarios de Derecho estuvieran inscritos en el Colegio de 

Abogados. En ese caso se dimensionaron los efectos para que entraran a regir a 

partir de la fecha de la primera publicación del edicto en que se informó de la 

interposición de la acción, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe.1  

Otro ejemplo de dimensionamiento es la sentencia n.° 2017-6329 de las 

10:40 horas del 3 de mayo de 2017, cuando se anuló una norma del Código Electoral 

del Colegio de Cirujanos Dentistas de Costa Rica. La Sala dimensionó dicha anulación 

para que no afectara el proceso electoral que dio origen a esa acción. 

En estos casos, el dimensionamiento restringe o limita el efecto retroactivo 

de la declaratoria de inconstitucionalidad. En esta última sentencia, por ejemplo, el 

efecto normal -que sería la anulatoria retroactiva a la fecha de vigencia de la norma, 

según el artículo 91 LJC- llevaría a cuestionar todos los procesos electorales donde 

hubiera sido aplicada la norma, desde su entrada en vigencia, incluyendo el gobierno 

de ese colegio profesional en ese momento. 

En este tipo de dimensionamiento, que es el más frecuente, la Sala ha 

procurado proteger situaciones jurídicas consolidadas o derechos adquiridos de 

 
1 Un caso análogo es la sentencia n.° 2017-17950 de las 10:31 horas del 8 de noviembre de 2017, 
cuando se dimensionaron los efectos de la anulación, pero esta vez para que empezaran a partir de 
la fecha de la resolución. 
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buena fe, de manera que no se vean afectados por tal declaratoria de 

inconstitucionalidad.  

 

3.- La protección de derechos adquiridos de buena fe y situaciones 

jurídicas consolidadas en la Ley de  la Jurisdicción Constitucional.  

En una de las primeras explicaciones sobre el dimensionamiento, la Sala 

indicó:  

Nuestro sistema jurisdiccional constitucional sigue una tesis mixta 

entre el llamado "norteamericano" que simplemente declara la 

inexistencia o nulidad absoluta de las normas dictadas en contra de la 

constitución, y el llamado "austriaco" que admite la vigencia y eficacia 

de la norma hasta su anulación por lo que faculta al Juez a definir los 

efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad, para evitar que 

situaciones jurídicas consolidadas o derechos adquiridos de buena fe 

sean afectadosȢ ɉȣɊ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌo 91 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional define como ya se dijo, el efecto declarativo y 

retroactivo de la sentencia de inconstitucionalidad, y además faculta a 

la Sala a graduar los efectos de esta sentencia para evitar "graves 

dislocaciones de la seguridad, la justicia o la paz sociales" con lo que 

se demuestra que la norma aunque es inconstitucional por vicio 

originario, surtió efectos que prevalecen en el tiempo y en el espacio. 

(Sentencia n.° 1990-001409 de las 14:27 horas del 26 de octubre de 

1990. El subrayado es agregado) 

Esta sentencia menciona el artículo 91 LJC como base normativa para 

sustentar dicho criterio. Sin embargo, es menester cuestionar el origen normativo 

de la protección a los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas 

consolidadas.  

En efecto, la lectura de este numeral (transcrito supra) revela que únicamente 

hace mención a los derechos adquiridos de buena fe. Queda, pues, un vacío en lo que 

atañe a las situaciones jurídicas consolidadas.  

Ante ausencia de una mención expresa, una alternativa sería buscar el 

basamento jurídico de la Sala en el artículo 34 constitucional.2 No obstante, la 

 
2 ARTÍCULO 34.- A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus 
derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas. 
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dificultad es similar, visto que tal numeral regula las situaciones jurídicas 

consolidadas, pero no se expresa claramente con respecto a derechos adquiridos de 

buena fe. En él se habla de no perjudicar a una persona o derechos patrimoniales 

adquiridos, lo que limitaría su ámbito de aplicación, pues el concepto de derechos 

adquiridos de buena fe es más genérico que los derechos patrimoniales y, además, 

no se observa mención alguna de la buena fe.  

Los numerales citados son, por así decirlo, las normas que usualmente se 

aplican y son conocidas en la jurisprudencia de la Sala. Empero, existe otro artículo 

que menciona de alguna forma tanto a la situación jurídica consolidada como a los 

derechos adquiridos de buena fe. Se trata del artículo 93 LJC, que dice: 

Artículo 93. La disposición contenida en el artículo 91 no se aplicará 

respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se 

hubieren consolidado por prescripción o caducidad, en virtud de 

sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material o por 

consumación en los hechos, cuando éstos fueren material o 

técnicamente irreversibles, o cuando su reversión afecte seriamente 

derechos adquiridos de buena fe; todo lo anterior sin perjuicio de las 

potestades de la Sala, de conformidad con dicho artículo. (El 

subrayado es agregado) 

Un repaso de la jurisprudencia de la Sala permite encontrar menos de 10 

casos que mencionan ese artículo en frases genéricas, como:  

ȣ$Å ÃÏÎÆÏÒÍÉÄÁÄ ÃÏÎ ÌÏÓ ÁÒÔþÃÕÌÏÓ ωρ Ù ωσ ÄÅ ÌÁ ,ÅÙ ÄÅ ÌÁ *ÕÒÉÓÄÉÃÃÉĕÎ 

Constitucional, este Tribunal puede graduar y dimensionar en el 

espacio, el tiempo o la materia el efecto retroactivo que produce una 

sentencia estimatoria de inconstitucionalidad, y puede dictar las 

reglas necesarias para evitar que se produzcan graves dislocaciones 

ÄÅ ÌÁ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄȟ ÌÁ ÊÕÓÔÉÃÉÁ Ù ÌÁ ÐÁÚ ÓÏÃÉÁÌȣ3  

En comparación, si se busca el artículo 91, se encuentran unos cientos de 

casos de aplicación o explicación del artículo.4 

 
3 Por ejemplo, la sentencia n.° 2012-15909 de las 15:38 horas del 14 de noviembre de 2012. 

4 La discusión más amplia con respecto a la aplicación del dimensionamiento y el respeto a derechos 
adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas es, probablemente, la sentencia n.° 2013-10540 de 
las 15:50 horas del 7 de agosto de 2013, cuando los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro 
discreparon de la mayoría al respecto y abogaron por una aplicación retroactiva de la sentencia. 
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4.- Examen del expediente legislativo de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional.  

El proyecto legislativo de la LJC (expediente legislativo n.° 10273, 

denominado Ley Orgánica de la Jurisdicción Constitucional) tenía diferencias 

sustanciales con respecto al resultado final. En primer lugar, ese proyecto ni siquiera 

preveía la creación de una Sala Constitucional, sino que todavía conservaba la 

jurisdicción constitucional en la Corte Plena. Como ya se sabe, el proyecto fue 

modificado para dar vida al Tribunal Constitucional que se conoce actualmente. 

En lo atinente al objeto de este artículo debe notarse que el proyecto original 

de la LJC únicamente contemplaba la acción de inconstitucionalidad por control 

concreto, es decir, cuando hay un asunto que se conoce en tribunales y que sirve de 

base a la acción de inconstitucionalidad. Su artículo 74 señalaba: 

Artículo 74.- Para interponer la demanda de inconstitucionalidad es 

necesario que exista un asunto pendiente de resolver ante los 

Tribunales, en que se invoque esa inconstitucionalidad como medio 

razonable de amparar el derecho o interés que se considera lesionado. 

En comparación con el sistema vigente, este artículo impresiona por el 

limitado acceso al control de constitucional: no hay acción directa de la Procuraduría 

General de la República, la Defensoría de los Habitantes o el Fiscal General; tampoco 

se prevé legitimación por intereses difusos o colectivos. Es más, ni siquiera un 

asunto pendiente en vía administrÁÔÉÖÁ ÓÅÒÖÉÒþÁ ÄÅ ÂÁÓÅ ÐÁÒÁ ÕÎÁ Ȱdemandaȱ ÄÅ 

ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȟ ÐÕÅÓ ÄÅÂþÁ ÅÓÔÁÒ Ȱante los TribunalesȱȢ 

Otro punto interesante son los efectos de la declaratoria de 

inconstitucionalidad. En ningún lado se le otorgaba un efecto retroactivo como lo 

hace el actual numeral 91 LJC. Dado que se trataba de un sistema diseñado para 

procesos judiciales que servían de asuntos base, la principal preocupación de los 

redactores era determinar lo que ocurriría con tales asuntos y otros que se 

encontraran judicializados: 

Artículo 92.- Desde la primera publicación del aviso previsto en el 

artículo 88, la declaración de inconstitucionalidad tiene vigencia 

general y deja sin vigor la norma o normas de la ley o del decreto o 

disposición que ese fallo determine, o el acuerdo o resolución de que 

se trate. 
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En cuanto al recurrente y a las demás partes del proceso respecto del 

cual se planteó la de inconstitucionalidad o que hubieren formulado 

ampliación o gestiones coadyuvatorias, la declaración rige desde la 

notificación que se les haga del pronunciamiento. 

Curiosamente, la misma propuesta limitaba de gran manera los efectos de la 

declaratoria de inconstitucionalidad, incluso para el asunto base. 

Artículo 93- En el proceso principal y en los otros procesos que se 

indican en el artículo 78 párrafo segundo, las normas o actos 

declarados inconstitucionales no se aplicarán para resolver esos 

asuntos, salvo en los siguientes casos: 

a) Cuando su aplicación fuere compatible con los principios que 

regulan la libertad de contratación, si se tratare de situaciones 

jurídicas de fuente contractual, ya constituidas; y 

b) En las demás situaciones jurídicas que se hubieren constituido, 

modificado o extinguido al amparo de esas normas o actos. 

Es decir, no solo se trataba de un efecto prospectivo (ex nunc), sino que habría 

un impacto muy reducido de la declaratoria de inconstitucionalidad en los asuntos 

pendientes de resolver. La declaratoria de inconstitucionalidad no parecía tanto que 

anulara la ley, sino que más bien la derogaba, para que no fuera aplicada en el futuro. 

Además, se limitó expresamente el efecto que tendría la declaratoria en los asuntos 

pendientes de resolver. 

Empero, la propuesta de ley también contenía el primer germen de 

dimensionamiento. 

Artículo 94.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior y en 

cualesquiera otras situaciones jurídicas constituidas, los Jueces 

podrán tomar en cuenta el interés público que esté de por medio, para 

resolver sobre la inaplicabilidad de las normas o actos que hubieren 

sido declarados inconstitucionales. 

0ÕÅÄÅ ÖÅÒÓÅ ÑÕÅ ÓÅ ÔÒÁÔÁ ÄÅ Ȱsituaciones jurídicas constituidasȱȟ ÅÎ ÌÁÓ ÑÕÅ ÓÅ 

ÐÅÒÍÉÔÅ ÁÌ ÊÕÅÚ Ȱresolverȱ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÉÎÁÐÌÉÃÁÂÉÌÉÄÁÄ ÐÏÒ ÕÎ ÔÅÍÁ ÄÅ ÉÎÔÅÒïÓ ÐĭÂÌÉÃÏȢ  

La fórmula resulta sumamente vaga, tanto por referirse a las situaciones 

jurídicas constituidas -término que no necesariamente coincide con las 
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Ȱconsolidadasȱ ÄÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ στ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ- como por la manera de resolver del 

juez, pues únicamente se indica que debe resolver sobre la inaplicabilidad, pero no 

dice cómo debe resolver. Tampoco hay rastro alguno de los derechos adquiridos de 

buena fe. Finalmente, la fuerza de la sentencia constitucional disminuye de forma 

drástica cuando la decisión final sobre su aplicación recae, prácticamente, en el juez 

ordinario. 

Continuando con el trámite del proyecto legislativo, luego inició la discusión 

en la comisión, donde participaron juristas de renombre como Rodolfo Piza 

Escalante, Eduardo Ortiz Ortiz, Luis Paulino Mora Mora y Rubén Hernández Valle.  

En realidad, el proyecto que salió de la comisión no modificó sustancialmente 

la versión original en lo que se refiere a los efectos de la declaratoria de 

inconstitucionalidad. Sin embargo, durante la discusión en comisión, surgió una 

primera modificación relevante para este tema, propiciada por el doctor Hernández, 

quien dijo:  

Como quedó redactado hay tantos casos de deserción, que en última 

instancia el determinar si se aplica o no se aplica una norma declarada 

inconstitucional no va a corresponder al juez, entonces por una vía 

indirecta estamos quitándole la función a la Corte de declarar la 

constitucionalidad, para que sea el juez en el caso concreto, de que 

determine si conviene o no aplicar la norma constitucional y eso es un 

contrasentido, sencillamente todos estos artículos deberían de 

agruparse en uno solo que diga: "Declarada la constitucionalidad de 

una norma, de un acto y de una ley, será inaplicable en cualquiera 

ÁÓÕÎÔÏ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÐĭÂÌÉÃÏȟ ÐÒÅÓÅÎÔÅ Ï ÆÕÔÕÒÏȱȢ %Ó ÄÅÃÉÒȟ ÓÉ ÁÌÇÕÉÅÎ ÈÁÃÅ 

recurso de inconstitucionalidad es para que la norma no se aplique en 

el caso, nadie hace recurso de inconstitucionalidad por deporte, y el 

objeto de un recurso de inconstitucionalidad es lograr que la norma 

declara (sic) inconstitucional no se aplique en la resolución del asunto, 

si en la práctica se da el caso de que al juez le queda la discrecionalidad 

de aplicarlo o no, entonces para qué tener todo un capítulo muy 

estructura (sic) y que la Corte pase tres meses conociendo un asunto 

y lo declara inconstitucional y llega un alcalde o un juez y dice que no, 

que en ese caso concreto hay derechos adquiridos no lo va a inaplicar.  

Aquí hay que hacer una reforma completa de estos artículos. 

(Expediente Legislativo n.° 10273, folios 382-383) 
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Lo que pasa es que eso está previsto y está bien. Se puede hacer un 

solo artículo en el caso de los 93, 94, pero contemplando todas estas 

excepciones pero con un principio básico que diga que declarada 

inconstitucional una norma, un acto o una ley, no será aplicable 

ningún asunto de derecho público público (sic) ni de derecho privado 

presente o futuro, entonces se exceptúa de esto, que básicamente son 

tres casos, los asuntos que se hallan (sic) extinguido por la voluntad 

de las partes; segundo, sería cuando el derecho se ha extinguido 

porque ha caducado o por prescripción; ahí tampoco; o tercero, 

ÐÏÒÑÕÅ ÙÁ ÅÌ ÁÓÕÎÔÏ ÈÁ ÓÉÄÏ ÒÅÓÕÅÌÔÏ ÐÏÒ ÁÕÔÏÒÉÄÁÄÅÓȣȟ ÓÁÌÖÏ ÅÓÁÓ ÔÒÅÓ 

ÅØÃÅÐÃÉÏÎÅÓȟ ÑÕÅ ÐÏÄÒþÁÍÏÓ ÌÌÁÍÁÒÌÁ ȰÌÁ ÔÅÏÒþÁ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ 

ÅØÔÉÎÇÕÉÄÁÓȱȟ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÄÅÃÌÁÒÁÄÁ ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÎÏ ÓÅ ÁÐÌÉÃÁ ÅÎ ÌÁ 

resolución de casos, de lo contrario caemos en este sistema que es tan 

complicado. (Expediente Legislativo n.° 10273, folio 383) 

El diputado Fishman propuso una moción que contenía el cambio sugerido 

por Hernández. Esa moción fue aprobada y tenía una explicación muy similar a la de 

don Rubén: 

EXPLICACIÓN: La normativa del proyecto prácticamente deja en 

manos del juez que conoce del caso dentro del que se planteó la 

inconstitucionalidad, determinar si la norma o actos declarados 

inconstitucionales se deben o no aplicar. De manera que el recurso se 

haría inocuo si no se le otorgan efectos de inaplicabilidad a la 

sentencia que lo acoge.  

No obstante, las situaciones y relaciones jurídicas consolidadas por 

acuerdo voluntario de las partes, por prescripción, caducidad o que 

hayan adquirido esa condición en virtud de sentencia pasada en 

autoridad de cosa juzgada no quedan afectadas por las sentencias de 

inconstitucionalidad. Ello con el fin de salvaguardar el principio de 

seguridad jurídica. 

3) Consecuencia de lo anterior se deberá eliminar el artículo 96. 

(Expediente Legislativo n.° 10273, folios 516-517) 
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El resultado de la anterior moción fueron las siguientes propuestas 

normativas: 

ARTICULO 93: Las normas o actos declarados inconstitucionales no se 

aplicarán en la resolución de ningún asunto de Derecho Público o 

Privado, presente o futuro, tanto en vía administrativa como judicial. 

ARTICULO 94: La disposición contenida en el artículo anterior no se 

aplicara respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se 

hubieran consolidado por acuerdo voluntario de las partes, 

prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad 

de cosa juzgada material. (Expediente Legislativo n.° 10273, folio 516) 

Se nota en los artículos transcritos que el efecto no era declarativo ni 

retroactivo, como se conoce ahora, sino que se asemejaba todavía a una derogación, 

pues la norma dejaría de ser aplicada para los casos presentes y futuros.  

Adicionalmente, se extrae de lo anterior que la decisión sobre la aplicación 

de la inconstitucionalidad ya declarada no podía recaer, en última instancia, en el 

juez ordinario (como establecía el proyecto original), sino que debía haber reglas 

claras sobre los efectos de la declaración de inconstitucionalidad.  

El cambio de un efecto de tipo Ȱderogatorioȱ ɉÃÏÎÓÔÉÔÕÔÉÖÏ Ï ex nunc) a uno de 

tipo declarativo (retroactivo o ex tunc) se observa en el folio 891 del expediente 

legislativo, cuando se introdujeron los siguientes artículos al proyecto:  

ARTICULO 93: La declaración de inconstitucionalidad tendrá efecto 

declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia del acto o de la norma, 

todo sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. 

ARTICULO 94: Las normas o actos declarados inconstitucionales no se 

aplicarán en la decisión de ningún asunto de Derecho Público o 

Privado, presente o futuro, tanto en vía administrativa como judicial. 

Sin embargo, destaca que el cambio no fue pleno, pues ambas normas 

muestran una contradicción entre ellas. Así, mientras el numeral 93 hablaba de un 

efecto declarativo y retroactivo, lo que abarcaría en principio a todos los casos a 

partir del momento de entrada en vigencia de la norma, el artículo 94 insiste en una 

aplicación ex nunc, enfatizando que afecta los casos presentes y futuros, lo que daría 

espacio para sustraer del efecto de la declaratoria de inconstitucionalidad a las 

situaciones pasadas. 
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Desafortunadamente, la discusión que dio pie a dicho cambio no quedó 

plasmada en el expediente legislativo, como indicó el diputado Borbón Arias: 

Antes de dar las explicaciones de los cambios que se hicieron, quiero 

que conste en actas que se trabajó muy arduamente el día sábado 24 

del presente mes y no hubo actas de esa sesión, lamentablemente. En 

realidad, fue una sesión verdaderamente importante y para saber cuál 

es el espíritu del legislador, hubiera sido muy importante transcribir 

las actas para buscar la ÉÎÆÏÒÍÁÃÉĕÎȣ (Expediente Legislativo n.° 

10273, folio 902) 

A pesar de la inexistencia de las actas, en esa oportunidad se otorgó la palabra 

a Rodolfo Piza para que efectuara una explicación de los cambios, quien manifestó 

lo siguiente: 

ȣ La Comisión, en general, modificó los artículos que se refieren a los 

efectos de la sentencia de inconstitucionalidad, que están en los 

artículos 93, 94, 95, 97 y 98. La regulación de esta materia en realidad 

estaba muy complicada. En la Comisión Ejecutiva tratamos de 

aclararla, pero no tuvimos todo el éxito necesario. La verdad es que 

siempre nos quedó la sensación de que habíamos dejado muchas 

normas que no hacían falta.  

La Comisión, el sábado, llegó a la conclusión de que lo mejor era 

incorporar en el artículo 93, el mismo texto que ya tiene el artículo 

171 de la Ley General de la Administración Pública, respecto de actos 

absolutamente nulos. Entonces se puso: (Lo lee y consta en el 

expediente).  

En realidad, el concepto de derechos adquiridos de buena fe es el que 

cambia todo el problema. Si una persona adquirió, de buena fe, un 

derecho que se consolidó bajo la ley inconstitucional, a esa persona no 

puede afectar. En lo demás, se mantiene la misma idea que tenía el 

proyecto, pero mejor redactada.  

Ahora, se hacen (sic) una serie de aclaraciones al respecto. Por 

ejemplo, se dice: "Las normas o actos declarados inconstitucionales no 

se aplicarán en la decisión de ningún asunto de derecho público o 

ÐÒÉÖÁÄÏͼȟ ÑÕÅ ÙÁ ÅÓÔÁÂÁȣ (Expediente Legislativo n.° 10273, folio 952) 
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La relevancia de esta explicación es enorme. El doctor Piza dejó claro que el 

artículo 91 LJC no tuvo su origen en el numeral 34 constitucional, sino en el 171 de 

la Ley General de la Administración Pública, que dice: 

Artículo 171.- La declaración de nulidad absoluta tendrá efecto 

puramente declarativo y retroactivo a la fecha del acto, todo sin 

perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. 

La semejanza entre esta norma y el numeral 91 LJC es evidente. Ambos 

disponen un efecto declarativo y retroactivo, pero exceptúan los derechos 

adquiridos de buena fe. También es importante resaltar que ninguna de esas normas 

hace referencia a las situaciones jurídicas consolidadas. 

Sin embargo, hay diferencias entre las normas que también deben 

subrayarse. La principal de ellas es el segundo párrafo del artículo 91 LJC, 

inexistente en el numeral 171 de la Ley General, que es el que regula el 

dimensionamiento de las sentencias constitucionales.  

Antes que se discutiera sobre el dimensionamiento en el expediente 

legislativo hubo otro cambio significativo. Por moción del diputado Corrales Bolaños 

se agregó al artículo 76 del proyecto la posibilidad de interponer una acción de 

inconstitucionalidad para proteger intereses difusos o de la colectividad. Don Luis 

Paulino Mora explicó al respecto que la lesión constitucional podía ser por un interés 

que no fuera directamente personal, sino colectivo (Expediente Legislativo n.° 

10273, folios 1007-1008). Posteriormente, se retomará este cambio y se relacionará 

con el dimensionamiento. Se hace mención a él en este momento porque aparece así 

en el desarrollo cronológico del expediente legislativo. 

 Finalmente, en el folio 1371, Eduardo Ortiz Ortiz remite a la Asamblea 

Legislativa una serie de observaciones al proyecto. Entre ellas, una indicaba: 

Sin embargo, el efecto retroactivo automático e indiscriminado puede 

ser muy peligroso, por la dislacacción (sic) de intereses creados en el 

pasado que puede producir. Hace bien el artículo en prever 

excepciones a la retroactividad del fallo constitucional anulatorio, 

aunque no entendemos cómo puede tenerse por consolidada una 

situación jurídica fundada en una norma inconstitucional por el mero 

"acuerdo voluntario de las partes", lo que equivale a exceptuar de los 

efectos de la anulación constitucional toda la materia contractual, lo 

que es muy grave. Una excepción tan amplia deja sin efecto el principio 

de la retroactividad como tal. Para empezar habría que decir que la 
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consolidación de la situación a este respecto solo tenersde (sic) por 

existente no por "acuerdo voluntario de las partees" (sic) sino por 

consumación de ese acuerdo en los hechos en forma irreversible o 

sólo reversible con grave trastorno de intereses y derechos adquiridos 

de buena fe. Me parece, entonces, que es así como debe decirse y no 

como lo está.  

Pero es que, además, es absolutamente necesario que se permite (sic) 

a la Sala Constitucional graduar y dimensionar, en el espacio, en el 

tiempo y en la materia, los efectos del fallo anulatorio, en atención a 

exigencias o imperativos del orden público. En consecuencia sugiero 

agregar al artículo 95 un párrafo que así expresamente lo diga, en bien 

de la seguridad jurídica, de la justicia y de la paz sociales. De 

conformidad con las observaciones anteriores croe (sic) que el 

artículo 95 es uno de los fundamentales, sino el de más importancia 

práctica, de toda la ley. Su redacción tiene que ser cambiada para 

atender las exigencias de gran rango que plantea la regulación de los 

efectos en el tiempo, el espacio y la materia de la sentencia 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÁÎÕÌÁÔÏÒÉÁȣ 

En esta observación se encuentra el nacimiento del dimensionamiento de las 

sentencias constitucionales. Hay varios puntos que se pueden extraer de este 

comentario. En primer lugar, el dimensionamiento surge de la preocupación por las 

consecuencias que tendría la aplicación rigurosa del efecto retroactivo, ya que 

podrían surgir grandes dislocaciones en el ordenamiento jurídico y la sociedad en 

general. Segundo, la retroactividad de un fallo de constitucionalidad no puede estar 

sujeta a la voluntad de los individuos; en caso contrario, como ejemplifica Ortiz 

Ortiz, todo el derecho contractual quedaría exceptuado. Tercero, la Sala debe ser, 

sobre todo, garante de la seguridad, la justicia y la paz sociales, y debe tener 

herramientas jurídicas que le permitan cumplir tal misión.  

La idea de Ortiz fue llevada a comisión mediante una moción del diputado 

Solís Fallas. En la comisión se generó una discusión al respecto, principalmente 

entre don Eduardo Ortiz y don Rodolfo Piza. El primero proponía algunos cambios 

en la numeración, fusión de artículos y reiteró el tema del dimensionamiento. 

Además, y ese fue el punto de discrepancia, quiso disminuir la protección tan amplia 

que se brindaba a las situaciones jurídicas existentes: 

En otras palabras, cuando se habla de situaciones juridicas que 

hubieren surtido plenamente sus efectos entre las partes sin 

intervención de los tribunales, se puede estar hablando de otras 
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muchas cosas, pero entre ellas evidentemente de los contratos que 

han realizado los particulares, que resultan por via de esta disposición 

totalmente inmunes a la acción de inconstitucionalidad. Y como dice 

la lectura del Diputado Solis Fallas, esto es muy grave porque 

prácticamente sustraé toda la materia contractual, en la cual los 

particulares pueden fundar pretensiones de derechos adquiridos 

frente a una reforma constitucional, la deja por fuera como dije, 

inmune a la acción de inconstitucionalidad y esto plantea el problema 

de muchos contratos que pueden chocar con una norma 

constitucional, que como tal es eminentemente de orden público. Que 

debe edificar esos contratos de inmediato y para el futuro sin 

excepciones, cuando se trata efectivamente de una norma 

constitucional imperativa directamente aplicable. (Expediente 

Legislativo n.° 10273, folio 1520) 

Por su parte, la respuesta de don Rodolfo, en resumen, era que podía aceptar 

una combinación de los artículos y eliminar ciertos párrafos. Empero, en cuanto a 

las situaciones jurídicas existentes, no prohijó el criterio de Ortiz. Dijo:  

ȣ ÎÏÓÏÔÒÏÓ Óþ ÃÒÅÅÍÏÓ ÑÕÅ ÌÏÓ ÅÆÅÃÔÏÓ ÒÅÔÒÏÁÃÔÉÖÏÓ ÄÅÌ ÆÁÌÌÏ ÎÏ ÔÉÅÎÅÎ 

por qué exceptuarse cuando efecten intereses legítimos. Es decir, el 

problema de los intereses legítimos, es un problema muy serio, son 

intereses que no se pueden identificar, aparecen como situaciones 

indirectas cuando hay una ilegalidad. Naturalmente, que los intereses 

legítimos que se discuten en el proceso que da lugar al recurso, eso 

van a tener sus propios efectos, porque eso está dicho en esa parte. 

(Expediente Legislativo n.° 10273, folio 1521) 

Es decir, don Rodolfo no quería que se eliminara ese párrafo que protegía los 

intereses legítimos, llámese consolidados, pasados por cosa juzgada o por 

prescripción. 

En ese momento, la discusión fue interrumpida por el diputado Corrales 

Bolaños, quien indicó que -por razones de trámite legislativo- no era posible 

modificar la moción propuesta, sino solo aceptarla o rechazarla. Por eso, se acordó 

que Piza, Ortiz y los otros presentes se reunirían para ver el tema y luego plantear 

las respectivas mociones. 

Finalmente, se llegó a la fórmula que se conoce hoy en día, aunque, por 

desgracia, no quedó constando la discusión que tuvieron esos juristas. José Miguel 
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Villalobos procuró resumir lo ocurrido para dejar constando su esencia para la 

posteridad: 

Creo que para el uso futuro de los abogados que vayan a manejar esta 

disposición legislativa y para los imagistrados que les correspondan 

resolver de conformidad con ella, debe quedar total y absolutamente 

claro, que la regla es la retroactividad, que solo en situaciones 

excepcionalísimas es posible dimensionar esa retroactividad o no 

existir esa retroactividad. Pero la regla es la retroactividad, porque si 

así no fuera como bien dijo el Doctor Hernández Valle, no tiene ningún 

sentido la existencia del control de constitucionalidad, porque nadie 

va a perder el tiempo presentando un recurso, para que la norma que 

impugna siga teniendo todos los efectos para siempre, los que se 

beneficiren (sic) de una acción inconstitucional, se seguirán 

beneficiando para siempre y por lo tanto todo es un absoluto engaño 

para el ordenamiento jurídico. 

En dos palabras, la regla es retroactividad y excepcionalísismo (sic) la 

no retroactividad de ella. (Expediente Legislativo n.° 10273, folio 

1548) 

 

5.- Discusión y conclusiones.  

La anterior inmersión en la perspectiva histórica brinda suficientes 

elementos para llegar a algunas conclusiones con respecto a las interrogantes 

planteadas al inicio de este trabajo. 

Una conclusión secundaria se refiere a las acciones de inconstitucionalidad 

que encuentran su legitimación en intereses difusos o colectivos. Según se observó 

en la cronología del expediente legislativo, una de las últimas modificaciones 

importantes fue, precisamente, incluir la legitimación por intereses difusos o 

colectivos. Ese agregado al proyecto sucedió incluso después de que se estableciera 

el efecto declarativo y retroactivo de las sentencias de constitucionalidad. Como 

consecuencia, todo el articulado está diseñado para regular los procesos que tienen 

su legitimación en un asunto base, pero dejando de lado aquellos basados en 

intereses difusos o colectivos. De hecho, si se hace un análisis del capítulo sobre la 

acción de inconstitucionalidad, el artículo 75 es la única norma donde aparecen los 

intereses difusos o colectivos. El resto, por ejemplo, el 81, 82, 83, 84, 90, todos se 

refieren al asunto base suspendido o a las partes en él. Eso encuentra su razón en 
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que dicho capítulo fue concebido para acciones de inconstitucionalidad con un 

asunto base. A nivel de dimensionamiento, eso explica, por ejemplo, por qué el 

artículo 93 habla de situaciones donde puede haber un caso de aplicación individual 

(situación consolidada por prescripción o caducidad, o cosa juzgada material o 

consumación de hechos), pero no se hace ninguna contemplación en relación con los 

intereses difusos o colectivos. 

Una segunda conclusión es que hubo una clara intención de dar verdaderos 

efectos prácticos a la sentencia de constitucionalidad. La crítica de Hernández, 

desarrollada luego por Ortiz, reveló que la sentencia debía trascender y desplegar 

efectos en las situaciones materiales subyacentes. Por eso, en lugar de mantener una 

fórmula como la que proponía el proyecto inicial, que dejaba las consecuencias de la 

declaratoria de inconstitucionalidad en manos del juez de legalidad, hubo una 

decisión consciente de dar a las sentencias efectos propios y reales, acompañados 

por las potestades de la Sala para determinarlos. 

La principal conclusión a la que se puede llegar es que el vínculo entre el 

artículo 34 constitucional y los ordinales 91 y 93 LJC no es tan fuerte como se 

pensaba. En este tema, la única mención del artículo 34 en actas legislativas no 

provino de un participante de la comisión o de algún diputado, sino de unas 

observaciones remitidas por la Corte Suprema de Justicia, ya cuando la discusión del 

expediente finalizaba. No dejan, sin embargo, de ser interesantes: 

En el proyecto consultado se sustituye la fórmula "situaciones 

jurídicas" y se dice "derechos adquiridos...".  

El artículo 34 de la Constitución usa ambos conceptos, al referirse a la 

irretractividad (sic) de las leyes.  

Hay sectores de doctrina que objetan la fórmula del "derecho 

adquirido", por considerarla imprecisa, y porque a veces resulta difícil 

distinguir si existe ese derecho o si se trata de simples espectativas. 

(sic)  

La Corte no pretende que se mantenga el régimen establecido en su 

proyecto, pues con dejar a salvo "los derechos adquiridos" se logrará, 

cuando menos, que en esos casos no se alteren las situaciones que 

fueron constituidas cuando estaban vigentes y eran, por lo tanto, 

obligatorias las leyes que posteriormente fueron declaradas 

inconstitucionales.  
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Sin embargo, la Corte recomienda incluir en el artículo 91 la otra 

fórmula del artículo 34 de la Constitución, a fin de armonizar esos 

textos, agregando al artículo 91 la frase: "o de situaciones jurídicas 

ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁÓȱȢ ɉ%ØÐÅÄÉÅÎÔÅ ,ÅÇÉÓÌÁÔÉÖÏ ÎȢЈ ρπςχσȟ ÆÏÌÉÏ ρφτπɊ 

Esta observación de la Corte no tuvo incidencia alguna en el proyecto que fue 

finalmente aprobado. En efecto, se mantuvo una redacción similar al 171 de la Ley 

General de la Administración Pública y no se agregaron las situaciones jurídicas 

consolidadas, lo que hubiera acercado su redacción más al numeral 34 

constitucional. Esta situación sí tiene consecuencias jurídicas sumamente 

profundas.  

Las actas legislativas de la LCJ permiten visualizar la discusión jurídica que 

hubo en la comisión legislativa. Por un lado, una forma de pensamiento 

representada por Rodolfo Piza, que vela por los intereses legítimos de las personas 

que podrían verse afectadas por la sentencia de constitucionalidad. Por otro, la 

perspectiva prohijada por Eduardo Ortiz, que aboga por imponer los efectos de la 

anulación retroactiva. La conciliación de ambas posiciones se materializó en los 

artículos 91 y 93 LJC. Las actas revelaron con bastante claridad que el primer párrafo 

del numeral 91 es mérito de Rodolfo Piza y quienes apoyaban su posición; mientras 

que el segundo párrafo de esa norma es fruto de los pensamientos de Ortiz Ortiz. De 

manera análoga, el artículo 93 expresa las ideas de Piza Escalante, pero sin dejar de 

ÌÁÄÏ ÅÌ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÄÅ ÄÏÎ %ÄÕÁÒÄÏȟ ÁÌ ÄÅÃÉÒ Ȱȣtodo lo anterior sin perjuicio de las 

potestades de la Sala, de conformidad con dicho artículo.ȱ 

Retomando una de las interrogantes planteadas al inicio, las premisas recién 

expuestas llevan a concluir que los efectos jurídicos del artículo 91 LJC y los del 

numeral 34 constitucional son análogos, pero también tienen grandes diferencias. 

Son similares en el tanto procuran algún tipo de seguridad jurídica para las personas 

que han adquirido derechos gracias a una norma que estuvo vigente. Sin embargo, 

el régimen de protección no es el mismo.  

En lo que respecta al artículo 91 LJC, se determina que protege derechos que 

han sido adquiridos al amparo de una disposición que fue posteriormente declarada 

inconstitucional. Sin embargo, debe recordarse que la norma declarada 

inconstitucional debe desaparecer del ordenamiento jurídico y que, ante la 

anulación de esa disposición, las cosas deberían volver al estado jurídico anterior a 

su emisión.  

La protección que brinda el artículo 34 constitucional es distinta. En ese caso, 

se trata de sujetos que adquieren derechos al amparo de normas cuya 
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constitucionalidad sí se sostiene. Sin embargo, sucede que una ley posterior viene a 

modificar el régimen jurídico. Ante este supuesto, la provisión constitucional 

impone su primacía por encima de esa ley, limitando con esto la capacidad del 

legislador de afectar tales derechos. 

Se reitera esta sutil diferencia. La sentencia anulatoria dictada con base en el 

artículo 91 significa que la disposición impugnada no tiene apoyo constitucional. Es 

decir, la protección a los derechos adquiridos de buena fe, a la situación jurídica 

consolidada, a la prescripción, situaciones irreversibles, etc. (véase también el 

artículo 93 LJC) es una protección de tipo legal, no constitucional (como sí ocurre 

con la garantía del numeral 34 constitucional). Es por ese mismo motivo que la Sala 

no solo puede dimensionar los efectos, sino que puede establecer las reglas 

necesarias para proteger la seguridad, la justicia y la paz sociales.  

Esta diferenciación abona a la controversia y la discusión jurídica sobre los 

efectos normativos de la declaración de inconstitucionalidad y el dimensionamiento. 

Si la protección del ordinal 91 es de tipo legal, entonces la declaración de 

inconstitucionalidad puede disponerse incluso cuando afecte derechos adquiridos 

de buena fe, situaciones jurídicas consolidadas o demás. En esta tesis, el 

dimensionamiento es una herramienta para determinar si se afectan los derechos 

adquiridos, las situaciones jurídicas consolidadas, etcétera, y dado el caso, en qué 

medida. En otras palabras, tales derechos y situaciones no están excluidos de los 

efectos de la anulación, a menos que la Sala así lo disponga. 

Esta necesidad se evidencia en el hecho de que habrá situaciones nacidas a la 

luz de una norma inconstitucional que, por su misma inconstitucionalidad, no 

pueden perdurar. Esto se ilustra fácilmente con algunos ejemplos. 

Hasta hace poco, el artículo 35 del Código de Familia tenía una redacción que 

decía: 

Artículo 35.- El marido es el principal obligado a sufragar los gastos 

que demanda la familia. 

Imagínese, a los efectos de este ejercicio jurídico, que ese párrafo hubiera 

ÅÓÔÁÄÏ ÁÃÏÍÐÁđÁÄÏ ÄÅ ÏÔÒÏ ÑÕÅ ÄÉÊÅÒÁȡ ȰPara tal fin, todos los bienes matrimoniales 

se reputarán del marido y serán inscritos y conservados a su nombre, incluso si finaliza 

el matrimonio.ȱ 

Esta norma hipotética es cuestionada ante la Sala, quien la conoce y declara 

inconstitucional. En esta situación, si se asumiera un respeto absoluto a los derechos 
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adquiridos de buena fe, entonces los maridos deberían conservar todos los bienes 

matrimoniales obtenidos al amparo de esa ley. Por su parte, las mujeres que 

definieron su divorcio por autoridad de cosa juzgada, habrían perdido cualquier 

aspiración al reconocimiento de sus derechos gananciales. ¿Podrá la Sala establecer 

alguna regla y dimensionar los efectos de su sentencia para corregir esta situación 

o habría que respetar todos esos derechos adquiridos y situaciones consolidadas?  

Esta misma pregunta puede efectuarse con muchos otros ejemplos. Es 

cuestión de imaginar una ley, abiertamente inconstitucional, pero que permita 

adquirir derechos de buena fe o consolidar situaciones jurídicas. Verbigracia, si 

existiese una ley que permitiera la esclavitud y que fuera declarada inconstitucional, 

ȪÈÁÂÒþÁ ÑÕÅ ÒÅÓÐÅÔÁÒ ÌÁ Ȱpropiedadȱ ÄÅ ÕÎ ÈÕÍÁÎÏ ÓÏÂre otro porque la adquirió de 

buena fe? La respuesta, siguiendo la interpretación histórica aquí propuesta, sería 

negativa. La Sala puede y debe dimensionar los efectos de sus sentencias, aunque 

actúe incluso en detrimento de derechos adquiridos y situaciones jurídicas 

consolidadas. 

Finalmente, hay que hacer mención a la única excepción que se escapa a la 

regla del dimensionamiento. Se trata del artículo 92 LJC. En efecto, una sentencia 

que declare una inconstitucionalidad siempre tendrá efecto retroactivo a favor del 

indiciado o condenado en un proceso penal. Ahí, la Sala no puede ni dimensionar ni 

dictar regla que limite, en perjuicio de tales personas, el efecto retroactivo de su 

sentencia. Esta excepción también confirma las conclusiones antes expuestas. De 

haberse pretendido su exclusión absoluta frente a los efectos de la 

inconstitucionalidad, entonces los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones 

jurídicas consolidadas estarían igualmente regulados en el numeral 92 o excluidos 

de una manera tan absoluta como la citada excepción. 
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La reiteración delictiva: ent re control de 
constitucionalidad concentrado y control difuso de 

convencionalidad . 

 

Sergio Trejos Robert * 

 

ȰSi el reo fuere notoriamente malvado, ó convencido de fuga, ó sorprendido 

en ella, podrá ser asegurado en el cepo, ó con grillos ó cadenas, por órden del JuezȱȢ 

Artículo 734 de la Parte Tercera del Código Carillo. 

 

Resumen:  

La doctrina mayoritaria y la CIDH han considerado que la causal de prisión 

preventiva de la reiteración delictiva violenta el artículo 7.5 CADH. Por otro 

lado, la Sala Constitucional sostiene que esta norma no constituye una pena 

anticipada. El Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito 

Judicial de San José ha empezado a desaplicar la reiteración delictiva 

atendiendo al control difuso de convencionalidad. La Sala Constitucional 

considera que es el único órgano jurisdiccional encargado de ejercer este 

control. Sobre este último punto la doctrina se encuentra dividida y la 

jurisprudencia de la CIDH es poco clara. 

 

Palabras clave:  

Prisión preventiva. Reiteración delictiva. Control difuso de convencionalidad.  
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Résumé:  

Le secteur majoritaire de la doctrine et la CIDH considèrent que la prison 

préventive motivée par la récidivité du délinquant heurte l´article 7.5 CADH. 

La Cour Constitutionnelle soutient par ailleurs que cette disposition n´est pas 

une peine anticipée. Le Tribunal d´Appel du Deuxième Circuit Judiciaire de 

San José a commencé à cesser d´appliquer la récidivité du délinquant en 

raison du control diffus de conventionalité que la Cour Constitutionnelle 

considère qu´elle est la seule à pouvoir exercer. Sur ce dernier point la 

doctrine se trouve divisée et la jurisprudence de la CIDH est peu claire. 

 

Mots clés:  

Prison préventive. Récidivité du délinquant.  Control diffus de 

conventionalité. 
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SUMARIO: Introducción. I) Reiteración delictiva. II) El control 

concentrado de constitucionalidad y el control difuso de 

convencionalidad. II.A) Control difuso. II.B) Control concentrado. II.C) 

Control de convencionalidad. Conclusiones. Bibliografía. 

 

Introducción.  

El ordenamiento jurídico patrio, en el inciso b) del artículo 239 del Código 

Procesal Penal (en adelante CPP), contempla la reiteración delictiva como una causal 

de prisión preventiva. Se trata dÅ ÕÎÁ ÃÁÕÓÁÌ ÂÁÓÔÁÎÔÅ ÐÒÏÂÌÅÍÜÔÉÃÁȡ ȰɍȣɎ ha dado 

lugar a una mayor polémica, sin que exista acuerdo en la doctrina sobre la legitimidad 

de su regulación en un Estado de Derechoȱ (Llobet Rodríguez, 2010, pág. 204). 

La doctrina critica esta disposición por considerarla una pena anticipada 

contraria a la presunción de inocencia1. Una integración del Tribunal de Apelación 

de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José empezó a desaplicar 

esta causal atendiendo al control difuso de convencionalidad2. 

Por otro lado, la Sala Constitucional en ejercicio del control concentrado de 

constitucionalidad ha considerado que no quebranta la Carta Magna3 y -

 
1Vid.: Binder, 2014, pág. 192; Mora Sánchez, 2015, págs. 55-96; Llobet Rodríguez, 2010, págs. 212-
221; Llobet Rodríguez, 2018, págs. 608-609; y Houed Vega, Sánchez Romero y Fallas Redondo, 1998, 
págs. 148-150.  

2 Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, votos N° 2015-
665 de las quince horas con veinte minutos del cuatro de mayo de dos mil quince; N° 2017-695 de 
las diez horas con treinta minutos del nueve de junio de dos mil diecisiete; N° 2017-736 de las diez 
horas del veinte de junio de dos mil diecisiete; N° 2017-877 de las trece horas diez minutos del 
dieciocho de julio de dos mil diecisiete; N° 2017-893 de las ocho horas veinticinco minutos del veinte 
de julio de dos mil diecisiete; N° 2017-940 de las catorce horas del cuatro de agosto de dos mil 
diecisiete; N° 2017-1264 de las quince horas quince minutos del dieciocho de octubre de dos mil 
diecisiete; y N°2018-416 de las trece horas treinta y cinco minutos del cinco de abril de dos mil 
dieciocho. Este mismo tribunal, mediante sentencia 2014-1758 de las ocho horas con diez minutos 
del once de setiembre de dos mil catorce, ya había desaplicado el artículo 11 de la Ley N°8204.  

3 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, votos N°2000-17 las quince horas con dieciocho 
minutos del cuatro de enero del dos mil; N°2004-7900 de las catorce horas con treinta minutos del 
veintiuno de julio del dos mil cuatro; N°2004-02469 de las quince horas con treinta y cuatro minutos 
del nueve de marzo del dos mil cuatro; N°2008-15726 de las ocho horas cuarenta y seis minutos del 
veintiuno de octubre de dos mil ocho; N°2008-18908 de las trece horas cincuenta y ocho minutos del 
diecinueve de diciembre de dos mil ocho; y Nº2008-53 de las catorce horas con cuarenta y cuatro 
minutos del nueve de enero del dos mil ocho. Esta última resuelve una acción de inconstitucionalidad. 
Por toda fundamentación, el órgano contralor de constitucionalidad retoma las resoluciones 1992-
1438 de las quince horas del dos de junio de mil novecientos noventa y dos y 1995-4382 las quince 
horas veinticuatro minutos del ocho de agosto de mil novecientos noventa y cinco de la Sala de 
Constitucionalidad. Se trata de una acción de inconstitucionalidad y de una consulta de 
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consecuentemente- los tribunales de apelación de sentencia penal la han retomado 

(Primer Circuito Judicial de Cartago4, Tercer Circuito Judicial de Alajuela5, Segundo 

Circuito Judicial de Guanacaste6, y el propio Tribunal de Apelación de Sentencia 

Penal del Segundo Circuito Judicial de San José7). 

Estas contradicciones llevan a dos interrogantes: ¿La causal de prisión 

preventiva de la reiteración delictiva es acorde con los derechos humanos? ¿Pueden 

los tribunales desaplicarla al caso concreto atendiendo al control de 

convencionalidad o deben necesariamente remitir la consulta a la Sala 

Constitucional? 

Para responder estas preguntas, se iniciará con un apartado acerca de I) la 

reiteración delictiva. Después se explicarán, a grandes rasgos, II)  los diferentes 

modelos de control de constitucionalidad y convencionalidad. Se determinará si en 

el ordenamiento jurídico costarricense los tribunales se encuentran habilitados a 

ejercer un control difuso de convencionalidad. El ensayo finaliza con un pequeño 

epílogo donde se anotan las principales conclusiones. 

 

 

 
constitucionalidad interpuestas en contra de las normas que contenían la reiteración delictiva en el 
Código de Procedimientos Penales de 1973.  

4 Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Primer Circuito Judicial de Cartago, votos N° 2013-
163 de las catorce horas siete minutos del veintidós de marzo de dos mil trece; N° 2018-329 de las 
diez horas treinta y tres minutos del dieciocho de julio de dos mil dieciocho; y N°2018-400 de las 
once horas cuarenta y dos minutos del veinticuatro de agosto del año dos mil dieciocho.  

5 Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, votos N°2016-89 
de las diez horas cincuenta y seis minutos del veintiséis de enero de dos mil dieciséis; N°2015-106 
de las nueve horas quince minutos del veintisiete de febrero de dos mil quince; y N°2012-167 de las 
catorce horas cuarenta y cinco minutos del catorce de marzo de dos mil doce.  

6 Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, votos 
N°2012-169 de las catorce horas treinta y siete minutos del treinta de abril de dos mil doce; N° 2016-
109 de las catorce horas cincuenta minutos de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis; y N°2016-268 
de las catorce horas cuarenta y cuatro minutos de veintinueve de noviembre de dos mil dieciséis.  

7 Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, votos N° 2012-
391 de las catorce horas treinta minutos del dos de marzo de dos mil doce; N° 2013-1524 de las nueve 
horas cuarenta y cinco minutos del quince de julio de dos mil trece; N°2017-535 de las nueve horas 
cuarenta minutos del diez de mayo del dos mil diecisiete; y N° 2012-2339 de las catorce horas con 
cinco minutos del veintidós de noviembre de dos mil doce. Esta última resolución fue casualmente 
firmada por dos de las juezas de apelación que posteriormente cambiaron su criterio por considerar 
que la reiteración delictiva violenta la CADH: Rosaura Chinchilla Calderón y Liliana García Vargas.  
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I) Reiteración delictiva.  

El primer problema de la reiteración delictiva radica en que los juzgadores 

no pueden saber si durante la tramitación del proceso el endilgado respetará -o no- 

las leyes penales. El futuro sigue siendo impredecible. 

Sin embargo, teniendo en cuenta las condiciones personales del imputado y 

las circunstancias particulares en que se sospecha se desarrolló el delito; un juez 

ÐÅÎÁÌ ÄÏÔÁÄÏ ÄÅ ÕÎ ÍþÎÉÍÏ ÄÅ Ȱsentido comúnȱ Ù ÒÅÓÐÁÌÄÁÄÏ ÐÏÒ ÁÌÇÏ ÄÅ ÅØÐÅÒÉÅÎÃÉÁ 

podría valorar si durante los varios años que durará el proceso existe el riesgo de 

que vuelva a delinquir antes de que la sentencia adquiera firmeza. 

Debe distinguirse la prisión preventiva de la pena. Aunque la doctrina se ha 

esmerado en afirmar que la prisión preventiva no es una pena8, sus efectos son más 

ÇÒÁÖÅÓ ȰɍȣɎ ya que afectan a alguien que no ha sido declarado culpableȱ ɉLlobet 

Rodríguez, 2010, pág. 35)9. 

Si bien existe la obligación de separar los procesados de los condenados10, es 

una atenuación que no cambia la naturaleza de la privación de libertad; la diferencia 

entre la pena privativa de libertad y la prisión preventiva es meramente teórica. 

La distinción entre una y otra radica en sus fines. Cabe advertir que tanto 

Ferrajoli, en Derecho y razón (2000, págs. 555-556), como Vitale en Encarcelamiento 

de presuntos inocentes ɉςππχȟ ÐÜÇȢ ρσρɊȟ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÎ ÑÕÅ ÅÓÔÁ ÄÉÓÔÉÎÃÉĕÎ ÅÓ Ȱun fraude 

de etiquetasȱ ÙÁ ÑÕÅȟ ÅÎ ÌÏÓ ÈÅÃÈÏÓȟ ÃÏÎÓÉÓÔÅ ÅÎ ÌÁ ÍÉÓÍÁ ÐÒÉÖÁÃÉĕÎ ÄÅ ÌÉÂÅÒÔÁÄȢ 

 
8 Vid.: Vélez Mariconde, 1982, pág. 508.  

9 En el mismo sentido se pueden citar: Binder, 2014, págs. 194-195; Vitale, 2007, págs. 57-60; y 
Houed Vega, Sánchez Romero y Fallas Redondo, 1998, págs. 127-128.  

10 %Ì ÎÕÍÅÒÁÌ υȢτ ÄÅ ÌÁ #!$( ÏÒÄÅÎÁ ÌÏ ÓÉÇÕÉÅÎÔÅȡ ȰLos procesados deben estar separados de los 
condenados, salvo en circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su 
condición de personas no condenadasȱȢ La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha exigido a 
los Estados el cumplimiento de esta disposición en las sentencias de los casos Tibi Vs. Ecuador del 07 
de septiembre de 2004 y López Álvarez Vs. Honduras del 1 de febrero de 2006. 
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Mientras existe una discusión apasionada acerca de los fines de la pena11, la 

doctrina12 y la jurisprudencia13 concuerdan en que la prisión preventiva tiene un fin 

ÃÁÕÔÅÌÁÒȢ %Ì ÁÒÔþÃÕÌÏ ςσψ ÄÅÌ #00 ÅÎÃÕÁÄÒÁ ÌÁ ÐÒÉÓÉĕÎ ÐÒÅÖÅÎÔÉÖÁ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ȰɍȣɎ los 

límites indispensables para asegurar el descubrimiento de la verdad y la actuación de 

la LeyȱȢ 

Tradicionalmente, la doctrina ha considerado que el proceso penal tiene por 

finalidad averiguar la verdad real de los hechos para que los órganos 

jurisdiccionales del Estado puedan administrar la justicia garantizando el debido 

proceso14. 

 
11 La doctrina clasifica las múltiples teorías existentes en grandes grupos para facilitar su estudio: 
La Sala de Casación Penal ɀen una tesis jurisprudencial minoritaria- se ha pronunciado favorable a la 
teoría de la retribución. Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, votos N°224-2007 las diez horas 
del catorce de marzo de dos mil siete y N°897-2017 de las nueve horas y cuarenta y siete minutos del 
once de octubre del dos mil diecisiete. Sobre esta tesis se puede consultar: Berdugo Gómez de la 
Torre, Pérez Cepeda y Zúñiga Rodríguez, 2016, págs. 55-57; Quintero Olivares, 2000, págs. 120-122; 
Jakobs, 1997, págs. 20-25; Muñoz Conde y García Arán, 2010, págs. 47-48; Roxin, 1997, págs. 81-85; 
Ferrajoli, 2000, págs. 253-258; y Hassemer y Muñoz Conde, 2001, págs. 227-236. Teorías 
abolicionistas: Ferrajoli, 2000, págs. 247-252. Prevención general positiva: Berdugo Gómez de la 
Torre, Pérez Cepeda y Zúñiga Rodríguez, 2016, pág. 61; Quintero Olivares, 2000, págs. 132-134; 
Muñoz Conde y García Arán, 2010, pág. 49; Roxin, 1997, pág. 91; Hassemer y Muñoz Conde, 2001, 
págs. 324-341; y Ferrajoli, 2000, págs. 274-275. Prevención general negativa: Berdugo Gómez de la 
Torre, Pérez Cepeda y Zúñiga Rodríguez, 2016, págs. 61-62; Quintero Olivares, 2000, págs. 122-123; 
Jakobs, 1997, págs. 26-29; Roxin, 1997, pág. 91; Ferrajoli, 2000, págs. 275-280; y Hassemer y Muñoz 
Conde, 2001, págs. 302-317. 0ÒÅÖÅÎÃÉĕÎ ÅÓÐÅÃÉÁÌ ÐÏÓÉÔÉÖÁ Ï Ȱcorreccionalismoȱ: Berdugo Gómez de la 
Torre, Pérez Cepeda y Zúñiga Rodríguez, 2016, págs. 64-69; Quintero Olivares, 2000, págs. 125-127; 
Muñoz Conde y García Arán, 2010, pág. 50; Roxin, 1997, págs. 85-89; Pavarini, 2009, págs. 47-50; 
Hassemer y Muñoz Conde, 2001, págs. 237-248; y Ferrajoli, 2000, págs. 264-266. Nuestra legislación 
se inclina por esta teoría en el artículo 51 del Código Penal. Prevención especial negativa: Quintero 
Olivares, 2000, págs. 124-125; Ferrajoli, 2000, págs. 266-270; Pavarini, 2009, págs. 52-57; Simon, 
2011, págs. 214-244; y Wacquant, 2015, págs. 128-137. 4ÅÏÒþÁ Ȱunificadoraȱ ÄÅ *ÁËÏÂÓ Ù ÄÅ 2ÏØÉÎ: 
Roxin, 1997, págs. 95-103; y Jakobs, 1997, págs. 34-37. 4ÅÏÒþÁ Ȱagnósticaȱ ÄÅ :ÁÆÆÁÒÏÎÉ: Alagia, Slokar 
y Zaffaroni, 2005, págs. 54-67; y Zaffaroni, 2005. Una obra del medio costarricense que sintetiza las 
diferentes posturas expuestas en este pie de página es La sanción penal: síntoma de un orden social 
de Ricardo Salas (2006).  

12 Vid.: Vélez Mariconde, 1982, pág. 508; Binder, 2014, pág. 191; Maier, 2015, pág. 691; Vitale, 2007, 
págs. 81-83; Mora Sánchez, 2015, pág. 50; Llobet Rodríguez, , 2010, págs. 134-149; Llobet Rodríguez, 
2018, pág. 611; Armijo Sancho, Llobet Rodríguez y Rivero Sánchez, 1998, págs. 236-239; y Martín 
Ríos, 2016, págs. 140-142.  

13 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, votos N°1992-1439 de las quince horas y 
quince minutos del dos de junio de mil novecientos noventa y dos; N°1998-8297 de las diez horas 
cincuenta y siete minutos del veinte de noviembre de mil novecientos noventa y ocho; N°2002-4392 
de las dieciséis horas con veintidós minutos del catorce de mayo del dos mil dos; N°2003-3622 de las 
dieciséis horas con cuarenta y un minutos del seis de mayo del dos mil tres; N°2007-13661 las nueve 
horas y cuarenta y tres minutos del veintiuno de septiembre del dos mil siete; y N°2013-2992 de las 
diecisiete horas con quince minutos del cinco de marzo de dos mil trece.  

14 Vid.: Vélez Mariconde, 1982, pág. 211; Llobet Rodríguez, 2005, págs. 18-19; y Maier, 1996, págs. 
149-152. %ÓÔÅ ĭÌÔÉÍÏ ÁÕÔÏÒ ÁÇÒÅÇÁ ÌÁ Ȱrecomposición de la paz y seguridad jurídicaȱȢ 3ÉÎ ÅÍÂÁÒÇÏȟ ÅÌ 
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La causal de reiteración delictiva no está orientada en asegurar la presencia 

del imputado en el proceso penal sino en evitar la comisión de futuros delitos. 

La teoría de la prevención especial negativa consiste precisamente en privar 

de libertad al penado para impedirle que siga delinquiendo. Por esta razón la 

ÄÏÃÔÒÉÎÁ ÈÁ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÄÏ ÑÕÅ ÌÁ ÒÅÉÔÅÒÁÃÉĕÎ ÄÅÌÉÃÔÉÖÁ ȰɍȣɎ convierte a la prisión 

preventiva en una pena anticipadaȱ (Houed Vega, Sánchez Romero y Fallas Redondo, 

1998, pág. 148). 

Este es precisamente la razón por la que la causal de prisión preventiva de la 

reiteración delictiva contraviene el numeral de la 7.5 Convención Americana de 

Derechos Humanos (en adelante CADH): 

Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante 

un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 

judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable 

o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su 

libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su 

comparecencia en el juicio. 

Teniendo en cuenta este artículo de la convención, la jurisprudencia de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH) ha sido 

uniforme en cuanto a exigir que la prisión preventiva se funde sobre necesidades 

estrictamente procesales y rechazar las que se puedan identificar con los fines de la 

pena15: 

357. En este sentido, en casos relativos a detenciones preventivas 

dentro de un proceso penal, la Corte ha indicado que la privación de 

libertad del imputado no puede residir en fines preventivo-generales 

 
planteamiento consiste en asegurar que la realización del derecho sustantivo se realizará por medio 
del derecho procesal penal por lo que no se podría arguÍÅÎÔÁÒ ÑÕÅ ÐÁÒÁ Ȱasegurar la pazȱ ÓÅ ÐÕÅÄÁÎ 
imponer medidas cautelares que no tengan propiamente un fin procesal. Minor Salas Solís escribe, 
sin tomar realmente partido por ninguna posición, un interesante artículo acerca de los diferentes 
fines del proceso penal (Salas Solís, 2011, págs. 229-245).  

15 Vid.: García Ramírez, 2006, pág. 189; Mora Sánchez, 2015, págs. 83-96; y Chacón Rodríguez, 2013, 
págs. 206-208. Se pueden citar las siguientes sentencias de la Corte IDH: Caso Suárez Rosero Vs. 
Ecuador del 12 de noviembre de 1997; Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador del 24 de junio de 2005; 
Caso Palamara Iribarne Vs. Chile del 22 de noviembre de 2005; Caso López Álvarez Vs. Honduras del 
1 de febrero de 2006; Caso Servellón García Vs. Honduras del 21 de setiembre 2006; caso Chaparro 
Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador del 21 de noviembre de 2007; Caso Bayarri vs. Argentina del 30 
de octubre de 2008; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela del 17 de noviembre de 2009; y Caso Norín 
Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activistas del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile del 29 
de mayo 2014. 
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o preventivo-especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede 

fundamentar en un fin legítimo, a saber: asegurar que el acusado no 

impedirá el desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la 

justicia. (Corte IDH, sentencia de fondo del caso Amrhein y otros Vs. 

Costa Rica del 25 de abril 2018) 

La propia Corte IDH, en la sentencia que se acaba de citar, se refiere a la 

sentencia del caso Suárez Rosero Vs. Ecuador como un antecedente a esta posición 

jurisprudencial:  

χχȢ ɍȣɎ $Å ÌÏ ÄÉÓÐÕÅÓÔÏ ÅÎ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ψȢς ÄÅ ÌÁ #ÏÎÖÅÎÃÉĕÎ ÓÅ ÄÅÒÉÖÁ ÌÁ 

obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de 

los límites estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá el 

desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción 

de la justicia, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no 

punitiva. (Corte IDH, sentencia de excepciones preliminares, fondo, 

reparaciones y costas del caso Suárez Rosero Vs. Ecuador del 12 de 

noviembre de 1997) 

En vista de lo que se ha expuesto en estas páginas, Javier Llobet Rodríguez 

(2018) ÈÁ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÄÏ ÑÕÅȡ ȰɍȣɎ la causal de peligro de reiteración delictiva, prevista 

en diversas legislaciones latinoamericanas es violatoria de la Convención Americana 

de Derechos Humanosȱ ɉpág. 624)16. 

 

II) El control concentrado de constitucionalidad y el control difuso de 

convencionalidad . 

Una vez que se tiene claro que la reiteración delictiva violenta la CADH, surge 

la siguiente interrogante: ¿Solamente la Sala Constitucional puede desaplicar las 

normas atendiendo al control difuso de convencionalidad o los jueces ordinarios 

pueden hacerlo directamente? 

Se trata de asegurar la supremacía de los derechos humanos dentro del 

ordenamiento jurídico. Para cumplir esta tarea, se han desarrollado dos sistemas de 

control judicial: el modelo difuso y el concentrado.  

 
16 En sentido similar: Llobet Rodríguez, 2012, pág. 406. 
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Para contestar a la pregunta anterior, un sub-apartado tratará el II.A)  Control 

difuso. Después se explicará el II.B)  Control concentrado y finalmente el II.C) 

Control de convencionalidad. 

 

II.A) Control difuso.   

Desde la Carta Magna de 1215, el modelo anglosajón en Inglaterra, fijó la 

ÓÕÊÅÃÉĕÎ ÄÅ ÌÏÓ ÇÏÂÅÒÎÁÎÔÅÓ Á ÕÎÁ ȰLey Supremaȱ (Zoller, 2013, pág. 104). Para 

ÁÓÅÇÕÒÁÒ ÅÌ ÒÅÓÐÅÔÏ Á ÅÓÔÁ ȰLey Supremaȱȟ ÌÏÓ Ȱpadres fundadoresȱ ÄÅ ÌÏÓ %ÓÔÁÄÏÓ 

5ÎÉÄÏÓ ÄÅ .ÏÒÔÅÁÍïÒÉÃÁ ÄÅÓÁÒÒÏÌÌÁÒÏÎ ÅÌ Ȱjudicial revie×ȱ17. 

Aunque se puede encontrar un antecedente anterior18, se identifica la génesis 

ÄÅÌ ÍÏÄÅÌÏ ÄÅ ÃÏÎÔÒÏÌ ÄÉÆÕÓÏ ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÅÌ ÃÁÓÏ Ȱ-ÁÒÂÕÒÙ 6ÓȢ -ÁÄÉÓÏÎȱ de 

1803. Fue la primera vez en la historia se declaró la inconstitucionalidad de una 

norma19. 

La principal particularidad de este modelo consiste en que es ejercido por los 

jueces ordinarios: 

En el arquetipo americano, el control de constitucionalidad de las 

leyes es realizado por todos los jueces, por los jueces ordinarios. Se 

dice que el control es difuso  o desconcentrado. Como la 

constitucionalidad de la norma, incluyendo la ley, es un elemento de 

su legalidad, los jueces verifican que la ley sea acorde con la 

constitución tal como controlan que el decreto o el contrato sean 

conformes con la ley. A cualquier nivel del orden jurisdiccional, 

empezando por el juez más humilde hasta la Corte Suprema, cuando 

un juez constata que una resolución se fundamentará sobre una 

 
17 Lauvaux, 2004, pág. 345; Zoller, 2013, pág. 164; Favoreu, Et al., 2014, pág. 244; y Hamon y Troper, 
2017, pág. 76.  

18 En ocasióÎ ÄÅÌ ÃÁÓÏ ȰHylton Vs. United Statesȱ ÄÅ ρχωφȟ ÌÁ 3ÕÐÒÅÍÁ #ÏÒÔÅ ÄÅ ÌÏÓ %ÓÔÁÄÏÓ 5ÎÉÄÏÓ ÄÅ 
Norteamérica declaró que una ley federal era acorde con la Constitución. De esta forma, -
implícitamente- reconoció tener la potestad de revisar la constitucionalidad de las leyes (Lauvaux, 
2004, pág. 345). 

19 Vid.: Zoller, 2013, pág. 165; Lauvaux, 2004, pág. 345; Ardant, 2006, págs. 105-106; Favoreu, Et al., 
2014, págs. 239-240; Hamon y Troper, 2017, pág. 76; Orozco Solano, 2008, pág. 37; y Orozco Solano, 
2017, pág. 65. 
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ley inconstitucional, él mismo desaplica esta l ey directamente . 

(Cohendet, 2013, pág. 182)20 

Este modelo exige entonces una fuerte confianza en la imparcialidad e 

independencia de los jueces ordinarios. Otra de sus características radica en que 

ÇÅÎÅÒÁÌÍÅÎÔÅ ÓÅ ÔÒÁÔÁ ÄÅ ÕÎ ÃÏÎÔÒÏÌ Ȱa posterioriȱ ÃÏÎ ÅÆÅÃÔÏÓ ÐÒÉÎÃÉÐÁÌÍÅÎÔÅ Ȱinter 

partesȱ21. 

Presenta la ventaja que los juzgadores ordinarios tienen una inmediación con 

las partes de la que carecen -en principio- los órganos especializados de control de 

constitucionalidad. Mientras que los jueces de los tribunales penales ven a los ojos 

las personas que reclaman la violación a sus derechos humanos, la Sala 

Constitucional solamente ve la carátula del expediente22. 

Plantea dos problemas: la imposibilidad de controlar la constitucionalidad de 

las normas antes de que sus efectos perniciosos se apliquen en un proceso judicial y 

la falta de uniformidad en la aplicación de las normas generada por la diversidad de 

criterios entre los diferentes tribunales23. 

 

II.B) Control concentrado.  

Fue desarrollado por Hans Kelsen e implementado por primera vez en la 

Constitución Austriaca de 1920. Se extendió a muchos otros países europeos 

 
20 Texto original: « Dans l´archétype américain, le contrôle de constitutionnalité des lois est assuré par 
tous les juges, par les juges ordinaires. On dit que ce contrôle est diffus  ou déconcentré. La 
constitutionnalité de la norme, y compris la loi, étant un élément de sa légalité, les juges vérifient que la 
loi est conforme à la constitution tout comme ils contrôlent que le décret ou le contrat est conforme à la 
loi. À n´importe quel niveau de l´ordre juridictionnel, en partant du plus modeste jusqu´à la Cour 
suprême, quand un juge constate qu´un acte est pris en application d´une loi inconstitutionnelle, 
il écarte lui -même directement l´application de cette loi  ». En sentido similar: Favoreu, Et al., 2014, 
pág. 241; Hamon y Troper, 2017, pág. 76;  Lauvaux, 2004, págs. 345-346; Ardant, 2006, pág. 105; 
Eyner Isaza, 2015, págs. 58-59; y Orozco Solano, 2008, págs. 39-40.  

21 Vid.: Favoreu, Et al., 2014, págs. 242-243; Lauvaux, 2004, págs. 347-349; Orozco Solano, 2008, 
pág. 40. 

22 Se trata de una generalización. Existen algunos procesos en los cuales los juzgadores ordinarios 
pueden carecer de esta inmediación como la apelación de sentencia penal donde se pueden resolver 
los recursos sin celebrar vistas. Por otro lado, la Sala Constitucional -extraordinariamente- puede 
solicitar la comparecencia del ofendido en los recursos de habeas corpus (párrafo segundo del 
artículo 21 de la LJC).  

23 Vid.: Orozco Solano, 2008, pág. 41.  
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después de la Segunda Guerra Mundial (Italia en 1947, Alemania en 1949, Francia 

en 1958, Portugal en 1976, España en 1978, etc.)24. 

Es el modelo de control constitucional que la Carta Magna establece en su 

ordinal 1025. Atendiendo a este mandato, la Ley de la Jurisdicción Constitucional (en 

ÁÄÅÌÁÎÔÅ ,*#Ɋ ÒÅÇÕÌÁ ÌÁ Ȱjurisdicción constitucionalȱ26. 

Su principal virtud consiste en atenuar las eventuales interpretaciones 

divergentes: 

%Ì ÐÏÓÉÔÉÖÉÓÍÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ËÅÌÓÅÎÉÁÎÏ ÃÏÎÓÁÇÒÁ ɍȣɎ ÕÎ ÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ 

constitucionalidad ejercido por una única jurisdicción, con el fin de 

garantizar la jerarquía de las normas y la coherencia del orden 

jurídico. (Favoreu, Et al., 2014, pág. 248)27 

,Á ÄÏÃÔÒÉÎÁ ÅÎÆÁÔÉÚÁ ÓÕ ÃÁÒÜÃÔÅÒ ÍÏÎÏÐĕÌÉÃÏȡ ȰEn este tipo de control, una 

corte constitucional especializada  dispone del monopolio del control de 

constitucionalidad de las leyesȱ ɉCohendet, 2013, pág. 182)28. Esta característica 

exige que los integrantes del tribunal constitucional, además de ser eminentes 

juristas, cuenten con una verdadera independencia judicial: 

La independencia de los jueces constitucionales  debe ser su 

primer atestado. Esta se garantiza por medio de la composición de la 

corte , pero también a través de la duración de su mandato , que es 

vitalicio en los Estados Unidos y por lo general de seis a doce años en 

 
24 Vid.: Hamon y Troper, 2017, pág. 77; Favoreu, Et al., 2014, pág. 249; Lauvaux, 2004, págs. 146-
147; Orozco Solano, 2008, pág. 47; y Orozco Solano, 2017, pág. 65.  

25 0ÁÒÔÅ ÄÅÌ ÔÅØÔÏ ÄÅ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÅÓ ÅÌ ÓÉÇÕÉÅÎÔÅȡ ȰCorresponderá a una Sala especializada de la Corte 
Suprema de Justicia declarar, por mayoría absoluta de sus miembros, la inconstitucionalidad de las 
normas de cualquier naturaleza y de los actos sujetos al Derecho PúblicoȱȢ 

26 Vid.: Favoreu, Et al., 2014, pág. 259; Lauvaux, 2004, págs. 143-149; Orozco Solano, 2008, pág. 128; 
Hernández Valle, 2008, págs. 666-670; Hernández Valle, 2009, págs. 39-40; Hernández Valle, 2015, 
págs. 52-53; y Jinesta Lobo, 2014, pág. 33. 

27 Texto original: « Le positivisme constitutionnel kelsénien consacre, à partir de la théorie de la 
« construction du droit par degrés », l´exigence d´un contrôle de constitutionnalité, exercé par une 
juridiction unique, pour garantir le principe de la hiérarchie des normes et la cohérence de l´ordre 
juridique ». 

28 Texto original: « Dans ce type de contrôle, une cour constitutionnelle spécialisée  dispose du 
monopole du contrôle de constitutionnalité des lois  ». En el mismo sentido: Verpaux, 2010, págs. 302-
304; Favoreu, Et al., 2014, pág. 250; Ardant, 2006, págs. 100-101; Eyner Isaza, 2015, págs. 57-58; y 
Orozco Solano, 2008, pág.49.  
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Europa, también por el hecho de que -en principio- no es renovable  

de manera que no estén tentados en complacer. (Cohendet, 2013, pág. 

183)29 

Mientras que el control difuso necesariamente debe realizarse a posteriori 

frente a la existencia de un caso concreto30, el control concentrado tiene la ventaja 

de poder operar antes que la norma entre en vigencia31. 

Hasta el momento se han presentado estos dos modelos como si fueran 

excluyentes uno del otro. La doctrina recuerda que -al fin y al cabo- solamente son 

orientaciones teóricas: 

Hay que subrayar que el modelo llamado americano donde el control 

es difuso (porque es ejercido por todos los jueces) y el modelo llamado 

europeo, en el cual una corte constitucional tiene el monopolio del 

control de constitucionalidad no son más que modelos ideales y la 

mayoría de las constituciones retoman elementos de ambos. (Hamon 

y Troper, 2017, pág. 78)32 

Ambos modelos comparten la misma debilidad: la naturaleza humana de las 

personas que integran los tribunales de la República: 

Si se trata de un juez ordinario -tal vez sin experiencia-, para examinar 

el expediente con toda objetividad necesitará un valor singular. La 

historia le enseña que sus garantías estatutarias son frágiles y que, en 

sentido inverso, los servicios juiciosamente prestados facilitan las 

 
29 Texto original: « L´indépendance des juges constitutionnels doit être leur qualité première. Elle 
doit notamment être garantie par la composition de la Cour, mais aussi par la longueur de leur 
mandat , qui est à vie aux États-Unis et de six à douze ans le plus souvent en Europe, par le fait qu´il est 
non renouvelable  en principe, de sorte qu´ils ne sont pas tentés de chercher à plaire, et par leur 
statut  ».  

30 Vid.: Ardant, 2006, págs. 105-110; Cohendet, 2013, págs. 183-184; Favoreu, Et al., 2014, pág. 242; 
Hamon y Troper, 2017, págs. 78-81; Lauvaux, 2004, págs. 348-349; y Orozco Solano, 2008, págs. 39-
41.  

31 Vid.: Cohendet, 2013, pág. 184; Favoreu, Et al., 2014, pág. 251; Hamon y Troper, 2017, págs. 78-
81; Lauvaux, 2004, pág. 685; Orozco Solano, 2008, págs. 109-125; Orozco Solano, 2017, pág. 115; 
Jinesta Lobo, 2014, págs. 281-284; Hernández Valle, 2009, pág. 477; y Hernández Valle, 2008, págs. 
706-707. 

32 Texto original: « Il faut cependant souligner que le modèle dit américain dans lequel le contrôle est 
diffus (parce qu´il est exercé par tous les juges) et le modèle dit européen, dans lequel une cour 
constitutionnelle a le monopole du contrôle de constitutionnalité ne sont que des types idéaux et que la 
plupart des constitutions empruntent aux deux modèles ».  
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carreras. Si se trata de un tribunal especial, la experiencia demuestra 

que -hasta ahora- no se ha encontrado la manera de dejar su 

reclutamiento fuera de la política. El rol de este Tribunal es demasiado 

importante para que sólo la independencia y la idoneidad influyan en 

la elección de sus miembros. (Ardant, 2006, pág. 101)33 

El control de convencionalidad se encuentra diseñado sobre los modelos de 

control de constitucionalidad34. Esta es la razón por la que antes de reflexionar sobre 

el control de convencionalidad se redactó un apartado para describir algunas 

generalidades de los diferentes modelos de control de constitucionalidad. 

 

II.C) Control de convencionalidad.  

3ÅÒÇÉÏ 'ÁÒÃþÁ 2ÁÍþÒÅÚ ɉςπρχɊ ÄÅÆÉÎÅ ÅÓÔÅ ÃÏÎÔÒÏÌ ÃÏÍÏ ȰɍȣɎ una garantía 

destinada a obtener la aplicación armónica del derecho vigente, concepto que para 

este fin abarca normas de ambas fuentes utilizables: internacional y nacionalȱ ɉÐÜÇȢ 

ρψσɊȢ %Ó ȰɍȣɎ una expresión o vertiente de la recepción nacional, sistemática y 

organizada, del orden jurídico convencional internacional (o supranacional)ȱ ɉ'ÁÒÃþÁ 

Ramírez, 2015, págs. 16-17).  

Henry Eyner Isaza (2015) ÅÎÓÁÙÁ ÏÔÒÁ ÄÅÆÉÎÉÃÉĕÎȡ ȰɍȣɎ consiste en la 

aplicación de las normas internas de un Estado parte del Sistema Interamericano en 

concordancia con el cuerpo juris internacional, el cual se clasifica en concentrado o 

difuso y debe ejercerse dentro del marco de sus respectivas competencias y de las 

regulaciones procesales correspondientesȱ (pág. 67). 

Básicamente se trata de una herramienta para asegurar el respeto y la 

vigencia de los derechos humanos reconocidos en los diferentes tratados 

internacionales aprobados y ratificados por el Estado35. 

 
33 Texto original: « Ś il s´agit d´un juge des tribunaux ordinaires -peut-être obscur et sans expérience-, 
il lui faudra un singulier sang-froid pour examiner le dossier en toute objectivité. Il sait par l´histoire 
que ses garanties statutaires sont minces et qu´en sens inverse les services judicieusement rendus 
facilitent les carrières. S´il s´agit d´un tribunal spécial, l´expérience prouve que jusqu´à maintenant on 
n´a guère trouvé le moyen de laisser son recrutement à l´écart de la politique. Le rôle de ce Tribunal est 
trop éminent pour que l´indépendance et la compétence aient seules présidé au choix de ses membres ». 

34 Vid.: Brewer-Carías y Santofimio Gamboa, 2015, pág. 53; y Garay Boza, 2016, pág. 127. 

35 En nuestro país existe un desarrollo jurisprudencial de la Sala Constitucional según el cual -
atendiendo al principio de progresividad de los derechos humanos- algunas declaraciones de 
derechos humanos, aunque no constituyan propiamente un tratado internacional- gozan de una 
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Efectivamente, si bien el párrafo primero del artículo 7 de la Constitución 

Política establece que los tratados internacionales tienen un rango inferior a la Carta 

Magna, la jurisprudencia constitucional ha considerado que gozan de una jerarquía 

supraconstitucional36. 

La mayoría de la doctrina nacional ha aceptado pacíficamente este desarrollo 

jurisprudencial37. 

Para garantizar el respeto a estos derechos, se desarrolló - en el marco de la 

Organización de Estados Americanos- un sistema regional de protección. El sistema 

interamericano está constituido por la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos y la Corte IDH38. Este último órgano, por medio de las opiniones 

consultivas y el procedimiento contencioso ejerce un control concentrado de 

convencionalidad39. 

 
ÊÅÒÁÒÑÕþÁ ÓÕÐÅÒÉÏÒ Á ÌÁÓ ÌÅÙÅÓ Ù Á ÌÁ ÐÒÏÐÉÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎȢ 3Å ÐÕÅÄÅÎ ÍÅÎÃÉÏÎÁÒ ÌÁÓ ȰReglas Mínimas de 
la ONU para el Tratamientos de los Reclusosȱȟ ÅÌ ȰCódigo de Código de Conducta para los Funcionarios 
%ÎÃÁÒÇÁÄÏÓ ÄÅ (ÁÃÅÒ #ÕÍÐÌÉÒ ÌÁ ,ÅÙȱȟ Ù ÍÜÓ ÒÅÃÉÅÎÔÅÍÅÎÔÅ ÌÁ Ȱ100 reglas de BrasiliaȱȢ 3ÏÂÒÅ ÅÓÔÁÓ 
últimas, la Sala Constitucional en el voto N°2012-15783 de las catorce horas treinta minutos del siete 
de noviembre de dos mil ÄÏÃÅ ÈÁ ÓÅđÁÌĕ ÑÕÅ Ȱno son normas jurídicas ni tienen valor vinculanteȱȢ 
Adicionalmente, algunos han considerado que los tratados que no han sido ratificados por nuestro 
país también son vinculantes cuando extiendan la protección de los derechos humanos. Es discutible 
ya que estas normas carecen de la aprobación del poder legislativo, quien -en buena teoría- 
representa el pueblo costarricense. Vid.: Llobet Rodríguez, 2008, págs. 224-228; Hernández Valle, 
2015, págs. 44-45; y Hernández Valle, 2017, págs. 75-76. 

36 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, votos N°3435-1992 de las dieciséis horas con 
veinte minutos del día once de noviembre de mil novecientos noventa y dos; N°2542-1992 de las 
catorce horas y trece minutos del veintiséis de agosto de mil novecientos noventa y dos; N°2313-1995 
de las dieciséis horas con dieciocho minutos del día nueve de mayo de mil novecientos noventa y 
cinco; N°5778-1998 de las quince horas y veintiún minutos del día once de agosto de mil novecientos 
noventa y ocho; N°9685-2000 de las catorce horas con cincuenta y seis minutos del primero de 
noviembre del dos mil y N°2771-2003 de las once horas con cuarenta minutos del cuatro de abril del 
dos mil tres.  

37 Vid.: Armijo Sancho, 2003, pág. 6; Garay Boza, 2016, pág. 125; Gullock Vargas, 2014, pág. 18; Solís 
Fallas, 2009, págs. 178-180; Llobet Rodríguez, 2008, págs. 217-220; y Llobet Rodríguez, 2018, pág. 
188. $ÅÎÔÒÏ ÄÅ ÌÏÓ ÁÕÔÏÒÅÓ Ȱescépticosȱ ÓÅ ÐÕÅÄÅÎ ÕÂÉÃÁÒ Á 2ÕÂïÎ (ÅÒÎÜÎÄÅÚ 6ÁÌÌÅ ÅÎ Derecho 
Procesal Constitucional (2017, pág. 202) y en su Constitución Política de la República de Costa Rica, 
Comentada y con citas jurisprudencia (2015, pág. 40); así como Juan Marcos Rivero Sánchez en 
Constitución, derechos fundamentales y derecho privado (2001, pág. 107). 

38 Vid.: Faúndez Ledesma, 2004, pág. 14; Miranda Bonilla, 2015, pág. 41; Rodríguez Rescia, 2016, 
págs. 162-187; Llobet Rodríguez, 2008, págs. 154-162; y Llobet Rodríguez, 2018, pág. 151.  

39 Vid.: Eyner Isaza, 2015, pág. 67; Miranda Bonilla, 2015, pág. 105; Hernández Valle, pág. 81; 
Rodríguez Rescia, 2016, pág. 178; Llobet Rodríguez, 2008, pág. 157; y Llobet Rodríguez, 2018, pág. 
164. 
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Se ha considerado que este control de convencionalidad es subsidiario y 

complementario al control que deben realizar los Estados miembros. Estos tienen el 

deber de respetar los derechos reconocidos en la CADH y adoptar las medidas 

legislativas- y de cualquier otra índole- que sean necesarias para hacer efectivos 

estos derechos40. 

Este es el control difuso de convencionalidad que deben ejercer los órganos 

jurisdiccionales de cada Estado41. Para justificarlo, la doctrina42 cita el párrafo 124 

de la sentencia del caso Almonacid Arellano y otros Vs. Chile del 26 de setiembre de 

2006: 

ρςτȢ ɍȣɎ %Î ÏÔÒÁÓ ÐÁÌÁÂÒÁÓȟ el Poder Judicial debe ejercer una 

ÅÓÐÅÃÉÅ ÄÅ ȰÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱ ÅÎÔÒÅ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓ 

jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos . (Sentencia de 

excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas del caso 

Almonacid Arellano y otros Vs. Chile del 26 de setiembre 2006 de la 

Corte IDH; se suple el destacado)43 

 
40 3Å ÔÒÁÔÁ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÊÕÎÃÉĕÎ ÄÅ ÌÏÓ ÁÒÔþÃÕÌÏÓ ρȢρ #!$(ȡ ȰLos Estados Partes en esta Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición socialȱ Ù ς #!$(ȡ ȰSi el ejercicio de los 
derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus 
procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de 
otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertadesȱȢ La doctrina 
mayoritaria se ha inclinado por esta postura. Vid.: Llobet Rodríguez, 2008, págs. 241-257; Llobet 
Rodríguez , 2018, págs. 188-189; Miranda Bonilla, 2015, pág. 106; Garay Boza, 2016, págs. 125-126; 
y Eyner Isaza, 2015, págs. 42-43. Se pueden citar las siguientes sentencias de la Corte IDH: Caso 
Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia del 30 de noviembre 2012; Supervisión del Caso Gelman Vs. 
Uruguay del 20 de marzo 2013; Caso García Ibarra Vs. Ecuador del 17 de noviembre de 2015; y Caso 
Andrade Salmón Vs. Bolivia del 1 de diciembre 2016. 

41 Vid.: Miranda Bonilla, 2015, pág. 105; Hernández Valle, 2017, pág. 81; Brewer-Carías y Santofimio 
Gamboa, 2015, págs. 55-56; Mora Sánchez, 2015, págs. 108-115; y Llobet Rodríguez, 2018, págs. 192-
193.  

42 Vid.: Miranda Bonilla, 2015, págs. 131-132; Llobet Rodríguez, 2018, págs. 191-192; Mora Sánchez, 
2015, pág. 110; Garay Boza, 2016, pág. 55; Eyner Isaza, 2015, pág. 30; Hernández Valle, 2017, pág. 
79; Brewer-Carías y Santofimio Gamboa, 2015, págs. 55-56; y García Ramírez, 2017, pág. 36.  

43 En sentido similar se pueden mencionar las siguientes sentencias de la Corte IDH: Caso la Cantuta 
Vs. Perú del 29 de noviembre 2006; Resolución de supervisión en los casos Fermín Ramírez y Raxcacó 
Reyes Vs. Guatemala del 9 de mayo de 2008; Caso Radilla Pacheco Vs. Estados Unidos Mexicanos del 
23 de noviembre de 2009; Caso Cepeda Vargas Vs. Colombia del 26 de mayo de 2010; Caso 
comunidad indígena Xákomk Kásek Vs. Paraguay del 24 de agosto 2010; Caso Fernández Ortega y 
otros Vs. México del 30 de agosto de 2010; Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México del 3 de agosto de 
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La discordancia empieza con la siguiente pregunta: ¿Qué se debe entender 

ÐÏÒ ȰPoder Judicialȱȩ %Ì párrafo primero del artículo 1 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial (en adelante LOPJ) retoma el numeral 152 de la Constitución según el cual 

ȰLa Corte Suprema de Justicia y los demás tribunales que la ley establezca ejercen el 

Poder JudicialȱȢ 

En la sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas del 

caso Helidoro Portugal Vs. Panamá del 12 de agosto 2008; la Corte IDH parece que 

ÒÅÃÏÎÏÃÅ Á Ȱcada juzgadorȱ ÌÁ ÐÏÔÅÓÔÁÄ ÄÅ ÅÊÅÒÃÅÒ ÅÌ ÃÏÎÔÒÏÌ ÄÉÆÕÓÏ ÄÅ 

convencionalidad:  

ρψπȢ ɍȣɎ ÌÁ ÄÅÆÅÎÓÁ Õ ÏÂÓÅÒÖÁÎÃÉÁ ÄÅ ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÈÕÍÁÎÏÓ Á ÌÁ ÌÕÚ ÄÅ 

los compromisos internacionales en cuanto a la labor de los 

operadores de justicia, debe realizarse a través de lo que se denomina 

ȰÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱȟ ÓÅÇĭÎ ÅÌ ÃÕÁÌ cada juzgador  debe 

velar por el efecto útil de los instrumentos internacionales, de manera 

que no quede mermado o anulado por la aplicación de normas o 

prácticas internas contrarias al objeto y fin del instrumento 

internacional o del estándar internacional de protección de los 

derechos humanos. (Se suple el destacado)44 

La Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia menciona el deber que tienen 

los juzgadores ordinarios de realizar el control difuso de convencionalidad:  

En igual sentido Corte IDH (Sentencia) 24 de noviembre de 2006, 

Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú, 

párr. 128.). Así, dado que Costa Rica ha ratificado la CADH y ha 

reconocido la competencia de la Corte IDH, en el caso del Poder 

Judicial los Tribunales de Justicia  están llamados no solo a aplicar la 

 
2010; Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia del 01 de setiembre 2010; Caso Gomes Lund y 
otros Vs. Brasil del 24 de noviembre de 2010; y Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia del 30 
de noviembre 2012. 

44 En el mismo sentido se pueden mencionar:  Caso Trabajadores cesados del Congreso (Aguado 
Alfaro y otros) Vs. Perú del 24 de noviembre 2006 y Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México 
del 26 de noviembre de 2010. En la sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y 
ÃÏÓÔÁÓ ÄÅÌ #ÁÓÏ "ÏÙÃÅ 6ÓȢ "ÁÒÂÁÄÏÓ ÄÅÌ ςπ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ςππχ ÌÁ #ÏÒÔÅ )$( ÕÔÉÌÉÚÁ ÌÁ ÅØÐÒÅÓÉĕÎȡ ȰɍȣɎȟ 
los tribunales de Barbados, incluso el CJCP y ahora la Corte de Justicia del CaribeȱȢ En la sentencia de 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas del caso Vélez Loor Vs. Panamá del 23 de 
ςπρπ ÌÁ #ÏÒÔÅ )$( ÍÅÎÃÉÏÎÁ Á ȰɍȣɎ los órganos de cualquiera de los poderes cuyas autoridades ejerzan 
funciones jurisdiccionalesȱȢ 
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normativa interna, sino también a ejercer ese control de 

convencionalidad garantizando que en sus disposiciones se respeten 

las obligaciones internacionales que ha asumido el Estado. (Voto 

N°2013-1082 de las ocho horas cincuenta y ocho minutos del 

veintitrés de agosto del dos mil trece, se suple el destacado)45  

Cabe mencionar que, en por lo menos dos de sus votos salvados, la 

exmagistrada Doris Arias Madrigal considerado que la Sala Tercera está obligada a 

realizar este control46. 

La Corte IDH incluso amplió los contralores de convencionalidad. Ya no son 

ÓĕÌÏ ÌÏÓ ĕÒÇÁÎÏÓ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌÅÓȟ ÓÉÎÏ ÑÕÅ Ȱtodas las autoridades del Estadoȱȡ 

ωσȢ ɍȣɎ todas las autoridades de un Estado  Parte en la Convención, 

ÔÉÅÎÅÎ ÌÁ ÏÂÌÉÇÁÃÉĕÎ ÄÅ ÅÊÅÒÃÅÒ ÕÎ ȰÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȱȟ ÄÅ 

forma tal que la interpretación y aplicación del derecho nacional sea 

consistente con las obligaciones internacionales del Estado en materia 

de derechos humanos. (Corte IDH, sentencia de fondo, reparaciones y 

costas del caso Andrade Salmón Vs. Bolivia del 16 de diciembre de 

2016, se suple el destacado) 

Ȫ1Õï ÓÅ ÄÅÂÅ ÅÎÔÅÎÄÅÒ ÐÏÒ Ȱtodas las autoridades del Estadoȱȩ Ȫ$ÅÓÄÅ ÅÌ 

policía municipal que patrulla las calles capitalinas hasta el presidente de la 

2ÅÐĭÂÌÉÃÁȩ Ȱ!Ì ÁÍÐÌÉÁÒÓÅ ÄÅ ÔÁÌ ÓÕÅÒÔÅ ÅÌ ÃÁÔÜÌÏÇÏ ÄÅ ȰÃÏÎÔÒÏÌÁÄÏÒÅÓȱ -que no es 

sinónimo de los obligados a la observancia de las normas nacionales e internacionales-

, se invistió automáticamente con la misión de control a servidores públicos de todos 

los rangos, especialidades y competenciasȱ ɉ'ÁÒÃþÁ 2ÁÍþÒÅÚȟ ςπρχȟ ÐÜÇȢ ρωρɊȢ 

La observación de Sergio García Ramírez es atinada. No se debería confundir 

los destinatarios del control de convencionalidad con los encargados de llevarlo a 

cabo. 

 
45 En sentido similar, Vid.: Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, votos N°2013-1082 de las 
ocho horas cincuenta y ocho minutos del veintitrés de agosto del dos mil trece; N°2014-690 de las 
nueve horas treinta minutos del nueve de abril del dos mil catorce; N°2015-817 de las once horas y seis 
minutos del veinticinco de junio del dos mil quince; y N°2015-1036 las nueve horas y siete minutos 
del siete de agosto del dos mil quince; y N°2015-1199 las diez horas y quince minutos del dieciocho 
de setiembre del dos mil quince.  

46 Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia, votos N°2016-330 de las diez horas y veinticinco 
minutos del quince de abril del dos mil dieciséis; y N°2016-628 de las nueve horas cincuenta minutos 
del veinticuatro de junio del dos mil dieciséis. 
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Mientras que todas las personas públicas y privadas son destinatarias del 

control de convencionalidad, pareciera que los sujetos encargados de ejercerlo son 

un grupo mucho más reducido de autoridades judiciales. 

Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y están 

obligados a cumplir con los deberes que la ley impone (artículo 11 de la 

Constitución). Desaplicar las leyes atendiendo al control difuso de convencionalidad 

puede ser muy peligroso.  

Tal vez es por esta razón que la Corte IDH ha precisado que -evidentemente- 

este control de convencionalidad debe ser realizado por las autoridades del Estado 

ȰɍȣɎ en el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 

correspondiÅÎÔÅÓȱ (Corte IDH, Sentencia de excepciones preliminares, fondo, 

reparaciones y costas del caso Río Negro Vs. Guatemala del 4 de setiembre 2012)47. 

Lo primero que se debe acotar es que ejercer un control difuso de 

convencionalidad no necesariamente implica que los juzgadores y juzgadoras 

tengan que desaplicar directamente las normas violatorias de derechos humanos.  

Existe la posibilidad de que se remita a la Sala Constitucional de la Corte 

Suprema de Justicia, por la vía de la consulta de constitucionalidad, aquellos casos 

en que exista un roce entre la legislación interna y el bloque de convencionalidad. 

En esta óptica, los tribunales ordinarios actúÁÎ ÃÏÍÏ ÕÎÁ ÅÓÐÅÃÉÅ ÄÅ Ȱauxiliarȱ ÄÅÌ 

tribunal constitucional. 

Hasta aquí no se encuentran criterios contrapuestos. La discusión se 

presenta respecto a la siguiente interrogante: ȪȰLas respectivas competenciasȱ Ù Ȱlas 

regulaciones correspondientesȱ ÐÅÒÍÉÔÅÎ Á ÌÏÓ ÔÒÉÂÕÎÁÌÅÓ ÏÒÄÉÎÁÒÉÏÓ ÄÅÓÁÐÌÉÃÁÒ 

directamente las normas? 

%ÓÔÁ ĭÌÔÉÍÁ ÐÒÅÇÕÎÔÁ ÎÏ ÔÉÅÎÅ ÕÎÁ ÒÅÓÐÕÅÓÔÁ ÓÅÎÃÉÌÌÁȟ ȰɍȣɎȟ no existe claridad 

sobre las posibilidades del juez interno para desaplicar una norma en los casos que el 

Estado mantenga un control concentrado de constitucionalidadȱ (Mora Sánchez, 

2015, pág. 118)Ȣ -ÉÒÁÎÄÁ "ÏÎÉÌÌÁ ÁÄÖÉÅÒÔÅ ÑÕÅ ÓÏÂÒÅ ÅÓÔÅ ÔÅÍÁ ÅØÉÓÔÅÎ Ȱposiciones 

encontradasȱ ɉ2015, págs. 157). 

 
47 En sentido similar se pueden mencionar las siguientes sentencias de la Corte IDH: Caso 
Trabajadores cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) Vs. Perú del 24 de noviembre 2006; Caso 
Gudiel Álvarez y otros (Diario militar) Vs. Guatemala del 20 de noviembre 2012; Caso Mendoza y 
otros Vs. Argentina del 14 de mayo 2013; y Caso Chinchilla Sandoval Vs. Guatemala del 29 de febrero 
2016. Vid.: Llobet Rodríguez, 2018, pág. 194. 
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La Sala Constitucional ha considerado que ella es el único órgano competente 

para desaplicar las normas48. Esta postura es armónica con lo expuesto en el inciso 

ÂɊ ÄÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ς ÄÅ ÌÁ ,*# ÅÎ ÃÕÁÎÔÏ ÌÅ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅ Á ÅÓÔÅ ĕÒÇÁÎÏ ÁÓÅÇÕÒÁÒ ȰɍȣɎ la 

conformidad del ordenamiento interno con el Derecho Internacional o Comunitarioȱ 

(Garay Boza, 2016, pág. 97). 

Esta posición ha sido adoptada por el sector mayoritario de la doctrina 

nacional entre el que destacan Haider Miranda Bonilla (2015, pág. 159), Rubén 

Hernández Valle (2017, pág. 200), Víctor Orozco Solano (2017, pág. 242-244) y 

Ernesto Jinesta Lobo:  

En definitiva, en un sistema concentrado de control de 

constitucionalidad, como el costarricense, el juez ordinario no puede 

anular por inconstitucional un acto o una norma que debe aplicar en 

un proceso que debe conocer y resolver, como tampoco puede 

desaplicarlo para el caso concreto, debiendo plantear la consulta 

judicial de constitucionalidad al único órgano jurisdiccional 

encargado de ese control y, por ende, de la interpretación última y 

definitiva del Derecho de la Constitución. (2014, pág. 452)49 

Es conveniente hacer una precisión frente a esta postura: El hecho de optar 

por un modelo concentrado de constitucionalidad no necesariamente excluye la 

facultad de que los jueces ordinarios puedan realizar un control difuso de 

ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÃÏÎ ÅÆÅÃÔÏÓ Ȱinter-partesȱȢ  

Para citar un ejemplo del derecho comparado se puede mencionar el caso 

francés50. Es bueno recordar que los modelos concentrado y difuso solamente son 

 
48 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, voto de mayoría de la sentencia N°1995-1185 
de las catorce horas y treinta y tres minutos del día dos de marzo de mil novecientos noventa y cinco; 
N°2015-15737 de las diez horas veinte minutos del nueve de octubre de dos mil quince; N°2013-
16141 de las quince horas cuarenta y cinco minutos del cuatro de diciembre del dos mil trece; y 
N°2013-4491 de las dieciséis horas de tres de abril de dos mil trece.  

49 En el mismo sentido: Jinesta Lobo, 2015. 

50 En ese ÐÁþÓȟ ÅÌ ÃÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÅÓ ÅÊÅÒÃÉÄÏ ÐÏÒ ÕÎ ĕÒÇÁÎÏ ÃÏÎÃÅÎÔÒÁÄÏ ɉȰConseil 
constitutionnelȱ Ï ȰConsejo Constitucionalȱ) y los jueces ordinarios tienen la facultad de desaplicar las 
normas que consideran violatorias a los tratados internacionales de derechos humanos: ȰLos jueces 
internos, a partir de ahora, desempeñan un rol mayor de contralores de la ley, verificando su 
conformidad con los tratados o al derecho de la UE, cada vez que estos textos son invocados por las 
partes. En efecto, para asegurar el respeto del artículo 55 de la Constitución, según el cual los tratados 
tienen un valor supra-legislativo, todos los jueces salvo el Consejo Constitucional aseguran este controlȱ 
(Cohendet, 2013, traducción libre por cuenta del autor, pág. 563). Vid.: Ardant, 2006, pág. 124; 
Hamon y Troper, 2017, pág. 721; y Zoller, 2013, págs. 198-199. 
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extremos teóricos entre los cuales se diseña el control de constitucionalidad y 

convencionalidad de cada país. 

Se podría tratar de zanjar la discusión con el criterio de autoridad que la 

jurisprudencia de la Sala Constitucional es vinculante (artículo 13 de LJC) y que los 

ÊÕÅÃÅÓ ÏÒÄÉÎÁÒÉÏÓ ÎÏ ÐÕÅÄÅÎ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÒ ÎÉ ÁÐÌÉÃÁÒ ÌÁ ÌÅÙ ȰɍȣɎ de manera contraria a 

los precedentes o la jurisprudencia de la Sala Constitucionalȱ ɉpárrafo tercero del 

inciso 1 del artículo 8 LOPJ)51. Esta es la postura mayoritaria de la doctrina y que 

cuenta con respaldo de la jurisprudencia constitucional. 

Pero tampoco significa que sea la única interpretación posible del marco 

jurídico:  

En la resolución N°1185-1995 de las catorce horas y treinta y tres minutos 

del día dos de marzo de mil novecientos noventa y cinco, los magistrados Luis 

Paulino Mora Mora y Rodolfo Piza Escalante salvaron el voto estimando que  

... todos los administradores de justicia tienen el poder-deber, no sólo 

de interpretar todo el ordenamiento a la luz de las normas, principios 

y valores que constituyen globalmente el Derecho de la Constitución, 

sino también de aplicar estos últimos de manera directa y normal, 

como sistema de normas, principios y valores jurídicos supremos, 

vinculantes por sí mismos para todas las autoridades y personas, 

públicas o privadas, incluso desaplicando, no anulando, para el caso 

concreto, no erga omnes, las leyes o cualesquiera otras normas o actos 

que consideren incompatibles con ellos. 

Así se resume el razonamiento que realizaron los exmagistrados Mora Mora 

y Piza Escalante: 

El inciso 1 del artículo 8 de la LOPJ -a pesar de ser bastante anterior a las 

sentencias de la Corte IDH que desarrollan el control difuso de convencionalidad52- 

 
51 #ÁÂÅ ÐÒÅÇÕÎÔÁÒÓÅ ÌÏÓ ÁÌÃÁÎÃÅÓ ÄÅ ÌÁÓ ÅØÐÒÅÓÉÏÎÅÓ Ȱjurisprudenciaȱ Ù ȰprecedentesȱȢ %Î ÌÁ ÎÏÒÍÁ 
parecen utilizarse como sinónimos mientras que la doctrina marca ciertas diferencias. El Código 
Procesal Contencioso Administrativo establece algunas reglas en los artículos 185 y siguientes. Para 
la materia penal el CPP contiene otra definición diferente en su numeral 468. La resolución N°2004-
5019 de las catorce horas con cincuenta y siete minutos del doce de mayo del dos mil cuatro de la 
3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅÆÉÎÉĕ Ȱprecedenteȱ ÃÏÍÏ Ȱtres sentencias que evidencien una línea 
jurisprudencialȱȢ !Ì ÒÅÓÐÅÃÔÏ ÐÁÒÅÃÅ ÒÅÉÎÁÒ ÕÎÁ ÃÏÎÆÕÓÉĕÎ ÃÏÎÃÅÐÔÕÁÌȢ Vid.: Rojas Chacón y Gómez 
Delgado, 2011, págs. 278-289; y Castillo Víquez, 2011, págs. 30-46. 

52 El contenido del texto en cuestión fue introducido por Ley de Reorganización Judicial N°7728 del 

15 de diciembre de 1997. 
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pareciera estar orientado en asegurar que las leyes internas estén en armonía con 

ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÈÕÍÁÎÏÓȢ ,ÁÓ ÁÕÔÏÒÉÄÁÄÅÓ ÊÕÄÉÃÉÁÌÅÓ ÔÉÅÎÅÎ ÐÒÏÈÉÂÉÄÏȡ ȰAplicar leyes ni 

otras normas o actos de cualquier naturaleza, contrarios a la Constitución Política o 

al derecho internacional o comunitario vigentes en el paísȱȢ ,Á ÎÏÒÍÁ ÅØÉÇÅ ÑÕÅ -en 

caso de duda- se formule la respectiva consulta de constitucionalidad. En caso de 

que los jueces ordinarios tengan la certeza de que la ley es violatoria de derechos 

humanos podrían desaplicarla directamente. 

Por más respeto que se tenga a estos exmagistrados -quienes fueron ilustres 

juristas- se trata de un voto de minoría que no tiene suficiente fuerza jurídica para 

revertir lo que parece ser una posición jurisprudencial consolidada de la Sala 

Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

Sin embargo, esta posición jurisprudencial minoritaria es sostenida por un 

sector de la doctrina:  

De acuerdo con estas definiciones conceptuales el control de 

convencionalidad se concibe en el orden interno por la Corte 

)ÎÔÅÒÁÍÅÒÉÃÁÎÁȟ ÃÏÍÏ ÕÎÁ ÔÁÒÅÁ ÁÓÉÇÎÁÄÁ ÂÜÓÉÃÁÍÅÎÔÅ ÁÌ Ȱ0ÏÄÅÒ 

*ÕÄÉÃÉÁÌȱ ÅÎ ÇÅÎÅÒÁÌȟ ÅÓ ÄÅÃÉÒȟ Á ÌÏÓ ȰÊÕÅÃÅÓ Ù ÔÒÉÂÕÎÁÌÅÓ ÉÎÔÅÒÎÏÓȱ ÓÉÎ 

distinción alguna, e independientemente de las regulaciones que 

puedan existir en materia de control de constitucionalidad en cada 

país. (Brewer-Carías y Santofimio Gamboa, 2015, pág. 68) 

Sobre la misma línea que Allan Brewer-Carías y Jaime Santofimio Gamboa se 

pueden ubicar a Rosaura Chinchilla Calderón (2016) y a Jeffry Mora Sánchez (2015). 

La razón por la que la doctrina se encuentra dividida es que en Costa Rica no 

existen normas de derecho positivo destinadas a regular el control difuso de 

convencionalidad. Por esta razón, los órganos jurisdiccionales interpretan 

analógicamente las reglas del control de constitucionalidad en conjunto con la 

jurisprudencia de la Corte IDH. 

¿Qué se hace en materia de derechos humanos frente a una laguna jurídica? 

Se debe acudir a las reglas de interpretación hermenéuticas dentro de las que 

destaca el principio pro homine. Este principio se encuentra anclado en el inciso b) 

del numeral 29 CADH. 

El principio pro homine aconseja interpretar la regla concerniente a 

un derecho humano de modo más favorable para la persona, es decir 

para el destinatario de la protección. Es un criterio hermenéutico que 
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informa todo el derecho de los derechos humanos, en virtud del cual 

se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más 

extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, 

inversamente, a la norma o la interpretación más restringida, cuando 

se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los 

derechos o su suspensión extraordinaria. (Miranda Bonilla, 2015, pág. 

208)53 

Aquí se trata de determinar cuál interpretación del inciso 1 del artículo 8 de 

ÌÁ ,/0* ÅÓ ȰÍÜÓ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÐÁÒÁ ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁȱȢ O bien, se reconoce la facultad a los 

juzgadores de desaplicar las normas que -con seguridad- violentan los derechos 

humanos, o, en todos los casos están obligados a remitir la consulta a la Sala 

Constitucional. 

Teniendo en cuenta que los juzgadores ordinarios solamente podrían 

ÄÅÓÁÐÌÉÃÁÒ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÃÏÎ ÅÆÅÃÔÏÓ Ȱinter partesȱ Ù Ȱex nuncȱȟ ÍÉÅÎÔÒÁÓ ÑÕe la anulación 

emitida por la Sala Constitucional tiene efectos declarativos y retroactivos; 

pareciera que la interpretación más favorable consiste en obligar a los juzgadores a 

remitir la respectiva consulta de constitucionalidad para que el órgano contralor de 

constitucionalidad anule la norma para que tampoco pueda ser aplicada a las demás 

personas. 

Para el caso de la reiteración delictiva como causal de prisión preventiva se 

puede realizar una interpretación diferente: 

Cada día que una persona está privada de su libertad a raíz de este causal es 

una violación a sus derechos humanos. Partiendo de esta premisa, la interpretación 

más favorable es que el juzgador que conoce su causa sea el que decida sobre la 

convencionalidad de la medida y no tenga que esperar -encerrado en la prisión- que 

la Sala Constitucional responda la respectiva consulta. 

No se ha podido resolver el rompecabezas jurídico del control difuso de 

convencionalidad. Ambas posturas tienen sus virtudes y defectos: ¿Tiene 

competencia la Sala Constitucional para excluir a los demás juzgadores del ejercicio 

 
53 Vid.: Hernández Valle, 2010, págs. 32-34; Hernández Valle, 2009, págs. 108-109; Hernández Valle, 
2008, págs. 336-337; Llobet Rodríguez, 2008, págs. 106-109; Llobet Rodríguez, 2018, págs. 45-50; y 
Pinto, 1997. Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, votos N°1993-3173 de las catorce 
horas con cincuenta y siete minutos del seis de julio de mil novecientos noventa y tres; N°1993-5759 
de las catorce horas y quince minutos del día diez de noviembre de mil novecientos noventa y tres; 
N°1993-6829 de las ocho horas y treinta y tres minutos del veinticuatro de diciembre de mil 
novecientos noventa y tres; y 2007-2473 de las nueve horas y veintitrés minutos del veintitrés de 
febrero del dos mil siete. 
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de este control por la vía jurisprudencia? ¿Pueden los juzgadores realizar una 

interpretación extensiva del inciso 1 del artículo 8 de la LOPJ de tal forma que les 

permita desaplicar con efectoÓ ȰÉÎÔÅÒ ÐÁÒÔÅÓȱ Ù Ȱex nuncȱ ÌÁ ÌÅÙȩ  

Estas preguntas - por el momento- quedarán sin una respuesta definitiva ya 

que, desde nuestra óptica, los únicos que pueden zanjar esta discusión son los 

legisladores. 

 

Conclusiones. 

No queda duda de que la causal de reiteración delictiva es violatoria de 

derechos humanos y consecuentemente debe ser excluida del ordenamiento 

jurídico. Con esta frase se responde la primera pregunta planteada en esta 

investigación. 

Existe una postura según la cual, la reiteración delictiva es aplicable si se la 

conjuga con una causal de naturaleza procesal, ya sea el peligro de fuga o la 

reiteración delictiva. Esta postura sería la alternativa correspondiente a la posición 

ÑÕÅ *ÅÆÆÒÙ -ÏÒÁ 3ÜÎÃÈÅÚ ÄÅÎÏÍÉÎÁ Ȱintermedia o moderada del control difuso de 

convencionalidadȱ ɉςπρυȟ ÐÜÇÓȢ ρχυ-185). 

0ÁÒÁ ÌÁ ÒÅÉÔÅÒÁÃÉĕÎ ÄÅÌÉÃÔÉÖÁȟ ÅÓÔÁ Ȱinterpretación conformeȱ54 es 

improcedente por las siguientes razones: 

¶ En el supuesto de que existan causales de carácter procesal (peligro de fuga 

o de obstaculización) que por sí solas puedan fundamentar la imposición de 

la prisión preventiva, no sería necesario invocar la reiteración delictiva. 

¶ Teniendo en cuenta que la causal de reiteración es violatoria de derechos 

humanos, en caso de que el peligro de fuga o de obstaculización no sea lo 

suficientemente fuerte para imponer la prisión preventiva, no se podría 

Ȱreforzarȱ ÐÏÒ ÍÅÄÉÏ ÄÅ ÕÎÁ ÃÁÕÓÁÌ ÖÉÏÌÁÔÏÒÉÁ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÈÕÍÁÎÏÓȢ 

Responder a la segunda pregunta es más difícil. Las normas que fueron 

pensadas para permitir un control de constitucionalidad son anteriores al desarrollo 

 
54 Vid.: Miranda Bonilla, 2015, págs. 175-185.  
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del control de convencionalidad55 y no permiten tener un marco jurídico que se 

pueda dilucidar con claridad. 

Frente a esta laguna jurídica, la Sala Constitucional ha interpretado la 

jurisprudencia de la Corte IDH de tal forma que sea el único órgano jurisdiccional 

con la potestad de desaplicar una ley atendiendo al control difuso de 

convencionalidad. De conformidad con el artículo 13 LJC su jurisprudencia es 

vinculante.  

Por otro lado, el párrafo primero del numeral 5 del CPP garantiza la 

ÉÎÄÅÐÅÎÄÅÎÃÉÁ ÄÅÌ ÊÕÅÚ ÐÅÎÁÌ ÐÒÏÃÌÁÍÁÎÄÏ ÑÕÅ ȰɍȣɎ sólo están sometidos a la 

Constitución, el Derecho Internacional y Comunitario vigentes en Costa Rica y a la leyȱȢ 

Nuestra postura es la siguiente: en buena teoría, ni la Sala Constitucional ni 

ÔÁÍÐÏÃÏ ÌÁ #ÏÒÔÅ )$( ÅÓÔÜÎ ÁÕÔÏÒÉÚÁÄÏÓ ÐÁÒÁ ÄÅÆÉÎÉÒ Ȱlas respectivas competencias y 

ÌÁÓ ÒÅÇÕÌÁÃÉÏÎÅÓ ÐÒÏÃÅÓÁÌÅÓ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÉÅÎÔÅÓȱ56 en que debe llevarse a cabo el control 

difuso de convencionalidad ya que -atendiendo al principio de separación de 

poderes- es una potestad del legislador. 

Aunque -sobre el papel- la anulación del texto por parte de la Sala 

Constitucional parece garantizar de forma eficaz que esta causal no se pueda aplicar 

a otras personas, la desaplicación del texto por parte del juez ordinario asegura que 

-para el caso en concreto y sin más trámite- la violación a los derechos humanos deje 

de producir efectos. 

La práctica judicial es bastante diferente a la teoría: Hasta el momento, la Sala 

Constitucional no ha considerado que la reiteración delictiva contravenga el 7.5 

CADH.  

Por el contrario, en vez de adaptar nuestra legislación interna a las exigencias 

del derecho convencional, se han multiplicado las causales de naturaleza punitiva 

por medio del artículo 239 bis CPP. La Sala Constitucional las ha avalado sin 

cuestionarse su naturaleza punitiva57. 

 
55 La LJC fue publicada el 19 de octubre de 1989 mientras que las reformas a la LOGPJ son del 15 de 
diciembre de 1997.  

56 Corte IDH, Sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas del caso Río Negro 
Vs. Guatemala del 4 de setiembre 2012. Vid.: Pie de página N°48. 

57 Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, voto N°2011-3852 de las dieciséis horas y 
veintiocho minutos del veintitrés de marzo del dos mil once. 
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%ÓÔÅ ÔÒÁÂÁÊÏ ÅÓ ÕÎ ÅÓÆÕÅÒÚÏ ÁÃÁÄïÍÉÃÏ ÐÁÒÁ Ȱponer un granito de arenaȱ ÃÏÎ 

el fin de que el órgano contralor de constitucionalidad revierta este criterio y anule 

del ordenamiento jurídico la reiteración delictiva. 
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Abordaje crítico de una discusión inacabada.  
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Alejandro Segura Sánchez**  

 

Resumen:  

El tema del control de constitucionalidad de la materia electoral en general 

es, sin duda, controversial e interesante; particularmente desde las 

perspectivas electorales y constitucionales. No es, sin embargo, un tema 

novedoso; por el contrario, ha sido abordado en reiteradas ocasiones por 

diversos autores y autoras especialistas en el tema. Para delimitar el trabajo, 

en un primer momento se revisitará la justificación del carácter normativo 

de la jurisprudencia. Posteriormente, se evidenciarán las atribuciones 

competenciales que la Constitución Política otorga al TSE y a la Sala 

Constitucional, en relación con el objeto de este trabajo. En el mismo sentido, 

se mostrará como en el seno del TSE reposan las cuatro funciones esenciales 

del Estado, con particular énfasis a las funciones jurisdiccional y electoral. 

Finalmente, se abordarán críticamente las posturas a favor y en contra de la 
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procedencia jurídica del control de constitucionalidad sobre la 

jurisprudencia electoral, lo cual culminará con un aporte particular a título 

de conclusión.  

 

Palabras clave:  

Control de Constitucionalidad. Tribunal Supremo de Elecciones. Función 

Electoral. Función Jurisdiccional. Deslinde de competencias. Jurisprudencia 

electoral. Atribución competencial.  

 

Abstract:   

The issue of the constitutionality review of electoral matters is undoubtedly 

controversial and interesting; particularly from the electoral and 

constitutional perspectives. It is not, however, a new topic; on the contrary, 

it has been repeatedly approached by various authors who are specialists on 

the subject. With regards to this paper, the first section will address the 

normative nature of the jurisprudence. Subsequently, it will evidence the 

powers that the Political Constitution grants to the Supreme Electoral Court 

and to the Constitutional Chamber, in relation to the object of this work. Later 

on, it will show how the four essential functions of the State lie within the 

TSE, with particular emphasis on the jurisdictional and electoral functions. 

Finally, the positions in favor and against the constitutionality review on 

electoral jurisprudence will be critically addressed, which will culminate 

with a particular contribution as a conclusion. 

 

Keywords:   

Control of Constitutionality. Supreme Electoral Court. Electoral function. 

Jurisdictional function. Demarcation of powers. Electoral jurisprudence. 

Competency attributions. 
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SUMARIO: Introducción. Desarrollo. 1. El control de 

constitucionalidad de la jurisprudencia en general. 2. 

Consideraciones constitucionales de competencia de la Sala 

Constitucional y del Tribunal Supremo de Elecciones. 3. Las 

potestades jurisdiccional y electoral del Tribunal Supremo de 

Elecciones. 4. La cuestión sobre la competencia de la Sala 

Constitucional sobre la jurisprudencia electoral del Tribunal 

Supremo de Elecciones. 1.1.- Argumentos en contra del control de 

constitucionalidad de la jurisprudencia electoral del TSE. 1.2.- 

Argumentos a favor del control de constitucionalidad de la 

jurisprudencia electoral del TSE.  Valoración crítica. Conclusiones. 

Bibliografía.  

 

Introducción.  

El objeto de este trabajo es abordar, desde distintas perspectivas, el control 

de constitucionalidad que ejerce la Sala Constitucional respecto de la jurisprudencia 

electoral del Tribunal Supremo de Elecciones (TSE, en adelante). Sin lugar a duda, el 

tema es en verdad polémico y desata acaloradas discusiones entre publicistas; en 

particular entre aquel grupo que considera jurídicamente viable dicho control por 

parte de la Sala Constitucional y quienes afirman su imposibilidad -o, en ocasiones- 

su inconveniencia.  

Indistintamente de la postura que se adopte, lo cierto del caso es que cuando 

la Sala Constitucional anula jurisprudencia electoral del TSE, se genera -

dependiendo de la postura adoptada- ya sea una distorsión en el sistema o bien una 

manifestación de la estrecha relación de interdependencia entre los Poderes y 

órganos constitucionales.  

Así las cosas, el tema a estudiar tiene muchas aristas y posibles abordajes, 

para lo cual es necesario considerar: el control de constitucionalidad en sí y sus 

alcances, las competencias asignadas a la Sala Constitucional, el hecho de que este 

órgano se encuentre dentro del Poder Judicial; por otro lado, es necesario tener 

presente la atribución constitucionalmente conferida al TSE a propósito de la 

función electoral y en particular la exclusividad en la interpretación de dicha 

materia. Cabe acotar, en atención a lo anterior, que el trabajo se limitará a analizar 

el control de constitucionalidad sobre jurisprudencia del TSE, primordialmente el 

emanado a propósito de las acciones de inconstitucionalidad.  
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Este panorama general permite vislumbrar dos cuestiones relevantes: en 

primer término, la discusión orbita primordialmente en el ámbito constitucional. Es 

decir, la pregunta detrás del tema debe resolverse ateniendo al texto constitucional 

y sus diversas interpretaciones y aplicaciones. En segundo lugar, cabe advertir que 

el tema no es novedoso: diferentes autores y autoras se han referido a él de manera 

magistral (sosteniendo en tales trabajos una u otra postura).  

A partir de lo anterior, este trabajo pretende retomar una discusión ya 

abordada, pero en modo alguno agotada. De hecho, cabe recordar que en el seno de 

la Sala Constitucional no existe una postura unánime a propósito del tema, como se 

evidenciará más adelante. Lo anterior justifica el enfoque que se utilizará en el 

presente trabajo, en el sentido de realizar una valoración crítica de lo discutido hasta 

el momento. Por ello, las fuentes primordiales a utilizar serán las clásicas en 

Derecho, a saber: normas, jurisprudencia y doctrina que resultan aplicables al objeto 

de este desarrollo.  

 

Desarrollo.  

 

1. El control de constitucionalidad de la jurisprudencia en general.  

Sobre el control de constitucionalidad en Costa Rica existe abundante 

producción bibliográfica y jurisprudencial, lo cual sería ocioso reiterar en este 

trabajo. Basta retomar algunas ideas esenciales a efectos de ir delimitando el 

propósito de estas líneas. La reforma constitucional introducida en 1989 fijó, en el 

artículo 10, que le correspondería a una Sala especializada de la Corte Suprema de 

Justica1 ejercer dicho control de constitucionalidad. Dicha norma indica, en lo que 

interesa:  

ARTÍCULO 10- Corresponderá a una Sala especializada de la Corte 

Suprema de Justicia declarar, por mayoría absoluta de sus miembros, 

la inconstitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los 

actos sujetos al Derecho Público. No serán impugnables en esta vía los 

actos jurisdiccionales del Poder Judicial, la declaratoria de elección 

 
1 No está de más recordar que existen distintas iniciativas académicas y legislativas encaminadas a 

extraer de la estructura orgánica del Poder Judicial a la Sala Constitucional.  
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que haga el Tribunal Supremo de Elecciones y los demás que 

determine la ley.2 

Complementariamente, y como es sabido, el control de constitucionalidad 

que existe en Costa Rica es de tipo concentrado, en el sentido de que le corresponde 

únicamente a dicha Sala especializada ejercerlo,3 en contraposición al control difuso 

de convencionalidad, que ha de ser aplicado por todos los órganos jurisdiccionales 

y administrativos internos de cada Estado.4  

Véase que la posición estructural del órgano de control se inserta dentro del 

Poder Judicial, uno de los Poderes expresamente reconocidos en el texto 

constitucional (art. 9).5 La Ley de la Jurisdicción Constitucional (LJC, en adelante) 

regula que dicho control se ejerce a través de las consultas legislativas de 

constitucionalidad (control a priori) 6 y a través de acciones de inconstitucionalidad 

y de consultas judiciales de constitucionalidad (control a posteriori).7 

El denominado juicio de constitucionalidad8 consiste, en términos simples, 

en contrastar una norma jurídica infraconstitucional con el bloque de 

constitucionalidad, a fin de determinar su armonía y sujeción o bien su 

contradicción. En este último caso, procede su supresión del ordenamiento jurídico, 

esto es, su anulación definitiva, generalmente con carácter meramente declarativo 

y retroactivo a la fecha de emisión de la norma. En términos generales, se estima que 

la norma nunca debió de haber existido y de allí su anulación con efectos ex tunc.  

En el caso específico de las acciones de inconstitucionalidad, procede no solo 

contra lo dicho en el artículo 10 constitucional ya citado, sino también contra lo 

 
2 Reiterada en buena medida en los artículos 2 b) y 4 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional.  

3 *ÕÌÉÏ *ÕÒÁÄÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȡ ÕÎ ÔÒÉÂÕÎÁÌ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ ÅÌ ÓÅÎÏ ÄÅÌ ÐÏÄÅÒ 

ÊÕÄÉÃÉÁÌȱȟ Revista de la Sala Constitucional, no.1 (2019):186. 

4 Al respecto, véase lo indicado en las resoluciones 4491-2013, 12801-2013, 18643-2014 de la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, entre otras. En estas resoluciones se hace referencia 
a sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ratifican el carácter difuso del 
control de convencionalidad.  

5 Ibid. 

6 Rubén Hernández Valle, Derecho Procesal Constitucional (San José: Editorial Juricentro, 2009), 593. 

En sentido similar véase Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José: Guayacán, 

2014), 281. 

7 Ibid. En sentido similar véase Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José: 

Guayacán, 2014), 339. 

8 Art. 3 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 
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indicado en el artículo 73 de la LJC. Este último artículo incluye leyes, disposiciones 

generales, actos subjetivos de autoridades públicas, reformas constitucionales, 

entre otros. Por otro lado, el artículo 74 establece un ámbito de improcedencia de la 

acción de inconstitucionalidad, que indica: 

No cabrá la acción de inconstitucionalidad contra los actos 

jurisdiccionales del Poder Judicial, ni contra los actos o disposiciones 

del Tribunal Supremo de Elecciones relativos al ejercicio de la función 

electoral. 

En virtud de lo anterior, caben algunas reflexiones a propósito de la 

ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ Ù ÓÕ ÃÁÒÜÃÔÅÒ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏȟ ÅÎ ÃÏÎÔÒÁÐÏÓÉÃÉĕÎ ÁÌ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÄÅ Ȱactos 

jurisdiccionalesȱȢ  5ÎÁ ÌÅÃÔÕÒÁ ÒÜÐÉÄÁ ÄÅÌ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÄÅ Ȱnorma jurídicaȱ Ù ÄÅ 

Ȱjurisprudenciaȱ ÐÏÄÒþÁ ÄÅÓÅÍÂÏÃÁÒ ÅÎ ÕÎÁ ÄÉÆÅÒÅÎÃÉÁÃÉĕÎ ÃÌÁÒÁ ÄÅ ÁÍÂos.9  

Si la jurisprudencia alude a la reiteración de criterios de un determinado 

órgano que aplica las normas a casos similares,10 luego es lógico concluir que se trata 

de conceptos distintos. Así, la pregunta que resulta de lo anterior es: ¿cuál es el 

contenido normativo de la jurisprudencia? ¿Por qué se normativiza?11 ¿Por qué es 

susceptible de control de constitucionalidad? De abordarse la cuestión desde la 

perspectiva del control de dicho control,12 se problematiza aún más el asunto a la 

luz del artículo 10 de la Constitución Política, pero también del 74 de la LJC.   

 
9 No está de más recordar que la Revolución Francesa planteó una tajante separación entre la labor 

legislativa y la judicial, con particular recelo hacia esta última. Ese recelo desembocó en la concepción 

mecanicista o autómata de lo judicial; esto es, como un mero aplicador de normas a hechos. Esta 

concepción se encuentra, en buena medida superada o al menos cuestionada. Al respecto, ver la 

ÍÁÇÎþÆÉÃÁ ÅØÐÏÓÉÃÉĕÎ ÄÅ !ÎÇÅÌÁ !ÐÁÒÉÓÉ -ÉÒÁÌÌÅÓȟ Ȱ.ÏÔÁÓ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÃÏÍÏ ÆÕÅÎÔÅ ÄÅÌ 

$ÅÒÅÃÈÏȱȟ Anuario de Filosofía del Derecho, No. 9 (1992).  

10 Mejor definición ofrece la doctrina: Ȱ0ÏÒ ÊÕÒÉÓÐÒudencia debe entenderse un pronunciamiento 

reiterado en más de una ocasión, momento a partir del cual se cuenta con una línea interpretativa con 

efecto normativoȢȱ %ÒÎÅÓÔÏ *ÉÎÅÓÔÁ ,ÏÂÏ, Derecho Procesal Constitucional (San José: Guayacán, 2014), 

369. 

11 Naturalmente, se trata de un tema que atañe no solo a la teoría general del derecho, sino también 

a filosofía del derecho; tema que tiene muchas aristas y posibles perspectivas; las cuales, por el objeto 

delimitado de este trabajo, sería imposible abarcar.  

12 Como se indicó líneas atrás, el trabajo se enfocará en el control de constitucionalidad derivado de 

acciones de inconstitucionalidad y no así de aquel derivado de las consultas judiciales de 

constitucionalidad. Sobre la procedencia de este mecanismo para el Tribunal Supremo de Elecciones, 

ver la discusión plasmada en Luis Diego Brenes Villalobos, El Rol Político del Juez Electoral (San José: 

Instituto de Formación y Estudios en Democracia IFED, 2012).  
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Una lectura primeriza de esas normas desembocaría en la conclusión de que 

el control de constitucionalidad sobre jurisprudencia es improcedente. ¿No es acaso 

la jurisprudencia el resultado del despliegue de actos jurisdiccionales?13 Para 

contestar debidamente a la interrogante, es necesario traer a colación -brevemente- 

aspectos generales de la jurisprudencia. Al respecto, indica la doctrina:  

En aquellos países que siguen el modelo jurídico continental o 

romanista, que es el caso de los iberoamericanos, la regla es 

considerar a la jurisprudencia como una fuente de Derecho de 

carácter secundario o subsidiario. Ello significa, a diferencia de lo que 

acontece en los países que se adscriben al sistema anglosajón o del 

common law, partir de la primacía del derecho escrito y entender que 

la función de la jurisprudencia se circunscribe a contribuir a la 

interpretación e integración de la norma legislada. 14 

Ahora bien, del carácter de fuente no escrita del ordenamiento jurídico que 

reviste la jurisprudencia no puede colegir que carezca de fuerza normativa. Al 

respecto, es necesario traer a colación dos normas importantes, a saber, el artículo 

915 del Código Civil (CC, en adelante) y el artículo 716 de la Ley General de la 

Administración Pública, (en adelante LGAP).  

 
13 ,Á ÃÕÅÓÔÉĕÎ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÄÅÎÏÍÉÎÁÄÁ Ȱjurisprudencia administrativaȱ ÐÒÏÂÌÅÍÁÔÉÚÁ ÁĭÎ ÍÜÓ ÅÌ 

enunciado. Ciertos autores le niegan el carácter jurisprudencial (por ejemplo, la jurisprudencia 

administrativa de la Procuraduría General de la República, o bien de la Contraloría General de la 

República).  

14 Luis Antonio Sobrado González, ȰLa jurisprudencia electoral como factor de profundización 

democrática en América Latinaȱ, Revista de Derecho Electoral, no.7 (2009): 2. 

15 Artículo 9 - La jurisprudencia contribuirá a informar el ordenamiento jurídico con la doctrina que, 
de modo reiterado, establezcan las salas de casación de la Corte Suprema de Justicia y la Corte Plena 
al aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho. 

16 Artículo 7- 1. Las normas no escritas ɀ como la costumbre, la jurisprudencia y los principios 
generales de derecho ɀ servirán para interpretar y delimitar el campo de aplicación del 
ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan. 2. Cuando 
se trate de suplir la ausencia, y no la insuficiencia, de las disposiciones que regulan la materia, dichas 
ÆÕÅÎÔÅÓ ÔÅÎÄÒÜÎ ÒÁÎÇÏ ÄÅ ÌÅÙ ɉȣɊȢ 
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Así las cosas, véase que es la propia LGAP17 la que otorga el carácter 

normativo a la jurisprudencia,18 que incluso podría llegar a tener rango legal o 

constitucional, según se desprende del artículo antes citado. Con base en lo anterior 

es que la jurisprudencia constitucional ha entendido que el control de 

constitucionalidad sobre la jurisprudencia es procedente, porque le reconoce el 

carácter normativo.19  

Lo anterior implica que la reiteración sostenida de una postura con ocasión 

de la función jurisdiccional deviene en norma jurídica20, lo cual significa, a su vez, 

que despliega efectos jurídicos incluso sobre aquellos sujetos que no formaban parte 

del proceso que resultó en dichos pronunciamientos. También denota, en alguna 

medida, el abandono por la concepción autómata posrevolucionaria del juez21 y una 

apuesta por el rol creador de la jurisprudencia: 

 
17 De esta norma hizo eco el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al indicar, en lo que 

interesa: Los principios generales del derecho y la jurisprudencia servirán para interpretar, integrar 

y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que 

interpreten, integren o delimiten. Cuando se trate de suplir la ausencia y no la insuficiencia de las 

disposiciones que regulen una materia, dichas fuentes tendrán rango de ley. 

18 En ocasiones la doctrina y la jurisprudencia constitucionales han colegido el carácter normativo 

de la jurisprudencia del artículo 9 del CC; empero, pareciera que en la actualidad la norma que 

expresamente denota tal carácter es la LGAP. Así, por ejemplo: Ȱ#ÏÎ ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÏ ÅÎ ÅÌ ÃÁÒÜÃÔÅÒ 

normativo de la jurisprudencia, según lo dispone el artículo 9 del Código Civil, la Sala Constitucional 

desarrolló jurisprudencialmente la competencia consiste en la posibilidad de ejercer control de 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÊÕÄÉÃÉÁÌȢȱ  *ÕÌÉÏ *ÕÒÁÄÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȡ ÕÎ 

ÔÒÉÂÕÎÁÌ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ ÅÌ ÓÅÎÏ ÄÅÌ ÐÏÄÅÒ ÊÕÄÉÃÉÁÌȱ, Revista de la Sala Constitucional, no.1 

(2019):192. 

19 En este sentido, puede verse la resolución número 3470-2013 de la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia, en la que se aseveró: Ȱ0ÏÒ ÓÕ ÃÁÒÜÃÔÅÒ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏ ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÃÏÍÏ ÎÏÒÍÁ ÎÏ 
escrita del ordenamiento jurídico, que sirve para interpretar, integrar y delimitar el campo de 
aplicación del ordenamiento, con el valor de la norma que interpretan, integran o delimitan y con rango 
de ley cuando sirven para suplir la ausencia y no la insuficiencia del ordenamiento escrito (artículo 7 
LGAP, 5 LOPJ); la ley de la Jurisdicción Constitucional faculta la impugnación de esa doctrina a través 
ÄÅ ÌÁ ÁÃÃÉĕÎ ÄÅ ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȢȱ  La afirmación respecto del carácter normativo de la 
jurisprudencia se reitera en las resoluciones 3477-2016 y 2380-2016, también de la Sala 
Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.  

20 Ȱ!ÕÎÑÕÅȟ ÐÏÒ ÌÁ ÎÁÔÕÒÁÌÅÚÁ ÍÉÓÍÁ ÄÅ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÃÏÍÏ ÆÕÅÎÔÅ ÄÅ $ÅÒÅÃÈÏȟ ÎÏ ÅÓ ÄÅ ÅØÔÒÁđÁÒ 
que esa posibilidad quede reservada para el órgano jurisdiccional que las resuelva en última instancia, 
y que se exija la reiteración de fallos concordantes como condición para reconocer la emergencia de 
ÎÏÒÍÁÓ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁÌÅÓȢȱ Luis Antonio Sobrado González, ȰLa jurisprudencia electoral como factor 
ÄÅ ÐÒÏÆÕÎÄÉÚÁÃÉĕÎ ÄÅÍÏÃÒÜÔÉÃÁ ÅÎ !ÍïÒÉÃÁ ,ÁÔÉÎÁȱ, Revista de Derecho Electoral, no.7 (2009):10.  

21 $ÅÎÏÍÉÎÁÄÁ ÐÏÒ #ÈÁÉÍ 0ÅÒÅÌÍÁÎ ÃÏÍÏ ÌÁ ȰEscuela de la Exégesisȱȟ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÃÕÁÌ ÉÎÄÉÃÁȡ Ȱ%ÓÔÁÓ ÓÅ 

fundaban, como escribía todavía LaurentÅ ÅÎ υόϋόȟ ÅÎ ÌÁ ÉÄÅÁ ÄÅ ÑÕÅ ȰÌÏÓ ÃĕÄÉÇÏÓ ÎÏ ÄÅÊÁÎ ÎÁÄÁ ÁÌ 

ÁÒÂÉÔÒÉÏ ÄÅÌ ÉÎÔïÒÐÒÅÔÅȱ Ù ÑÕÅ ÓÏÌÏ ÅÎ ÃÁÓÏÓ ÃÏÍÐÌÅÔÁÍÅÎÔÅ ÅØÃÅÐÃÉÏÎÁÌÅÓ ÌÁ ÌÅÙ ÅÓ ÖÅÒÄÁÄÅÒÁÍÅÎÔÅ 

insuficiente. Esta concepción es fiel a la doctrina de la separación de los poderes, identifica el derecho 

con la ley y se encarga a los tribunales la misión de establecer los hechos de los que las consecuencias 
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 Aún así, la realidad jurídica evidencia el rol verdaderamente creador 

de $ÅÒÅÃÈÏ ÑÕÅ ÊÕÅÇÁ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁȡ ȰÌÏ ÑÕÅ ÏÃÕÒÒÅ ÅÓ ÑÕÅ ÌÁ 

doctrina jurisprudencial se adhiere a las normas como una segunda 

piel, limitando o ampliando su sentido; en todo caso, concretándolo y 

modificándolo, de tal forma que las normas no dicen lo que dice su 

texto, sino lo que los tribunales dicen que dicenȱ.22 

Precisamente por lo anterior es que resulta no solo procedente sino también 

conveniente el control de constitucionalidad sobre la jurisprudencia en sentido 

normativo. Cabría preguntarse, empero, si el resultado de dicho control no implica 

una revisión de dichas sentencias en perjuicio eventual de las partes victoriosas en 

tales procesos. Al respecto, indica la doctrina:  

De conformidad con esta competencia, la Sala puede declarar como 

contraria a la constitución una determinada jurisprudencia, pero sin 

que ello tenga incidencia con lo resuelto en las sentencias que dan 

lugar a la misma, pues estas gozan de la garantía de la cosa juzgada, 

además de que existe un impedimento constitucional y legal para que 

la Sala juzgue la constitucionalidad de lo resuelto por los jueces en 

ejercicio de la función jurisdiccional (artículo 10 constitucional y 74 

de la Ley de la Jurisdicción Constitucional).23 

En la actualidad, para que la Sala Constitucional conozca de acciones de 

inconstitucionalidad en contra de jurisprudencia requiere de la presentación de al 

menos tres sentencias de órganos jurisdiccionales contra los cuales no quepa 

ulterior recurso.24 Contra esta cuantificación de la jurisprudencia susceptible de 

control de constitucionalidad se ha manifestado la doctrina constitucionalista, 

aduciendo que la jurisprudencia no es una cuestión cuantitativa, sino cualitativa, 

 
ÄÅÒÉÖÁÒÜÎȟ ÔÅÎÉÅÎÄÏ Á ÌÁ ÖÉÓÔÁ ÅÌ ÓÉÓÔÅÍÁ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÅÎ ÖÉÇÏÒȢȱ Chaïm Perelman, La Lógica Jurídica y la 

Nueva Retórica (Madrid: Civitas, 1988), 38. 

22 Luis Antonio Sobrado González, ȰLa jurisprudencia electoral como factor de profundización 

ÄÅÍÏÃÒÜÔÉÃÁ ÅÎ !ÍïÒÉÃÁ ,ÁÔÉÎÁȱ, Revista de Derecho Electoral, no.7 (2009):3. 

23 *ÕÌÉÏ *ÕÒÁÄÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȡ ÕÎ ÔÒÉÂÕÎÁÌ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ ÅÌ ÓÅÎÏ ÄÅÌ ÐÏÄÅÒ 
ÊÕÄÉÃÉÁÌȱȟ Revista de la Sala Constitucional, no.1 (2019):192. 

24 Ver, entre otras, las siguientes resoluciones de la Sala Constitucional: 1583-2012, 3470-2013 y 

12045-2013. 
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considerando así que debería bastar dos o más sentencias (no tres) para que 

proceda en estos términos la acción de inconstitucionalidad.25 

Negarle el carácter normativo a la reiteración de pronunciamientos 

jurisdiccionales es consistente con una concepción autómata del juez; postura, por 

cierto, abiertamente criticable y criticada. Por lo anterior, si en efecto se afirma tal 

carácter normativo, tales pronunciamientos irradian a sujetos no partícipes de los 

procesos en los que desembocaron y por lo tanto surten eficacia en una potencial 

generalidad. Lo anterior justifica, desde la perspectiva de la supremacía 

constitucional26, su control de constitucionalidad, a cargo del único órgano 

competente para ejercerla según el texto constitucional.  

 

2. Consideraciones constitucionales de competencia de la Sala 

Constitucional y del Tribunal Supremo d e Elecciones. 

Las anteriores consideraciones permiten allanar el camino hacia la 

comprensión del control de constitucionalidad sobre la jurisprudencia electoral; 

empero, antes de abordar críticamente los argumentos, es necesario retomar el 

estatuto constitucional que ocupan la Sala Constitucional y en particular el Tribunal 

Supremo de Elecciones, a fin de comprender las relaciones competenciales entre 

ambos.27 

En primer término, como en alguna medida ya se enunció, el 9 de la Norma 

Fundamental recoge el principio de distribución de funciones en tres Poderes 

 
25 Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José: Guayacán, 2014), 369. En un 

sentido similar véase: Ȱ,Á ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉĕÎ ÔÉÅÎÅ ÄÅ ÓÕÙÏ ÔÁÌ ÃÁÒÜÃÔÅÒȟ ÐÏÒ ÌÏ ÑÕÅ ÎÏ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅ ÎÉ ÅÓ 

necesario que sea reiterada para que se tenga por regla de derecho: tiene efectos generales y abstractos 

por su propia naturaleza.ȱ !ÎÁÍÁÒÉ 'ÁÒÒÏ 6ÁÒÇÁÓȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÏÍÏ ÃÏÎÔÒÁÌÏÒ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ 

ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ Revista de la Sala Constitucional, no.1 (2019): 170. 

26 Art. 3 de la LJC.  

27 Así evidencia la doctrina el debate: Ȱ!ÈÏÒÁ ÂÉÅÎȟ ÁÕÎÑÕÅ ÄÉÃÈÏ ÃÏÎÆÌÉÃÔÏ ÓÅ ÐÒÅÓÕÍþÁ ÓÕÐÅÒÁÄÏ 

durante la segunda década del estudio con la vigencia de una auténtica jurisdicción constitucional 

electoral en sede del TSE, recientes resoluciones desde la Sala Constitucional, principalmente en el año 

2010 (sentencias n.os 11352-10 y 13313-10), han revivido el debate sobre la delimitación de 

ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÄÅ ÕÎÏ Ù ÏÔÒÏ ĕÒÇÁÎÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȢȱ Luis Diego Brenes Villalobos, El Rol Político del 

Juez Electoral (San José: Instituto de Formación y Estudios en Democracia IFED, 2012), 268. En 

sentido similar: Ȱ$ÅÃþÁ ÅÎ ÕÎ ÔÒÁÂÁÊÏ ÁÎÔÅÒÉÏÒ ÑÕÅ ÅÌ ÄÅÓÌÉÎÄÅ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉĕÎ 

electoral y la constitucional no resulta conceptualmente fácil y es motivo frecuente de conflictos y de 

ÄÅÂÁÔÅÓ ÁÃÁÄïÍÉÃÏÓ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅÓȢȱ ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ,Á ÁÕÔÏÎÏÍþÁ ÄÅ ÌÁ ÆÕÎÃÉĕÎ 

electoral desafiada por la jurisdicción constitucional: concreción en Costa Rica de una problemática 

ÌÁÔÉÎÏÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅÌ ÓÉÇÌÏ 88)ȱȟ Revista de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 119. 
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distintos e independientes entre sí: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial, así como 

un TSE, con el rango e independencia de los Poderes del Estado, que tiene a su cargo 

en forma exclusiva e independiente la organización, dirección y vigilancia de los 

actos relativos al sufragio, así como las demás funciones que le atribuyen esta 

Constitución y las leyes. 

,Á ÓÕÐÅÒÁÃÉĕÎ ÄÅÌ ÍÏÄÅÌÏ ÃÌÜÓÉÃÏ ÄÅ ÃÏÒÔÅ ÆÒÁÎÃïÓ Á ÐÒÏÐĕÓÉÔÏ ÄÅ ÌÁ Ȱdivisión 

de poderesȱ28 permite comprender que en un Estado democrático y de Derecho los 

Poderes y sus órganos se encuentran todos estrechamente interrelacionados, sin 

desmérito de la asignación de competencias esenciales de manera particular.29 Lo 

anterior es necesario de evidenciar toda vez que, para comprender debidamente un 

conflicto o diálogo competencial, es impostergable primero detenerse sobre la 

asignación constitucional de funciones a dichos órganos; en lo particular, a la Sala 

Constitucional y al Tribunal Supremo de Elecciones.  

En tratándose de la Sala Constitucional, y como se mencionó anteriormente, 

se trata de un órgano jurisdiccional que pertenece a la Corte Suprema de Justicia 

dentro del Poder Judicial. El ya citado artículo 10, en complemento con el 48, 

atribuyen a esta Sala el control de constitucionalidad de las normas 

infraconstitucionales, así como el conocimiento de los recursos de amparo, habeas 

corpus y conflictos constitucionales de competencia. El artículo 7 de la LJC establece 

expresamente que la Sala Constitucional es competente para resolver sobre su 

propia competencia. Sobre este particular se expresa la doctrina, en los siguientes 

términos: 

Es claro, entonces, que cualquier órgano que ejerza funciones 

jurisdiccionales debe aplicar la Constitución y que, en ese tanto, debe 

y puede interpretarla. Lo que sucede es que, por la función de la Sala 

Constitucional como contralor de la constitucionalidad de las normas, 

con la competencia exclusiva para declarar su inconstitucionalidad, su 

interpretación sobre el texto constitucional, sus valores y principios, 

se impone sobre la interpretación que haga cualquier otro órgano en 

el ejercicio de la función jurisdiccional. Por eso se dice que la Sala 

 
28 Ver, por ejemplo, las resoluciones 1618-1991 y 07965 ɀ 2006 de la Sala Constitucional. 

29 -ÁÒÖÉÎ #ÁÒÖÁÊÁÌ 0ïÒÅÚȟ Ȱ,Á ÃÏÎÆÉÇÕÒÁÃÉĕÎ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÏÓ ÐÏÄÅÒÅÓ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏȱȟ Constitución y 

Justicia Constitucional (San JosÅǲ: Escuela Judicial, 2009). 
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Constitucional si bien no es el intérprete exclusivo de la Constitución 

sí es su intérprete supremo. 30   

La pertenencia de este órgano dentro de la estructura del Poder Judicial hace 

necesario revisitar las normas a propósito de las asignaciones competenciales a este 

poder.31 Al respecto, indica el artículo 153 de la Norma Fundamental:  

Artículo 153- Corresponde al Poder Judicial, además de las funciones 

que esta Constitución le señala, conocer de las causas civiles, penales, 

comerciales, de trabajo y contencioso - administrativas, así como de 

las otras que establezca la ley, cualquiera que sea su naturaleza y la 

calidad de las personas que intervengan; resolver definitivamente 

sobre ellas y ejecutar las resoluciones que pronuncie, con la ayuda de 

la fuerza pública si fuere necesario. 

De dicha norma, en conjunto con el artículo 10, se desprende que el 

constituyente atribuyó al Poder Judicial y a sus órganos la denominada función 

ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌȟ ÐÕÅÓ ÈÁ ÄÅ ÒÅÓÏÌÖÅÒ ÌÏÓ ÃÏÎÆÌÉÃÔÏÓ ÄÅ ÍÁÎÅÒÁ Ȱdefinitivaȱ Ù ÅÊÅÃÕÔÁÒ 

sus decisiones, incluso de manera coactiva. De dicho artículo constitucional se 

ÄÅÓÐÒÅÎÄÅÎ ÌÁÓ ÄÅÎÏÍÉÎÁÄÁÓ Ȱjurisdiccionesȱ ɉÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁ ÐÏÒ ÒÁÚĕÎ ÄÅ ÌÁ ÍÁÔÅÒÉÁɊ 

que ostenta la Sala Constitucional, la jurisdicción contencioso-administrativa, la 

laboral, entre otras. 

Por lo anterior es válido concluir que el constituyente derivado y el legislador 

-en el caso de la LJC- han otorgado competencia jurisdiccional suficiente al Poder 

Judicial en general y que, en tratándose particularmente de la Sala Constitucional, le 

corresponde ejercer el control de constitucionalidad de ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓ Ȱde cualquier 

naturalezaȱȢ 6ïÁÓÅ ÅÎÔÏÎÃÅÓ ÑÕÅ ÅØÉÓÔÅ ÕÎÁ ÄÏÂÌÅ ÁÓÉÇÎÁÃÉĕÎ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÌȡ ÕÎÁ 

general, jurisdiccional, al Poder Judicial como un todo y una particular a la Sala 

Constitucional como órgano dentro de dicho Poder.  

Es lo que la 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÈÁ ÅÎÔÅÎÄÉÄÏ ÃÏÍÏ Ȱfunción materialmente 

jurisdiccionalȱȟ ÌÁ ÃÕÁÌ ÅÎ ÒÅÉÔÅÒÁÄÁÓ ÒÅÓÏÌÕÃÉÏÎÅÓ ÈÁ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÄÏ ÃÏÍÏ 

 
30 Julio Jurado Fernández, Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 

3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011): 12. 

31 Arts. 152 y 154 de la Constitución Política. 
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monopolizada32 en favor del Poder Judicial. Cabe ejemplificar lo anterior en la 

siguiente cita, con base en el artículo 153 constitucional: 

Este precepto constitucional también enuncia el núcleo duro de la 

función materialmente jurisdiccional, la cual le corresponde ejercer, 

privativa y exclusivamente, a ese Poder de la República a través de las 

diversas Salas de la Corte Suprema de Justicia, los tribunales y 

juzgados que establezca la ley (artículo 152 ibidem). De este modo, el 

principio de reserva de jurisdicción significa que los tribunales han 

sido instituidos, exclusivamente, para ejercer esa función material, a 

través del dictado de sentencias con fuerza de verdad legal para 

dirimir una controversia o litigio entre las partes ɀextremo que no 

excluye la terminación anormal o anticipada de los procesos a través 

de otro tipo de resoluciones- y de su debida ejecución.33 

Ahora bien, lo siguiente es abordar la dotación competencial contenida en la 

Constitución Política al TSE. En primer término, según se desprende del supra citado 

ÁÒÔþÃÕÌÏ ω ÅÌ 43% ÔÉÅÎÅ ÅÌ Ȱrango e independencia de los Poderes del EstadoȱȢ $Å ÌÏ 

anterior se desprende que se trata de un órgano constitucional con un tratamiento 

muy particular, elevado por el constituyente a Poder de la República.34 En cuanto a 

las competencias específicas, es pertinente reproducir el artículo 99 de la Carta 

Magna: 

La organización, dirección y vigilancia de los actos relativos al 

sufragio, corresponden en forma exclusiva al Tribunal Supremo de 

Elecciones, el cual goza de independencia en el desempeño de su 

cometido. Del Tribunal dependen los demás organismos electorales. 

Complementariamente, el artículo 102 ejusdem establece el catálogo de las 

competencias constitucionalmente otorgadas a este órgano electoral y el artículo 

 
32 Lo anterior riñe, naturalmente, con la potestad jurisdiccional que efectivamente ostenta el TSE, 

como se desarrollará posteriormente. 

33 Resolución 07965 ɀ 2006 de la Sala Constitucional. Cabe acotar que esta postura jurisprudencial 

se originó en buena medida en la resolución Nº 01148 ɀ 1990 de ese mismo órgano jurisdiccional, 

cuando se abordó la cuestión del Tribunal de Servicio Civil como tribunal administrativo no 

jurisdiccional. En ella se afirmó el monopolio jurisdiccional. 

34 El artículo 10 de la Norma Fundamental establece en su inciso a) que le corresponde a la Sala 

#ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ȰDirimir los conflictos de competencia entre los poderes del Estado, incluido el Tribunal 

Supremo de Elecciones, así como con las demás entidades u órganos que indique la leyȢȱ 
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103 establece el principio de irrecurribilidad de las resoluciones del TSE.35 Por la 

extensión del primero no resulta pertinente reproducirlo literalmente, sino 

únicamente ciertos incisos que devienen útiles a la presente exposición: 

Artículo 102- El Tribunal Supremo de Elecciones tiene las siguientes 

ÆÕÎÃÉÏÎÅÓȡ ɉȣɊ 

3) Interpretar en forma exclusiva y obligatoria las disposiciones 

constitucionales y legales referentes a la materia electoral; ɉȣɊ 

8) Hacer la declaratoria definitiva de la elección de Presidente y 

Vicepresidentes de la República, dentro de los treinta días siguientes 

a la fecha de la votación, y en el plazo que la ley determine, la de los 

otros funcionarios citados en el inciso anterior.   

10) Las otras funciones que le encomiende esta Constitución o las 

leyes. 

Artículo 103- Las resoluciones del Tribunal Supremo de Elecciones no 

tienen recurso, salvo la acción por prevaricato. 

Véase que el propio constituyente es el que optó por sustraer de las 

resoluciones del TSE la recurribilidad. Además, le asignó la interpretación exclusiva 

y obligatoria de las disposiciones constitucionales y legales en tratándose de la 

materia electoral. Estas normas son las que suscitan, en buena medida, los conflictos 

competenciales a los que se hará alusión más adelante. Sobre este órgano se ha 

pronunciado la doctrina, al indicar: 

Sus características más significativas vienen dadas por ser un 

organismo permanente, autónomo, especializado y despartidizado, 

que concentra las atribuciones de administrador de las elecciones y 

de juez electoral. En su condición de jerarca del Registro Civil, que en 

nuestro país tiene carácter centralizado desde 1881, también se 

responsabiliza de su gestión y de la emisión de la cédula de 

identidad.36 

 
35 Luis Antonio Sobrado González, Ȱ%Ì ÒïÇÉÍÅÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÅÎ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎ ÄÅ ρωτωȱ, Revista de 

Derecho Electoral, no.9 (2010): 13. 

36 ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ%Ì ÒïÇÉÍÅÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÅÎ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎ ÄÅ ρωτωȱȟ Revista de 

Derecho Electoral, no.9 (2010): 9. 
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De hecho, la Sala Constitucional reconoció, a propósito del conflicto 

constitucional entre la Contraloría General de la República y el TSE el estatuto 

particular y constitucional del último, al aseverar: 

De lo dicho queda claro que el Tribunal Supremo de Elecciones es un 

órgano constitucional especializado en la materia electoral, que por 

disposición constitucional goza de la misma independencia de los 

Poderes del Estado en el ejercicio de sus atribuciones; es decir, tiene 

plena autonomía para organizar, dirigir y vigilar los procesos 

electorales y todos los actos relativos al sufragio, con la independencia 

y rango propios de un Poder estatal, lo cual ha sido considerado con 

ÁÎÔÅÒÉÏÒÉÄÁÄ ÅÎ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ɉȣɊȢ37 

De lo anteriormente expuesto es natural vaticinar la estrecha relación 

competencial entre la Sala Constitucional y el TSE. Ambos son órganos 

constitucionales que desempeñan funciones indispensables y esenciales en un 

Estado democrático y de Derecho. La necesidad de un órgano independiente en 

materia electoral y, por otro, de un órgano que garantice la supremacía 

constitucional a través del control de constitucionalidad de cualesquiera normas son 

en la actualidad necesidades de un Estado que quiera participar del epíteto de 

democrático y de Derecho. 

Ahora bien, por su cercanía con la interpretación y aplicación de la norma 

constitucional, es natural que surjan discrepancias recíprocas38 entre los titulares 

de tales órganos respecto de la competencia de uno y de otro. Es necesario ir 

perfilando estas relaciones competenciales, a fin de concluir lo concreto del control 

de constitucionalidad de la jurisprudencia del TSE. De estas relaciones da cuenta la 

doctrina:  

El TSE fue creado en la Constitución Política de 1949 y luego, en virtud 

de una reforma de su art. 92, llevada a cabo en 1975, adquirió el rango 

e independencia de Poder del Estado. En 1989, por una reforma 

constitucional, se crea la Sala Constitucional y el legislador ordinario 

 
37 Resolución Nº 06326 ɀ 2000 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

38 Así se evidenció recientemente: Ȱ.Ï ÏÂÓÔÁÎÔÅȟ ÐÁÒÁÌÅÌÁÍÅÎÔÅ Á ÌÁ ÒÅÎÏÖÁÃÉĕÎ ÇÅÎÅÒÁÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ 
Sala Constitucional, este cuadro empieza a resquebrajarse en el año 2010. A partir de ese momento, se 
ha estado replanteando ese balance. Aunque sus resoluciones denotan posiciones oscilantes, por la 
fragilidad de las mayorías que las sustentan, sin duda predomina el activismo judicial de la tesis 
ȰÒÅÖÉÓÉÏÎÉÓÔÁȢȱȱ ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ,Á ÁÕÔÏÎÏÍþÁ ÄÅ ÌÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÄÅÓÁÆÉÁÄÁ ÐÏÒ 
la jurisdicción constitucional: concreción en Costa Rica de una problemática latinoamericana del 
ÓÉÇÌÏ 88)ȱȟ Revista de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 122-123.  
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promulga la Ley de la Jurisdicción Constitucional, No. 7135. Hasta ese 

momento y después, el art. 102 CPlt. señala lo mismo respecto de las 

atribuciones constitucionales del TSE, pero con el surgimiento de la 

Sala, el interrogante que se plantea es cuál es el alcance del control de 

constitucionalidad de la Sala respecto de las normas en materia 

electoral.39 

Para reafirmar la relación entre ambos órganos, es necesario retomar 

algunas de las normas ya transcritas. El artículo 10 de la Constitución Política 

excluye del conocimiento del control de constitucionalidad de la Sala Constitucional 

ÌÏÓ ȰÁÃÔÏÓ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌÅÓ ÄÅÌ 0ÏÄÅÒ *ÕÄÉÃÉÁÌȱ Ù ȰÌÁ ÄÅÃÌÁÒÁÔÏÒÉÁ ÄÅ ÅÌÅÃÃÉĕÎ ÑÕÅ ÈÁÇÁ 

el Tribunal Supremo de EleccionesȱȠ ÐÅÒÏ ÌÁ ÍÉÓÍÁ ÎÏÒÍÁ ÁÌÕÄÅ Á ÑÕÅ Óþ ÐÒÏÃÅÄÅ 

contra las normas de cualquier naturaleza. A su vez el numeral 102 inciso 2) le 

atribuye la exclusividad y la obligatoriedad a su interpretación de la materia 

electoral. Por otra parte, no es ocioso recordar que el artículo 74 establece que no 

ÃÁÂÅ ÌÁ ÁÃÃÉĕÎ ÄÅ ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ȰɉȣɊ contra los actos o disposiciones del 

Tribunal Supremo de elecciones relativos al ejercicio de la función electoralȢȱ  

De manera tal que del texto constitucional en sí no es posible extraer una 

conclusión definitiva a propósito de esta cercanía competencial. Es decir, si se 

partiera una de una interpretación literal no sería viable establecer una conclusión 

tajante sobre la relación de atribuciones constitucionales entre ambos órganos. De 

lo anterior da cuenta la doctrina: 

Por disposición constitucional, el Tribunal Supremo de Elecciones 

tiene, entre sus funciones, la de interpretar en forma exclusiva y 

obligatoria las normas de rango constitucional y legal sobre materia 

electoral. Además, entre los procesos que conoce la jurisdicción 

electoral, está el llamado recurso de amparo electoral, cuyo objeto es 

la tutela de los derechos fundamentales de naturaleza político-

electoral. Inevitablemente, esto trae consigo roces de competencias 

con el órgano que, también por disposición constitucional, tiene la 

 
39 !ÎÁÍÁÒÉ 'ÁÒÒÏ 6ÁÒÇÁÓȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÏÍÏ ÃÏÎÔÒÁÌÏÒ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ 

Revista de la Sala Constitucional, no.1, (2019): 136. En un sentido similar: ȰɉȣɊ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ 

de Elecciones, en su carácter actual, surge en nuestro ordenamiento con la Constitución Política de 1949 

y encuentra en 1975 su definición clara y contundente en la Constitución Política, como órgano con el 

rango e independencia de los demás Poderes de la República; mientras que la Sala Constitucional surge 

constitucionalmente en 1989 con la reforma radical operada en la jurisdicción constitucional 

costarricense en ese año, y que incluyó un rediseño a fondo de las funciones de control.ȱ Luis Paulino 

-ÏÒÁȟ Ȱ,þÍÉÔÅÓ ÅÎ ÌÁÓ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱȟ 

Revista Derecho Electoral, no. 12 (2011): 3. 
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potestad de ejercer el control de constitucionalidad de las normas y la 

de tutelar los derechos fundamentales: la Sala Constitucional.40 

Planteadas las cuestiones anteriores, es viable, ahora así, evidenciar las 

funciones estatales que se residencian en el Tribunal Supremo de Elecciones, lo 

anterior con el propósito de determinar los alcances del control de 

constitucionalidad de su jurisprudencia. Esto se debe a que, precisamente, el objeto 

de dicho control se origina en el ejercicio de tales funciones, según se explicará a 

continuación.  

 

3. Las potestades jurisdiccional y electoral del Tribunal Supremo de 

Elecciones.  

Es frecuente que cuando se inicia el estudio del Derecho Público se definan y 

caractericen las denominadas funciones esenciales del Estado. Los criterios de 

delimitación de tales funciones deben ser claros a efectos de que exista un verdadero 

Estado de Democrático y de Derecho, pues sin claridad sobre ellas no puede existir 

libertad sobre los gobernados, según las lecciones aprendidas hace ya algunos 

siglos.41  

En Costa Rica, específicamente, es viable determinar que existen al menos 

cuatro funciones esenciales: administrativa, legislativa, jurisdiccional y electoral; 

esta última, de conceptualización más reciente y alejada de los postulados clásicos 

de la división de poderes.  Ahora bien, no es ocioso recordar que en el diseño 

constitucional tales funciones fueron atribuidas a órganos específicos, en su núcleo 

central; sin embargo, de ese mismo diseño se colige la cercanía y colaboración entre 

los titulares de dichas funciones esenciales. Es decir, las funciones esenciales se 

ejercen protagónicamente de la mano de un determinado órgano, pero en ocasiones 

 
40 *ÕÌÉÏ *ÕÒÁÄÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚȟ Ȱ$ÅÌÉÍÉtación de competencias entre la Sala Constitucional y el Tribunal 

3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱȟ Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011): 2. 

41 ȰɉȣɊ ÌÁ ÌÌÁÍÁÄÁ ȰÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒÁ ÑÕÅ ÓÅÁ ÓÕ ÃÁÒÁÃÔÅÒÉÚÁÃÉĕÎȟ ÓÅ ÄÉÓÔÒÉÂÕÙĕ ÄÕÒÁÎÔÅ 
toda la época republicana anterior a 1949 entre los Poderes Legislativo y Ejecutivo, mientras que la 
función de control de constitucionalidad de las leyes se establece formalmente en nuestro país a finales 
del siglo XIX a cargo del Poder Judicial ɉȣɊȱ Luis Paulino Mora, Ȱ,þÍÉÔÅÓ ÅÎ ÌÁÓ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 
3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista Derecho Electoral, no. 12 (2011): 
2-3. 
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se desprende, del texto constitucional, la colaboración incluso obligatoria de otros 

órganos con distintas funciones.42 

El TSE es un órgano constitucional, cuyas competencias esenciales ya fueron 

esbozadas con anterioridad; no obstante, tiene la particularidad de que reúne, en 

buena medida atribuciones de todas las funciones esenciales anteriormente 

mencionadas. Así ha sido reconocido por la doctrina, que indica: 

El Tribunal Supremo de Elecciones es un órgano constitucional cuya 

función principal y fundamental es la organización, dirección y 

vigilancia de los actos relativos al sufragio, tal y como lo establece el 

artículo 99 constitucional. Podría decirse que la potestad pública que 

ejerce el Tribunal Supremo de Elecciones, de la cual se derivan sus 

competencias, es sui génerisis en comparación con las potestades 

administrativas, jurisdiccional y legislativa, y que consiste en el 

ejercicio de la función electoral.43 

Una de las notas distintivas de la función administrativa44 es su 

transversalidad, y el TSE no escapa de ella.45 Manifestaciones típicas de esta función 

se encuentran en la contratación administrativa de bienes y servicios, en la 

instrucción de procedimientos disciplinarios (internos), en el nombramiento o 

 
42 Véanse algunos ejemplos: la Constitución Política atribuye, esencialmente, la función legislativa a 

la Asamblea Legislativa, pero en el proceso de formación de leyes existe una participación de 

limitación por parte del Poder Ejecutivo (veto), por parte del Poder Judicial (agravamiento de la 

mayoría en proyectos de ley que afecten la estructura o el funcionamiento de dicho Poder) e incluso 

del TSE, conforme se evidenciará más adelante. El Poder Ejecutivo tiene a su mando la policía 

administrativa (Fuerza Pública); empero, en determinadas ocasiones electorales existe una 

titularidad compartida con el TSE. La Sala Constitucional (Poder Judicial), declara inconstitucionales 

normas legales emitidas por la Asamblea Legislativa.  Estos son solo algunos ejemplos de tantos otros 

que evidencian la estrecha interrelación en el ejercicio de las funciones esenciales. 

43 Julio Jurado Fernández, Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 

3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011): 12. 

44 Las dificultades de definición de la función administrativa siguen aquejando a quienes se dedican 

a esta materia, al punto que en ocasiones se acude a un criterio negativo o residual. Para una 

definición positiva y consistente, véase la resolución no. 0263-2007 de la Sala Primera de la Corte 

Suprema de Justicia.   

45 En este sentido, se ha indicado: ȰɉȣɊ 3ÏÎ ÒÅÖÉÓÁÂÌÅÓȟ ÅÎ ÃÁÍÂÉÏȟ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÄÅÌ 43% ÄÅ ÎÁÔÕÒÁÌÅÚÁ 
registral y los relativos al discernimiento de la nacionalidad, como también -agregaría yo- los que 
supongan el ejercicio de función administrativa pura o instrumental. Por último, en esa oportunidad 
(Sentencia No. 3194-92) la Sala precisó que preserva su potestad de controlar la constitucionalidad de 
las normas electorales, lo que comprende las disposiciones no escritas que deriven de los precedentes y 
ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȢȱ ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚ Ȱ,Á ÁÕÔÏÎÏÍþÁ ÄÅ ÌÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ 
desafiada por la jurisdicción constitucional: concreción en Costa Rica de una problemática 
ÌÁÔÉÎÏÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅÌ ÓÉÇÌÏ 88)ȱ, Revista de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 122. 
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despido de funcionarios, entre tantos otros. Tales conductas administrativas serán 

susceptibles de ser sometidas al control de legalidad, de conformidad con el artículo 

49 Constitucional y el Código Procesal Contencioso Administrativo.  

Por otra parte, la Norma Fundamental atribuye al TSE una cuota muy 

relevante de participación en la función legislativa, la cual ha sido denominada por 

ÌÁ ÄÏÃÔÒÉÎÁ ÃÏÍÏ ÁÔÒÉÂÕÃÉÏÎÅÓ ȰcuasilegislativasȱȢ46 Dichas funciones están previstas 

en el numeral 97 del texto constitucional y en esencia establecen una consulta 

preceptiva al TSE en proyectos de ley relativos a la materia electoral e impone una 

mayoría calificada para apartarse de dicho criterio. Tales funciones también se 

observan en una limitación temporal de la producción de normas legales relativas 

dicha materia, durante los seis meses anteriores y los cuatro posteriores a un 

proceso electoral. 

,Á ÅØÐÒÅÓÉĕÎ ÄÅ ÄÉÃÈÁ ÆÕÎÃÉĕÎ Ȱcuasilegislativaȱ ÈÁ ÓÕÓÃÉÔÁÄÏ ÁÌÇĭÎ ÄÅÂÁÔÅ Á 

propósito de la denominada interpretación auténtica de las normas 

electorales.47Algunos autores han afirmado que el TSE realiza una verdadera 

interpretación auténtica de las normas electorales48; sin embargo, lo cierto del caso 

es que la interpretación auténtica solo puede dimanar del órgano que dicta la norma 

sujeta a interpretación auténtica. En contra de dicha postura, también existen 

 
46 Julio Jurado Fernández, Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 

3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011): 15. 

47 Así lo expresa: Ȱ%Î ÐÒÉÍÅÒ ÌÕÇÁÒȟ ÑÕÅ ÅØÉÓÔÅÎ ÏÒÇÁÎÉÓÍÏÓ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌÅÓ ÁÕÔĕÎÏÍÏÓ ÑÕÅ ÎÏ ÓĕÌÏ 

interpretan la normativa electoral por intermedio de su jurisprudencia, en el sentido técnico y estricto 

apuntado. También lo hacen a través de declaraciones interpretativas formuladas al margen de 

ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÃÏÎÔÒÏÖÅÒÓÉÁ ÃÏÎÃÒÅÔÁ Ù ÃÕÙÏ ÖÁÌÏÒ ÅÓ ÓÉÍÉÌÁÒ Á ÌÁ ȰÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉĕÎ ÁÕÔïÎÔÉÃÁȱ ÄÅ ÏÒÉÇÅÎ 

parlamentario; es decir, producen una doctrina legal sin necesidad de reiteración de pronunciamientos 

y que resulta vinculante erga omnes desde su adopción. Así acontece en Costa Rica, porque al momento 

de reconocerle la Constitución a la Asamblea Legislativa la potestad de interpretar auténticamente la 

ÌÅÙȟ ÓÅ ÁÃÌÁÒÁȡ ȰÓÁÌÖÏ ÌÏ ÄÉÃÈÏ ÅÎ ÅÌ ÃÁÐþÔÕÌÏ ÒÅÆÅÒÅÎÔÅ ÁÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ ɉÁÒÔȢ υφυȢυɊȠ 

restricción parlamentaria que cobra sentido a la luz del artículo 102, inciso 3), constitucional, que 

ÅÎÃÏÍÉÅÎÄÁ Á ÅÓÅ 4ÒÉÂÕÎÁÌ Ȱ)ÎÔÅÒÐÒÅÔÁÒ ÅÎ ÆÏÒÍÁ ÅØÃÌÕÓÉÖÁ Ù ÏÂÌÉÇÁÔÏÒÉÁ ÌÁÓ ÄÉÓÐÏÓÉÃÉÏÎÅÓ 

constitucionales y lÅÇÁÌÅÓ ÒÅÆÅÒÅÎÔÅÓ Á ÌÁ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱ. Luis Antonio Sobrado González, ȰLa 

ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÃÏÍÏ ÆÁÃÔÏÒ ÄÅ ÐÒÏÆÕÎÄÉÚÁÃÉĕÎ ÄÅÍÏÃÒÜÔÉÃÁ ÅÎ !ÍïÒÉÃÁ ,ÁÔÉÎÁȱ, Revista de 

Derecho Electoral, no.7 (2009):11. 

48 Andrei Cambronero Torres e Iván Mora Barahona, El Control de Constitucionalidad de las Normas 
Electorales (San José: Instituto de Formación y Estudios en Democracia, 2015), 151. En un sentido 
similar, véase, Luis Diego Brenes Villalobos, Votar Importa (San José: Instituto de Formación y 
Estudios en Democracia, 2015), 26.   
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argumentos de peso, esbozados en diferentes momentos por parte de la doctrina,49 

con apoyo de precedentes jurisdiccionales. Así, por ejemplo:  

Ciertamente desde muy temprano la Sala consideró que las 

interpretaciones del TSE no son interpretaciones auténticas pues, 

según el artículo recién transcrito [se refiere al 121 constitucional], lo 

único que se puede decir es que las interpretaciones auténticas en 

materia electoral le están vedadas al legislador (cfr. SC 1992-3194, 

cdo. B.7); pero, posteriormente, declaró que el valor y los efectos de 

aquellas son equivalentes a los de estas (cfr. SC 1997-1750, cdo. 

B.III).50 

Dicha objeción es compartida en lo medular. Si bien el TSE tiene la 

interpretación exclusiva de la materia electoral, lo cierto del caso es que el intérprete 

de las normas legales de carácter electoral sigue siendo la Asamblea Legislativa. La 

interpretación (que podría denominarse regular) es, sin lugar a duda, propia del 

TSE, según la asignación competencial de la Constitución Política; por otro lado, la 

Asamblea Legislativa tiene una prohibición constitucional de interpretar 

auténticamente las normas legales electorales. La conclusión, por tanto, es que no 

existen las interpretaciones auténticas en dicha materia.  

Delimitadas, al menos sucintamente, las funciones administrativa y 

legislativa, es ahora procedente ofrecer elementos para fijar las funciones 

 
49 En sentido contrario a lo anterior, se arguye: Ȱ,Ï ÄÉÓÐÕÅÓÔÏ ÅÎ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ υτφȢχ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÎÏ 

puede ser calificado como interpretación auténtica de las leyes, porque la interpretación auténtica es la 

que hace el propio órgano que dicta la norma. Lo que sucede es que este numeral, al tiempo que otorga 

al Tribunal la competencia para interpretar las normas legales y constitucionales de materia electoral 

al margen de la resolución de un contencioso o de su aplicación a un caso concreto, establece que dicha 

competencia es exclusiva del Tribunal y que lo que éste diga es de acatamiento obligatorio, es decir, que 

tiene efectos erga omnes. Esto hace que la interpretación de Tribunal Supremo de Elecciones de las 

normas legales ɀy constitucionales- tenga, en la práctica, los mismos efectos que una interpretación 

ÁÕÔïÎÔÉÃÁȢȱ Julio Jurado Fernández, Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 

4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011): 16. 

50 !ÎÁÍÁÒÉ 'ÁÒÒÏ 6ÁÒÇÁÓȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÏÍÏ ÃÏÎÔÒÁÌÏÒ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ 

Revista de la Sala Constitucional, no.1, (2019): 171. Anteriormente en el mismo artículo se había 

ÉÎÄÉÃÁÄÏȡ ȰDespués la sentencia seđala que la Constitución y la ley indican cuáles son los actos de 

exclusiva competencia del TSE y subraya que éstos son siempre en materia electoral y no en otras de 

orden constitucional ni tampoco de derecho común. También aduce que la interpretación de las normas 

constitucionales y legales que realiza el TSE no es una interpretación autentica, pues lo único que se 

puede decir es que, según el art. 121.1 CPlt., la interpretación autentica en materia electoral le estÜ 

vedada al legislador (cfr. SC 1992- 3194, cdo. B.7)ȱȢ !ÎÁÍÁÒÉ 'ÁÒÒÏ 6ÁÒÇÁÓȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ 

como ÃÏÎÔÒÁÌÏÒ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ Revista de la Sala Constitucional, no.1, (2019): 144. 

(La sentencia se refiere a la resolución 3194-1992 de la Sala Constitucional). 
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jurisdiccionales y electorales; tarea, por cierto, en ocasiones retadora.  Antes de ello, 

cabe recordar que el TSE es un órgano complejo, compuesto, a su vez, por distintos 

órganos con diversas competencias. De allí que sea importante distinguir entre la 

administración electoral51 en sentido estricto, que realiza la función electoral y, por 

otro lado, el pleno de los magistrados y magistradas del TSE, que realiza, esencial 

pero no exclusivamente, la función jurisdiccional (jueces y juezas electorales, en 

adelante).52 

En cuanto a la función electoral, la doctrina se aproxima a su caracterización 

de la siguiente manera:  

Junto a las funciones ejecutiva, legislativa y judicial del gobierno, la 

Constitución de 1949 prevé una cuarta. Nos referimos a la función 

ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȟ ÑÕÅ ÓÕÓ ÁÒÔþÃÕÌÏÓ ωω Ù ρπσ ÄÅÆÉÎÅÎ ÃÏÍÏ ÌÁ Ȱorganización, 

dirección y vigilancia de los actos relativos al sufragioȱȟ ÃÏÎ 

ÅØÃÌÕÓÉÖÉÄÁÄ Å ÉÎÄÅÐÅÎÄÅÎÃÉÁȟ ÍÅÄÉÁÎÔÅ ÁÃÔÏÓ Ù ÒÅÓÏÌÕÃÉÏÎÅÓ ÑÕÅ Ȱno 

tienen recursoȱȢ 3Õ ÄÅÓÁÒÒÏÌÌÏ ÈÁÃÅ ÐÏÓÉÂÌÅ ÌÁ ÄÅÓÉÇÎÁÃÉĕÎ ÐÏÐÕÌÁÒ ÄÅ 

los gobernantes, a nivel nacional y municipal, y, por ende, la 

alternabilidad democrática.  

La autonomía de esa función electoral se reconoce en el artículo 95, 

encargándosele al TSE su ejercicio.53 

Así las cosas, la función materialmente electoral está asociada a lo indicado, 

en esencia, en el artículo 99 constitucional, relativa al ejercicio del sufragio y a la 

organización y vigilancia de los actos relativos al sufragio. Un catálogo más amplio 

de expresiones de la función electoral se encuentra a continuación:  

Las competencias asociadas a la función electoral, entendiendo por 

dicha función lo relativo a la organización y administración de los 

procesos de elección de los órganos de representación política, son la 

 
51 En esta acepción de administración electoral se alude a los distintos órganos que integran el TSE 
distintos al pleno de magistrados y magistradas. Es de particular relevancia, en esta materia, la 
Dirección General de Registro Electoral y Financiamiento de Partidos Políticos.  

52 3Å ÄÉÃÅ ÑÕÅ Ȱesencial pero no exclusivamenteȱȟ ÐÁÒÁ Ámbos órganos, por cuanto en ocasiones el 
pleno de magistrados y magistradas realiza función electoral: por ejemplo, con la emisión de la 
declaratoria oficial del resultado de las elecciones. Dicho acto es ajeno a la función jurisdiccional. Lo 
anterior permite descartar, ad portas, un criterio subjetivo para la delimitación de ambas funciones.  

53 ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ%Ì ÒïÇÉÍÅÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÅÎ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎ ÄÅ ρωτωȱȟ Revista de 
Derecho Electoral, no.9 (2010): 9-10. 
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convocatoria a elecciones; el nombramiento de los miembros de las 

juntas electorales; el dictado de las medidas necesarias para que los 

procesos electorales se desarrollen en condiciones de libertad, lo cual 

incluye asumir en conjunto con el Poder Ejecutivo, el mando de la 

fuerza pública; el escrutinio definitivo de los procesos electorales; y la 

respectiva declaratoria de elección, según lo dispone el artículo 102 

constitucional en sus incisos 1, 2, 6, 7 y 8. Hay que agregar lo 

relacionado con el financiamiento de los partidos políticos (artículo 

96 constitucional).54 

Por la naturaleza particular de dicha función, cabe indicar que no es 

susceptible de generar jurisprudencia. Es decir, del ejercicio de la función electoral 

no podría resultar una norma jurisprudencial susceptible de control de 

constitucionalidad. Aquí radica, evidentemente, la pertinencia de la delimitación de 

funciones, en particular de estas últimas dos. En algún momento la doctrina55 negó 

el carácter de función esencial a la electoral, postura que del todo no se comparte, 

no solo por el reconocimiento doctrinal y jurisprudencial que tiene, sino por la 

relevancia política de diferenciarla de otras funciones, además de la imposibilidad 

metodológica (si se quiere) de subsumir tales atribuciones dentro de la función 

administrativa. Negarle dicho carácter haría imposible comprender buena parte de 

las competencias del TSE.  

Finalmente, el TSE, a través de la integración de sus magistrados y 

magistradas,56 conforma la jurisdicción electoral.57 Si bien no realizan únicamente 

dicha función, sí es quizás la más relevante y de hecho tales magistraturas son en 

 
54 Julio Jurado Fernández, Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 
3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011):14. 
 
55 Así se indicó: Ȱ%Ì ĭÎÉÃÏ ÇÁÚÁÐÏ ÊÕÒþÄÉÃÏ ÑÕÅ ÃÏÎÔÉÅÎÅ ÅÌ ÐÒÅÃÉÔÁÄÏ ÁÒÔþÃÕÌÏ ϋψ ÄÅ ÌÁ LJC es que habla 
ÄÅ ȰÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ ÔïÒÍÉÎÏ ÔÏÔÁÌÍÅÎÔÅ ÉÍÐÒÏÐÉÏȟ ÐÕÅÓ ÅÓÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÎÏ ÅØÉÓÔÅ ÊÕÒþÄÉÃÁÍÅÎÔÅ ÃÏÍÏ ÔÁÌȢ 
Lo que en realidad quiso expresar el legislador fue que lo exento del contralor de constitucionalidad era 
ÌÁ ȰÁÃÔÉÖÉÄÁÄ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ ÌÁ cual la realiza justamente el TSE por medio de varias funciones: 
ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁȟ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌȟ ÌÅÇÉÓÌÁÔÉÖÁ Ù ÈÁÓÔÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅÎÔÅȢȱ Rubén Hernández Valle, Derecho 
Procesal Constitucional (San José: Editorial Juricentro, 2009), 499. En sentido contrario, otro sector 
doctrinal no solo la reconoce, sino que además determina su relación con las demás funciones que 
dicho órgano ejerce. Ver, al respecto Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José: 
Guayacán, 2014), 381.  

56 Arts. 100 y 101 de la Constitución Política.  
 
57 Considerando que el TSE ejerce, en efecto, función jurisdiccional, cabe acotar la importancia de su 

rol en los procesos electorales. Por tanto, la cercanía de su función con la política en el más amplio 

sentido del término deviene en fundamental. Sea como sea, los jueces electorales desempeñan un rol 

fundamental en la democracia costarricense, en relación con la interpretación y la aplicación de las 

normas electorales. 
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verdad ocupadas por jueces y juezas electorales. Dicha afirmación riñe con una 

postura jurisprudencial de la Sala Constitucional que por muchos años afirmó el 

monopolio de la jurisdicción en favor del Poder Judicial.58 La doctrina ha abordado 

el asunto bajo la denominación de la reserva de jurisdicción: 

Esta función materialmente jurisdiccional, le está reservada, 

exclusivamente, por la Constitución a los Juzgados y Tribunales que 

integran el Poder Judicial (artículo 152 constitucional), y se conoce 

como la ȰÒÅÓÅÒÖÁ ÄÅ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉĕÎȱ ÄÅÓÁÒÒÏÌÌÁÄÁ ÐÏÒ ÌÁ 3ÁÌÁ 

Constitucional en el VSC No. 6866-2005.59 

Por otra parte, existe un relativo consenso en la doctrina a favor del 

reconocimiento del ejercicio de las potestades jurisdiccionales por parte del TSE. 

Ahora bien, cabe aclarar que la función jurisdiccional que ejerce este órgano con el 

rango e independencia de los demás Poderes está naturalmente vinculado a la 

materia y función electorales. Pero, a diferencia de la función netamente electoral, 

el ejercicio de la función jurisdiccional puede culminar en decisiones que revisten el 

carácter de cosa juzgada material y es allí donde radica el innegable carácter 

jurisdiccional que realiza.  

En concordancia con lo anterior, cabe explicitar algunas posturas 

doctrinales: 

Concomitantemente el Tribunal conforma una jurisdicción electoral 

especializada, concentrada y, además, unisustancial, mediante la cual 

se imparte centralizadamente justicia en materia electoral. En ese 

marco, el organismo electoral conoce y resuelve los distintos 

mecanismos de impugnación que en Costa Rica engloba el contencioso 

electoral. La nueva legislación electoral, en su artículo 219 y 

siguientes, los prevé y distingue del siguiente modo: la demanda de 

nulidad relativa a los resultados electorales; el recurso de apelación 

electoral, que permite revisar la legalidad de los actos electorales de 

la administración electoral inferior u otro órgano administrativo; la 

anulación o cancelación de credenciales de funcionarios de elección 

popular; y, además, los relacionados con el funcionamiento de los 

partidos políticos. Estos últimos comprenden el recurso de amparo 

 
58 Un ejemplo de esa postura se evidenció a propósito del análisis de los denominados tribunales 
administrativos, como se indicó en líneas atrás y donde consta dicha referencia.  
 
59 Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José: Guayacán, 2014), 380. Pese a 
dicha afirmación, el autor, unas páginas después, afirma la verdadera función jurisdiccional en el TSE. 
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electoral, la acción de nulidad de acuerdos partidarios y la 

impugnación de acuerdos de asambleas de partidos políticos en 

proceso de constitución e inscripción.60 

Así las cosas, véase que existe un amplio catálogo de potestades 

jurisdiccionales originadas en la norma legal y que a su vez hacen eco de la 

asignación competencial que se realiza a nivel constitucional. La acepción de 

Ȱcontencioso electoralȱ ÑÕÅ ÕÔÉÌÉÚÁ ÅÌ ÌÅÇÉÓÌÁÄÏÒ ÁÃÅÒÃÁ ÁĭÎ ÍÜÓ ÅÌ ÒÅÃÏÎÏÃÉÍÉÅÎÔÏ 

jurisdiccional de la labor del TSE, con las consecuencias que ello implica.  

%Î ÅÆÅÃÔÏȟ ÅÌ 4þÔÕÌÏ 6 ÄÅÌ #ĕÄÉÇÏ %ÌÅÃÔÏÒÁÌ ÓÅ ÄÅÎÏÍÉÎÁ Ȱjurisdicción electoralȱ 

y hace alusión a las determinadas instancias procesales que conoce el pleno 

magistral del TSE. Véanse otras posturas en sentido análogo, a propósito del 

carácter eventual de cosa juzgada material que revisten las resoluciones del TSE: 

Importa entonces destacar que las resoluciones del Tribunal Supremo 

de Elecciones, además de dictar cosa juzgada material y poseer 

vinculación erga omnes, no tienen recurso alguno salvo la acción por 

prevaricato. Estas características, unidas la obligatoria interpretación 

(Exclusiva y excluyente) de las disposiciones constitucionales y 

legales referentes a la materia electoral, muestran el alcancen 

efectividad y relevancia de las resolÕÃÉÏÎÅÓ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌÅÓȠ ɉȣɊȢ61 

Como se mencionó líneas atrás, producto de la función jurisdiccional es que 

surge la denominada jurisprudencia electoral62; no obstante, como se afirmó en la 

 
60 Luis Antonio Sobrado González, Ȱ%Ì ÒïÇÉÍÅÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÅÎ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎ ÄÅ ρωτωȱ, Revista de 

Derecho Electoral, no.9 (2010): 12-13. En el mismo sentido: Ȱ&ÉÎÁÌÍÅÎÔÅȟ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ 

Elecciones también tiene competencias jurisdiccionales. El artículo 102.4 constitucional le atribuye el 

conocimiento en alzada de las resoluciones del Registro Civil y de las juntas electorales que tenga 

apelación. Y el inciso 5 de ese mismo artículo, le otorga la competencia para resolver las denuncias 

formuladas por los partidos políticos sobre parcialidad política de los funcionarios públicos, o sobre 

actividad política de aquellos funcionarios que ÔÉÅÎÅÎ ÐÒÏÈÉÂÉÃÉĕÎ ÐÁÒÁ ÅÌÌÏȢȱ Julio Jurado Fernández, 

Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, 

Revista de Derecho Electoral, no. 11 (2011): ρφȢ 6ÅÒȟ ÔÁÍÂÉïÎȡ ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ,Á 

autonomía de la función electoral desafiada por la jurisdicción constitucional: concreción en Costa 

2ÉÃÁ ÄÅ ÕÎÁ ÐÒÏÂÌÅÍÜÔÉÃÁ ÌÁÔÉÎÏÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅÌ ÓÉÇÌÏ 88)ȱ, Revista de la Sala Constitucional, no. 1 

(2019): 121. 

61 ,ÕÉÓ $ÉÅÇÏ "ÒÅÎÅÓ 6ÉÌÌÁÌÏÂÏÓȟ Ȱ#ÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ Revista 
Parlamentaria vol. 11, no. 2 (2003): 326.  

62 $Å ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÓÅ ÄÉÃÅȟ ÅÎ ÄÏÃÔÒÉÎÁȟ ÌÏ ÓÉÇÕÉÅÎÔÅȡ ȰConsecuentemente, lo que resuelva 
el TSE, reiteradamente, tendrá, según el propio texto constitucional, el carácter de norma no escrita 
vinculante y obligatoria para todo operador jurídico en lo que a su aplicación se refiere. De ahí, que 
debe despejarse la interrogante de si el bloque de constitucionalidad puede ser infringido por las 
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primera sección de este desarrollo, la jurisprudencia adquiere una dimensión 

normativa, aunque sea dictada por parte del TSE como intérprete de la normativa 

electoral. De hecho, la doctrina63 ha hecho eco de que la Sala Constitucional, hace ya 

algunas décadas, reconoció no solo la función jurisdiccional del TSE, sino también 

su producción jurisprudencial. 

De lo dicho hasta ahora cabe realizar algunas breves acotaciones. En primer 

término, parece pacíficamente aceptado el carácter normativo de la jurisprudencia, 

entendido como el pronunciamiento reiterado de una pauta interpretativa por parte 

de un órgano jurisdiccional.64 Por otro lado, nada pacífico es el abordaje de la 

relación competencial entre la Sala Constitucional y el TSE; dicho conflicto permite 

realizar el presente abordaje valorativo y crítico.  

Ahora bien, para comprender debidamente ese deslinde, es necesario 

entender la cohabitación de la función jurisdiccional y la función electoral en el seno 

del TSE; pues es de la primera de donde surge y de donde procede el control de 

constitucionalidad de la jurisprudencia electoral, lo cual constituye el objeto 

primordial de este desarrollo.  

Considerando estos tres componentes, es ahora procedente abordar, 

críticamente, las principales argumentaciones que se han esgrimido a propósito de 

la procedencia o de la improcedencia del control de constitucionalidad de la 

jurisprudencia electoral dictada por el TSE. Tema que, como ya se dijo, ha sido 

abordado por autores y autoras calificadas en la materia, por lo que este aporte 

pretende ponderar dichos desarrollos y arribar a alguna conclusión al menos 

preliminar sobre tan apasionante problema procesal y sustantivo.  

 

4. La cuestión sobre la competencia de la Sala Constitucional sobre la 

jurisprudencia electoral del Tribunal Supremo de Elecciones.  

Una vez hechas las anteriores apreciaciones, resulta ahora pertinente 

analizar la competencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 

 
ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏÎÅÓ Ù ÁÐÌÉÃÁÃÉÏÎÅÓ ÒÅÉÔÅÒÁÄÁÓ ÑÕÅ ÈÁÇÁ ÅÌ 43% ÅÎ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÓÕ ÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȢȱ 
Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José: Guayacán, 2014), 386. 

63 Luis DiegÏ "ÒÅÎÅÓ 6ÉÌÌÁÌÏÂÏÓȟ Ȱ#ÏÎÔÒÏÌ ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱȟ Revista 
Parlamentaria, vol. 11, no. 2 (2003): 325.  

64 (ÁÃÉÅÎÄÏȟ ÃÌÁÒÏ ÅÓÔÜȟ ÌÁ ÓÁÌÖÅÄÁÄ ÄÅ ÌÁ ÄÅÎÏÍÉÎÁÄÁ Ȱjurisprudencia administrativaȱȟ ÑÕÅ ÈÁÂÒþÁ ÄÅ 
ser objeto de otras elucubraciones.  
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sobre la jurisprudencia electoral que dicta el TSE en su condición de órgano 

competente para ejercer la función jurisdiccional. Lo precedente, tomando en 

consideración como hecho histórico que el TSE, en su carácter actual, surge en 

nuestro ordenamiento jurídico en 1949 y encuentra mayor desarrollo en 1975 con 

la reforma practicada al artículo 9 de la Constitución, mientras que la Sala 

Constitucional surge constitucionalmente a la vida en 1989 con la reforma radical 

operada en la jurisdicción constitucional.65 

Bajo esta premisa y con base en normas jurídicas, jurisprudencia y doctrina, en 

las siguientes líneas se expondrán argumentos en contra y a favor del control de 

constitucionalidad que ejerce la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 

sobre la jurisprudencia del TSE.  

 

1.1.- Argumentos en contra del control de constitucionalidad de la 

jurisprudencia electoral de l TSE. 

Como se mencionó líneas atrás, de conformidad con el artículo 10 de la Carta 

Fundamental, le corresponde a la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 

declarar, por mayoría absoluta, ȰÌÁ ÉÎÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓ ÄÅ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ 

natÕÒÁÌÅÚÁ Ù ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÓÕÊÅÔÏÓ ÁÌ $ÅÒÅÃÈÏ 0ĭÂÌÉÃÏȱ, y adiciona de seguido que no 

serán impugnables en esa vía los actos jurisdiccionales del Poder Judicial ni ȰÌÁ 

ÄÅÃÌÁÒÁÔÏÒÉÁ ÄÅ ÅÌÅÃÃÉĕÎ ÑÕÅ ÈÁÇÁ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ. 

La lectura de dicha disposición constitucional, debe hacerse de forma 

concomitante con el numeral 99 de la misma Constitución, que dispone en lo que 

interesa que ȰÌÁ ÏÒÇÁÎÉÚÁÃÉĕÎȟ ÄÉÒÅÃÃÉĕÎ Ù ÖÉÇÉÌÁÎÃÉÁ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÒÅÌÁÔÉÖÏÓ ÁÌ ÓÕÆÒÁÇÉÏȟ 

corresponden en forma exclusiva al Tribunal Supremo de Elecciones, el cual goza de 

ÉÎÄÅÐÅÎÄÅÎÃÉÁ ÅÎ ÅÌ ÄÅÓÅÍÐÅđÏ ÄÅ ÓÕ ÃÏÍÅÔÉÄÏ ɉȣɊȱ, así como el 102.3 que le atribuye 

al TSE la obligación de ȰÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÒ ÅÎ ÆÏÒÍÁ ÅØÃÌÕÓÉÖÁ Ù ÏÂÌÉÇÁÔÏÒÉÁ ÌÁÓ ÄÉÓÐÏÓÉÃÉÏÎÅÓ 

constitucionales y legales ÒÅÆÅÒÅÎÔÅÓ Á ÌÁ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱ. 

Lo anterior, sin excluir del análisis el 103 constitucional que establece que las 

resoluciones del TSE no tienen recurso alguno, salvo la acción por prevaricato y el 

74 de la LJC que expresamente reconoce la improcedencia de acciones de 

inconstitucionalidad contra actos o disposiciones de dicho Tribunal relativos al 

ejercicio de la función electoral. Si bien todas las normas hasta ahora aludidas son 

 
65 ,ÕÉÓ 0ÁÕÌÉÎÏ -ÏÒÁȟ Ȱ,þÍÉÔÅÓ ÅÎ ÌÁÓ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ 
ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista Derecho Electoral, no. 12 (2011): 3. 
 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

169 

relevantes para el presente asunto, especial interés merecen estas últimas dos, pues 

es a partir de su lectura que, preliminarmente, se podría concluir que la 

jurisprudencia del órgano electoral no resulta impugnable en sede constitucional y 

una interpretación en sentido contrario implicaría una transgresión al campo 

competencial que en esa materia está reservada únicamente al TSE.66 

Tal razonamiento, que podría calificar en la actualidad de conservador, fue el 

que inicialmente sostuvo la Sala Constitucional, en respeto absoluto hacia la 

delimitación de competencias.67 En un primer antecedente sobre el tema, que 

resolvió una acción de inconstitucionalidad planteada contra el inciso d) del artículo 

30 de la LJC y no propiamente contra jurisprudencia del TSE, se concluyó que en 

materia electoral no resultaban impugnables ante la sede constitucional los actos 

subjetivos administrativos emitidos por el TSE, sus disposiciones reglamentarias 

autónomas y sus resoluciones jurisdiccionales (a lo que anteriormente se aludió 

como contencioso electoral), reservándose las facultades para conocer sobre 

normas electorales de carácter legislativo o ejecutivo y sujetas a su control.  

Al margen del análisis que realiza el Tribunal Constitucional para separar o 

disociar su competencia de las del TSE, mediante Sentencia No. 3194-1992 dispuso 

que en el caso del TSE, en materia electoral, no son impugnables ante la Jurisdicción 

Constitucional sus actos subjetivos administrativos, sus disposiciones 

ÒÅÇÌÁÍÅÎÔÁÒÉÁÓ ÁÕÔĕÎÏÍÁÓ Ù ÓÕÓ ÒÅÓÏÌÕÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌÅÓȢ 0ÏÒ ÏÔÒÁ ÐÁÒÔÅȟ Ȱla 

Sala entiende que la autonomía de la materia electoral y la exclusividad y 

ÏÂÌÉÇÁÔÏÒÉÅÄÁÄ ÄÅ ÌÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉĕÎ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÌÅÇÁÌ ÅÎ ÅÓÁ ÍÁÔÅÒÉÁȱ por parte 

del TSE, obliga a una consecuencia adicional: la de que tampoco puedan ser 

impugnables en la vía de amparo los actos del Registro Electoral y de los demás 

organismos electorales propiamente dichos cuando sean susceptibles de recurso o 

impugnación para ante el Tribunal. 

Tiempo después y remitiendo a ese mismo antecedente, la Sala 

Constitucional rechazó lo que parece ser la primera acción de inconstitucionalidad 

 
66 ,ÕÉÓ $ÉÅÇÏ "ÒÅÎÅÓ 6ÉÌÌÁÌÏÂÏÓȟ ȰControl de constitucionalidad en materia electoralȱ, Revista 

Parlamentaria, vol. 11, no. 2 (2003): 319.  

67 3ÏÂÒÅ ÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒȟ ȰLa claridad y vigencia por dos décadas de estos hitos jurisprudenciales de 1992, 
desproblematizaron la cuestión, facilitaron la expansión de la competencia jurisdiccional del TSE 
(positivada en el Código Electoral de 2009) y preservaron satisfactoriamente su autonomía (Sobrado, 
2011, p. 256). Estas y otras resoluciones posteriores de ambos tribunales supusieron un fecundo dialogo 
ÉÎÔÅÒÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌ ÃÏÎ ÅÌ ÑÕÅȟ ȰÃÏÎ ÇÒÁÎ ÍÁÄÕÒÅÚ Ù ÒÅÓÐÅÔÏȱ ɉÓÅÇĭÎ ÐÁÌÁÂÒÁÓ ÄÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌɊȟ 
ÓÅ ÆÕÅÒÏÎ ÒÅÄÕÃÉÅÎÄÏ ÌÁÓ ÚÏÎÁÓ ÇÒÉÓÅÓ Ù ÓÅ ÐÒÅÃÉÓÁÒÏÎ ÄÅ ÍÅÊÏÒ ÍÁÎÅÒÁ ÓÕÓ ÆÒÏÎÔÅÒÁÓ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÌÅÓȱȢ 
,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ,Á ÁÕÔÏÎÏÍþÁ ÄÅ ÌÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÄÅÓÁÆÉÁÄÁ ÐÏÒ ÌÁ ÊÕÒÉsdicción 
ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȡ ÃÏÎÃÒÅÃÉĕÎ ÅÎ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁ ÄÅ ÕÎÁ ÐÒÏÂÌÅÍÜÔÉÃÁ ÌÁÔÉÎÏÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅÌ ÓÉÇÌÏ 88)ȱ, Revista 
de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 122. 
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planteada contra jurisprudencia del TSE; al menos así lo formuló el actor en su deseo 

de impugnar la Resolución No. 2759-E-2001 de ese órgano electoral. De forma 

preliminar, el Tribunal Constitucional le aclaró al accionante que discrepaba de su 

interpretación de que estuviese cuestionando jurisprudencia ya que, con base en la 

teoría general de las fuentes del derecho, ésta se constituye en una fuente formal no 

escrita del ordenamiento jurídico que deriva de la reiteración de pronunciamientos 

similares en el tiempo. Hecha tal precisión, procedió a resolver por Sentencia No. 

8466-2004:  

ȣ ÅÓ ÍÅÎÅÓÔÅÒ ÉÎÄÉÃÁÒ ÐÒÉÍÅÒÁÍÅÎÔÅ ÑÕÅ ÓÉ ÌÁ ÔÅÓÉÔÕÒÁ ÄÅÌ ÁÃÃÉÏÎÁÎÔÅ 

fuese correcta (que estuviéramos ante jurisprudencia), la presente 

gestión de toda suerte devendría inadmisible. En efecto, de la relación 

de los numerales 29, 30 inciso d) ɀinterpretado a contrario sensuɀ y 

73 inciso b) de la misma Ley de la Jurisdicción Constitucional, así como 

de la jurisprudencia reiterada de esta Sala, estaríamos en tal caso ante 

un supuesto cuyo conocimiento correspondería más bien a la vía del 

recurso de amparo y no a la de la acción de inconstitucionalidad, al 

alegarse la violación de derechos fundamentales mediante una 

disposición particular dictada por una autoridad pública como lo es el 

4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓ ɉȣɊ ! ÌÁ ÌÕÚ ÅÎÔÏÎÃÅÓ ÄÅ ÌÁ 

jurisprudencia parcialmente transcrita y que en esta oportunidad 

cabe reiterar, el artículo 74 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional 

sí resulta aplicable al caso y la posibilidad de accionar contra una 

resolución específica del TSE, como la que aquí interesa, queda así 

indudablemente excluida. 

Lo anterior encuentra correlación con el antes mencionado artículo 103 de 

la Carta Magna, en el sentido de que al ser producida la jurisprudencia electoral 

mediante interpretación exclusiva y excluyente del TSE, se imposibilita la 

impugnación de sus resoluciones en cualquier sede.68 A esa misma conclusión, llegó 

el Tribunal Constitucional en su Sentencia No. 15048-2010, por la cual resolvió una 

acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la Resolución No. 2158-E-2007 

del TSE que interpretó el artículo 22 del Código Municipal relativo a la pérdida de 

credenciales.  

En esa ocasión, la Sala Constitucional expresamente reconoció su 

incompetencia para ejercer control de constitucionalidad contra jurisprudencia 

 
68 Luis Diego Brenes Villalobos, El Rol Político del Juez Electoral (San José, Costa Rica: Instituto de 

Formación y Estudios en Democracia (IFED), 2012), 270-271.  
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emanada del TSE69; y advirtió de manera tajante que hacerlo podría significar abrir 

un peligroso portillo de control sobre las funciones y potestades del órgano 

electoral, violentando su autonomía en esa materia.  La conclusión de la mayoría en 

esa sentencia, muestra un Tribunal Constitucional partidario de ȰÐÒÅÓÅÒÖÁÒ ÌÏÓ 

equilibrios y no debilitar la autoridad superior de dos instituciones clave en la 

promoción de la democracia y en la defensa de la Constitución y de los derechos 

ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÁÌÅÓȱ. 70 Vale indicar, aun cuando dicho razonamiento fue reconsiderado 

tan solo cinco años después, según se expondrá en líneas siguientes, a la fecha el TSE 

sigue siendo fiel defensor de su autonomía en materia electoral.  

Verbigracia, por Resolución No. TSE-3603-E8-2016 y relativa a una 

interpretación oficiosa de los artículos 2, 52 y 148 del Código Electoral sobre los 

alcances del principio de paridad en el encabezamiento de las nóminas de 

candidaturas a diputados, ese órgano electoral hizo un breve descargo sobre su 

competencia y el control de constitucionalidad de la Sala Constitucional al 

manifestar que, a partir del principio de irrecurribilidad contemplado en el ordinal 

103 de la Constitución, los ejercicios interpretativos del TSE resultan 

inimpugnables. Dicho razonamiento, lo reiteró en su Resolución No. TSE-1724-E8-

2019 al concluir expresamente que sus ejercicios hermenéuticos no son 

susceptibles de control ulterior o autónomo.  

Cabe acotar, al avalar el control de constitucionalidad de la jurisprudencia 

electoral, la Sala Constitucional termina por convertirse, de hecho, en el intérprete 

último de la materia electoral, pese a que la Constitución Política le ha atribuido 

dicha potestad al TSE.  En síntesis, es dable concluir que los argumentos en contra 

del control de constitucionalidad que ejerce la Sala Constitucional sobre la 

jurispru dencia del TSE encuentran sustento normativo, primordialmente, en los 

artículos 103 constitucional y 74 de la LJC, apoyados a su vez por interpretaciones 

dirigidas a una autocontención y distribución sana de competencias entre ambos 

órganos; al menos, así lo fue hasta el 2015 por parte del Tribunal Constitucional.  

 
69 %Î ÅÌ ÖÏÔÏ ÓÁÌÖÁÄÏȟ ÌÁ -ÁÇÉÓÔÒÁÄÁ #ÁÌÚÁÄÁ Ù ÅÌ -ÁÇÉÓÔÒÁÄÏ *ÉÎÅÓÔÁ ÁÒÇÕÙÅÒÏÎ ÑÕÅȡ ȰSi bien es cierto, 

esta Sala ha establecido que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10 de la Constitución 

Política y 74 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, no cabe la acción de inconstitucionalidad contra 

los actos o disposiciones del Tribunal Supremo de Elecciones relativos al ejercicio de la función electoral; 

en este caso lo que se impugna no es un acto o disposición en particular, sino una reiteración de 

resoluciones sobre un mismo punto, que conforman una línea jurisprudencial susceptible de 

cuestionarse mediante la acción de inconstitucionalidad, al tenor de lo dispuesto en el artículo 3 de la 

Ley de Jurisdicción Constitucional, que establece ɉȣɊȱ. 

70 ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ,Á ÁÕÔÏÎÏÍþÁ ÄÅ ÌÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÄÅÓÁÆÉÁÄÁ ÐÏÒ ÌÁ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉĕÎ 
ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȡ ÃÏÎÃÒÅÃÉĕÎ ÅÎ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁ ÄÅ ÕÎÁ ÐÒÏÂÌÅÍÜÔÉÃÁ ÌÁÔÉÎÏÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅÌ ÓÉÇÌÏ 88)ȱ, Revista 
de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 122. 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

172 

 

1.2.- Argumentos a favor del control de constitucionalidad de la 

jurisprudencia electoral del TSE.  

En relación con lo expuesto previamente, el presente apartado debe iniciar 

con la mención a la Sentencia No. 16070-2015, que resuelve una acción de 

inconstitucionalidad interpuesta contra las resoluciones nros. 3671-E8-2010, 784-

E8-2011 y 3637-E8-2014 del TSE referidas a la paridad horizontal y mediante la 

cual la Sala Constitucional varía drásticamente de criterio y admite la posibilidad de 

impugnar en esa sede jurisprudencia emanada del TSE. Para llegar a tal conclusión, 

analiza desde otra perspectiva las competencias constitucionales del TSE, en 

particular para determinar los alcances ÄÅ ÓÕÓ ÁÔÒÉÂÕÃÉÏÎÅÓ Ȱexclusivas y 

excluyentesȱȟ ÃÏÎ ÂÁÓÅ ÅÎ ÌÁ ÌÅÃÔÕÒÁ ÄÅ ÌÏÓ ÁÒÔþÃÕÌÏÓ ρπȟ ρπςȟ ρπσȟ ρπυȟ ρυσ Ù ρυτ ÄÅ 

la Constitución Política.  

De hecho, parte de su exégesis consiste en indicar que el artículo 102 

constitucional71 resulta ser una reiteración del numeral 9, ȰÅÎ ÌÏ ÑÕÅ ÓÅ ÒÅÆÉÅÒÅ 

específicamente a la noción de que las labores que el Constituyente le asigna del 

Tribunal Supremo de Elecciones tienen un carácter jurídico semejante a las asignadas 

a los Poderes Legislativo Ejecutivo o el PodÅÒ *ÕÄÉÃÉÁÌȱȢ72 En ese sentido, destaca que 

el Poder Constituyente le otorgó la potestad de examinar las normas jurídicas de 

carácter general y abstracto que pretenden incorporarse al ordenamiento ȰÙ ÑÕÅ ÈÁÎ 

sido emitidas por los distintos Poderes de la República como producto del ejercicio de 

ÓÕÓ ÆÕÎÃÉÏÎÅÓ ÅØÃÌÕÓÉÖÁÓ Ù ÏÂÌÉÇÁÔÏÒÉÁÓȱ. 73 

Así las cosas, arguye que su competencia constitucionalmente conferida es 

suficiente para revisar la jurisprudencia (como normas de carácter general) que 

emana de los demás Poderes, específicamente el Poder Judicial y el TSE. Para dar 

 
71 Para Fernández Jurado, ȰÌÁ ÅØÃÌÕÓÉÖÉÄÁÄ Á ÑÕÅ ÈÁÃÅ ÒÅÆÅÒÅÎÃÉÁ ÅÌ ÎÕÍÅÒÁÌ υτφȢχ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÃÅÄÅ 

ante el ejercicio de una competencia propia de la Sala Constitucional, cual es el control de 

constitucionalidad. Sostener lo contrario, implicaría que en materia electoral la Sala no podría ejercer 

el control de constitucionalidad en la medida en que le estaría vedado interpretar la normativa 

constitucional y legal de esa materia, y como el Tribunal Supremo de Elecciones no tiene competencia 

para declarar la inconstitucionalidad de las normas, la normativa electoral de rango legal quedaría 

sustraída al control de constitucionalidad, lo cual sería contrario al principio del Estado Constitucional 

como máxima expresión del Estado de Derecho ɉȣɊȱȢ *ÕÌÉÏ *ÕÒÁÄÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚȟ Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ Äe 

ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho 

Electoral, no. 11 (2011):1-29. 

72 Resolución No. 16070-2015, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.  

73 Resolución No. 16070-2015, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
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mayor validez a su argumentación, acude a la lectura del artículo 9 del Código Civil 

en el tanto la jurisprudencia, entendida como aquellos pronunciamientos que de 

forma reiterada emitan las Salas de Casación y la Corte Plena al aplicar la ley, 

contribuye a informar el ordenamiento.   

De seguido, expone el Tribunal Constitucional, en otras ocasiones ha 

reconocido que ostenta plenas potestades para ejercer control de constitucionalidad 

sobre tales disposiciones (surgidas de resoluciones de órganos del Poder Judicial) y, 

por ello, de forma análoga, también puede hacerlo sobre las normas 

jurisprudenciales del TSE ȰÓÉÎ ÑÕÅ ÁÆÅÃÔÅ ÅÌ ÒÅÓÐÅÔÏ Á ÌÁ ÅØÃÌÕÓÉÖÉÄÁÄ ÄÅ ÓÕ ÌÁÂÏÒ Ù 

obligatoriedad que para los demás operadores jurídicos, surja del resultado jurídico 

ÄÅ ÁÐÌÉÃÁÃÉĕÎ ÑÕÅ ÓÅ ÈÁÇÁ ÄÅ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓȟ ÅÎ ÃÁÓÏÓ ÃÏÎÃÒÅÔÏÓ Ù ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏÓȱ74; es 

decir, aplica a esa jurisprudencia el criterio de que desde varios años atrás sostiene 

a efectos de conocer de acciones contra la jurisprudencia de los tribunales del Poder 

Judicial.75   

Para dar soporte a esa conclusión, la Sala Constitucional utiliza también como 

fundamento el artículo 3 del Código Electoral que, en sus palabras, recoge la 

característica de vinculación erga omnes para las interpretaciones y opiniones 

consultivas del TSE, lo cual viene siendo una reiteración del 103 de la Carta 

Fundamental. De esta forma, considera que lejos de influenciar los criterios de los 

órganos emisores de normas controladas, su labor resulta en la optimización de la 

protección de los derechos constitucionales. Corolario de lo anterior, concluye que 

la acción de inconstitucionalidad planteada contra la jurisprudencia del TSE 

(resoluciones nros. 3671-E8-2010, 784-E8-2011 y 3637-E8-2014) debe ser 

admitida y el fondo del asunto puede ser conocido por el Tribunal Constitucional. 

En dicha sentencia, los Magistrados Armijo Sancho y Rueda Leal, con 

redacción del segundo, incluyen un voto salvado en que se separan de la decisión de 

la mayoría e indican que no es posible concluir que el artículo 9 constitucional sea 

una reiteración del 102, ni que ese fuera el diseño original del Constituyente o que 

pueda hacerse una analogía entre los pronunciamientos de los tribunales 

jurisdiccionales y los del TSE.  Líneas seguidas, manifiestan que ȰÓÅ ÄÅÂÅ ÄÁÒ 

primacía a la independencia del TSE, instancia que expresamente fue designada para 

la interpretación de las normas electorales (numeral 102 de la Constitución Política), 

sin que exista posibilidad de ÑÕÅ ÓÕÓ ÒÅÓÏÌÕÃÉÏÎÅÓ ÓÅÁÎ ÒÅÖÉÓÁÄÁÓ ÐÏÒ ÏÔÒÁ ÁÕÔÏÒÉÄÁÄȱ. 

 
74 Resolución No. 16070-2015, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

75  !ÎÁÍÁÒÉ 'ÁÒÒÏ 6ÁÒÇÁÓȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÏÍÏ ÃÏÎÔÒÁÌÏÒ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱ, 
Revista de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 161.  
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Independientemente de que el voto salvado incluido en esa sentencia sea en 

contra del control de constitucionalidad de la jurisprudencia del TSE, lo cierto es que 

resulta menester incluirlo en este apartado a efectos comprender con mayor 

claridad el posicionamiento del Tribunal Constitucional sobre el tema. Más aun, 

tomando en consideración que aproximadamente ocho meses después el TSE, por 

Resolución No. 3603-E8-2016 antes mencionada, prácticamente desconoció el 

pronunciamiento de la mayoría al concluir que su jurisprudencia no puede ser 

revisada, suspendida ni dejada sin efecto por ninguna autoridad. 

Poco después, se interpone en la jurisdicción constitucional una acción 

contra la Resolución No. 2587-E-2001 del TSE que interpreta el artículo 138 de la 

Constitución Política en el sentido de que los votos nulos y en blanco no deben ser 

tomados en cuenta ÐÁÒÁ ÃÁÌÃÕÌÁÒ ÅÌ ÃÕÁÒÅÎÔÁ ÐÏÒ ÃÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÏÓ Ȱsufragios válidamente 

emitidosȱ ÑÕÅ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÍÅÎÃÉÏÎÁȢ 3ÅÇĭÎ ÌÁ ÁÃÃÉÏÎÁÎÔÅȟ ÄÉÃÈÁ ÒÅÓÏÌÕÃÉĕÎ ÌÅÓÉÏÎÁÂÁ ÅÌ 

mismo cuerpo legal, así como los artículos 23, inciso b), de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos y el artículo 1° del Pacto Internacional de Derechos Civiles 

y Políticos y del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

Conocida la acción de inconstitucionalidad por Resolución No. 1520-2018, el 

Tribunal Constitucional la rechazó de plano al manifestar que ésta no cumple con 

los dos elementos básicos para su admisibilidad, a saber: (i) no se está impugnando 

jurisprudencia, toda vez que la acción va dirigida únicamente contra una resolución 

concreta y, (ii) la resolución del TSE no se emitió con motivo de una opinión 

consultiva, sino que se trata de una interpretación oficiosa por parte de ese órgano 

electoral.76 Lo anterior, a juicio de la Magistrada Garro Vargas, es parcialmente 

cierto, pues si bien la Resolución No. 16070-2015 había admitido el control de 

constitucionalidad sobre normas no escritas originadas en los precedentes o 

 
76 $Å ÆÏÒÍÁ ÅØÐÒÅÓÁȟ ÓÅ ÉÎÄÉÃĕȡ ȰEs preciso entonces, tener presentes esos dos elementos al analizar la 
admisibilidad de esta acción. La resolución No. 2587-E-2001, de las 14:00 hrs. del 29 de noviembre del 
2001, es una interpretación de oficio del artículo 138 de la Constitución Política. Así las cosas, es evidente 
que no cumple los requisitos indicados anteriormente: 1.- No es jurisprudencia en tanto se trata de una 
resolución concreta. Es oportuno recordar que se entiende por jurisprudencia la doctrina establecida 
por los órganos judiciales del Estado (aquellos que resuelven en última o en única instancia como 
suceden con el T.S.E.) que se repite en más de una resolución. 2.- La resolución no fue vertida con motivo 
de una opinión consultiva, sino que se trata de una ȰÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉĕÎ ÏÆÉÃÉÏÓÁȱ ÄÉÃÔÁÄÁ ÐÏÒ ÅÌ 4Ȣ3Ȣ%Ȣ %Ó 
decir, es una resolución concreta del T.S.E. dictada en materia que es de su exclusiva competencia, como 
es la materia electoral y en ejercicio de sus funciones constitucionales (artículos 9 y 99 de la Constitución 
0ÏÌþÔÉÃÁɊ ɉȣɊ )6Ȣ-CONCLUSIÓN. - La resolución impugnada no configura jurisprudencia electoral en los 
términos que indicó la Sala Constitucional en la sentencia No. 2015-υϊτϋτȱ. Resolución No. 1520-2018, 
Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 
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jurisprudencia del TSE, la Sala Constitucional nunca dijo expresamente que solo 

podía conocer de jurisprudencia proveniente de consultas. 77 

En otras palabras, en ese último antecedente ɀ Resolución No. 1520-2018 ɀ 

el Tribunal Constitucional modificó en cierta medida el criterio esbozado en su 

Resolución No. 16070-2015; pues si bien reitera y comparte el hecho de que la 

accionante únicamente impugna una resolución y no al menos tres, es cierto que en 

la primera sentencia la Sala Constitucional no limitó el control de constitucionalidad 

a las resoluciones del TSE emitidas en razón de opiniones consultivas.  

El criterio vertido en la Resolución No. 1520-2018, se reiteró posteriormente 

en la Sentencia No. 3423-2018 y por la cual el Tribunal Constitucional atendió una 

acción de inconstitucionalidad interpuesta contra las resoluciones nos. 3603-E8-

2016 y 4070-E8-2017 del TSE, al considerar el accionante que estas omitían señalar 

la obligatoriedad que tienen los partidos políticos de aplicar la paridad horizontal 

con el mecanismo de alternancia en las nóminas de elección distrital, en las nóminas 

de elección a diputaciones y en la renovación de las estructuras partidarias, 

conforme a los principios de participación política establecidos en el párrafo 1°, del 

artículo 2 del Código Electoral.  

Una vez más y por no cumplir con los dos elementos fundamentales para su 

conocimiento antes aludidos, la Sala Constitucional concluyó que la resolución 

No. 3603-E8-2016 no cumple con los siguientes requisitos: (1) no es jurisprudencia 

en tanto se trata de una resolución concreta, (2) la resolución no fue vertida con 

motivo de una opinión consultiva, sino que se tÒÁÔÁ ÄÅ ÕÎÁ Ȱinterpretación oficiosaȱ.  

El pronunciamiento más reciente sobre el tema, se encuentra en la 

Resolución No. 11633-2019 del Tribunal Constitucional y por la que da curso a una 

acción de inconstitucionalidad planteada contra la Resolución No. 1724-E8-2019 del 

TSE, que versa sobre una interpretación oficiosa de los artículos 2, 52 y 148 del 

actual Código Electoral, relacionados a los alcances del principio de paridad 

horizontal en el encabezamiento de las nóminas de candidaturas a puestos 

municipales de elección popular.  

Es decir, en sentido contrario a lo que había concluido por sentencias nos. 

1520-2018 y 3423-2018, en esta ocasión la Sala Constitucional admite para estudio 

una acción de inconstitucionalidad planteada contra una única resolución del TSE y 

que trata de una interpretación oficiosa. 

 
77!ÎÁÍÁÒÉ 'ÁÒÒÏ 6ÁÒÇÁÓȟ Ȱ,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÏÍÏ ÃÏÎÔÒÁÌÏÒ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱ, 
Revista de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 165. 
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En la resolución de admisibilidad, el Tribunal Constitucional de hecho 

reconoce que a la fecha los elementos necesarios para admitir una acción contra una 

resolución del TSE es que se cuestione jurisprudencia y que éstas se emitan con 

motivo de opiniones consultivas. No obstante, en el caso concreto, arguye la Sala 

Constitucional, se encuentra legitimada para conocer sobre el fondo del asunto en el 

tanto la Resolución 1724-E8-2019 del TSE es ȰÕÎÁ ÅÎÍÉÅÎÄÁ ÄÅ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ 

ÅÌÅÃÔÏÒÁÌȱ, que si bien no es jurisprudencia en sentido estricto, ȰÓÅ ÔÒÁÔÁ ÄÅ ÕÎÁ 

ÒÅÓÏÌÕÃÉĕÎ ÑÕÅ ÍÏÄÉÆÉÃÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁȱ.  

Continúa en su análisis y reconoce que no se trata de una resolución concreta, 

ȰÐÕÅÓ ÎÏ ÆÁÖÏÒÅÃÅ Á ÕÎ ÓÕÊÅÔÏ Ï ÓÕÊÅÔÏÓ ÉÄÅÎÔÉÆÉÃÁÄÏÓȟ ÓÉÎÏ ÑÕÅ ÓÕÓ ÄÅÓÔÉnatarios 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅÎ ÕÎÁ ÐÌÕÒÁÌÉÄÁÄ ÉÎÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁ ÄÅ ÓÕÊÅÔÏÓȱ. Así las cosas, concluye que la 

resolución del TSE se puede ver desde dos perspectivas: ȰÃÏÍÏ ÕÎÁ ÍÏÄÉÆÉÃÁÃÉĕÎ ÄÅ 

un precedente (que ya estableció una solución a través de una regla de derecho 

dispuesta en un caso anterior) y que participa de las mismas características de aquel: 

ÅÓ ÖÉÎÃÕÌÁÎÔÅ Ù ÄÅ ÅÆÅÃÔÏÓ ÇÅÎÅÒÁÌÅÓȱ. 78 Acto seguido y para justificar su cambio de 

criterio, cierra el Tribunal Constitucional indicando que: 

Desde este punto de vista, la resolución en cuestión modifica un 

criterio jurisprudencial y tiene dos vertientes: una normativa y de 

alcance general en cuanto modifica un criterio ya establecido e 

interpreta los artículos 2, 52 y 148 del Código Electoral; otra de 

aplicación concreta en las elecciones municipales del 2020. En cuanto 

a la 1ª. vertiente, la resolución no nace a raíz de una gestión concreta, 

individual o grupal, sino que fue dictada en uso de las atribuciones del 

TSE., con el objeto de modificar jurisprudencia anterior dictada por 

ese órgano. Es un acto jurisdiccional electoral, de carácter normativo, 

con efectos generales y abstractos por lo que encuadra en la hipótesis 

del artículo 73, inciso a) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. 

En una nota separada, la Magistrada Garro Vargas expone que es ȰÃÏÎÓÃÉÅÎÔÅ 

de que la cuestión sobre las competencias de la Sala en relación con el TSE, 

particularmente en lo que al ejercicio del control de constitucionalidad se refiere, es 

ÕÎ ÁÓÕÎÔÏ ÓÅÎÓÉÂÌÅ Ù ÄÅÌÉÃÁÄÏȱ y enumera una serie de razones adicionales por las 

cual considera que la acción de inconstitucionalidad interpuesta contra la 

Resolución 1724-E8-2019 debe ser conocida. Entre estas, resalta que basta con 

invocar los criterios desarrollados en la Sentencia No. 16070-2015, pero que 

también esa facultad deriva de la lectura de los artículos 102.3 y 121 de la 

 
78 Resolución No. 11633-2019, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.  



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

177 

Constitución, y especialmente el numeral 10 que trata ȰÁ ÌÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉĕÎ ÃÏÍÏ una 

regla de derecho, porque lo es o, al menos, porque entiende que, en razón de sus efectos, 

ÅÓ ÃÏÍÏ ÕÎÁ ÒÅÇÌÁ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏȱ.  

Después de todo, el artículo 10 le otorga de forma exclusiva a la Sala 

Constitucional la competencia para declarar la inconstitucionalidad de las normas, 

con todos los efectos que esta declaratoria implique para el ordenamiento jurídico.79 

Vale acotar, el pronunciamiento por el fondo de dicha acción de inconstitucionalidad 

actualmente se encuentra pendiente de emisión. Para concluir esta postura, no está 

de más recordar la prudencia y la autocontención a la que invita la doctrina:  

Por razones obvias, la Sala Constitucional, al ejercer un control de 

constitucionalidad sobre tales interpretaciones reiteradas que 

conforman una pauta jurisprudencial del TSE, debe ser prudente y 

auto-contenida, habida cuenta de la especialidad de la materia, 

experticia y conocimientos que tiene ese órgano sobre la misma, lo 

que debe conducir a reconocerle al TSE un holgado margen 

interpretativo que le permita definir o concretar las cuestiones de 

oportunidad y conveniencia electoral dentro del contexto 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÌÏ ÑÕÅ ÐÏÄÅÍÏÓ ÄÅÎÏÍÉÎÁÒ ÃÏÍÏ ÌÁ Ȱdiscrecionalidad 

electoral dentro del marco del Derecho de la ConstituciónȱȢ 80 

Lo expuesto hasta ahora, demuestra que los argumentos en favor del control 

de constitucionalidad de la jurisprudencia del TSE descansan esencialmente en el 

cambio de criterio que tuvo la Sala Constitucional en el año 2015, cuando concluyó 

que si ostentaba plenas facultades para revisar los pronunciamientos reiterados del 

órgano electoral. Dicho cambio de criterio, a partir de la idea de que el Poder 

Constituyente le otorgó la potestad de examinar las normas jurídicas de carácter 

general y abstracto; sumado al razonamiento de que si está facultada para conocer 

acciones de inconstitucionalidad contra jurisprudencia emanada de Salas de 

Casación, también lo puede hacer con la jurisprudencia emitida por el TSE.  

 

 

 
79 *ÕÌÉÏ *ÕÒÁÄÏ &ÅÒÎÜÎÄÅÚȟ Ȱ$ÅÌÉÍÉÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÏÍÐÅÔÅÎÃÉÁÓ ÅÎÔÒÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 

3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, Revista de Derecho Electoral, no.11 (2011): 6. 

80 Ernesto Jinesta Lobo, Derecho Procesal Constitucional (San José, Guayacán, 2014), 396. 
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Valoración crítica.  

En el desarrollo de la presente investigación, se ha comprobado que 

inicialmente la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia mantenía una 

ÐÏÓÔÕÒÁ ÃÉÅÒÔÁÍÅÎÔÅ Ȱconservadoraȱ Ù ÆïÒÒÅÁȟ ÒÅÓÐÅÃÔÏ Á ÁÂÓÔÅÎÅÒÓÅ ÄÅ ÃÏÎÏÃÅÒ 

acciones de inconstitucionalidad contra resoluciones emitidas por el TSE. Con 

fundamento en los artículos 103 de la Carta Fundamental y 74 de la LJC, el Tribunal 

Constitucional entendía que la interpretación en materia electoral correspondía 

exclusiva y excluyentemente al TSE, por lo que ejercer un control de 

constitucionalidad sobre sus normas no escritas implicarían una eventual invasión 

de competencias.  

Es claro que el artículo 103 prohíbe la interposición de cualquier recurso 

contra las resoluciones del TSE, salvo la acción por prevaricato, así como que el 74 

de la LJC expresamente indica que no cabe acción de inconstitucionalidad contra los 

actos jurisdiccionales, ni contra los actos o disposiciones del TSE relativos al 

ejercicio de la función electoral, o que el 10 constitucional establece que está 

proscrito impugnar en vía constitucional los actos jurisdiccionales del Poder 

Judicial, la declaratoria de elección del TSE y los demás actos que determine la ley. 

No obstante, como se pudo ver de previo, pese a que de forma explícita ese 

numeral 74 impide la interposición de acciones de inconstitucionalidad contra actos 

jurisdiccionales del Poder Judicial, lo cierto es que la jurisdicción constitucional ha 

admitido y ha resuelto acciones de inconstitucionalidad planteadas contra 

jurisprudencia de las Salas de Casación. Lo precedente, con base en la lectura del 

numeral 3 de la LJC que preceptúa que se tendrá por infringida la Carta Magna 

ȰÃÕÁÎÄÏ ÅÌÌÏ ÒÅÓÕÌÔÅ ÄÅ ÌÁ confrontación del texto de la norma o acto cuestionado, de 

sus efectos, o de su interpretación o aplicación por las autoridades públicas, con las 

ÎÏÒÍÁÓ Ù ÐÒÉÎÃÉÐÉÏÓ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÅÓȱ.  

Por ende, más allá de lo que indican los artículos 10 de la Constitución y 74 

de la LJC, si la Sala Constitucional admite el control de constitucionalidad sobre la 

jurisprudencia del Poder Judicial, por analogía, como bien se argumentó en la 

Resolución No. 16070-2015, es posible ejercer control de constitucionalidad sobre 

la jurisprudencia emanada del TSE. Además, véase que el numeral 10 aludido refiere 

a ȰÌÁ ÄÅÃÌÁÒÁÔÏÒÉÁ ÄÅ ÅÌÅÃÃÉĕÎ ÑÕÅ ÈÁÇÁ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÄÅ %ÌÅÃÃÉÏÎÅÓȱ, no a las 

resoluciones que éste emita en el ejercicio de sus funciones jurisdiccionales; de ahí 

que, se comparte el análisis hermenéutico que realiza la Sala Constitucional para 

justificar su cambio de criterio en 2015. 
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Como bien apunta Sobrado González, si bien durante dos décadas hubo cierto 

diálogo jurisdiccional con el que, con gran madurez y respeto, se fueron reduciendo 

las zonas grises y se precisaron de mejor manera sus fronteras competenciales81, 

con la Sentencia No. 16070-2015 se da un punto de quiebre en esa relación y así lo 

evidencia posteriormente el TSE en sus resoluciones. De hecho, de la lectura de la 

Resolución No. 3603-E8-2016 del TSE se detecta un órgano electoral reacio y 

ciertamente disgustado con la conclusión a la que llegó la Sala Constitucional. 

No es para menos, el TSE percibe una invasión de su autonomía y 

competencia constitucionales, siendo ahora posible que sus resoluciones sean 

Ȱrecurridasȱ ÅÎ ÓÅÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÁÕÎ Ù ÃÕÁÎÄÏ ÅÌ ÁÒÔþÃÕÌÏ ρπσ ÄÅ ÌÁ #ÁÒÔÁ 

Fundamental y el 74 de la LJC lo excluyen. Dicho en otras palabras, el razonamiento 

vertido por el TSE en la Resolución No. 3603-E8-2016 no sorprende, pues es la 

reacción natural a esa intromisión de sus facultades; empero, más allá de su posición 

reticente a aceptar que el Tribunal Constitucional ejerza control de 

constitucionalidad sobre sus resoluciones, implícitamente termina aceptándolo al 

modificar parcialmente su jurisprudencia en torno a la paridad y la alternancia en 

las nóminas de candidatos a diputados; aceptación que no es ajena al deseo de 

preservación del Estado de Derecho.  

Superada esa transición de criterio, en el que la Sala Constitucional se 

considera ahora competente para admitir acciones de inconstitucionalidad contra 

jurisprudencia del TSE, vuelve en 2018 a referirse al tema y esta vez concluye que 

para ejercer su control de constitucionalidad sobre normas no escritas emanadas 

del TSE es necesario que se cumplan dos elementos fundamentales: (1) debe 

impugnarse jurisprudencia (al menos tres resoluciones en la misma línea) y (2) que 

las resoluciones del TSE versen sobre opiniones consultivas, no sobre 

interpre taciones oficiosas.  

Como se apuntó de previo, se comparte lo expuesto por la Sala Constitucional 

en la Resolución No. 1520-2018, en el sentido de que la acción de 

inconstitucionalidad debe dirigirse contra pronunciamientos reiterados del TSE y 

no contra una resolución concreta, mas no el segundo elemento que, en principio, 

debe cumplirse, pues ello no lo manifestó de forma tan precisa en la Resolución No. 

16070-2015 y por la cual admitió su control de constitucionalidad sobre tales 

normas, sino más bien se apela a una interpretación extensiva de la frase de que ȰÅÌ 

 
81 ,ÕÉÓ !ÎÔÏÎÉÏ 3ÏÂÒÁÄÏ 'ÏÎÚÜÌÅÚȟ Ȱ,Á ÁÕÔÏÎÏÍþÁ ÄÅ ÌÁ ÆÕÎÃÉĕÎ ÅÌÅÃÔÏÒÁÌ ÄÅÓÁÆÉÁÄÁ ÐÏÒ ÌÁ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉĕÎ 
constitucional: concreción en Costa Rica de una problemática latinoameÒÉÃÁÎÁ ÄÅÌ ÓÉÇÌÏ 88)ȱ, Revista 
de la Sala Constitucional, no. 1 (2019): 122. 
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Poder Constituyente otorgó a la Sala (la potestad) para examinar las normas jurídicas 

ÄÅ ÃÁÒÜÃÔÅÒ ÇÅÎÅÒÁÌ Ù ÁÂÓÔÒÁÃÔÏȱ. 

Criterio que, valga indicar, varía nuevamente en el año 2019 con la admisión 

de una acción82  de inconstitucionalidad interpuesta contra una única resolución del 

TSE y que, a juicio de quienes suscriben, ignora los dos elementos que previamente 

había reconocido como necesarios para su admisión; circunstancia que evidencia 

una contradicción de criterio. En ese sentido, si bien se comparte el análisis 

hermenéutico que se realiza en la Sentencia No. 16070-2015 para conocer acciones 

de inconstitucionalidad contra jurisprudencia del TSE, cambiar drásticamente de 

criterio en 2019 y admitir para estudio una acción contra una única resolución del 

TSE, discrepa de su propia argumentación. 

Como se indicó líneas atrás, los actos jurisdiccionales como resultado de 

resoluciones judiciales escapan al control de constitucionalidad según la 

Constitución Política y la LJC. Ahora bien, cuando en la reiteración de dichas 

resoluciones jurisdiccionales se individualiza una pauta interpretativa que se 

perpetúa en el tiempo, dichas resoluciones adquieren la característica de 

normatividad. Así, el carácter normativo de la jurisprudencia implica un despliegue 

de efectos jurídicos sobre terceros no contendientes. Lo anterior, justifica en mayor 

medida la susceptibilidad de control de constitucionalidad, por cuanto el carácter 

normativo de la jurisprudencia permea a terceros. 

En el mismo sentido, el carácter normativo de la jurisprudencia se asemeja 

más a la concepción de un juez activo y proactivo que no se limita a ser un mero 

autómata o aplicador de normas jurídicas. De lo anterior, es válido concluir que el 

juez electoral, al realizar la función jurisdiccional que efectivamente le atribuye el 

ordenamiento jurídico, se convierte en un verdadero Estado de Derecho. La función 

jurisdiccional del TSE desemboca en verdaderas pautas interpretativas que se 

convierten en normas jurídicas. Si en verdad del control de constitucionalidad no 

escapa ninguna norma infra constitucional, no sería consistente negar que dicho 

control ha de ser ejercido a propósito de las normas jurisprudenciales en la materia 

electoral.  

Si bien se comprende la preocupación de cierto sector doctrinal de que la Sala 

Constitucional se convierta de hecho en el intérprete último de la materia electoral, 

lo cierto del caso es que dicho órgano jurisdiccional es el intérprete ɀ si bien no el 

único ɀ último de la Constitución Política, de donde emana la atribución 

 
82 Se trata de una acción de inconstitucionalidad que se tramita por Expediente No. 19-004707-
0007-CO y que se interpuso contra la Resolución No. TSE-1724-E8-2019 del Tribunal Supremo de 
Elecciones.  
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competencial al TSE. Lo anterior, no quiere decir de manera alguna un 

desconocimiento de su esfera competencial, pues en todo caso el TSE en el ejercicio 

de cualesquiera funciones esenciales ha de someterse a la Carta Fundamental y a las 

normas supra legales aplicables a la materia.  

Si bien se comparte la procedencia jurídica del control de constitucionalidad 

de la jurisprudencia del TSE, lo precedente no implica de manera alguna que dicho 

control deba realizarse irrestrictamente. En primer término, la cosa juzgada 

material que poseen las resoluciones individuales del TSE cobija a las partes de los 

procesos que resultaron en dichas resoluciones, con lo cual sus situaciones 

individuales no deberían verse afectadas por la eventual anulación de 

jurisprudencia electoral de las que formen parte estas resoluciones. En segundo 

lugar, la función electoral en sentido estricto al no ser susceptible de producir 

jurisprudencia sí escapa al control de constitucionalidad, según las normas 

constitucionales ya indicadas. 

Por último y no menos importante, no cabe aludir a intromisión de 

competencias cuando el propio texto constitucional dispone que la Sala 

Constitucional ejercerá el control de constitucionalidad de las normas de cualquier 

naturaleza. Con base en todos los argumentos esbozados en este apartado, cabe 

afirmar el control de constitucionalidad de la jurisprudencia electoral. 

 

Conclusiones. 

El control de constitucionalidad está asignado constitucionalmente a la Sala 

Constitucional como órgano del Poder Judicial. Existen determinadas normas y 

actos contra los que dicho control es procedente, así como por ejemplo: no cabe 

contra los actos jurisdiccionales del Poder Judicial ni contra los actos o disposiciones 

del TSE en el ejercicio de la función electoral. Ahora bien, la Sala Constitucional y 

diversas normas legales afirman la naturaleza normativa de la jurisprudencia, 

entendida esta última como la reiteración de pautas interpretativas en el ejercicio 

de la función jurisdiccional.  

La superación de la concepción de jueces autómatas es consistente con la 

acepción normativa de la jurisprudencia. Al adquirir dicho carácter normativo, la 

jurisprudencia de cualesquiera órganos jurisdiccionales, es susceptible del control 

de constitucionalidad.  
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Por otra parte, cabe recordar que tanto el TSE como la Sala Constitucional 

son órganos fundamentales en el diseño orgánico de la Constitución Política. La 

arti culación de ambos debe reflejar el principio de distribución de funciones y 

coordinación institucional. A la Sala Constitucional se le ha encargado el control de 

constitucionalidad de las normas, mientras que al TSE se la ha atribuido la 

organización, dirección y vigilancia de los actos relativos al sufragio; ambas 

atribuciones, de manera exclusiva. Los estatutos particulares de ambos órganos en 

la norma fundamental permiten incluir una cercanía competencial que en ocasiones 

deviene problemática. 

En el seno del TSE cohabitan las cuatro funciones esenciales, pero de 

particular importancia para este trabajo son la jurisdiccional y la electoral. Si bien 

ambas se encuentran estrechamente relacionadas, lo cierto del caso es que solo la 

jurisdiccional es susceptible de resultar en norma jurisprudencial. La función 

electoral en sentido estricto, al escapar de dicha consecuencia, escapa a su vez del 

control de constitucionalidad; diferente suerte corre la función jurisdiccional del 

TSE, ejercida a través de sus magistrados y magistradas.  

Dicho ejercicio, como el de cualquier otro juez de la República, que emita 

jurisprudencia, habrá de ser sometido al juicio de constitucionalidad.  Con base en 

lo anterior, se han suscitado argumentaciones en favor y en contra del control de 

constitucionalidad ejercido por la Sala Constitucional para la jurisprudencia del TSE.  

La tesis en defensa de que no se ejerza dicho control, se apoya 

primordialmente en los artículos 10, 99, 102.3 y 103, así como el 74 de la LJC que 

expresamente reconoce la improcedencia de acciones de inconstitucionalidad 

contra actos o disposiciones del TSE relativos a la función electoral. Ese 

razonamiento, fue el que sostuvo la Sala Constitucional durante al menos dos 

décadas desde su creación en 1989, no ejerciendo control alguno contra la 

jurisprudencia del órgano electoral. De hecho, por Sentencia No. 15048-2010, el 

Tribunal Constitucional expresamente reconoció su incompetencia para ejercer 

control de constitucionalidad contra la jurisprudencia del TSE, advirtiendo que 

hacerlo podría abrir un portillo peligroso de control sobre sus funciones. 

Esa postura, se modifica sustancialmente tan solo cinco años después por 

Sentencia No. 16070-2015, por la cual resuelve una acción de inconstitucionalidad 

planteada contra tres resoluciones del TSE. Desde otra perspectiva, la Sala 

Constitucional realiza una lectura de los artículos 10, 102, 103, 105, 153 y 154 de la 

Constitución Política y concluye que el Poder Constituyente le otorgó la potestad de 

examinar las normas jurídicas de carácter general y abstracto. Para sustentar su 

cambio de criterio, acude a la lectura del artículo 9 Código Civil y concluye que, dado 
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que se encuentra facultada para conocer acciones de inconstitucionalidad contra 

jurisprudencia emanada de Salas de Casación, también lo puede hacer con la 

jurisprudencia del TSE. 

Tiempo después, establece por Sentencia No. 1520-2018 que las acciones de 

inconstitucionalidad planteadas contra jurisprudencia del TSE, es estrictamente 

necesario que se cumplan los siguientes requisitos: (1) que se impugne 

jurisprudencia y no una resolución concreta y, (2) que se impugnen resoluciones 

con motivos de opiniones de consultivas, no interpretaciones oficiosas del TSE. De 

manera más reciente, la Sala Constitucional modificó parcialmente su criterio, en el 

sentido de que admitió la interposición de acciones de inconstitucionalidad contra 

una única resolución del TSE y en virtud de interpretaciones oficiosas.  

Considerando todo lo anterior, pareciera que el debate está lejos de culminar. 

Las posturas de quienes argumentan en uno u otro sentido, lejos de conciliarse, 

parecieran más bien alejarse. La disputa representada sin lugar a duda un núcleo 

problemático para el Derecho Público y, por tanto, suelo fértil para que se produzcan 

discusiones desde perspectivas distintas que permitan arrojar mayores elementos 

de convicción para la debida comprensión del asunto.  
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Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución no. 18643-2014 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución no. 16070-2015 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución no. 2380-2016 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución no. 3477-2016 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución no. 1520-2018 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, resolución no. 11633-2019 

Tribunal Supremo de Elecciones, resolución no. TSE-393-E-2000  

Tribunal Supremo de Elecciones, resolución no. TSE-3603-E8-2016 

Tribunal Supremo de Elecciones, resolución no. TSE-1724-E8-2019 
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El principio constitucional de buena fe ante la 
Administración Pública . 

 

!ÌÅØ 2ÏÊÁÓ /ÒÔÅÇÁɕ 

 

2ÅÓÕÍÅÎȡ 

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÏÓÅÅ ÕÎ ÓÏǲÌÉÄÏ ÒÅÓÐÁÌÄÏ ÅÎ ÎÕÅÓÔÒÏ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÔÉÅÎÅ ÒÅÐÅÒÃÕÓÉÏÎÅÓ ÅÎ ÔÏÄÁÓ ÌÁÓ ÁǲÒÅÁÓ ÄÅ ÌÁ ÃÉÅÎÃÉÁ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȟ 

ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒÍÅÎÔÅȟ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÑÕÅ ÓÅ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÎ ÅÎÔÒÅ ÌÁÓ 

ÐÅÒÓÏÎÁÓ Ù ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȠ ÅÓ ÐÏÒ ÅÓÁ ÒÁÚÏǲÎȟ ÑÕÅ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅÌ 

ÐÒÅÓÅÎÔÅ ÅÓÔÕÄÉÏȟ ÓÅ ÁÂÏÒÄÁ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÔÁÎÔÏ ÅÎ ÓÕ ÄÅÆÉÎÉÃÉÏǲÎ 

ÃÏÍÏ ÅÎ ÌÁÓ ÆÏÒÍÁÓ Ù ÁǲÍÂÉÔÏÓ ÅÎ ÑÕÅ ÓÅ ÈÁ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÄÏ ÓÕ ÐÒÏÔÅÃÃÉÏǲÎȟ ÌÏ ÃÕÁÌ 

ÎÏÓ ÐÅÒÍÉÔÅ ÁÐÒÅÃÉÁÒ ÌÁ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÐÒÏÐÉÁ ÄÅ ÓÕ 

ÃÏÎÔÅÎÉÄÏȢ  

 

0ÁÌÁÂÒÁÓ ÃÌÁÖÅȡ  

0ÒÉÎÃÉÐÉÏȢ "ÕÅÎÁ ÆÅȢ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȢ 'ÁÒÁÎÔąǲÁȢ *ÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁȢ 

 

!ÂÓÔÒÁÃÔȡ 

4ÈÅ ÐÒÉÎÃÉÐÌÅ ÏÆ ÇÏÏÄ ÆÁÉÔÈ ÈÁÓ ÓÔÒÏÎÇ ÓÕÐÐÏÒÔ ÉÎ ÏÕÒ ÌÅÇÁÌ ÓÙÓÔÅÍ ÁÎÄ ÈÁÓ 

ÒÅÐÅÒÃÕÓÓÉÏÎÓ ÏÎ ÁÌÌ ÁÒÅÁÓ ÏÆ ÌÅÇÁÌ ÓÃÉÅÎÃÅȟ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒÌÙ ÉÎ ÔÈÅ ÌÅÇÁÌ 

ÒÅÌÁÔÉÏÎÓÈÉÐÓ ÅÓÔÁÂÌÉÓÈÅÄ ÂÅÔ×ÅÅÎ ÉÎÄÉÖÉÄÕÁÌÓ ÁÎÄ ÔÈÅ ÐÕÂÌÉÃ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÏÎȢ 

)Ô ÉÓ ÆÏÒ ÔÈÉÓ ÒÅÁÓÏÎ ÔÈÁÔȟ ÔÈÒÏÕÇÈ ÔÈÉÓ ÐÁÐÅÒȟ ÔÈÅ ÐÒÉÎÃÉÐÌÅ ÏÆ ÇÏÏÄ ÆÁÉÔÈ ÉÓ 

 
* Licenciado en Derecho por la Universidad de Costa Rica. Obtuvo el Premio de Investigación 

Fernando Soto Harrison 2010, otorgado a la tesis más sobresaliente de la Facultad de Derecho, UCR. 

Máster en Derecho Constitucional por la Universidad Estatal a Distancia. Cuenta con diplomas en 

técnica legislativa y control parlamentario por el Congreso de los Diputados de España y la Red 

Internacional de Expertos en Parlamentos. Doctorando en Derecho Administrativo por la 

Universidad Escuela Libre de Derecho. Juez del Tribunal Contencioso Administrativo. Profesor 

universitario de Derecho Constitucional y Administrativo. 
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ÁÄÄÒÅÓÓÅÄȟ ÂÏÔÈ ÉÎ ÉÔÓ ÄÅÆÉÎÉÔÉÏÎȟ ÉÔÓ ÆÏÒÍÓ ÁÎÄ ÔÈÅ ÁÒÅÁÓ ÔÏ ×ÈÉÃÈ ÉÔÓ 

ÐÒÏÔÅÃÔÉÏÎ ÁÎÄ ÃÏÖÅÒÁÇÅ ÉÓ ÁÄÄÒÅÓÓÅÄȟ ×ÈÉÃÈ ×ÉÌÌ ÁÌÌÏ× ÕÓ ÔÏ ÁÐÐÒÅÃÉÁÔÅ ÔÈÅ 

ÓÐÅÃÉÆÉÃÉÔÙ ÏÆ ÔÈÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÔÉÏÎÁÌ ÇÕÁÒÁÎÔÅÅ ÐÒÏÐÅÒ ÔÏ ÉÔÓ ÃÏÎÔÅÎÔȢ  

 

+ÅÙ×ÏÒÄÓȡ  

0ÒÉÎÃÉÐÌÅȢ 'ÏÏÄ ÆÁÉÔÈȢ 0ÕÂÌÉÃ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÏÎȢ 'ÕÁÒÁÎÔÅÅȢ *ÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÅȢ  
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35-!2)/ȡ )ȢȤ )ÎÔÒÏÄÕÃÃÉÏǲÎȠ ))ȢȤ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ #ÏÎÃÅÐÔÏȠ )))ȢȤ 

3ÕÓÔÅÎÔÏ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏȠ )6ȢȤ ,ÁÓ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÇÁÒÁÎÔÅ 

ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȠ ρȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÁȠ ςȢȤ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÓÕ ÉÎÆÌÕÅÎÃÉÁ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ 

ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏȠ σȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÓÕ ÉÎÃÉÄÅÎÃÉÁ ÅÎ ÌÏÓ 

ÐÒÏÃÅÓÏÓ ɉÙ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓɊȠ τȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ 

ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÄÁÒȟ ÈÁÃÅÒ Ï ÎÏ ÈÁÃÅÒȟ ÐÏÒ ÐÁÒÔÅ 

ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȠ υȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁȠ φȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÒÅÓÐÅÔÏ ÄÅ ÌÏÓ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ Ï ÁÃÔÏÓ 

ÎÅÇÏÃÉÁÌÅÓȠ χȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ 

ÐÒÏÐÉÏÓȠ !ȢȤ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȢ 

#ÏÎÃÅÐÔÏȠ "ȢȤ #ÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ 

ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȠ 6ȢȤ #ÏÎÃÌÕÓÉÏÎÅÓȠ &ÕÅÎÔÅÓ ÄÅ ÉÎÆÏÒÍÁÃÉÏǲÎȢ  

 

)ȢȤ )ÎÔÒÏÄÕÃÃÉĕÎȢ 

,ÏÓ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏÓ ÇÅÎÅÒÁÌÅÓ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÔÉÅÎÅÎ ÕÎ ÃÁÍÐÏ ÄÅ ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ 

ÓÕÍÁÍÅÎÔÅ ÅØÔÅÎÓÏȟ ÐÕÅÓ ÉÎÆÏÒÍÁÎ Á ÔÏÄÏ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÌÅ ÄÁÎ Á ÅǲÓÔÅ 

ÓÕÓÔÅÎÔÏȠ ÐÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅȟ ÂÁÊÏ ÅÓÅ ÃÁÒÁǲÃÔÅÒȟ ÅÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ χȢρ ÄÅ ÌÁ ,ÅÙ 'ÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ ÄÉÓÐÏÎÅ ÑÕÅ ÌÏÓ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏÓ ÇÅÎÅÒÁÌÅÓ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ȰɉȣɊ 

ÓÅÒÖÉÒÜÎ ÐÁÒÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÒȟ ÉÎÔÅÇÒÁÒ Ù ÄÅÌÉÍÉÔÁÒ ÅÌ ÃÁÍÐÏ ÄÅ ÁÐÌÉÃÁÃÉĕÎ ÄÅÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÅÓÃÒÉÔÏ Ù ÔÅÎÄÒÜÎ ÅÌ ÒÁÎÇÏ ÄÅ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÑÕÅ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÎȟ ÉÎÔÅÇÒÁÎ Ï 

ÄÅÌÉÍÉÔÁÎȢȱ %ÓÔÁ ÁÆÉÒÍÁÃÉÏǲÎ ÄÅÂÅ ÓÅÒ ÍÁÔÉÚÁÄÁȟ ÙÁ ÑÕÅ ÅÓ ÃÌÁÒÏ ÑÕÅ ÃÕÁÎÄÏ ÅÌ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁȟ ÉÎÔÅÇÒÁ Ï ÄÅÌÉÍÉÔÁ ÕÎÁ ÎÏÒÍÁ ÄÅ ÍÁÙÏÒ ÒÁÎÇÏ ÑÕÅ ÅÌ ÐÒÏÐÉÏ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ ÌÁ ÁÆÉÒÍÁÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ χȢρ ,'!0 ÎÏ ÐÒÅÓÅÎÔÁ ÍÁÙÏÒ ÐÒÏÂÌÅÍÁȟ ÓÉÎ 

ÅÍÂÁÒÇÏȟ ÎÏ ÓÕÃÅÄÅ ÌÏ ÍÉÓÍÏ ÅÎ ÅÌ ÓÕÐÕÅÓÔÏ ÄÅ ÑÕÅȟ ÕÎ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÍÁÙÏÒ ÒÁÎÇÏȟ 

ÃÕÍÐÌÁ ÅÓÁÓ ÆÕÎÃÉÏÎÅÓ ÒÅÓÐÅÃÔÏ ÄÅ ÕÎÁ ÎÏÒÍÁ ÄÅ ÍÅÎÏÒ ÒÁÎÇÏȟ ÙÁ ÑÕÅ ÎÏ ÓÅÒąǲÁ ÖÉÁÂÌÅ 

ÁÄÍÉÔÉÒȟ ÂÁÊÏ ÕÎÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎ ÓÉÓÔÅÍÁǲÔÉÃÁ ÄÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÅÎ ÅÌ ÍÁÒÃÏ 

ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÓÕÐÒÅÍÁÃąǲÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÑÕÅȟ ÐÏÒ ÅÊÅÍÐÌÏȟ ÕÎ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÁÄÑÕÉÅÒÁ ÅÌ ÒÁÎÇÏ ÄÅ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÄÁȟ ÉÎÔÅÇÒÁÄÁ Ï ÄÅÌÉÍÉÔÁÄÁȟ 

ÃÕÁÎÄÏ ÅǲÓÔÁ ÕǲÌÔÉÍÁ ÅÓ ÄÅ ÎÁÔÕÒÁÌÅÚÁ ÒÅÇÌÁÍÅÎÔÁÒÉÁȠ ÎÏ ÏÂÓÔÁÎÔÅȟ ÓÅÒÁǲ ÅÓÔÅ ÕÎ ÁÓÐÅÃÔÏ 

ÌÉÂÒÁÄÏ ÐÁÒÁ ÏÔÒÏ ÅÓÐÁÃÉÏ ÁÃÁÄÅǲÍÉÃÏȢ  

!ÈÏÒÁ ÂÉÅÎȟ ÅÎ ÌÏ ÑÕÅ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÁÕÔÏÒÅÓ ÃÏÍÏ 

(ÅÒÎÁǲÎÄÅÚ 'ÉÌ ɉρωψπɊ Ù $Å ÌÏÓ -ÏÚÏÓ ɉρωψψɊȟ ÈÁÎ ÁÆÉÒÍÁÄÏ ÑÕÅ ÅÓÔÅ ÄÁ ÓÕÓÔÅÎÔÏ Á 

ÑÕÅȟ ÁÎÔÅ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ Ù ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓȟ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÔÅÎÇÁÎ ÕÎ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÁÊÕÓÔÁÄÏ Á ÃÉÅÒÔÏÓ ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏÓ ÄÅÓÅÁÂÌÅÓ Ù ÅÓÐÅÒÁÂÌÅÓ ÃÏÎÆÏÒÍÅ ÁÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÓÉÎ ÅÍÂÁÒÇÏȟ ÌÁ ÅÆÉÃÁÃÉÁ ÅØÔÅÎÓÉÖÁ Ù ÐÒÏÇÒÅÓÉÖÁ ÄÅ ÅÓÅ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ ÈÁ ÐÒÏÖÏÃÁÄÏ ÑÕÅ ÓÕ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÓÅ ÈÁÙÁ ÁÇÕÄÉÚÁÄÏ Ù ÑÕÅȟ ÃÏÎÆÏÒÍÅ ÁÌ 
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$ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎȟ ÅÓÁ ÁÇÕÄÉÚÁÃÉÏǲÎ ÈÁÙÁ ÐÒÏÖÏÃÁÄÏ ÌÁ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅ ÓÕ 

ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÄÅ ÇÁÒÁÎÔąǲÁȟ ÅÎ ÂÅÎÅÆÉÃÉÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓȢ  

%Ó ÅÎÔÏÎÃÅÓȟ ÅÓÁ ÐÅÒÓÐÅÃÔÉÖÁ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÃÏÍÏ ÃÒÉÔÅÒÉÏ 

ÒÅÃÔÏÒ Ù ÏÒÉÅÎÔÁÄÏÒ ÄÅ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓȟ ÌÁ ÑÕÅ ÓÅ ÐÒÅÔÅÎÄÅ ÁÂÏÒÄÁÒ ÅÎ ÅÌ ÐÒÅÓÅÎÔÅ ÅÓÔÕÄÉÏȟ 

ÂÁÊÏ ÌÁ ÉÎÃÏÒÐÏÒÁÃÉÏǲÎ ÓÉÓÔÅǲÍÉÃÁ ÄÅÌ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÁÄÏÐÔÁÄÏ ÐÏÒ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ 

ÄÉÆÅÒÅÎÔÅÓ ÁǲÍÂÉÔÏÓȟ ÃÏÎ ÅÌ ÏÂÊÅÔÉÖÏ ÄÅ ÄÁÒÌÅ ÍÁÙÏÒ ÅÆÉÃÁÃÉÁ Ù ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ 

ÃÏÍÏ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÐÁÒÁ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓȢ  

 

))ȢȤ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ #ÏÎÃÅÐÔÏȢ  

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÉÒÒÁÄÉÁ Á ÔÏÄÏ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Å ÉÍÐÏÎÅ ÕÎÁ 

ÓÅÒÉÅ ÄÅ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏÓ Á ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓ Ù ÐÒÉÖÁÄÁÓȟ ÔÁÎÔÏ ÅÎ ÌÏÓ ÁǲÍÂÉÔÏÓ 

ÐÒÏÃÅÄÉÍÅÎÔÁÌ ɉÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓ ÌÌÅÖÁÄÏÓ Á ÃÁÂÏ ÅÎ ÅÌ ÓÅÎÏ ÄÅ ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁɊȟ ÐÒÏÃÅÓÁÌ ɉÅÎ ÌÏÓ ÄÉÓÔÉÎÔÏÓ ÐÒÏÃÅÓÏÓ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌÅÓɊ Ù 

ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌ ɉÅÎ ÌÏ ÑÕÅ ÓÅ ÒÅÆÉÅÒÅ Á ÌÁ ÆÏÒÍÁÃÉÏǲÎȟ ÅÊÅÃÕÃÉÏǲÎ Ù ÅØÔÉÎÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ 

ÃÏÎÔÒÁÔÏÓɊȠ ÉÎÃÌÕÓÉÖÅȟ ÅÎ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ Á ÌÁ ÁÕÔÏÎÏÍąǲÁ ÄÅ ÌÁ ÖÏÌÕÎÔÁÄȢ 

0ÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅȟ ÌÁ ÐÒÉÎÃÉÐÁÌ ÃÁÒÁÃÔÅÒąǲÓÔÉÃÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÅÓ ÅÌ ÄÁÒ 

ÃÏÂÅÒÔÕÒÁ Á ÌÁ ÅØÉÇÅÎÃÉÁ ÄÅ ÕÎÁ ÓÅÒÉÅ ÄÅ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏÓȟ ÑÕÅ ÒÅÓÕÌÔÁÎ ÁÐÌÉÃÁÂÌÅÓ Á 

ÔÏÄÁÓ ÌÁÓ ÒÁÍÁÓ ÄÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÑÕÅȟ ÁÌ ÐÒÏÐÉÏ ÔÉÅÍÐÏȟ ÌÅ ÓÏÎ ÅØÉÇÉÂÌÅÓ Á 

ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÐÅÒÓÏÎÁȟ ÓÅÁ ÅǲÓÔÁ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÐÕǲÂÌÉÃÏ Ï ÐÒÉÖÁÄÏȢ %Î ÅÓÅ ÓÅÎÔÉÄÏȟ 'ÏÎÚÁǲÌÅÚ 

0ÅǲÒÅÚ ɉρωωωɊ ÈÁ ÐÕÅÓÔÏ ÄÅ ÍÁÎÉÆÉÅÓÔÏ ÑÕÅȡ 

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÇÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÑÕÅ ÊÕÅÇÁȟ ÃÏÍÏ ÓÅ ÈÁ ÓÅÎǿÁÌÁÄÏȟ ÎÏ 

ÓÏÌÏ ÅÎ ÅÌ ÁǲÍÂÉÔÏ ÄÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏÓ Ù ÐÏÔÅÓÔÁÄÅÓȟ ÓÉÎÏ ÅÎ ÅÌ ÄÅ 

ÌÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ Ù ÅÎ ÅÌ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÏÓ ÄÅÂÅÒÅÓȟ 

ÃÏÎÌÌÅÖÁ ÌÁ ÎÅÃÅÓÉÄÁÄ ÄÅ ÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÌÅÁÌȟ ÈÏÎÅÓÔÁȟ ÁÑÕÅÌÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ 

ÑÕÅȟ ÓÅÇÕǲÎ ÌÁ ÅÓÔÉÍÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÇÅÎÔÅȟ ÐÕÅÄÅ ÅÓÐÅÒÁÒÓÅ ÄÅ ÕÎÁ ÐÅÒÓÏÎÁȟ 

ÐÒÏÔÅÇÅȣ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÑÕÅ ÆÕÎÄÁÄÁÍÅÎÔÅ ÓÅ ÐÕÅÄÅ ÈÁÂÅÒ ÄÅÐÏÓÉÔÁÄÏ 

ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÁÊÅÎÏ Å ÉÍÐÏÎÅ ÅÌ ÄÅÂÅÒ ÄÅ ÃÏÈÅÒÅÎÃÉÁ ÅÎ ÅÌ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏȢ ɉÐÐȢ φωȤχπɊ  

4ÁÌ ÃÏÍÏ ÓÅ ÅØÐÏÎÄÒÁǲȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÏÓÅÅ ÕÎÁ ÐÒÏÆÕÎÄÁ ÒÁÉÇÁÍÂÒÅ 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ÃÁÒÁǲÃÔÅÒ ÉÎÆÏÒÍÁÄÏÒ ÄÅ ÔÏÄÏ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȠ ÁÓÉÍÉÓÍÏȟ Á 

ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÅÓÁ ÓÏǲÌÉÄÁ ÂÁÓÅ ÑÕÅ ÌÏ ÊÕÓÔÉÆÉÃÁȟ ÅÓ ÐÏÓÉÂÌÅ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÒ ÕÎ ÃÏÎÊÕÎÔÏ ÄÅ 

ÁǲÍÂÉÔÏÓ ÅÎ ÌÏÓ ÑÕÅ ÓÅ ÃÏÎÃÒÅÔÁ ÄÉÃÈÏ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ ÃÏÍÏ ÁÒÉÓÔÁÓ ÄÅ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÅÎ ÂÅÎÅÆÉÃÉÏ 

ÄÅ ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁȟ ÄÅÒÉÖÁÄÁÓ ÄÅ ÌÁ ÔÕÔÅÌÁ ÑÕÅ ÐÒÏÖÅÅ ÅÌ ÍÅÎÃÉÏÎÁÄÏ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ 

ÆÅȢ %Î ÓÉÍÉÌÁÒ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÓÅ ÈÁ ÁÆÉÒÍÁÄÏ  



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

190 

3ÉÅÎÄÏ ÅÓÔÅ ÕÎ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÉÎÆÏÒÍÁÄÏÒ ÄÅÌ ÓÉÓÔÅÍÁ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ɀ ÓÅ ÄÉÃÅ Ȥȟ 

ÁÕÎÑÕÅ ÌÁ ÌÅÙ ÎÏ ÌÏ ÃÏÎÓÁÇÒÁÒÁ ÄÅ ÍÏÄÏ ÅØÐÌąǲÃÉÔÏȟ ÈÁÌÌÁÒąǲÁ ÓÕ 

ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎȟ ÃÏÍÏ ÔÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÇÅÎÅÒÁÌ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȟ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅ ÌÁ 

ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎ Å ÉÎÔÅÇÒÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓȟ ÁÓąǲ ÃÏÍÏ ÄÅ ÌÁ ÓÕÐÌÅÎÃÉÁ 

ÄÅ ÅǲÓÔÏÓ Ù ÄÅ ÌÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ Ù ÄÅÍÁǲÓ ÎÅÇÏÃÉÏÓ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏÓȢ ɉ&ÅÒÒÅÉÒÁȟ ρωψτȟ ÐȢ ρχρɊ  

!ÈÏÒÁ ÂÉÅÎȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÁÐÁÒÔÅ ÄÅ ÓÅÒ ÕÎ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÉÎÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏȟ 

ÐÕÅÄÅ ÅÎÔÅÎÄÅÒÓÅ ÃÏÍÏ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÌÅÁÌȟ ÈÏÎÅÓÔÁ Ù ÁÍÐÁÒÁÄÁ ÁÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÑÕÅ ÅÓ ÁÄÏÐÔÁÄÁ ÐÏÒ ÕÎÁ ÐÅÒÓÏÎÁ ÅÎ ÅÌ ÃÏÎÔÅØÔÏ ÄÅ ÕÎÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ Ï ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȠ ÁÌ ÒÅÓÐÅÃÔÏȟ 2ÕÉÚ ÄÅ 6ÅÌÁÓÃÏ ɉρωχφɊ ÈÁ ÁÆÉÒÍÁÄÏ ÑÕÅ  

ȣ ÓÉ ÐÏÒ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÈÁ ÄÅ ÅÎÔÅÎÄÅÒÓÅ ÅÌ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÌÅÁÌȟ ÈÏÎÒÁÄÏ Ù 

ÓÉÎÃÅÒÏ ÄÅ ÎÕÅÓÔÒÏÓ ÄÅÂÅÒÅÓ ÐÁÒÁ ÃÏÎ ÅÌ ÐÒÏǲÊÉÍÏȟ Ù ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÔÁÍÂÉÅǲÎ 

ÌÅÁÌȟ ÈÏÎÒÁÄÏ Ù ÓÉÎÃÅÒÏ ÄÅ ÎÕÅÓÔÒÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓȣ ÎÏ ÃÁÂÅ ÌÁ ÍÅÎÏÒ ÄÕÄÁ 

ÄÅ ÑÕÅ ÎÏ ÁÃÔÕǲÁ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÌ ÑÕÅ ÌÏÓ ÅÊÅÒÃÉÔÁ ÁÎÏÒÍÁÌÍÅÎÔÅ ÃÏÎ 

ÃÁÒÁǲÃÔÅÒ ÁÎÔÉÓÏÃÉÁÌȟ ÅØÃÅÄÉÅǲÎÄÏÓÅ ÄÅ ÌÏÓ ÌąǲÍÉÔÅÓ ÎÏÒÍÁÌÅÓȟ ÎÉ ÔÁÍÐÏÃÏ 

ÅÌ ÑÕÅ ÔÒÁÔÁ ÄÅ ÂÕÒÌÁÒ ÌÁ ÌÅÙȟ ÁÍÐÁÒÁǲÎÄÏÓÅ ÅÎ ÕÎ ÐÒÅÃÅÐÔÏ ÄÅ ÃÏÂÅÒÔÕÒÁ 

ÐÁÒÁ ÌÏÇÒÁÒ ÕÎ ÒÅÓÕÌÔÁÄÏ ÐÒÏÈÉÂÉÄÏ ÐÏÒ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ï 

ÃÏÎÔÒÁÒÉÏ ÁÌ ÍÉÓÍÏȟ ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅÎÄÏ ÅÌ ÐÒÉÍÅÒ ÃÁÓÏ ÁÂÕÓÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȟ Ù 

ÅÌ ÓÅÇÕÎÄÏ ÅÌ ÆÒÁÕÄÅ ÄÅ ÌÅÙȢ ɉÐȢ υφπɊ  

,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÅÎÔÏÎÃÅÓȟ ÅØÉÇÅ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÊÕÓÔÁÄÁ Á ÌÁ 

ÌÅÁÌÔÁÄȟ Á ÌÁ ÈÏÎÅÓÔÉÄÁÄ Ùȟ ÐÏÒ ÅÎÄÅȟ ÈÁÒąǲÁ ÅÓÐÅÒÁÂÌÅ ÄÅ ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ ÕÎ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÑÕÅȟ ÓÅÇÕǲÎ ÌÁ ÅÓÔÉÍÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÇÅÎÔÅȟ ÂÁÊÏ ÕÎ ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏ ÄÅ ÕÎÁ 

ÐÅÒÓÏÎÁ ÐÒÏÍÅÄÉÏȟ ÒÅÓÐÏÎÄÁ Á ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏÓ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÓ Ù ÐÒÅÄÅÃÉÂÌÅÓ ÄÅ ÕÎ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÁÊÕÓÔÁÄÏ Á ÌÁ ÌÅÇÁÌÉÄÁÄȟ Á ÌÁ ÈÏÎÅÓÔÉÄÁÄ Ù ÒÅÃÔÉÔÕÄȢ $Å ÌÁ ÍÉÓÍÁ 

ÆÏÒÍÁȟ ÅÎ ÅÌ ÁǲÍÂÉÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÃÏÎ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÅÌ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÓÅ ÁÇÕÄÉÚÁ Ù ÌÅ ÆÁÃÕÌÔÁ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÅÌ ÔÅÎÅÒ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÅÎ 

ÑÕÅ ÌÁÓ ÅÎÔÉÄÁÄÅÓ Õ ÏǲÒÇÁÎÏÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓ ÎÏ ÌÅ ÖÁÎ Á ÅØÉÇÉÒ ÍÁǲÓ ÄÅ ÌÏ ÑÕÅ ÅÓ ÎÅÃÅÓÁÒÉÏ Ù 

ÌÅÇąǲÔÉÍÏ ÐÁÒÁ ÌÁ ÏÂÔÅÎÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ ÆÉÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓȟ ÎÉ ÑÕÅ ÔÁÍÐÏÃÏ ÌÅ ÖÁÎ Á ÅØÉÇÉÒ 

ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÄÅ ÕÎÁ ÍÁÎÅÒÁ Ï ÅÎ ÕÎ ÔÉÅÍÐÏ ÅÓÐÅÃąǲÆÉÃÏÓ ÑÕÅ ÓÅÁÎ ÉÎÁÄÅÃÕÁÄÏÓ 

ÃÏÎÆÏÒÍÅ Á ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÖÉÇÅÎÔÅȢ  

 

)))ȢȤ 3ÕÓÔÅÎÔÏ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏȢ  

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÔÁÎÔÏ ÅÎ ÌÏ ÑÕÅ ÓÅ ÒÅÆÉÅÒÅ ÁÌ ÁǲÍÂÉÔÏ ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌ 

ÏÒÄÉÎÁÒÉÏȟ ÐÒÏÃÅÓÁÌ ȤÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÃÏÍÏ ÊÕÄÉÃÉÁÌȤȟ ÃÏÍÏ ÅÎ ÅÌ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏȤÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓȟ ÄÉÍÁÎÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ 
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ÐÒÅÖÉÓÔÏ ÅÎ ÅÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ στ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ 0ÏÌąǲÔÉÃÁȟ ÅÓ ÄÅÃÉÒȟ ÄÅ ÌÁ ÃÅÒÔÉÄÕÍÂÒÅ ÄÅ 

ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÃÏÎ ÏÔÒÏÓ ÓÕÊÅÔÏÓ Ï ÃÏÎ ÌÏÓ ÐÏÄÅÒÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓȢ 0ÁÒÔÉÃÕÌÁÒÍÅÎÔÅȟ ÅÎ ÌÏ 

ÑÕÅ ÓÅ ÒÅÆÉÅÒÅ Á ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÃÏÎ ÓÕÊÅÔÏÓ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÐÕǲÂÌÉÃÏȟ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÐÅÒÓÏÎÁ 

ÏÓÔÅÎÔÁ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÎÏ ÓÏÌÏ Á ÓÁÂÅÒ Á ÑÕÅǲ ÁÔÅÎÅÒÓÅ ÅÎ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁÓ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÓÉÎÏ ÑÕÅȟ ÁÄÅÍÁǲÓȟ Á ÒÅÃÉÂÉÒ ÄÅ ÅǲÓÔÁÓ ÕÎ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ 

ÌÅÁÌȟ ÁÊÕÓÔÁÄÏ Á ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏÓ ÄÅ ÃÅÒÔÉÄÕÍÂÒÅ Ù ÐÒÅÄÉÃÔÉÂÉÌÉÄÁÄȟ ÑÕÅ ÅÖÉÔÅ ÌÁÓ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÏÂÊÅÔÉÖÁÍÅÎÔÅ ÃÏÎÆÕÓÁÓȟ ÄÅÓÈÏÎÅÓÔÁÓ Ù ÑÕÅȟ ÉÎÃÌÕÓÏȟ ÃÕÁÎÄÏ ÌÁÓ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÎÏ ÓÏÎ ÁÂÓÏÌÕÔÁÍÅÎÔÅ ÃÏÎÆÏÒÍÅÓ ÃÏÎ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ 

ÌÁÓ ÍÁÎÔÅÎÇÁ ÅÎ ÁÒÁÓ ÄÅ ÌÁ ÃÅÒÔÅÚÁ Ù ÌÁ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÐÁÒÁ ÅÌ ÍÉÓÍÏ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏȟ ÁÓąǲ 

ÃÏÍÏ ÅÎ ÒÅÓÇÕÁÒÄÏ ÄÅ ÌÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÁÓȢ  

!ÕÎÁÄÏ Á ÌÏ ÁÎÔÅÒÉÏÒȟ ÃÁÂÅ ÄÅÓÔÁÃÁÒ ÑÕÅ ÌÁ ÒÅÆÅÒÅÎÃÉÁ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ 

ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁ ÅÎ ÕÎÁ ÓÅÒÉÅ ÄÅ ÎÏÒÍÁÓ ÄÅÓÁÇÒÅÇÁÄÁÓ Ï ÄÉÓÐÅÒÓÁÓȟ ÑÕÅȟ ÅÎ 

ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÄÉÆÅÒÅÎÔÅÓ ÍÁÔÅÒÉÁÓȟ ÈÁÃÅÎ ÁÌÕÓÉÏǲÎ Á ÅÓÔÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȠ ÁÌ ÒÅÓÐÅÃÔÏȟ ÔÅÎÅÍÏÓ 

ÑÕÅ ÅÌ ÏÒÄÉÎÁÌ ςρ ÄÅÌ #ÏǲÄÉÇÏ #ÉÖÉÌ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅ ÑÕÅ Ȱ,ÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÄÅÂÅÒÜÎ ÅÊÅÒÃÉÔÁÒÓÅ 

ÃÏÎÆÏÒÍÅ Á ÌÁÓ ÅØÉÇÅÎÃÉÁÓ ÄÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢȱ %Î ÓÉÍÉÌÁÒ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÅÌ #ÏǲÄÉÇÏ ÄÅ &ÁÍÉÌÉÁ ÅÎ 

ÓÕ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ φφȟ ÒÅÌÁÔÉÖÏ Á ÌÏÓ ÅÆÅÃÔÏÓ ÄÅÒÉÖÁÄÏÓ ÄÅÌ ÍÁÔÒÉÍÏÎÉÏ ÄÅÃÌÁÒÁÄÏ ÎÕÌÏȟ ÅÌ 

#ÏǲÄÉÇÏ ÄÅ 4ÒÁÂÁÊÏȟ ÅÎ ÓÕ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ ρω ÃÕÁÎÄÏ ÓÅÎǿÁÌÁ ÑÕÅ ÅÌ ÃÏÎÔÒÁÔÏ ÄÅ ÔÒÁÂÁÊÏ ÏÂÌÉÇÁ 

Á ÌÏ ÑÕÅ ÅÎ ÅǲÌ ÓÅ ÅØÐÒÅÓÁȟ ÓÅÇÕǲÎ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÁ ÅÑÕÉÄÁÄȟ ÅÌ ÕÓÏȟ ÌÁ ÃÏÓÔÕÍÂÒÅ Ï ÌÁ ÌÅÙȟ 

Ï ÂÉÅÎȟ ÌÁ ,ÅÙ ÃÏÎÔÒÁ ÌÁ #ÏÒÒÕÐÃÉÏǲÎ Ù ÅÌ %ÎÒÉÑÕÅÃÉÍÉÅÎÔÏ )ÌąǲÃÉÔÏ ÅÎ ÌÁ &ÕÎÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁȟ 

ÃÕÁÎÄÏ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅ ÃÏÍÏ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓ ÅÌ ÄÅÍÏÓÔÒÁÒ ÒÅÃÔÉÔÕÄ 

Ù ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÎ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÏÔÅÓÔÁÄÅÓ ÃÏÎÆÅÒÉÄÁÓ ÐÏÒ ÌÁ ÌÅÙ ɉÁÒÔąǲÃÕÌÏ σɊ Ï ÌÁ 

ÐÒÏÔÅÃÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÄÅÎÕÎÃÉÁÎÔÅ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ɉÁÒÔąǲÃÕÌÏ ψɊȟ ÅÔÃȢ  

#ÏÎÓÅÃÕÅÎÔÅÍÅÎÔÅȟ ÅÌ ÓÕÓÔÅÎÔÏ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÅÎ 

ÎÕÅÓÔÒÏ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÁÄÑÕÉÅÒÅ ÅÌ ÍÁǲØÉÍÏ ÒÁÎÇÏ ÁÌ ÅÎÃÏÎÔÒÁÒÓÅ ÐÒÅÖÉÓÔÏ 

ÃÏÍÏ ÐÁÒÔÅ ÄÅÌ ÎÕÍÅÒÁÌ στ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ 0ÏÌąǲÔÉÃÁȟ ÓÉÎ ÐÅÒÊÕÉÃÉÏ ÄÅ ÓÕ ÒÅÇÕÌÁÃÉÏǲÎ 

ÌÅÇÁÌ ÅÎ ÄÉÆÅÒÅÎÔÅÓ ÍÁÔÅÒÉÁÓȟ ÅÎ ÌÁÓ ÑÕÅȟ ÅÌ ÌÅÇÉÓÌÁÄÏÒ ÐÒÅÖÉÏǲ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÃÏÍÏ ÐÁÒÔÅ 

ÉÎÔÅÇÒÁÎÔÅ Ù ÄÅ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȢ  

 

)6ȢȤ ,ÁÓ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÃÏÎÃÒÅÃÉĕÎ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ 

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÏÓÅÅ ÕÎÁ ÖÉÒÔÕÁÌÉÄÁÄ ÁÐÌÉÃÁÔÉÖÁ ÄÅ ÁÌÔÏ ÁÌÃÁÎÃÅȟ 

ÐÒÏÖÏÃÁÄÁ ÐÏÒ ÌÁ ÉÎÃÉÄÅÎÃÉÁ ÅÖÉÄÅÎÔÅ ÄÅ ÅÓÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÅÎ ÔÏÄÏ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÓÕ ÉÎÆÌÕÅÎÃÉÁ ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÔÏÄÁÓ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÏÐÅÒÁÄÏÒÁÓ ÄÅÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȠ ÉÎÃÌÕÓÉÖÅȟ ÓÉÎ ÔÅÍÏÒ Á ÅÑÕąǲÖÏÃÏÓȟ ÅÓ ÄÁÂÌÅ ÁÆÉÒÍÁÒ ÑÕÅ ÅÌ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÃÕÙÁ ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ ÈÁ ÔÅÎÉÄÏ ÍÁÙÏÒ ÉÎÆÌÕÅÎÃÉÁ ÅÎ ÅÌ ÁǲÍÂÉÔÏ 

ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌ ÏÒÄÉÎÁÒÉÏȟ ÒÅÓÕÌÔÁ ÄÅ ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ Ù ÅØÔÅÎÓÉÏǲÎ Á ÔÏÄÁÓ ÌÁÓ ÒÁÍÁÓ ÄÅÌ 
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ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÓÉÅÎÄÏ ÑÕÅȟ ÅÎ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÐÕǲÂÌÉÃÏȟ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÔÉÅÎÅ ÕÎÁ 

ÉÎÃÉÄÅÎÃÉÁ ÄÅ ÉÍÐÏÒÔÁÎÔÅÓ ÒÁÓÇÏÓȢ 3ÏÂÒÅ ÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒȟ ÓÅ ÈÁ ÁÆÉÒÍÁÄÏȡ  

ȣ ÅÓÔÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ɍÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅɎ ÎÏ ÄÅÂÅ ÔÁÎ ÓÏÌÏ ÁÐÌÉÃÁÒÓÅ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ 

ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌȟ ÓÉÎÏȟ ÐÏÒ ÅÌ ÃÏÎÔÒÁÒÉÏȟ ÅØÔÅÎÄÅÒÓÅ Á ÔÏÄÏÓ ÌÏÓ ÄÅÍÁǲÓ 

ÓÕÐÕÅÓÔÏÓ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏÓȟ ÅÎ ÅÌ ÓÅÎÔÉÄÏ ÄÅ ÑÕÅ ÎÏ ÐÕÅÄÅ 

ÁÄÍÉÔÉÒÓÅ ÅÌ ÕÓÏ ÄÅ ÌÏÓ ÍÉÓÍÏÓ ÃÏÎÔÒÁÒÉÏ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ 

ÇÅÎÅÒÁÌÉÚÁǲÎÄÏÓÅ ÕÎÁ ÅØÃÅÐÔÔÉÏ ÄÏÌÉ ÇÅÎÅÒÁÌÉÓ ÑÕÅ ÐÏÄÒąǲÁȟ ÅÎ ÔÏÄÏ ÃÁÓÏȟ 

ÏÐÏÎÅÒÓÅ ÁÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏ ÄÅÓÖÉÁÄÏ ÄÅ ÓÕÓ ÐÒÏÐÉÏÓ 

ÆÉÎÅÓ Ù ÃÏÎÔÒÁÒÉÏ Á ÅÓÁÓ ÎÏÒÍÁÓ ÓÕÐÅÒÉÏÒÅÓ ÑÕÅ ÓÅ ÆÕÎÄÁÎ ÅÎ ÌÁ ÍÏÒÁÌȟ 

ÅÌ ÏÒÄÅÎ ÐÕǲÂÌÉÃÏ Ï ÌÁÓ ÂÕÅÎÁÓ ÃÏÓÔÕÍÂÒÅÓȢ ɉ$Å #ÏÓÓÉÏȟ ρωψψȟ ÐȢ ρττɊ  

$Å ÅÓÁ ÍÁÎÅÒÁȟ ÓÉ ÁÐÒÅÃÉÁÍÏÓ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÂÁÊÏ ÕÎÁ ÐÅÒÓÐÅÃÔÉÖÁ 

ÑÕÅ ÌÅ ÂÒÉÎÄÅ ÍÁÙÏÒ ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ ÐÒÁǲÃÔÉÃÁȟ ÅÓ ÐÏÓÉÂÌÅ ÅÎÃÏÎÔÒÁÒ ÃÉÅÒÔÁÓ ÁÒÉÓÔÁÓ ÄÅ 

ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅ ÄÉÃÈÏ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ ÅÎ ÅÌ ÍÁÒÃÏ ÄÅ ÕÎÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ Ï 

ÂÉÅÎȟ ÆÒÅÎÔÅ Á ÕÎÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȠ ÔÁÌÅÓ ÁÒÉÓÔÁÓ ÄÅ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ 

ÌÅ ÄÁÎ ÏÐÅÒÁÔÉÖÉÄÁÄ Á ÌÁ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÑÕÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅȠ ÖÅÁÍÏÓȡ 

 

ρȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒþÄÉÃÁȡ  

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȟ ÅÓÔÁÂÌÅÃÉÄÏ ÅÎ ÅÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ στ 

ÄÅ ÌÁ #ÁÒÔÁ -ÁÇÎÁȟ ÅÓ ÐÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅ ÅÌ ÑÕÅ ÌÅ ÈÁ ÄÁÄÏ ÃÏÂÉÊÏ Ù ÓÕÓÔÅÎÔÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ 

ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȠ ÁÍÂÏÓȟ ÅÓÔÁǲÎ ąǲÎÔÉÍÁÍÅÎÔÅ ÒÅÌÁÃÉÏÎÁÄÏÓ Ù ÔÉÅÎÅÎ ÅÌ ÍÁǲØÉÍÏ 

ÒÁÎÇÏ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏȟ ÁÌ ÅÎÃÏÎÔÒÁÒÓÅ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÌÁÓ ÎÏÒÍÁÓ Ù ÐÒÉÎÃÉÐÉÏÓ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÅÓȟ 

ÅÓÔÏ ÅÓȟ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅÌ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÃÌÁÖÅ ÄÅ $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ1Ȣ  

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȟ ÇÁÒÁÎÔÉÚÁ ÌÁ ÃÅÒÔÅÚÁ ÄÅÌ 

ÄÅÒÅÃÈÏ Ù ÐÒÅÔÅÎÄÅ ÃÏÎÆÏÒÍÁÒ ÕÎ ÍÁÒÃÏ ÄÅ ÃÅÒÔÉÄÕÍÂÒÅ ÅÎ ÌÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÑÕÅ 

ÓÅ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅ ÅÎÔÒÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁ Ù ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓȟ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÕÎÁ ÅÓÐÅÃÉÅ 

ÄÅ ÁÍÂÉÅÎÔÅ ÄÅ ÐÒÅÄÉÃÔÉÂÉÌÉÄÁÄȟ ÂÁÊÏ ÅÌ ÃÕÁÌȟ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÅÓ ÃÌÁÒÁ Ù ÈÏÎÅÓÔÁ ÅÎ 

ÌÏ ÑÕÅ ÅØÉÇÅ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ Ù ÅǲÓÔÁÓȟ ÄÅ ÆÏÒÍÁ ÔÒÁÎÓÐÁÒÅÎÔÅ ÐÅÒÏ ÁÌ ÍÉÓÍÏ ÔÉÅÍÐÏȟ 

ÃÏÎÆÉÁÄÁÓ ÅÎ ÓÕ ÁÄÅÃÕÁÃÉÏǲÎ ÁÌ ÍÁÒÃÏ ÎÏÒÍÁÔÉÖÏȟ ÎÏ ÄÅÂÁÎ ÓÅÎÔÉÒ ÐÒÅÏÃÕÐÁÃÉÏǲÎ 

ÁÃÅÒÃÁ ÄÅ ÕÎ ÃÁÍÂÉÏ ÁÎÔÏÊÁÄÉÚÏȟ ÄÅ ÃÏÎÆÕÓÉÏÎÅÓ Õ ÏÃÕÒÒÅÎÃÉÁÓ ÄÅÌ ÐÏÄÅÒ ÐÕǲÂÌÉÃÏȠ ÁÓąǲ 

ÌÏ ÅÓÔÉÍÏǲ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÓÐÁÎǿÏÌȟ ÃÕÁÎÄÏ ÁÆÉÒÍÏǲ ÑÕÅ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ Ȱ)ÍÐÌÉÃÁ ÑÕÅ ÅÌ ÌÅÇÉÓÌÁÄÏÒ ÄÅÂÅ ÐÅÒÓÅÇÕÉÒ ÌÁ ÃÌÁÒÉÄÁÄ Ù ÎÏ ÌÁ 

 
1 %Ì $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎ ÅÓ ȰɉȣɊ es aquella rama del derecho público interno que se ocupa de la 
estructura del Estado, de la composición y funcionamiento de los órganos constitucionales, de los 
principios fundamentales del régimen político del Estado y de los derechos fundamentales reconocidos 
por el ordenamiento a los administrados.ȱ (Hernández Valle, 1993, p. 29)  
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ÃÏÎÆÕÓÉĕÎ ÎÏÒÍÁÔÉÖÁȟ ÄÅÂÅ ÐÒÏÃÕÒÁÒ ÑÕÅ ÁÃÅÒÃÁ ÄÅ ÌÁ ÍÁÔÅÒÉÁ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÑÕÅ ÓÅ ÌÅÇÉÓÌÅ 

ÓÅÐÁÎ ÌÏÓ ÏÐÅÒÁÄÏÒÅÓ ÊÕÒþÄÉÃÏÓ Ù ÌÏÓ ÃÉÕÄÁÄÁÎÏÓ Á ÑÕï ÁÔÅÎÅÒÓÅ Ù ÄÅÂÅ ÈÕÉÒ ÄÅ ÐÒÏÖÏÃÁÒ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÏÂÊÅÔÉÖÁÍÅÎÔÅ ÃÏÎÆÕÓÁÓȱ ɉ34# τφȾρωωπ ÄÅ ρυ ÄÅ ÍÁÒÚÏɊȢ  

0ÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅȟ ÂÁÊÏ ÌÁ ÃÏÂÅÒÔÕÒÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÁȟ ÅÓ ÑÕÅ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÓÅ ÌÅ ÈÁ ÐÏÄÉÄÏ ÒÅÌÁÃÉÏÎÁÒ Ù ÐÏÓÉÃÉÏÎÁÒ ÃÏÍÏ 

ÕÎ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅ ÌÁ ÃÅÒÔÅÚÁ Ù ÃÏÎÆÉÁÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓ ÑÕÅ ÓÅ ÅÎÔÁÂÌÁÎ ÃÏÎ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȠ ÅÎ ÔÁÌ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÅÎ ÅÌ 

ÖÏÔÏ ÎȢΞ φωςςȤςπρπ ÄÅ ÌÁÓ ρτȡσυ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρφ ÄÅ ÁÂÒÉÌ ÄÅÌ ςπρπȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ 

ÅÓÔÉÍÏǲ ÑÕÅȡ  

ȣ ÅØÉÇÉÒ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏÓ ÑÕÅ ÎÏ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁÎ ÐÒÅÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏÓ ÐÏÒ ÅÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÁÍÂÉÅÎÔÁÌ ÌÏ ÑÕÅ ÐÒÏÖÏÃÁ ÅÓ ÕÎ ÎÉÖÅÌ 

ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÂÌÅ ÄÅ ÉÎÓÅÇÕÒÉÄÁÄ Å ÉÎÃÅÒÔÅÚÁ ÅÎÔÒÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÑÕÅ 

ÐÒÅÔÅÎÄÅÎ ÅÍÐÒÅÎÄÅÒ ÕÎÁ ÁÃÔÉÖÉÄÁÄ ÐÏÔÅÎÃÉÁÌÍÅÎÔÅ ÃÏÎÔÁÍÉÎÁÎÔÅȟ 

ÁÄÉÃÉÏÎÁÌÍÅÎÔÅȟ ÌÅÓÉÏÎÁȟ ÆÌÁÇÒÁÎÔÅÍÅÎÔÅȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ 

ÌÅÇąǲÔÉÍÁ Ù ÄÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÄÅ ÌÏÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏÓ ÅÎ ÌÁÓ ÁÃÔÕÁÃÉÏÎÅÓ 

ÐÒÅÖÉÁÓ ÄÅ ÌÁÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÌÏÓ ÑÕÅȟ ÅÎ ÅÓÅÎÃÉÁȟ ÎÏ ÓÁÂÅÎ 

Á ÑÕÅǲ ÁÔÅÎÅÒÓÅ ÐÅÒÄÉÅÎÄÏ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÍÁÒÇÅÎ ÄÅ ÐÒÅÄÉÃÔÉÂÉÌÉÄÁÄ ÅÎ ÌÏÓ 

ÔÒÁǲÍÉÔÅÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓȟ ÐÏÒ ÃÕÁÎÔÏȟ ÕÎ ÏǲÒÇÁÎÏ ÄÅ ÃÏÎÔÒÏÌ 

ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌ ɀÄÅ ÌÅÇÁÌÉÄÁÄ Ï ÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȤ ÐÕÅÄÅ ɀÃÏÎ ÌÁ 

ÔÅÓÉÓ ÄÅ ÌÁ ÍÁÙÏÒąǲÁȤȟ ÅÎ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÍÏÍÅÎÔÏȟ ÃÒÅÁÒ Ï ÉÄÅÁÒ ÎÕÅÖÏÓ 

ÒÅÑÕÅÒÉÍÉÅÎÔÏÓ ÑÕÅ ÎÏ ÓÅ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÎ ÅØÐÒÅÓÁÍÅÎÔÅȢ 

%Ó ÃÌÁÒÏ ÑÕÅȟ ÄÅÓÄÅ ÌÁ ÐÅÒÓÐÅÃÔÉÖÁ ÄÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÌÅÖÁÄÏ Á ÓÕ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÐÒÁǲÃÔÉÃÁ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÃÏÔÉÄÉÁÎÁÓ ÑÕÅ 

ÓÅ ÏÒÉÇÉÎÁÎ Á ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÌÁ ÁÄÏÐÃÉÏǲÎ ÄÅ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓ ÆÏÒÍÁÌÅÓȟ 

ÍÁÔÅÒÉÁÌÅÓ Õ ÏÍÉÓÉÖÁÓ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÅØÉÇÅ ÕÎ ÎÉÖÅÌȟ ÁÌ ÍÅÎÏÓ ÍąǲÎÉÍÏȟ 

ÄÅ ÃÅÒÔÅÚÁȟ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ Ù ÐÒÅÄÉÃÔÉÂÉÌÉÄÁÄ ÅÎ ÂÅÎÅÆÉÃÉÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓȢ  

 

ςȢȤ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÓÕ ÉÎÆÌÕÅÎÃÉÁ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ 

ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏȡ  

%Ì %ÓÔÁÄÏȟ ÃÏÍÏ ÅÎÔÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȟ ÅÓ ÕÎ ÓÕÊÅÔÏ ÍÁǲÓ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅÌ ÍÁÒÃÏ ÄÅÌ 

ÃÏÎÃÉÅÒÔÏ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌ Ù ÄÅ ÌÁ ÖÏÌÕÎÔÁÄ ÃÏÎÓÅÎÓÕÁÄÁ ÇÌÏÂÁÌ Ï ÒÅÇÉÏÎÁÌȟ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ 

ÃÕÙÏÓ ÍÁǲÒÇÅÎÅÓ ÁÃÔÕǲÁ Å ÉÎÔÅÒÁÃÔÕǲÁ ÃÏÎ ÏÔÒÏÓ %ÓÔÁÄÏÓȠ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÅÓÅ ÁǲÍÂÉÔÏ 

ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌ Ù ÅÎ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÓÕ ÓÏÂÅÒÁÎąǲÁȟ ÅÌ %ÓÔÁÄÏ ÐÕÅÄÅ ÃÏÎÓÅÎÔÉÒ 

ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÐÒÏÐÉÁÓ Ù ÐÕÅÄÅ ÁÄÏÐÔÁÒ ÁÃÕÅÒÄÏÓȟ ÑÕÅ ÌÅ ÖÉÎÃÕÌÁÎ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÍÅÎÔÅȟ 

ÅÎ ÃÕÙÏ ÃÁÓÏȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÊÕÅÇÁ ÕÎ ÉÍÐÏÒÔÁÎÔÅ ÒÏÌȢ 3ÏÂÒÅ ÅÌ 
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ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒȟ ÄÅ ÆÏÒÍÁ ÉÌÕÓÔÒÁÔÉÖÁȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ρσωψσȤςπρω ÄÅ ÌÁÓ πωȡςπ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςφ 

ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρωȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÁÄÏÐÔÏǲ ÅÌ ÓÉÇÕÉÅÎÔÅ ÃÒÉÔÅÒÉÏȡ  

3ÏÂÒÅ ÔÏÄÏȟ ÓÉ ÓÅ ÔÏÍÁ ÅÎ ÃÕÅÎÔÁ ÑÕÅ ÌÏÓ ÐÒÏÃÅÓÏÓ ÄÅ ÅØÔÒÁÄÉÃÉÏǲÎ ÅÎ ÅÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÃÏÓÔÁÒÒÉÃÅÎÓÅȟ ÆÕÎÃÉÏÎÁÎ ÃÏÍÏ ÍÅÃÁÎÉÓÍÏÓ ÄÅ ÁÕØÉÌÉÏ 

ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌȟ ÑÕÅ ÌÌÅÖÁÎ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÓÕÓ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏÓ ÓÕÓÔÁÎÃÉÁÌÅÓȟ ÌÁ 

ÐÒÏÍÅÓÁ ÄÅ ÎÏ ÁÐÌÉÃÁÒ ÁÌ ÔÕÔÅÌÁÄÏ ÌÁ ÐÅÎÁ ÄÅ ÍÕÅÒÔÅ Ï ÃÏÎÄÅÎÁ 

ÐÅÒÐÅÔÕÁȟ ÎÉ ÄÅ ÊÕÚÇÁÒÌÏ ÐÏÒ ÈÅÃÈÏÓ ÄÉÓÔÉÎÔÏÓ Á ÌÏÓ ÑÕÅ ÓÅ ÅØÔÒÁÄÉÔÁÎȟ Ù 

ÄÉÃÈÁ ÐÒÏÍÅÓÁ ÅÓ ÄÁÄÁ ÄÅ ÃÏÎÆÏÒÍÉÄÁÄ ÃÏÎ ÅÌ 0ÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÌÁ "ÕÅÎÁ 

&Å )ÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌȟ Ù ÎÏ ÅÓ ÓÉÍÐÌÅÍÅÎÔÅ ÕÎ ÍÅÒÏ ÆÏÒÍÁÌÉÓÍÏ ÏÆÒÅÃÉÄÏ 

ÐÏÒ ÌÏÓ ÒÅÐÒÅÓÅÎÔÁÎÔÅÓ ÄÉÐÌÏÍÁǲÔÉÃÏÓ ÄÅ ÅÓÅ %ÓÔÁÄÏȟ ÓÉÎÏ ÅÌ ÍÅÄÉÏ 

ÉÄÏǲÎÅÏ ÐÏÒ ÅÌ ÃÕÁÌ ÅÌ %ÓÔÁÄÏ ÒÅÑÕÉÒÅÎÔÅȟ ÅÎÔÅÎÄÉÄÏ ÃÏÍÏ ÐÅÒÓÏÎÁ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌȟ ÁÃÔÉÖÁ ÅÓÁ ÃÌÁǲÕÓÕÌÁ Ùȟ ÏÂÌÉÇÁ Á ÌÁ ÔÏÔÁÌÉÄÁÄ ÄÅ ÓÕÓ 

ÉÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÅÓ ÉÎÔÅÒÎÁÓ Á ÁÃÔÕÁÒ ÄÅ ÃÏÎÆÏÒÍÉÄÁÄȢ 

)ÎÃÌÕÓÏȟ ÁÕǲÎ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅÌ ÍÁÒÃÏ ÄÅ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏ ÃÏÎÆÏÒÍÅ Á ÌÏ 

ÑÕÅ ÌÏÓ ÐÁÃÔÏÓ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓ ÌÅ ÏÂÌÉÇÁÎ ɉÔÒÁÄÕÃÉÄÏ ÅÎ ÅÌ ÁÆÏÒÉÓÍÏ ÄÅÌ ÐÁÃÔÁ ÓÕÎÔ 

ÓÅÒÖÁÎÔÁɊ Ù ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÇÌÁÓ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÖÅÎÃÉÏǲÎ ÄÅ 6ÉÅÎÁ ÓÏÂÒÅ ÅÌ $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÏÓ 4ÒÁÔÁÄÏÓȟ 

ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÓ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÄÅ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ ÃÏÎÖÅÎÉÏÓ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓ Ù ÁÓąǲ ÈÁ 

ÓÉÄÏ ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÐÏÒ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÃÕÁÎÄÏ ÁÆÉÒÍÏǲ ÑÕÅ ȰȣÅÎ ÃÏÎÃÏÒÄÁÎÃÉÁ ÃÏÎ 

ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÑÕÅ ÅÓ ÒÅÇÌÁ ÅÎ ÌÁ ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉĕÎ ÄÅ ÌÏÓ ÔÒÁÔÁÄÏÓȣȱ ɉ6ÏÔÏ ÎȢΞ 

ρπτχσȤςπρπ ÄÅÌ ρυ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρπɊȢ 0ÅÒÏȟ ÔÏÄÁÖąǲÁ ÍÁǲÓȟ ÐÏÒÑÕÅ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÒÅÐÅÒÃÕÔÅ ÅÎ ÌÁ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ %ÓÔÁÄÏÓ ÑÕÅ ÈÁÎ ÒÁÔÉÆÉÃÁÄÏ ÓÕ 

ÃÏÍÐÒÏÍÉÓÏ ÅÎ ÅÌ 3ÉÓÔÅÍÁ )ÎÔÅÒÁÍÅÒÉÃÁÎÏ ÄÅ 0ÒÏÔÅÃÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ $ÅÒÅÃÈÏÓ (ÕÍÁÎÏÓȟ 

ÄÅ ÃÕÍÐÌÉÒ ÎÏ ÓÏÌÏ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÅÓȟ ÓÉÎÏ ÔÁÍÂÉÅǲÎȟ ÌÁÓ ÄÅÃÉÓÉÏÎÅÓ ÄÅ 

ÌÁ #ÏÒÔÅ )ÎÔÅÒÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅ $ÅÒÅÃÈÏÓ (ÕÍÁÎÏÓȟ ÉÎÔÅÇÒÁÎÔÅÓȟ ÐÏÒ ÅÌÌÏ ÍÉÓÍÏȟ ÄÅÌ 

ÂÌÏÑÕÅ Ï ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏ ÄÅ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÉÄÁÄȢ 0ÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅȟ ÅÎ ÅÓÅ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÅÎ ÌÁ 

ÏÐÉÎÉÏǲÎ ÃÏÎÓÕÌÔÉÖÁ ÎЈ /#ȤρτȾωτ ÄÅÌ ω ÄÅ ÄÉÃÉÅÍÂÒÅ ÄÅ ρωωτȟ ÌÁ ÁÎÔÅÓ ÍÅÎÃÉÏÎÁÄÁ 

#ÏÒÔÅ )ÎÔÅÒÁÍÅÒÉÃÁÎÁȟ ÁÆÉÒÍÏǲȡ  

1ÕÅ ÅÓÔÁ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏǲÎ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅ Á ÕÎ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÂÁǲÓÉÃÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÄÅ 

ÌÁ ÒÅÓÐÏÎÓÁÂÉÌÉÄÁÄ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏȟ ÒÅÓÐÁÌÄÁÄÏ ÐÏÒ ÌÁ 

ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌȟ ÓÅÇÕǲÎ ÅÌ ÃÕÁÌ ÌÏÓ %ÓÔÁÄÏÓ ÄÅÂÅÎ ÃÕÍÐÌÉÒ 

ÓÕÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÃÏÎÖÅÎÃÉÏÎÁÌÅÓ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ɉÐÁÃÔÁ 

ÓÕÎÔ ÓÅÒÖÁÎÄÁɊ Ùȟ ÃÏÍÏ ÙÁ ÈÁ ÓÅÎǿÁÌÁÄÏ ÅÓÔÁ #ÏÒÔÅȟ ÎÏ ÐÕÅÄÅÎ ÐÏÒ 

ÒÁÚÏÎÅÓ ÄÅ ÏÒÄÅÎ ÉÎÔÅÒÎÏ ÄÅÊÁÒ ÄÅ ÁÓÕÍÉÒ ÌÁ ÒÅÓÐÏÎÓÁÂÉÌÉÄÁÄ 

ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌ ÙÁ ÅÓÔÁÂÌÅÃÉÄÁȢ 

%ÒÇÏȟ ÎÏ ÐÕÅÄÅ ÄÅÓÖÉÎÃÕÌÁÒÓÅ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏȟ ÄÅ 

ÌÏÓ ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏÓ ÄÅ ÌÅÁÌÔÁÄȟ ÈÏÎÅÓÔÉÄÁÄ Ù ÒÅÃÔÉÔÕÄ ÑÕÅ ÃÏÍÐÏÎÅÎ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ 

ÆÅȠ Á ÅÌÌÏȟ ÅÎ ÅÌ ÁǲÍÂÉÔÏ ÐÒÏÐÉÏ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓȟ ÃÁÂÒąǲÁ ÁÇÒÅÇÁÒ ÌÁ 
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ÓÏÌÉÄÁÒÉÄÁÄ Ù ÃÏÏÐÅÒÁÃÉÏǲÎ ÉÎÔÅÒÎÁÃÉÏÎÁÌÅÓȟ ÃÏÍÏ ÃÕÁÌÉÄÁÄÅÓ ÑÕÅȟ ÄÅ ÌÁ ÍÉÓÍÁ 

ÍÁÎÅÒÁȟ ÉÎÔÅÇÒÁÎ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ  

 

σȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÓÕ ÉÎÃÉÄÅÎÃÉÁ ÅÎ ÌÏÓ ÐÒÏÃÅÓÏÓ ɉÙ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏÓ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓɊȡ  

%Ì ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÅÎ ÌÏÓ ÐÒÏÃÅÓÏÓ ÊÕÄÉÃÉÁÌÅÓ ȤÅ ÉÎÃÌÕÓÉÖÅȟ ÅÎ ÌÏÓ 

ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓ ÔÒÁÍÉÔÁÄÏÓ ÁÎÔÅ ÌÁÓ ÄÉÖÅÒÓÁÓ ÅÎÔÉÄÁÄÅÓ Ù ÏǲÒÇÁÎÏÓ 

ÐÕǲÂÌÉÃÏÓȤȟ ÅÓÔÁǲ ÄÉÒÅÃÔÁÍÅÎÔÅ ÐÅÒÍÅÁÄÏ ÐÏÒ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ùȟ ÅÎ ÅÓÅ ÍÁÒÃÏȟ ÅØÉÇÅ ÕÎ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÌÅÁÌȟ ÒÅÓÐÅÔÕÏÓÏ Ù ÈÏÎÅÓÔÏȟ ÂÁÊÏ ÕÎ ÃÏÎÔÅØÔÏ ÄÅ ÉÇÕÁÌÄÁÄ ÄÅ ÁÒÍÁÓ 

ÐÒÏÃÅÓÁÌÅÓȢ ,Á 3ÁÌÁ 3ÅÇÕÎÄÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÐÒÅÃÉÓÏǲ ÌÏ ÑÕÅ 

ÒÅÐÒÅÓÅÎÔÁ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÒÏÃÅÓÁÌ Ùȟ ÓÏÂÒÅ ÅÌÌÏȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ φπυȤςπρρ ÄÅ ÌÁÓ ρπȡυπ 

ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςχ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρρȟ ÁÆÉÒÍÏǲȡ Ȱ3)'.)&)#!$/ $% "5%.! &% 02/#%3!,Ȣ ,Á 

ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÒÏÃÅÓÁÌ ÉÍÐÌÉÃÁ ÌÁ ÃÏÎÖÉÃÃÉĕÎ ÅÎ ÑÕÅ ÓÅ ÈÁÌÌÁ ÌÁ ÐÁÒÔÅ ÄÅ ÑÕÅ ÌÁ ÐÒÅÔÅÎÓÉĕÎ 

ÑÕÅ ÒÅÁÌÉÚÁ ÅÓ ÌÅÇþÔÉÍÁȟ ÅÓ ÄÅÃÉÒȟ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁ ÑÕÅ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÑÕÅ ÒÅÃÌÁÍÁ ÓÉÎ ÄÕÄÁ ÌÅ 

ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅȢȱ $ÉÃÈÏ ÄÅ ÏÔÒÁ ÍÁÎÅÒÁȟ ÅÎ ÅÌ ÍÁÒÃÏ ÐÒÏÃÅÓÁÌȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÒÅÑÕÉÅÒÅ ÄÅ ÌÁ 

ÃÏÎÖÉÃÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÐÁÒÔÅȟ ÄÅ ÑÕÅ ÓÕ ÄÅÒÅÃÈÏ Ù ÌÁ ÆÏÒÍÁ ÅÎ ÌÁ ÑÕÅ ÌÏ ÅÊÅÒÃÉÔÁȟ ÓÏÎ 

ÃÏÎÆÏÒÍÅÓ ÃÏÎ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȠ ÅÓ ÃÌÁÒÏ ÑÕÅȟ ÅÓÁ ÃÏÎÖÉÃÃÉÏǲÎȟ ÓÅ ÖÁÌÏÒÁ ÄÅ 

ÁÃÕÅÒÄÏ ÃÏÎ ÃÒÉÔÅÒÉÏÓ ÏÂÊÅÔÉÖÏÓ Ù ÎÏ ÌÁ ÍÅÒÁ ÃÒÅÅÎÃÉÁ Ï ÓÕÐÏÓÉÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÐÁÒÔÅȟ ÄÅ ÑÕÅ 

ÁÃÔÕǲÁ ÃÏÎÆÏÒÍÅ Á ÄÅÒÅÃÈÏȢ  

2ÅÌÁÃÉÏÎÁÄÏ ÃÏÎ ÅÌÌÏȟ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÁÂÕÓÉÖÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȟ ÓÅ ÅÓÔÉÍÁ ÃÏÍÏ ÕÎÁ 

ÐÒÁǲÃÔÉÃÁ ÌÅÓÉÖÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȠ ÊÕÓÔÁÍÅÎÔÅ ÓÏÂÒÅ ÅÌÌÏȟ !ÌÂÁÌÁÄÅÊÏ ɉρωχχɊ 

ÁÆÉÒÍÏǲ ÑÕÅȟ ÅÎ ÕÎ ÓÅÎÔÉÄÏ ÁÍÐÌÉÏȟ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÅÓ ÁÂÕÓÉÖÏ ÅÎ ÔÒÅÓ 

ÓÕÐÕÅÓÔÏÓȡ %Î ÁÃÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÄÉÓÃÏÎÆÏÒÍÅÓ ÃÏÎ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÁ ÁÎÔÉÓÏÃÉÁÌÉÄÁÄ Ù ÅÌ ÁÂÕÓÏȠ 

ÁÓąǲȟ ÌÁ ÉÎÔÅÒÄÉÃÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÁÂÕÓÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȟ ÓÅ ÅÓÔÉÍÁ ÃÏÍÏ ÄÅÒÉÖÁÄÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ  

3ÏÂÒÅ ÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒȟ ÒÅÓÕÌÔÁ ÄÅ ÉÎÔÅÒÅǲÓ ÅÌ ÖÏÔÏ ρςφςȤςπςρ ÄÅÌ ςς ÄÅ ÅÎÅÒÏ ÄÅÌ 

ςπςρȟ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅÌ ÃÕÁÌȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅÃÌÁÒÏǲ ÓÉÎ ÌÕÇÁÒ ÕÎ ÒÅÃÕÒÓÏ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏ 

ÐÏÒ ÅÓÔÉÍÁÒ ÑÕÅ ÅØÉÓÔąǲÁ ÕÎ ÁÂÕÓÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȟ ÙÁ ÑÕÅ ÌÁ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅ ÈÁÂąǲÁ ÉÎÔÅÒÐÕÅÓÔÏ 

ÕÎÁ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÂÌÅ ÃÁÎÔÉÄÁÄ ÄÅ ÇÅÓÔÉÏÎÅÓ ÁÎÔÅ ÌÁ ÅÎÔÉÄÁÄ ÐÕǲÂÌÉÃÁ ÒÅÃÕÒÒÉÄÁ Ùȟ ÃÏÍÏ 

ÃÏÎÓÅÃÕÅÎÃÉÁ ÄÅ ÅÌÌÏȟ ÕÎÁ ÃÁÎÔÉÄÁÄ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÂÌÅ ÄÅ ÐÒÏÃÅÓÏÓ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏȟ 

ÃÏÎ ÌÁ ÉÎÔÅÎÃÉÏǲÎ ÄÅ ÂÕÓÃÁÒ ÕÎÁ ÍÕÌÔÉÐÌÉÃÉÄÁÄ ÄÅ ÃÏÎÄÅÎÁÔÏÒÉÁÓ Á ÓÕ ÆÁÖÏÒȟ ÅÎ ÃÏÓÔÁÓȟ 

ÄÁÎǿÏÓ Ù ÐÅÒÊÕÉÃÉÏÓȠ ÁÓąǲȟ ÅÎ ÅÌ ÉÎÄÉÃÁÄÏ ÖÏÔÏȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÍÁÎÉÆÅÓÔÏǲȡ  
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ȣ ÌÁ ÆÏÒÍÁ ÅÎ ÑÕÅ ÒÅÁÌÉÚÏǲ ÌÁÓ ÇÅÓÔÉÏÎÅÓ ÅÓ Á ÔÏÄÁÓ ÌÕÃÅÓ ÁÂÕÓÉÖÏ Å 

ÉÒÒÁÚÏÎÁÂÌÅȟ ÐÕÅÓ ÐÒÅÓÅÎÔÏǲ ÍÕÃÈÁÓ ÇÅÓÔÉÏÎÅÓ ɀÃÏÎ ÒÅÄÁÃÃÉÏǲÎ Ù 

ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÓÉÍÉÌÁÒɀȟ ÌÏ ÑÕÅ ÓÕÐÏÎÅ ÕÎ ÁÌÔÏ ÉÍÐÁÃÔÏ ÐÁÒÁ ÌÁ ÐÒÅÓÔÁÃÉÏǲÎ 

ÄÅÌ ÓÅÒÖÉÃÉÏ ÄÅ ÌÁ -ÕÎÉÃÉÐÁÌÉÄÁÄ ÄÅ 3ÁÎ *ÏÓÅǲȟ ÑÕÅ ÖÁÌÇÁ ÄÅÃÉÒȟ ÄÅÂÅ 

ÂÒÉÎÄÁÒ ÅÌ ÓÅÒÖÉÃÉÏ ÎÏ ÓÏÌÏ Á ÌÁ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅȟ ÓÉÎÏ ÁÌ ÒÅÓÔÏ ÄÅ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏÓ ÑÕÅ ÁÓąǲ ÌÏ ÒÅÑÕÉÅÒÁÎȢ .ÁÄÁ ÏÂÓÔÁÂÁ ÐÁÒÁ ÑÕÅȟ ÐÏÒ 

ÅÊÅÍÐÌÏȟ ÌÁ ÁÃÃÉÏÎÁÎÔÅ ÐÒÅÓÅÎÔÁÒÁ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÕÎ ÍÉÓÍÏ ÅÓÃÒÉÔÏȟ ÌÁÓ 

ÃÏÎÓÕÌÔÁÓȟ ÐÅÔÉÃÉÏÎÅÓȟ ÓÏÌÉÃÉÔÕÄÅÓ ÄÅ ÉÎÆÏÒÍÁÃÉÏǲÎ Ï ÇÅÓÔÉÏǲÎ ÑÕÅ ÔÅÎąǲÁ 

ÓÏÂÒÅ ÕÎ ÍÉÓÍÏ ÅÊÅ Ï ÓÕÂ ÅÊÅ ÔÅÍÁǲÔÉÃÏȠ Ï ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÈÕÂÉÅÓÅ ÐÒÅÓÅÎÔÁÄÏ 

ÓÕÓ ÇÅÓÔÉÏÎÅÓ ÃÌÁÓÉÆÉÃÁÄÁÓ ÅÎ ÁÔÅÎÃÉÏǲÎ ÁÌ ÔÉÐÏ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÉÎÖÏÌÕÃÒÁÄÏȣ 

%ÓÔÅ ÐÒÏÃÅÄÅÒ ÓÅ ÁÇÒÁÖÁ ÐÁÒÁ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ ÒÅÃÕÒÒÉÄÁȟ 

ÃÕÁÎÄÏ ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ ɀÄÅÓÐÕÅǲÓ ÄÅ ÕÎ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÁÂÕÓÉÖÏ ÄÅ ÓÕ ÄÅÒÅÃÈÏ ÄÅ 

ÐÅÔÉÃÉÏǲÎ Ï ÄÅ ÁÃÃÅÓÏ Á ÌÁ ÉÎÆÏÒÍÁÃÉÏǲÎȟ ÓÅÇÕǲÎ ÓÅÁ ÅÌ ÃÁÓÏɀ ÄÅÃÉÄÅ 

ÉÎÔÅÒÐÏÎÅÒ ÁÂÕÎÄÁÎÔÅÓ Ù ÓÉÍÕÌÔÁǲÎÅÏÓ ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏȟ ÐÕÅÓ ÌÁ 

ÁÕÔÏÒÉÄÁÄ ÁÃÃÉÏÎÁÄÁ ÄÅÂÅÒÁǲ ÓÕÍÁÒ ÔÏÄÏÓ ÓÕÓ ÅÓÆÕÅÒÚÏÓ ÐÁÒÁ ÃÏÎÔÅÓÔÁÒ 

Ù ÁÔÅÎÄÅÒ ÅÓÁ ÇÒÁÎ ÃÁÎÔÉÄÁÄ ÄÅ ÁÑÕÅÌÌÏÓȟ ÅÎ ÕÎ ÂÒÅÖąǲÓÉÍÏ ÐÅÒÉÏÄÏȢ 

!ÄÉÃÉÏÎÁÌÍÅÎÔÅȟ ÅÓÁ ÍÁÓÉÖÁ Ù ÃÁÓÉ ÃÏÎÃÏÍÉÔÁÎÔÅ ÉÎÔÅÒÐÏÓÉÃÉÏǲÎ ÄÅ 

ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏ ÓÉÎ ÄÕÄÁ ÁÆÅÃÔÁ ÅÌ ÆÕÎÃÉÏÎÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁȟ ÐÕÅÓ ÌÁ ÁÔÅÎÃÉÏǲÎ ÄÅ ÍÁǲÓ ÄÅ ρυ ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÄÅ 

ÁÍÐÁÒÏ ÓÏÂÒÅ ÔÅÍÁǲÔÉÃÁÓ ÓÉÍÉÌÁÒÅÓ ÉÍÐÌÉÃÁ ÕÎ ÄÅÓÐÌÉÅÇÕÅ ÌÏÇąǲÓÔÉÃÏ Ù 

ÕÎÁ ÁÌÔÁ ÉÎÖÅÒÓÉÏǲÎ ÄÅÌ ÒÅÃÕÒÓÏ ÈÕÍÁÎÏȢ ɉȣɊ 0ÏÒ ÕǲÌÔÉÍÏȟ ÅÓÔÉÍÏ ÑÕÅ ÅÎ 

ÅÌ ÓÕÂ ÊÕÄÉÃÅ ÐÏÄÒąǲÁ ÁÓÏÍÁÒÓÅ ÕÎÁ ÐÏÓÉÂÌÅ ÌÅÓÉÏǲÎ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ 

ÆÅȟ ÐÕÅÓ ÅÌ ÅÌÅÖÁÄÏ ÎÕǲÍÅÒÏ ÄÅ ÒÅÃÕÒÓÏÓ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏ ÐÏÄÒąǲÁ ÔÅÎÅÒ 

ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÃÌÁÒÏ ÕÎ ÖÅÒÄÁÄÅÒÏ ÉÎÔÅÒÅǲÓ ÐÁÔÒÉÍÏÎÉÁÌȢ 

%Î ÅÌ ÍÉÓÍÏ ÏÒÄÅÎ ÄÅ ÉÄÅÁÓȟ ÅÓ ÉÍÐÏÒÔÁÎÔÅ ÁÆÉÒÍÁÒ ÑÕÅȟ ÅÎ ÌÁ ÐÒÁǲÃÔÉÃÁȟ ÎÏ 

ÓÉÅÍÐÒÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÅØÔÅÒÉÏÒÉÚÁÎ ÌÁ ÖÅÒÄÁÄÅÒÁ ÉÎÔÅÎÃÉÏǲÎ ÑÕÅ ÔÉÅÎÅÎ ÅÎ ÕÎ ÐÒÏÃÅÓÏ 

ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏ Ù ÓÕÓ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏÓȟ ÅÎ ÏÃÁÓÉÏÎÅÓȟ ÓÕÅÌÅÎ ÔÅÎÅÒ ÃÏÎÔÒÁÄÉÃÃÉÏÎÅÓ 

ÅÎÔÒÅ ÌÏ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÄÏ ÃÏÍÏ ÖÏÌÕÎÔÁÄ ÅØÔÅÒÉÏÒÉÚÁÄÁ ÐÏÒ ÅÌÌÁÓ Ù ÌÁ ÉÎÔÅÎÃÉÏǲÎ ÒÅÁÌȟ Á 

ÖÅÃÅÓ ÏÃÕÌÔÁȠ ÄÅ ÁÈąǲ ÑÕÅȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ςχςτȤ#Ȥ3ρȤςπρω ÄÅ ÌÁÓ ρυȡυω ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρχ ÄÅ 

ÓÅÔÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςπρωȟ ÌÁ 3ÁÌÁ 0ÒÉÍÅÒÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÃÏÎÃÌÕÙÏǲ ÑÕÅ Ȱ%Ì 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÉÍÐÌÉÃÁ ÑÕÅ ÌÁ ÁÕÔïÎÔÉÃÁ Ù ÖÅÒÄÁÄÅÒÁ ÉÎÔÅÎÃÉĕÎ ÄÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÄÅÂÅ 

ÐÒÅÖÁÌÅÃÅÒ ÓÉÅÍÐÒÅ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÉÎÔÅÎÃÉĕÎ ÄÅÃÌÁÒÁÄÁȢ %ÓÔÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁ ÁÐÌÉÃÁÃÉĕÎ 

ÃÕÁÎÄÏ ÁÍÂÁÓ ÉÎÔÅÎÃÉÏÎÅÓ ÓÅÁÎ ÄÉÓÔÉÎÔÁÓȢȱ ,Ï ÁÎÔÅÒÉÏÒ ÐÅÒÍÉÔÅ ÃÏÍÐÒÅÎÄÅÒȟ ÃÏǲÍÏ ÅÎ 

ÕÎ ÐÒÏÃÅÓÏ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏȟ Á ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÌÏÓ ÅÌÅÍÅÎÔÏÓ ÐÒÏÂÁÔÏÒÉÏÓ ÑÕÅ ÒÅÓÕÌÔÅÎ 

ÐÅÒÔÉÎÅÎÔÅÓȟ ÅÓ ÐÏÓÉÂÌÅ ÁÃÒÅÄÉÔÁÒ ÌÁ ÉÎÔÅÎÃÉÏǲÎ ÏÃÕÌÔÁ ÄÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ Ù ÃÏÎ ÅÌÌÏȟ 

ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÒ ÓÉ ÈÕÂÏ Ï ÎÏ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÒÏÃÅÓÁÌ ÅÎ ÓÕ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏȢ 

0ÏÒ ÅÎÄÅȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÊÕÅÇÁ ÕÎ ÐÁÐÅÌ ÐÒÅÐÏÎÄÅÒÁÎÔÅ ÅÎ ÅÌ ÒÅÓÇÕÁÒÄÏ ÄÅ ÌÁÓ 

ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÁÎÔÅ ÅÓÔÒÁÔÅÇÉÁÓȟ ÁÒÔÉÌÕÇÉÏÓ Ù ÔÅǲÃÎÉÃÁÓ ÐÒÏÃÅÓÁÌÅÓ ÄÅÒÉÖÁÄÁÓ ÄÅ ÉÎÔÅÎÃÉÏÎÅÓ 
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ÏÃÕÌÔÁÓ ÄÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÅÎ ÕÎ ÐÒÏÃÅÓÏȟ ÐÕÅÓ ÔÁÌ ÃÏÍÏ ÌÏ ÈÁ ÁÆÉÒÍÁÄÏ 3ÁÉÎÚ -ÏÒÅÎÏ Ȱ%Ì 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÊÕÒþÄÉÃÏ ÄÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÒÏÔÅÇÅ ÕÎ ÂÉÅÎȟ ÅÌ ÖÁÌÏÒ ïÔÉÃÏ ÓÏÃÉÁÌ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ 

ÊÕÒþÄÉÃÁÍÅÎÔÅ ÖÜÌÉÄÁ ÆÒÅÎÔÅ Á ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÌÅÓÉĕÎ ÏÂÊÅÔÉÖÁ ÑÕÅ ÐÕÅÄÁ ÓÕÆÒÉÒȟ ÈÁÙÁ ÓÉÄÏ Ï ÎÏ 

ÍÁÌÉÃÉÏÓÁÍÅÎÔÅ ÃÁÕÓÁÄÁȢ 5Î ÁÃÔÏ ÅÓ ÃÏÎÔÒÁÒÉÏ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÃÕÁÎÄÏ ÐÒÏÄÕÃÅ ÕÎÁ ÌÅÓÉĕÎȟ 

ÃÕÁÌÑÕÉÅÒÁ ÑÕÅ ÓÅÁ ÌÁ ÉÎÔÅÎÃÉĕÎ ÄÅÌ ÃÁÕÓÁÎÔÅȱ ɉρωχσȟ ÐȢ σρτɊȢ !Óąǲȟ ÓÅÁ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÕÎ 

ÐÒÏÃÅÓÏ ÊÕÄÉÃÉÁÌ Ï ÂÉÅÎȟ ÅÎ ÕÎ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȟ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÄÅÂÅÎ 

ÇÕÁÒÄÁÒ ÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÊÕÓÔÁÄÁ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ùȟ ÃÏÎ ÅÌÌÏȟ ÔÅÎÅÒ ÌÁ ÃÏÎÖÉÃÃÉÏǲÎ ÏÂÊÅÔÉÖÁ 

ÄÅ ÑÕÅ ÁÃÔÕǲÁÎ ÁÌ ÁÍÐÁÒÏ ÄÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÂÁÊÏ ÌÏÓ ÃÁÕÃÅÓ Ù ÍÅÃÁÎÉÓÍÏÓ 

ÌÅÇąǲÔÉÍÏÓȟ ÅÎ ÒÅÓÇÕÁÒÄÏ ÄÅ ÓÕÓ ÐÒÅÔÅÎÓÉÏÎÅÓȢ  

 

τȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÄÁÒȟ ÈÁÃÅÒ Ï ÎÏ 

ÈÁÃÅÒȟ ÐÏÒ ÐÁÒÔÅ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ ÐĭÂÌÉÃÁȡ 

3É ÁÌ ÓÕÊÅÔÏ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ Ï ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÓÅ ÌÅ ÅØÉÇÅ ÕÎ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ Á ÔÒÁÖÅǲÓ 

ÄÅ ÃÕÁÌ ÈÏÎÒÅ ÓÕÓ ÃÏÍÐÒÏÍÉÓÏÓȟ ÅÓ ÌÏ ÃÉÅÒÔÏ ÑÕÅ ÅÌÌÏ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÌÅ ÒÅÓÕÌÔÁ ÅØÔÅÎÓÉÖÏ Á 

ÌÁÓ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÑÕÉÅÎÅÓ ÅÎ ÅÌ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÓÕÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ 

ÄÅÂÅÎ ÈÁÃÅÒÌÏ ÂÁÊÏ ÕÎÁ ÐÏÓÔÕÒÁ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȠ ÓÏÂÒÅ ÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒȟ ÌÁ 3ÁÌÁ 

#ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÈÁ ÃÏÎÆÉÒÍÁÄÏ ÌÁ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÄÅ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ Á 

ÃÁÒÇÏ ÄÅ ÌÁÓ ÅÎÔÉÄÁÄÅÓ Õ ÏǲÒÇÁÎÏÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓȟ ÅÎ ÐÒÏÖÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÑÕÅ ÓÅ ÖÅÎ 

ÂÅÎÅÆÉÃÉÁÄÁÓ ÃÏÎ ÅÓÅ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏȢ 6ÅÒÂÉÇÒÁÃÉÁȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ψψυτȤςπρχ ÄÅ ÌÁÓ 

πωȡρυ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρτ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρχȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÒÅÁÆÉÒÍÏǲȡ  

3ÅÒąǲÁ ÍÕÙ ÆÁǲÃÉÌ ÐÁÒÁ ÌÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁ ÄÉÃÔÁÒ ÕÎ ÁÃÔÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ 

ÑÕÅ ÃÏÎÔÅÎÇÁ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÈÁÃÅÒȟ ÄÁÒ Ï ÎÏ ÈÁÃÅÒ ÑÕÅ ÄÅÂÅÎ 

ÅÊÅÃÕÔÁÒÓÅ Ùȟ ÕÌÔÅÒÉÏÒÍÅÎÔÅȟ ÄÅÓÃÏÎÏÃÅÒÌÏ ÎÏ ÃÕÍÐÌÉÅÎÄÏ ÃÏÎ ÔÁÌÅÓ 

ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÔÁÌ Ù ÃÏÍÏ ÄÅÂÅ ÈÁÃÅÒÌÏ ÕÎÁ ÂÕÅÎÁ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÓÅÇÕǲÎ ÓÅ ÄÅÓÐÒÅÎÄÅ ÄÅÌ ÃÏÎÔÅÍÐÏÒÁǲÎÅÏ 

ÄÅÒÅÃÈÏ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȢ %ÍÐÅÒÏȟ ÅÎ ÌÁ ÐÒÁǲÃÔÉÃÁȟ ÎÏ ÓÉÅÍÐÒÅ 

ÌÁÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓ ÁÃÔÕǲÁÎ ÃÏÎÆÏÒÍÅ Á ÌÏÓ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏÓ ÄÅ ÌÁ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÐÒÅÖÉÁÍÅÎÔÅ ÇÅÎÅÒÁÄÁ ÅÎ ÅÌ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ Ù ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÐÏÒ ÃÕÁÎÔÏ ÓÅ ÒÅÓÉÓÔÅÎ Á 

ÅÊÅÃÕÔÁÒ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÑÕÅ ÄÉÍÁÎÁÎ ÄÅ ÕÎ ÁÃÔÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÄÉÃÔÁÄÏÓ 

ÐÏÒ ÅǲÓÔÁÓȢ  

,Á ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ ÒÅÌÅÖÁÎÃÉÁ ÄÅ ÅÓÔÅ ÖÏÔÏ ÓÅ ÁÆÉÎÃÁ ÎÏ ÔÁÎ ÓÏÌÏ ÅÎ ÅÌ 

ÒÅÃÏÎÏÃÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÄÅ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ȤÓÏÂÒÅ ÌÏ ÃÕÁÌ 

ÎÏÓ ÒÅÆÅÒÉÒÅÍÏÓ ÁÄÅÌÁÎÔÅȤȟ ÓÉÎÏ ÅÎ ÌÁ ÐÒÏÙÅÃÃÉÏǲÎ ÄÅ ÍÁÙÏÒ ÃÏÂÅÒÔÕÒÁȟ ÅÎ ÐÒÏÖÅÃÈÏ 

ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ɉÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎ ÐÒÏ ÈÏÍÉÎÅɊȟ ÍÅÄÉÁÎÔÅ ÌÁ ÃÕÁÌȟ ÓÅ ÌÅ ÂÒÉÎÄÁ ÍÁÙÏÒ 

ÁÌÃÁÎÃÅ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ Å ÉÒÒÁÄÉÁ ÅÌ ÆÕÎÃÉÏÎÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÅÎ 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

198 

ÔÏÄÏÓ ÓÕÓ ÁǲÍÂÉÔÏÓȟ ÎÏ ÓÏÌÏ ÅÎ ÅÌ ÐÌÁÎÏ ÆÏÒÍÁÌ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅÌ ÄÉÃÔÁÄÏ ÄÅ ÁÃÔÏÓ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓ ÃÕÙÏ ÃÏÒÔÅ ÐÕÅÄÅ ÓÅÒ ÄÅ ÂÅÎÅÆÉÃÉÏ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ ÓÉÎÏ ÑÕÅ ÐÒÏÙÅÃÔÁ 

Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÎ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÏÔÒÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ Á ÌÁ ÑÕÅ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÅ ÏÂÌÉÇÁÄÁ 

ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÓÅÁ ÄÅ ÄÁÒȟ ÈÁÃÅÒ Ï ÎÏ ÈÁÃÅÒȟ ÃÕÙÏ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÓÅÁ ÄÅ ÉÎÔÅÒÅǲÓ Ù 

ÐÒÏÖÅÃÈÏ ÐÁÒÁ ÕÎÁ Ï ÕÎ ÇÒÕÐÏ ÄÅ ÐÅÒÓÏÎÁÓȢ  

 

υȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇþÔÉÍÁȡ  

%Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÅÓÔÁǲ ąǲÎÔÉÍÁÍÅÎÔÅ ÒÅÌÁÃÉÏÎÁÄÏ ÃÏÎ ÅÌ ÄÅ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÄÁÄÏ ÑÕÅ ÅÌ ÐÒÉÍÅÒÏ ÃÒÅÁ ÕÎ ÁǲÍÂÉÔÏ ÄÅ ÐÒÏÔÅÃÃÉÏǲÎ Á ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓȟ ÄÅ 

ÍÁÎÅÒÁ ÔÁÌ ÑÕÅ ÐÕÅÄÁÎ ÅÓÐÅÒÁÒȟ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÑÕÅ ÓÕÓ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏÓ ÎÏ ÓÅÁÎ 

ÖÁÒÉÁÄÏÓ Ï ÄÅÓÃÏÎÏÃÉÄÏÓ ÁÂÒÕÐÔÁÍÅÎÔÅ ÐÏÒ ÌÏÓ ÐÏÄÅÒÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓȢ ,Á ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ 

ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÅÓȟ ÅÎÔÏÎÃÅÓȟ ÕÎÁ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÑÕÅ ÒÅÓÇÕÁÒÄÁ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÄÅ ÌÁÓ 

ÐÅÒÓÏÎÁÓȟ ÁÎÔÅ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÅÎ ÌÁÓ ÑÕÅ ÌÁÓ ÄÉÖÅÒÓÁÓ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓ ÐÕÅÄÅÎ 

ÓÏÒÐÒÅÎÄÅÒ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÃÏÎ ÕÎ ÃÁÍÂÉÏȟ ÇÉÒÏ Ï ÍÏÄÉÆÉÃÁÃÉÏǲÎ ÉÎÅÓÐÅÒÁÄÏ ÅÎ ÓÕ 

ÃÏÎÄÕÃÔÁȢ !Óąǲȟ ÈÁÙ ÕÎÁ ÉÎÔÅÎÓÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÅÎÔÒÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ Ù ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÐÕÅÓ 

ÃÏÍÏ ÌÏ ÁÆÉÒÍÏǲ $ÒÏÍÉ ɉρωχσɊȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÁÐÁÒÅÊÁ ÑÕÅ ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ ÅÓÔÉÍÅ Ù ÃÏÎÆąǲÅ ÑÕÅ 

ÕÎÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁ ÆÏÒÍÁ ÄÅ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁ ÖÁ Á ÓÕÒÔÉÒ 

ÓÕÓ ÅÆÅÃÔÏÓ ÕÓÕÁÌÅÓȟ ÌÏÓ ÑÕÅȟ ÅÎ ÏÔÒÁÓ ÏÐÏÒÔÕÎÉÄÁÄÅÓȟ ÈÁ ÓÕÒÔÉÄÏ ÐÁÒÁ ÃÁÓÏÓ ÓÉÍÉÌÁÒÅÓȢ  

!ÈÏÒÁ ÂÉÅÎȟ ÓÅ ÉÍÐÏÎÅ ÒÅÁÌÉÚÁÒ ÕÎÁ ÉÍÐÏÒÔÁÎÔÅ ÐÒÅÃÉÓÉÏǲÎȟ ÃÕÁÌ ÅÓ ÑÕÅ ÅÌ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÎÏ ÐÕÅÄÅ ɀ ÎÉ ÔÉÅÎÅ ÃÏÍÏ ÏÂÊÅÔÉÖÏ ɀ ÐÅÒÐÅÔÕÁÒ ÌÁ 

ÒÉÇÉÄÅÚ ÄÅ ÌÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÎÉ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÒ ÕÎ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÐÅǲÔÒÅÏ Ï 

ÉÎÍÏÄÉÆÉÃÁÂÌÅȟ ÐÕÅÓÔÏ ÑÕÅȟ ÁÌ ÁÍÐÁÒÏ ÄÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÌÅÇąǲÔÉÍÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÏÔÅÓÔÁÄÅÓ 

ÐÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÌÏÓ ÄÉÖÅÒÓÏÓ ÐÏÄÅÒÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏÓ ÐÕÅÄÅÎ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÒ ÍÏÄÉÆÉÃÁÃÉÏÎÅÓ Á ÄÉÃÈÁÓ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ Ù Á ÌÁ ÆÏÒÍÁ ÅÎ ÌÁ ÑÕÅ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁÎ ÒÅÇÕÌÁÄÁÓ ÃÏÎÆÏÒÍÅ ÁÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÓÁÌÖÁÇÕÁÒÄÁÎÄÏȟ ÃÌÁÒÏ ÅÓÔÁǲȟ ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏÓ Ù ÌÁÓ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁÓȢ $Å ÔÁÌ ÍÁÎÅÒÁȟ ÕÎÁ ÃÏÓÁ ÅÓ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ 

ÐÒÏÖÏÃÁÄÁ Á ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÐÒÏÐÉÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÑÕÅȟ Á ÓÕ ÖÅÚȟ 

ÁÐÁÒÅÊÁ ÕÎ ÍÁÒÇÅÎ ÄÅ ÐÒÅÄÉÃÔÉÂÉÌÉÄÁÄ Ù ÃÅÒÔÅÚÁ ÅÎ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ Ùȟ ÏÔÒÁ ÍÕÙ 

ÄÉÓÔÉÎÔÁȟ ÌÁ ÉÍÐÏÓÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÍÏÄÉÆÉÃÁÃÉÏǲÎ Á ÆÕÔÕÒÏ ÄÅ ÌÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ 

ÏÂÊÅÔÉÖÁÓ ÂÁÊÏ ÕÎÁ ÅÓÐÅÃÉÅ ÄÅ ÉÎÍÏÄÉÆÉÃÁÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁÓ ÍÉÓÍÁÓȢ  

 

!ȢȤ /ÒÉÇÅÎȢ 

#ÁÂÅ ÍÅÎÃÉÏÎÁÒ ÑÕÅ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÅÓ ÄÅ ÃÒÅÁÃÉÏǲÎ 

ÐÒÅÔÏÒÉÁÎÁ ÐÕÅÓȟ ÏÒÉÇÉÎÁÌÍÅÎÔÅȟ ÓÕÒÇÉÏǲ ÅÎ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ #ÏÎÔÅÎÃÉÏÓÏȤ!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÄÅ 
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"ÅÒÌąǲÎ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅ ÓÕ ÓÅÎÔÅÎÃÉÁ ÄÅÌ ρτ ÄÅ ÍÁÙÏ ÄÅ ρωυφȟ ÓÉÅÎÄÏ ÐÏÓÔÅÒÉÏÒÍÅÎÔÅ 

ÁÄÏÐÔÁÄÏ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÐÏÒ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÍÕÎÉÄÁÄ %ÕÒÏÐÅÁ ÅÎ ÓÕÓ 

ÐÒÏÎÕÎÃÉÁÍÉÅÎÔÏÓ ÄÅÌ ςς ÄÅ ÍÁÒÚÏ ÄÅ ρωφρ Ù ρσ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅ ρωφυ ɉ,ÅÍÍÅÒÚȤ7ÅÒËɊȠ 

ÄÅ ÁÃÕÅÒÄÏ ÃÏÎ ÓÕ ÎÏÃÉÏǲÎ ÏÒÉÇÉÎÁÒÉÁȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÒÅÓÇÕÁÒÄÁ ÌÁ 

ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÃÕÁÎÄÏȟ ÁÎÔÅ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁÓ ÃÉÒÃÕÎÓÔÁÎÃÉÁÓ Ù ÃÏÎ ÓÕÓÔÅÎÔÏ 

ÅÎ ÌÁ ÅÑÕÉÄÁÄ Ù ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÓÅ ÌÅ ÐÒÏÈąǲÂÅ Á ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁ ÁÄÏÐÔÁÒ 

ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÑÕÅ ÓÅÁÎ ÃÏÎÔÒÁÒÉÁÓ Á ÓÕ ÅÓÐÅÒÁÂÌÅ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏȟ ÅÌ ÑÕÅȟ ÐÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅ 

ÈÁ ÉÎÄÕÃÉÄÏ Á ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ Á ÃÏÎÆÉÁÒ ÅÎ ÌÁ ÅÓÔÁÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅÌ ÆÕÎÃÉÏÎÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÌÁ ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄ ÄÅ ÓÕ ÐÒÏÐÉÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ Ùȟ ÁÄÅÍÁǲÓȟ Á ÁÄÏÐÔÁÒ 

ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁÓ ÄÅÃÉÓÉÏÎÅÓ Ï ÃÏÎÄÕÃÔÁÓȟ ÑÕÅȟ ÅÎ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ ÂÁÊÏ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÄÅÐÏÓÉÔÁÄÁ 

ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÐÒÅÖÉÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÌÅ ÓÅÒąǲÁÎ ÒÅÓÐÅÔÁÄÁÓȢ  

 

"ȢȤ #ÏÎÃÒÅÃÉĕÎ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇþÔÉÍÁȢ 

,Á ÅÓÅÎÃÉÁ ÄÅ ÌÁ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÑÕÅ ÂÒÉÎÄÁ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÅÓÔÒÉÂÁ 

ÅÎ ÐÒÏÔÅÇÅÒ ÕÎ ÍÁÒÃÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓȟ ÄÅ ÍÏÄÏ ÔÁÌ ÑÕÅȟ ÅǲÓÔÁÓ 

ÒÅÑÕÉÅÒÅÎ ÄÅ ÕÎ ÁÍÂÉÅÎÔÅ ÄÅ ÃÅÒÔÅÚÁ Ù ÐÒÅÄÉÃÔÉÂÉÌÉÄÁÄȟ ÑÕÅ ÐÒÏÖÅÁ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÁ Á ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÔÅÎÇÁÎ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁȟ ÂÁÊÏ ÅÌ ÁÍÐÁÒÏ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÅÎ ÑÕÅ ÓÕÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ Ù ÌÁÓ ÒÅÇÌÁÓ ÄÁÄÁÓ ÓÅÒÁǲÎ ÒÅÓÐÅÔÁÄÁÓȢ %Î ÅÓÅ 

ÓÅÎÔÉÄÏȟ -ÅÓÁ 6ÁÌÅÎÃÉÁ ɉςπρσɊȟ ÅØÐÕÓÏ ÑÕÅ 

ȣ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÄÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ ÓÕÒÇÅ ÃÏÎ ÏÃÁÓÉÏǲÎ ÄÅÌ ÎÁÃÉÍÉÅÎÔÏ ÅÎ ÅÌ 

ÍÕÎÄÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÄÅ ÕÎÁ ÐÁÌÁÂÒÁ ÄÁÄÁ Ï ÐÒÏÍÅÓÁ ÄÅ ÌÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ 

ÐÅÒÏ ÓÅ ÆÏÒÔÁÌÅÃÅ Ù ÁÒÒÁÉÇÁ ÃÏÎ ÌÁ ÃÁÄÅÎÁ ÄÅ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÐÏÓÔÅÒÉÏÒÅÓ 

ÁÓÕÍÉÄÁÓ ÐÏÒ ÌÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÔÏÄÁ ÖÅÚ ÑÕÅ ÅÓÔÁÓ ÖÁÙÁÎ ÏÒÉÅÎÔÁÄÁÓ 

Á ÆÏÒÔÁÌÅÃÅÒ Ù ÄÅÓÁÒÒÏÌÌÁÒ ÌÁ ÐÁÌÁÂÒÁ ÅÍÉÔÉÄÁ ÐÒÅÖÉÁÍÅÎÔÅȢ 3ÉÎ ÌÁ 

ÅØÉÓÔÅÎÃÉÁ ÄÅ ÄÉÃÈÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÏÓÔÅÒÉÏÒÅÓ ÁÒÍÏǲÎÉÃÏÓ Ù ÃÏÈÅÒÅÎÔÅÓȟ ÌÁ 

ÐÒÏÍÅÓÁ ÄÁÄÁ ÐÒÅÖÉÁÍÅÎÔÅ ÐÉÅÒÄÅ ÓÕ ÖÏÃÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ 

ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁȢ ɉÐȢ τρɊ  

%Î ÓÉÍÉÌÁÒ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ ÓÕ ÖÏÔÏ ÎЈ ψπππȤςπρφ ÄÅ ÌÁÓ 

ρρȡυς ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρπ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρφȟ ÁÆÉÒÍÏǲȡ  

ȣ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÄÅÓÃÁÎÓÁ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÂÁÓÅ ÄÅ ÑÕÅ ÅÌ 

ÃÉÕÄÁÄÁÎÏ ÁÓÕÍÅ ÕÎ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÃÏÎÆÉÁÎÄÏ ÅÎ ÑÕÅ ÁÃÔÕǲÁ ÄÅ 

ÍÁÎÅÒÁ ÃÏÒÒÅÃÔÁȟ ÔÏÄÁ ÖÅÚ ÑÕÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÃÏÎÓÔÁÎÔÅȟ ÅÓÔÁÂÌÅ Ù Á ÌÏ 

ÌÁÒÇÏ ÄÅÌ ÔÉÅÍÐÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÌÅ ÇÅÎÅÒÁ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÍÅÎÔÅ ÔÁÌ 

ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁȠ ÄÉÃÈÏ ÄÅ ÏÔÒÁ ÆÏÒÍÁȟ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÈÁ ÅÍÉÔÉÄÏ ÓÉÇÎÏÓ 

ÅØÔÅÒÎÏÓ ÑÕÅ ÈÁÎ ÖÅÎÉÄÏ Á ÏÒÉÅÎÔÁÒ ÁÌ ÃÉÕÄÁÄÁÎÏ ÈÁÃÉÁ ÕÎÁ ÃÉÅÒÔÁ 
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ÃÏÎÄÕÃÔÁ Ù ÌÅ ÈÁÎ ÈÅÃÈÏ ÃÏÎÆÉÁÒ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÎ ÑÕÅ ÔÁÌ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ 

ÐÅÒÓÉÓÔÉÒÁǲȢ ɉȢȢȢɊ ÅÓÔÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÈÁ ÄÅ ÓÅÒ ÁÐÌÉÃÁÄÏȟ ÎÏ ÔÁÎ ÓÏǲÌÏ ÃÕÁÎÄÏ ÓÅ 

ÐÒÏÄÕÚÃÁ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÔÉÐÏ ÄÅ ÃÏÎÖÉÃÃÉÏǲÎ ÐÓÉÃÏÌÏǲÇÉÃÁ ÅÎ ÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ 

ÂÅÎÅÆÉÃÉÁÄÏȟ ÓÉÎÏ ÍÁǲÓ ÂÉÅÎ ÃÕÁÎÔÏ ÓÅ ÂÁÓÁ ÅÎ ÓÉÇÎÏÓ ÅØÔÅÒÎÏÓ 

ÐÒÏÄÕÃÉÄÏÓ ÐÏÒ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÌÏ ÓÕÆÉÃÉÅÎÔÅÍÅÎÔÅ ÃÏÎÃÌÕÙÅÎÔÅÓ 

ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÌÅ ÉÎÄÕÚÃÁÎ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÍÅÎÔÅ Á ÃÏÎÆÉÁÒ ÅÎ ÌÁ ÌÅÇÁÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁ 

ÁÃÔÕÁÃÉÏǲÎ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁȢ 

$Å ÍÏÄÏ ÔÁÌ ÑÕÅȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÓÅ ÁÓÉÅÎÔÁ ÓÏÂÒÅ ÌÁ 

ÃÒÅÅÎÃÉÁ ÆÕÎÄÁÄÁ ÄÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ ÄÅ ÑÕÅ ÁÃÔÕǲÁ ÃÏÎÆÏÒÍÅ ÁÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ 

Ù ÁÄÑÕÉÅÒÅ ÕÎ ÇÒÁÄÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÅÎ ÓÕ ÌÅÇąǲÔÉÍÏ ÁÃÃÉÏÎÁÒȟ ÓÏÂÒÅ ÌÁ ÂÁÓÅ ÄÅ ÌÁ 

ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÅÓÔÁÂÌÅȟ ÃÏÎÓÔÁÎÔÅ Ù ÒÅÉÔÅÒÁÄÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÄÅ ÍÏÄÏ ÔÁÌ 

ÑÕÅȟ ÌÅ ÐÒÏÖÏÃÁ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÕÎÁ ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅ ÐÁÒÁ ÏÒÉÅÎÔÁÒ ÓÕ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÈÁÃÉÁ ÕÎ ÓÅÎÔÉÄÏ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏ Ùȟ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÃÏÎÆąǲÁ ÅÎ ÅÓÁ 

ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁ ÆÕÎÄÁÄÁȢ 

 

#ȢȤ 2ÅÑÕÉÓÉÔÏÓ ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÓÅ ÃÏÎÆÉÇÕÒÅ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇþÔÉÍÁȢ  

$Å ÁÃÕÅÒÄÏ ÃÏÎ ÌÁ ÄÏÃÔÒÉÎÁȟ ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÏÐÅÒÅ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁȟ 

ÓÅ ÒÅÑÕÉÅÒÅ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÃÕÒÒÅÎÃÉÁ ÄÅ ÖÁÒÉÏÓ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏÓȟ ÖÅÁÍÏÓȡ  

 

υɊ $ÅÂÅ ÍÅÄÉÁÒ ÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ ÌÏ ÓÕÆÉÃÉÅÎÔÅÍÅÎÔÅ 

ÃÏÎÃÌÕÙÅÎÔÅ ÐÁÒÁ ÐÒÏÖÏÃÁÒ ÅÎ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÁÌÇĭÎ ÔÉÐÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁȡ $Å 

ÁÃÕÅÒÄÏ ÃÏÎ 3ÁÎÚ 2ÕÂÉÁÌÅÓ ɉςπππɊȟ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÄÅÂÅ ÐÒÏÖÏÃÁÒ 

ÁÌÇÕÎÏ ÄÅ ÅÓÔÏÓ ÔÉÐÏÓ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁȡ ɉÉɊ 3ÅÁ ÑÕÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÁÃÔÕǲÁ 

ÃÏÒÒÅÃÔÁÍÅÎÔÅȟ ÅÓ ÄÅÃÉÒȟ ÃÏÎÆÏÒÍÅ ÁÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȠ ɉÉÉɊ 3ÅÁ ÑÕÅ ÅÌ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÁÃÔÕǲÁ ÄÅ ÃÏÎÆÏÒÍÉÄÁÄ ÃÏÎ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÅÎ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÏȠ ɉÉÉÉɊ ÓÅÁ ÑÕÅ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÃÏÎÆąǲÁ ÅÎ ÑÕÅ ÓÕÓ 

ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁÓ ÃÏÍÏ ÉÎÔÅÒÅÓÁÄÏ ÓÏÎ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÓȢ   

φɊ 1ÕÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ ÇÅÎÅÒÅ ȰÓÉÇÎÏÓ ÅØÔÅÒÎÏÓȱ ÑÕÅ ÏÒÉÅÎÔÅÎ Á ÌÁ 

ÐÅÒÓÏÎÁ ÈÁÃÉÁ ÕÎÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁȡ 4ÁÌ ÃÏÍÏ ÌÏ ÍÁÎÉÆÅÓÔÏǲ %ÄÕÁÒÄÏ 'ÁÒÃąǲÁ 

ÄÅ %ÎÔÅÒÒąǲÁ ɉςππςɊȟ ÅÓÔÏ ÓÉÇÎÉÆÉÃÁ ÑÕÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅ 

ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÆÏÒÍÁ ÄÅ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÓÕ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ȤÓÅÁ ÆÏÒÍÁÌ Ï ÍÁÔÅÒÉÁÌȟ ÎÏ 

ÂÁÓÔÁÎÄÏ ÌÁ ÓÉÍÐÌÅÍÅÎÔÅ ÏÍÉÓÉÖÁȤȟ ÉÎÄÕÚÃÁ Á ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ Á ÃÏÎÆÉÁÒ ÅÎ ÌÁ ÁÐÁÒÉÅÎÃÉÁ ÄÅ 

ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ Ùȟ ÃÏÎ ÅÌÌÏȟ ÁÌ ÐÒÏÐÉÏ ÔÉÅÍÐÏȟ ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ 

ÏÒÉÅÎÔÅ ÓÕ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÈÁÃÉÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ Ï ÈÁÃÉÁ ÌÁ ÒÅÁÌÉÚÁÃÉÏǲÎ ÄÅ 
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ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁÓ ÁÃÃÉÏÎÅÓ ɉÔÁÌÅÓ ÃÏÍÏ ÅÆÅÃÔÕÁÒ ÕÎÁ ÉÎÖÅÒÓÉÏǲÎ ÁÌ ÁÍÐÁÒÏ ÄÅÌ ÒÅǲÇÉÍÅÎ ÄÅ 

ÚÏÎÁÓ ÆÒÁÎÃÁÓ Ï ÅÌ ÆÏÒÍÕÌÁÒ ÕÎÁ ÏÆÅÒÔÁ ÐÁÒÁ ÌÁ ÐÁÒÔÉÃÉÐÁÃÉÏǲÎ ÅÎ ÕÎ ÃÏÎÃÕÒÓÏ ÐÕǲÂÌÉÃÏɊȟ 

ÂÁÊÏ ÌÁ ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁ ÄÅ ÁÌÃÁÎÚÁÒ ÅÌ ÏÂÊÅÔÉÖÏ ÑÕÅ ÌÅ ÅÒÁ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÍÅÎÔÅ ÅÓÐÅÒÁÂÌÅȢ 

%Ó ÐÒÅÃÉÓÏ ÁÇÒÅÇÁÒ ÑÕÅȟ ÅÎ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÄÅÌ ÁÕÔÏÒȟ ÌÁ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁȟ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅ ÌÁ ÃÕÁÌ ÓÅ ÉÎÄÕÃÅ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ Á ÃÏÎÆÉÁÒ ÅÎ ÌÁ 

ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄ ÄÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÐÏÄÒąǲÁ ÓÕÒÇÉÒ Á 

ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÕÎ ÁÃÔÏ ÔÁǲÃÉÔÏȟ ÅÓÔÏ ÅÓȟ ÄÅ ÌÁÓ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÍÁÔÅÒÉÁÌÅÓ ÃÕÙÏ ÓÅÎÔÉÄÏ ÕÎÉÖÏÃÏ Å 

ÉÎÃÏÍÐÁÔÉÂÉÌÉÄÁÄ ÃÏÎ ÕÎÁ ÖÏÌÕÎÔÁÄ ÄÉÖÅÒÓÁȟ ÌÅ ÂÒÉÎÄÁÎ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÄÅ 

ÌÁ ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄ ÄÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ Åȟ ÉÎÃÌÕÓÉÖÅȟ ÎÁÄÁ ÏÂÓÔÁ 

ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÐÕÅÄÁ ÄÅÒÉÖÁÒ ÄÅ ÕÎ ÁÃÔÏ ÉÍÐÌąǲÃÉÔÏȟ ÃÕÁÎÄÏ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ ÅÎ 

ÃÕÙÁ ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄ ÃÏÎÆąǲÁ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ ÓÅ ÄÅÓÐÒÅÎÄÅ ÄÅ ÏÔÒÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÑÕÅ ÌÁ 

ÉÍÐÌÉÑÕÅ ÎÅÃÅÓÁÒÉÁÍÅÎÔÅȢ  

χɊ 5ÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ ÑÕÅ ÒÅÃÏÎÏÃÅ Ï ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅ ÕÎÁ 

ÓÉÔÕÁÃÉĕÎ ÊÕÒþÄÉÃÁ ÉÎÄÉÖÉÄÕÁÌÉÚÁÄÁ ÅÎ ÐÒÏÖÅÃÈÏ ÄÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ Ù ÅÎ ÃÕÙÁ 

ÐÅÒÄÕÒÁÂÉÌÉÄÁÄ ÁÑÕïÌ ÃÏÎÆþÁȡ $ÅÂÅ ÔÒÁÔÁÒÓÅ ÄÅ ÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÅØÐÒÅÓÁȟ ÃÌÁÒÁȟ 

ÎÏÒÍÁÌÍÅÎÔÅ ÄÅ ÎÁÔÕÒÁÌÅÚÁ ÆÏÒÍÁÌ ɉÁÃÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÄÅ ÁÌÃÁÎÃÅ ÉÎÄÉÖÉÄÕÁÌ Ï ÕÎÏ 

ÄÅ ÁÌÃÁÎÃÅ ÇÅÎÅÒÁÌ ÔÁÌ ÃÏÍÏ ÕÎ ÒÅÇÌÁÍÅÎÔÏɊȟ ÑÕÅ ÒÅÃÏÎÏÃÅ ÐÕÎÔÕÁÌÍÅÎÔÅ ÌÁ ÉÎÄÉÃÁÄÁ 

ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÉÎÄÉÖÉÄÕÁÌȢ ,Ï ÁÎÔÅÒÉÏÒȟ ÌÏ ÈÁ ÓÅÎǿÁÌÁÄÏ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ #ÏÎÔÅÎÃÉÏÓÏ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȟ 3ÅÃÃÉÏǲÎ 3ÅÇÕÎÄÁȟ ÅÎ ÓÅÎÔÅÎÃÉÁ ÎΝ σσπȤςππυ ÄÅÌ ςς ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςππυȟ 

ÃÕÁÎÄÏ ÁÆÉÒÍÏǲ ÑÕÅ  

$ÅÂÅ ÅØÉÓÔÉÒȟ ÐÏÒ ÅÌÌÏȟ ÕÎ ÁÃÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÑÕÅ ÏÔÏÒÇÕÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁȟ ÅÎ 

ÔÅǲÒÍÉÎÏÓ ÑÕÅ ÌÅ ÐÅÒÍÉÔÁ ÐÅÎÓÁÒ ÑÕÅ ÓÕÓ ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁÓ ÓÏÎ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÓȢ 

0ÁÒÁÌÅÌÁÍÅÎÔÅȟ ÄÅÂÅ ÈÁÂÅÒ ÓÕÒÇÉÄÏ ÕÎÁ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ 

ÉÎÄÉÖÉÄÕÁÌÉÚÁÄÁȟ ÅÎ ÃÕÙÁ ÅÓÔÁÂÉÌÉÄÁÄ ÃÏÎÆąǲÁ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÑÕÅȟ ÈÁ 

ÃÕÍÐÌÉÄÏ ÃÏÎ ÌÏÓ ÄÅÂÅÒÅÓ Ù ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÉÅÎÔÅÓȟ ÅÓ ÄÅÃÉÒȟ 

ÃÒÅÅ ÆÉÒÍÅÍÅÎÔÅȟ ȤÁ ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÌÏÓ ÓÉÇÎÏÓ ÑÕÅ ÈÁ ÒÅÃÉÂÉÄÏ ÄÅ ÌÁ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȤȟ ÑÕÅ ÓÕ ÁÃÔÕÁÃÉÏǲÎ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁ ÁÊÕÓÔÁÄÁ ÁÌ ÂÌÏÑÕÅ ÄÅ 

ÌÅÇÁÌÉÄÁÄȟ ÑÕÅ ÎÏ ÈÁ ÑÕÅÒÉÄÏ ÉÎÆÒÉÎÇÉÒȢ 

,Ï ÁÎÔÅÒÉÏÒȟ ÓÉÎ ÐÅÒÊÕÉÃÉÏ ÄÅ ÑÕÅȟ ÔÁÌ ÃÏÍÏ ÅÓ ÅÌ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÄÅÌ ÁÕÔÏÒȟ ÔÁÍÂÉÅǲÎ 

ÐÕÅÄÁ ÄÅÒÉÖÁÒ ÄÅ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÍÁÔÅÒÉÁÌÅÓ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÐÕÅÓÔÏ ÑÕÅ ÅÓ ÃÌÁÒÏ 

ÑÕÅȟ ÈÏÙ ÅÎ ÄąǲÁȟ ÅÌ ÁÃÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÎÏ ÅÓ ÓÉÎÏ ÕÎÁ ÄÅ ÌÁÓ ÄÉÖÅÒÓÁÓ ÆÏÒÍÁÓ ÅÎ ÑÕÅ 

ÐÕÅÄÅ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÒÓÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȢ  

ψɊ ,Á ÅØÉÓÔÅÎÃÉÁ ÄÅ ÕÎÁ ÃÁÕÓÁ ÉÄĕÎÅÁ ÑÕÅ ÐÒÏÖÏÑÕÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇþÔÉÍÁ 

ÄÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȡ 3Å ÔÒÁÔÁ ÄÅ ÌÁ ÎÅÃÅÓÁÒÉÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÉÄÏÎÅÉÄÁÄ ÑÕÅ ÄÅÂÅ ÅØÉÓÔÉÒ 

ÅÎÔÒÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ Ù ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÐÒÏÖÏÃÁÄÁ ÅÎ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ 

ÌÏ ÃÕÁÌȟ ÄÉÃÈÏ ÓÅÁ ÄÅ ÐÁÓÏȟ ÎÏ ÐÏÄÒąǲÁ ÏÒÉÇÉÎÁÒÓÅ ÅÎ ÌÁ ÍÅÒÁ ÔÏÌÅÒÁÎÃÉÁ Ï ÎÅÇÌÉÇÅÎÃÉÁ 
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ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȢ 0ÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅȟ ÁÌ ÒÅÓÐÅÃÔÏȟ #ÁÒÌÏÓ -ÁÔÁ ɉςπρφɊ ÅØÐÒÅÓÏǲ ÑÕÅ Ȱ%Ì 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÐÒÅÓÕÍÅ ÑÕÅ ÅÌ ÁÃÔÏ ÐÏÒ ÅÌ ÑÕÅ ÓÅ ÌÅ ÏÔÏÒÇÁ ÕÎ ÄÅÒÅÃÈÏ ÅÓ ÌÅÇÁÌ Ùȟ ÄÅ ÁÌÌþȟ 

ÃÏÎÓÉÄÅÒÁ ÑÕÅ ÅÓÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÌÅ ÐÅÒÔÅÎÅÃÅ Ù ÐÏÒ ÔÁÎÔÏ ÑÕÅ ÔÏÄÁ ÁÃÔÕÁÃÉĕÎ ÑÕÅ ÒÅÁÌÉÃÅ ÅÓ 

ÌÅÇþÔÉÍÁȠ ÓÕ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÅÓ ÌÅÇÉÔÉÍÁÄÁ ÐÏÒ ÌÁ ÁÕÔÏÒÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ ÐĭÂÉÃÁ 

ÏÔÏÒÇÁÎÔÅ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȱ ɉÐȢ ςπχɊȢ 

ωɊ 1ÕÅ ÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÉÎÔÅÒÅÓÁÄÏ ÃÕÍÐÌÁ ÃÏÎ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÑÕÅ ÌÅ 

ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅÎ ÅÎ ÅÌ ÃÁÓÏ ÃÏÎÃÒÅÔÏȡ 4ÁÌ ÃÏÍÏ ÌÏ ÓÅÎǿÁÌÁÒÁ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ ÅÌ 

ÖÏÔÏ ÎΝ ρπρχρȤςπρπ ÄÅÌ ρρ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρπȟ ÅÓÔÅ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏ ÄÅÒÉÖÁ ÄÅ ÌÁ 

ÉÍÐÒÏÃÅÄÅÎÃÉÁ ÄÅ ÂÅÎÅÆÉÃÉÁÒ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ ÃÕÁÎÄÏȟ Á ÐÅÓÁÒ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÃÒÅÁÄÁ 

ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÁÑÕÅǲÌ ÎÏ ÈÁ ÓÁÔÉÓÆÅÃÈÏ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ 

ÎÅÃÅÓÁÒÉÁÓ ÐÁÒÁ ÓÅÒ ÍÅÒÅÃÅÄÏÒ ÄÅÌ ÅÆÅÃÔÏ ÂÅÎÅÆÉÃÉÏÓÏ ÅÎ ÓÕ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȢ  

 

"ÁÊÏ ÅÓÅ ÃÏÎÔÅØÔÏȟ ÅÎÔÏÎÃÅÓȟ ÁÌ ÃÏÎÆÉÇÕÒÁÒÓÅ ÌÏÓ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏÓ ÐÁÒÁ ÓÕ ÅØÉÓÔÅÎÃÉÁȟ 

ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÁÐÁÒÅÊÁ ÑÕÅȟ ÁÎÔÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÄÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ 

ÉÎÔÅÒÅÓÁÄÏȟ ÓÅ ÇÁÒÁÎÔÉÃÅ ÌÁ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅ ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁ ÑÕÅ ÅÒÁ ÅÓÐÅÒÁÂÌÅ ÐÁÒÁ ÁÑÕÅǲÌȟ ÅÎ ÓÕ 

ÃÏÎÃÒÅÔÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÃÏÎ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÐÅÒÏ ÎÏ ÓÏÌÏ ÅÌÌÏȟ ÐÕÅÓ 

ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÓÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅ ÃÏÍÏ ÕÎ ÌąǲÍÉÔÅ ÁÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÏÔÅÓÔÁÄÅÓ ÃÏÎ ÅÌÅÍÅÎÔÏÓ 

ÄÉÓÃÒÅÃÉÏÎÁÌÅÓȟ ÆÕÎÇÅ ÃÏÍÏ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅ ÌÁ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ Ùȟ ÁÌ ÐÒÏÐÉÏ ÔÉÅÍÐÏȟ 

ÐÅÒÍÉÔÅ ÅÌ ÒÅÓÁÒÃÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÏÓ ÉÎÔÅÒÅÓÅÓ ÌÅÇąǲÔÉÍÏÓ ÒÅÆÏÒÚÁÄÏÓ Ù ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁÓ 

ÒÁÚÏÎÁÂÌÅÓ ÑÕÅ ÓÅ ÈÁÙÁÎ ÖÉÓÔÏ ÌÅÓÉÏÎÁÄÏÓȢ ,Ï ÁÎÔÅÒÉÏÒȟ ÓÉÅÍÐÒÅ ÑÕÅ ÎÏ ÅØÉÓÔÁ ÅÓÐÅÃÉÁÌ 

ÉÍÐÅÄÉÍÅÎÔÏ ÐÁÒÁ ÌÁ ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁȟ ÃÏÍÏ ÓÕÃÅÄÅ ÅÎ 

ÍÁÔÅÒÉÁ ÄÅ ÄÏÍÉÎÉÏ ÐÕǲÂÌÉÃÏȟ ÅÎ ÌÁ ÃÕÁÌȟ ÉÎÃÌÕÓÏȟ ÌÁ 3ÁÌÁ 0ÒÉÍÅÒÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ 

ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÈÁ ÁÆÉÒÍÁÄÏ ÑÕÅ ȰɉȣɊ ÅÓ ÉÎÄÕÄÁÂÌÅ ÌÌÅÖÁÎ ÒÁÚĕÎ ÌÁÓ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅÓ ÅÎ ÃÕÁÎÔÏ 

Á ÑÕÅ ÔÒÁÔÜÎÄÏÓÅ ÄÅ ÂÉÅÎÅÓ ÄÅ ÄÏÍÉÎÉÏ ÐĭÂÌÉÃÏ ÎÏ ÃÁÂÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇþÔÉÍÁȱ ɉ6ÏÔÏ ÎȢΞ 

ρυρȤ&Ȥ3ρȤςπρχ ÄÅ ÌÁÓ ρτȡρυ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςρ ÄÅ ÆÅÂÒÅÒÏ ÄÅÌ ςπρχɊȢ 

 

φȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÒÅÓÐÅÔÏ ÄÅ ÌÏÓ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ Ï ÁÃÔÏÓ ÎÅÇÏÃÉÁÌÅÓȡ  

5Î ÃÁÍÐÏ ÅÎ ÅÌ ÑÕÅ ÎÏ ÅÓ ÓÏÌÏ ÆÅǲÒÔÉÌȟ ÓÉÎÏ ÅÓÔÒÉÃÔÁÍÅÎÔÅ ÎÅÃÅÓÁÒÉÁȟ ÌÁ 

ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÏ ÅÓ ÅÎ ÌÏ ÒÅÌÁÔÉÖÏ ÁÌ ÁÃÕÅÒÄÏ ÄÅ ÖÏÌÕÎÔÁÄÅÓ Ù 

ÐÁÃÔÏÓ ÓÕÒÇÉÄÏÓ ÅÎ ÅÌ ÁǲÍÂÉÔÏ ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌȢ %Î ÅÓÔÁ ÍÁÔÅÒÉÁȟ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ Ù ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ 

ÉÍÐÌÉÃÁÎ ÑÕÅ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁÓ ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁÓ ÇÅÎÅÒÁÄÁÓ ÐÏÒ ÕÎ ÓÕÊÅÔÏ ÆÒÅÎÔÅ Á ÏÔÒÏȟ ÅÎ ÅÌ 

ÁǲÍÂÉÔÏ ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌȟ ÓÅÁÎ ÒÅÓÐÅÔÁÄÁÓ Ù ÒÅÓÐÏÎÄÁÎ Á ÕÎ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ 

ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏȟ ÃÏÎÓÅÎÓÕÁÄÏȟ ÃÕÙÏÓ ÒÅÓÕÌÔÁÄÏÓȟ ÅÎ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏȟ ÓÅÒąǲÁÎ ÕÎÉÆÏÒÍÅÓ ÂÁÊÏ ÕÎ 

ÁÍÂÉÅÎÔÅ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ Ù ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÑÕÅ ÎÏ ÒÅÓÕÌÔÁÒąǲÁ ÓÕÓÃÅÐÔÉÂÌÅ ÄÅ ÓÅÒ 

ÑÕÅÂÒÁÎÔÁÄÏȟ ÓÉÎÏ ÕǲÎÉÃÁÍÅÎÔÅ ÁÎÔÅ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÅØÃÅÐÃÉÏÎÁÌÅÓ ÐÒÅÖÉÓÔÁÓ ÅÎ ÅÌ 
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ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ï ÂÉÅÎȟ ÃÕÁÎÄÏ ÔÒÁÔÁǲÎÄÏÓÅ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÔÒÁÔÁÃÉÏǲÎ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁȟ 

ÌÏ ÓÅÁ ÐÏÒ ÍÏÔÉÖÏÓ ÄÅ ÉÎÔÅÒÅǲÓ ÐÕǲÂÌÉÃÏȢ  

$Å ÔÁÌ ÍÏÄÏ ÑÕÅȟ ÅÎ ÅÌ ÁǲÍÂÉÔÏ ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÓÅ ÂÁÓÁ ÅÎ ÕÎÁ 

ÃÏÈÅÒÅÎÃÉÁ ÄÅ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÈÕÍÁÎÁÓ Ù ÎÅÇÏÃÉÁÌÅÓȟ ÃÕÙÁ 

ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÓÅ ÖÅÒÉÆÉÃÁ ÅÎ ÅÌ ÁÃÕÅÒÄÏ ÄÅ ÖÏÌÕÎÔÁÄÅÓ ÐÒÅÖÉÁÍÅÎÔÅ ÁÄÏÐÔÁÄÏ Ù ÈÁÃÉÁ ÅÌ 

ÃÕÁÌ ÄÅÂÅ ÔÅÎÄÅÒ ÐÒÅÃÉÓÁÍÅÎÔÅ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓȠ ÁÓąǲȟ ÔÁÌ ÃÏÍÏ ÓÅ ÈÁ 

ÁÆÉÒÍÁÄÏ ɉ"ÁÔÔÌÅȟ ρωχψɊȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÓÕÐÏÎÅ ÕÎÁ ÒÅÇÌÁ ÄÅ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÁÄÅÃÕÁÄÏ 

ÁÌ ÐÁÒÁǲÍÅÔÒÏ ÄÅ ÕÎÁ ÐÅÒÓÏÎÁ ÐÒÏÍÅÄÉÏȟ ÈÏÎÅÓÔÁ Ù ÒÅÃÔÁȟ ÓÉÅÎÄÏ ÑÕÅȟ ÎÏ ÈÁÃÅ 

ÅÓÐÅÃÉÆÉÃÁ ÒÅÆÅÒÅÎÃÉÁ ÁÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÇÅÎÅÒÁÌ Ï ÁÂÓÔÒÁÃÔÏ ÄÅ ÕÎÁ ÐÅÒÓÏÎÁȟ ÓÉÎÏ Á 

ÕÎÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÅÎ ÑÕÅ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁȟ ÙÁ ÓÅÁ ÅÎ ÌÏ ÔÏÃÁÎÔÅ ÁÌ 

ÓÕÒÇÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÁÑÕÅÌÌÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎȟ ÁÌ ÍÏÄÏ ÄÅ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ Ï ÁÌ 

ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÑÕÅ ÌÁ ÍÉÓÍÁ ÓÕÐÏÎÅȢ %Î ÉÇÕÁÌ ÏÒÄÅÎ ÄÅ 

ÃÏÎÓÉÄÅÒÁÃÉÏÎÅÓȟ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏ ÅÓÐÁÎǿÏÌ ÍÁÎÉÆÅÓÔÏǲȡ 

ȣ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÒÏÔÅÇÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÑÕÅ ÆÕÎÄÁÄÁÍÅÎÔÅ ÓÅ 

ÐÕÅÄÅ ÈÁÂÅÒ ÄÅÐÏÓÉÔÁÄÏ ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÁÊÅÎÏ Å ÉÍÐÏÎÅ ÅÌ 

ÄÅÂÅÒ ÄÅ ÃÏÈÅÒÅÎÃÉÁ ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏȢ ,Ï ÑÕÅ ÅÓ ÔÁÎÔÏ ÃÏÍÏ ÄÅÃÉÒ 

ÑÕÅ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÉÍÐÌÉÃÁ ÌÁ ÅØÉÇÅÎÃÉÁ ÄÅ ÕÎ ÄÅÂÅÒ ÄÅ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÑÕÅ ÃÏÎÓÉÓÔÅ ÅÎ ÌÁ ÎÅÃÅÓÉÄÁÄ ÄÅ ÏÂÓÅÒÖÁÒ ÄÅ ÃÁÒÁ ÁÌ 

ÆÕÔÕÒÏ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÑÕÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÁÎÔÅÒÉÏÒÅÓ ÈÁÃąǲÁÎ ÐÒÅÖÅÒ Ù ÁÃÅÐÔÁÒ ÌÁÓ 

ÃÏÎÓÅÃÕÅÎÃÉÁÓ ÖÉÎÃÕÌÁÎÔÅÓ ÑÕÅ ÓÅ ÄÅÓÐÒÅÎÄÅÎ ÄÅ ÌÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓ ÁÃÔÏÓȢ 

ɉ3ÅÎÔÅÎÃÉÁ ÄÅÌ ρχ ÄÅ ÄÉÃÉÅÍÂÒÅ ÄÅ ρωωψɊ  

0ÅÒÏȟ ÓÉ ÁÇÕÄÉÚÁÍÏÓ ÌÁ ÐÅÒÓÐÅÃÔÉÖÁ ÄÅ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÎ ÅÌ 

ÁǲÍÂÉÔÏ ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌȟ ÐÏÄÅÍÏÓ ÁÐÒÅÃÉÁÒ ÑÕÅ ÅÓÁ ÇÁÒÁÎÔąǲÁ ÓÅ ÈÁ ÐÒÏÙÅÃÔÁÄÏ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÅÎ 

ÍÁÔÅÒÉÁ ÍÅÒÃÁÎÔÉÌ ÓÏÂÒÅ ÌÏÓ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ ÂÁÎÃÁÒÉÏÓ ȤÓÉÅÎÄÏ ÍÕÃÈÏÓ ÄÅ ÅÌÌÏÓ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ 

ÄÅ ÁÄÈÅÓÉÏǲÎ ÄÏÎÄÅ ÌÁ ÖÏÌÕÎÔÁÄ ÄÅ ÕÎÁ ÄÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÅÓÔÁǲ ÍÕÙ ÌÉÍÉÔÁÄÁȤȠ ÓÏÂÒÅ ÅÌ 

ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ρωψςπȤςπρπ ÄÅ ÌÁÓ ρπȡςρ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςφ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ 

ςπρπȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅØÐÒÅÓÏǲȡ 

ȣ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÒÉÇÅ Á ÌÏÓ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ ÂÁÎÃÁÒÉÏÓ Ù ÔÉÅÎÅ ÕÎÁ 

ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎÔÉÎÕÁ ÅÎ ÓÕ ÆÏÒÍÁÃÉÏǲÎȟ ÅÊÅÃÕÃÉÏǲÎ Å ÉÎÔÅÒÐÒÅÔÁÃÉÏǲÎȢ 

)ÎÃÌÕÓÏȟ ÅÌ ÃÏÎÔÒÁÔÏ ÂÁÎÃÁÒÉÏ ÄÅ ÃÒÅǲÄÉÔÏ ÅÓȟ ÅÎ ÅÓÅÎÃÉÁȟ ÕÎ ÃÏÎÔÒÁÔÏ 

ÍÅÒÃÁÎÔÉÌ ÅÎ ÅÌ ÑÕÅ ÓÅ ÒÅÁÌÉÚÁ ÕÎÁ ÔÒÁÎÓÆÅÒÅÎÃÉÁ ÔÅÍÐÏÒÁÌ ÄÅÌ ÐÏÄÅÒ 

ÁÄÑÕÉÓÉÔÉÖÏ Á ÃÁÍÂÉÏ ÄÅ ÕÎÁ ÐÒÏÍÅÓÁ ÄÅ ÒÅÅÍÂÏÌÓÁÒ ÅÓÔÅ ÃÒÅǲÄÉÔÏ 

ÓÕÍÁÄÏÓ Á ÓÕÓ ÉÎÔÅÒÅÓÅÓ ÅÎ ÕÎ ÐÌÁÚÏ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏ Ù Á ÌÁ ÕÎÉÄÁÄ 

ÍÏÎÅÔÁÒÉÁ ÃÏÎÖÅÎÉÄÁȟ ÑÕÅ ÃÏÍÏ ÔÁÌȟ ÄÅÂÅ ÓÅÒ ÐÁÃÔÁÄÏ ÌÉÂÒÅÍÅÎÔÅ ÅÎÔÒÅ 

ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÅÎ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÌÁ ÁÕÔÏÎÏÍąǲÁ ÄÅ ÌÁ ÖÏÌÕÎÔÁÄ Ù ÄÅ ÌÁ ÌÉÂÅÒÔÁÄ 

ÃÏÎÔÒÁÃÔÕÁÌ ÑÕÅ ÅÌ $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ ÇÁÒÁÎÔÉÚÁȣȢ  
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,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÅÎÔÏÎÃÅÓȟ ÅÓ ÕÎ ÃÏÍÐÏÎÅÎÔÅ ÂÁǲÓÉÃÏȟ ÏÂÌÉÇÁÔÏÒÉÏ Ù ÅÓÅÎÃÉÁÌ ÄÅ ÌÏÓ 

ÃÏÎÔÒÁÔÏÓȟ ÉÎÄÉÆÅÒÅÎÔÅÍÅÎÔÅ ÄÅ ÓÉ ÓÏÎ ÃÏÎÃÅÒÔÁÄÏÓ ÃÏÍÏ ÃÏÎÔÒÁÔÏÓ ÐÒÉÖÁÄÏÓ Ï 

ÐÕǲÂÌÉÃÏÓȟ ÓÉÅÎÄÏ ÎÅÃÅÓÁÒÉÏ ÑÕÅ ÌÁ ÍÉÓÍÁ ÐÅÒÄÕÒÅ ÅÎ ÌÁÓ ÄÉÆÅÒÅÎÔÅÓ ÆÁÓÅÓ ÄÅ ÓÕ 

ÅØÉÓÔÅÎÃÉÁȟ ÓÅÁ ÅÎ ÓÕ ÆÏÒÍÁÃÉÏǲÎȟ ÅÊÅÃÕÃÉÏǲÎ Ù ÅØÔÉÎÃÉÏǲÎȢ  

 

χȢȤ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ Ù ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȡ 

5Î ÉÍÐÏÒÔÁÎÔÅ ÓÅÃÔÏÒ ÄÅ ÌÁ ÄÏÃÔÒÉÎÁȟ ÔÁÌÅÓ ÃÏÍÏ $ÉÅÚ 0ÉÃÁÚÏ ɉρωφσɊȟ ,ÁÃÒÕÚ 

ɉρωχωɊ Ù 0ÕÉÇ "ÒÕÔÁÕ ɉρωψρɊȟ ÓÅ ÈÁÎ ÉÎÃÌÉÎÁÄÏ ÐÏÒ ÁÆÉÒÍÁÒ ÑÕÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 

ÐÕǲÂÌÉÃÁ ÅÓÔÁǲ ÉÍÐÏÓÉÂÉÌÉÔÁÄÁ ÐÁÒÁ ÅÌÉÍÉÎÁÒ ÓÕÓ ÐÒÏÐÉÁÓ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÅÍÉÔÉÄÁÓ ÃÕÙÏ 

ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÅÓ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȠ ÅÓÁ ÉÍÐÏÓÉÂÉÌÉÄÁÄȟ ÓÅ ÄÅÓÐÒÅÎÄÅ ÄÅ ÌÁ 

ÎÅÃÅÓÁÒÉÁ ÃÅÒÔÅÚÁȟ ÃÅÒÔÉÄÕÍÂÒÅ Ù ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÑÕÅ ÄÅÂÅ ÅØÉÓÔÉÒ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓ Ù ÅÓÔÁǲ ąǲÎÔÉÍÁÍÅÎÔÅ ÒÅÌÁÃÉÏÎÁÄÏ ÃÏÎ ÌÁ ÅØÐÅÃÔÁÔÉÖÁ ÒÁÚÏÎÁÂÌÅ ÑÕÅ 

ÔÉÅÎÅÎ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÃÕÁÎÄÏȟ ÈÁÂÉÅÎÄÏ ÁÃÔÕÁÄÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÏÂÔÉÅÎÅÎ ÕÎ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÏ 

ÉÎÔÅÒÅǲÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏ Á ÑÕÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ Ï ÓÕ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÓÅ 

ÍÁÎÔÅÎÇÁ ÅÎ ÆÏÒÍÁ ÕÎÉÆÏÒÍÅȟ ÅÓÔÁÂÌÅ Ù ÁÒÍÏǲÎÉÃÁ ÃÏÎ ÅÌ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ 

ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÐÏÒ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȢ %Ó ÃÌÁÒÏȟ ÅÎÔÏÎÃÅÓȟ ÑÕÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÇÕÁÒÄÁ 

ÃÏÎÅØÉÏǲÎ ÄÉÒÅÃÔÁ ÃÏÎ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȟ ÒÁÚÏǲÎ ÐÏÒ ÌÁ 

ÃÕÁÌȟ ÅÓ ÄÅ ÒÅÌÅÖÁÎÃÉÁ ÒÅÆÅÒÉÒÓÅ Á ÓÕ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÇÁÒÁÎÔÅȟ ÖÅÁÍÏÓȡ 

 

!ȢȤ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȢ #ÏÎÃÅÐÔÏȢ  

,Á ÄÏÃÔÒÉÎÁ ÄÅ ÌÁ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓ ɉÎÏÎ ÖÅÎÉÒÅ ÃÏÎÔÒÁ ÆÁÃÔÕÍ 

ÐÒÏÐÉÕÍɊȟ ÔÉÅÎÅ ÓÕÓÔÅÎÔÏ ÅÎ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÃÏÎÓÁÇÒÁÄÏ ÅÎ ÅÌ 

ÎÕÍÅÒÁÌ στ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ 0ÏÌąǲÔÉÃÁ Ù ÃÏÎÆÉÇÕÒÁ ÕÎ ÌąǲÍÉÔÅ ÅÎ ÅÌ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ 

ÄÅ ÌÁÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÑÕÅ ÎÏ ÓÏÎ ÉÎÍÕÎÅÓ Á ÌÏÓ ÃÏÎÔÒÏÌÅÓ 

ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌÅÓ ÅÎ ÕÎ %ÓÔÁÄÏ ÄÅÍÏÃÒÁǲÔÉÃÏ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏȟ ÄÏÎÄÅ ÓÅ ÌÅÓ ÉÍÐÉÄÅ 

ÄÅÓÃÏÎÏÃÅÒ ÔÁÎÔÏ ÓÕÓ ÐÒÏÐÉÏÓ ÁÃÔÏÓ ÄÅ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ Ù ÅÆÅÃÔÏÓ ÐÏÓÉÔÉÖÏÓ ÁÌ ÄÅÓÔÉÎÁÔÁÒÉÏȟ 

ÁÓąǲ ÃÏÍÏ ÔÏÄÁÓ ÁÑÕÅÌÌÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁÓ Ï ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏÓ ÄÅ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÄÅ ÌÁÓ ÑÕÅ ÓÏÎ ÔÉÔÕÌÁÒÅÓ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÅÎ ÇÅÎÅÒÁÌȢ  

! ÎÉÖÅÌ ÎÁÃÉÏÎÁÌȟ -ÁÎÒÉÑÕÅ *ÉÍÅǲÎÅÚ -ÅÚÁ ɉςπρφɊ ÓÅ ÈÁ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÄÏ ÅÎ 

ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÌÁ ÉÍÐÏÓÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁÓ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓ ÄÅ ÉÒ ÃÏÎÔÒÁ ÓÕÓ 

ÐÒÏÐÉÁÓ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÄÅ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅȟ ÌÏ ÃÕÁÌ ÆÕÎÃÉÏÎÁ ÃÏÍÏ ÕÎ ÌąǲÍÉÔÅ 

ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÁÌ ÅÎ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁȟ ÑÕÅȟ ÓÅ ÉÎÓÉÓÔÅȟ ÄÉÍÁÎÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ɉÁÒÔąǲÃÕÌÏ στ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌɊȟ Å ÉÎÃÌÕÓÉÖÅ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÌÅÇÁÌÉÄÁÄȟ 

ÐÒÅÖÉÓÔÏ ÅÎ ÌÏÓ ÎÕÍÅÒÁÌÅÓ ρρ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ù ρρȟ ρσȟ υωȟ φφ ÄÅ ÌÁ ,'!0Ȣ  
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,Ï ÁÎÔÅÒÉÏÒ ÓÉÇÎÉÆÉÃÁ ÑÕÅ ÅÌ ÄÅÓÃÏÎÏÃÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÒÏÐÉÁÓ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅÓ Á ÌÏÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏÓȟ ÓÏÌÏ ÅÓ ÐÏÓÉÂÌÅ ÁÃÕÄÉÅÎÄÏ Á ÌÏÓ 

ÍÅÃÁÎÉÓÍÏÓ ÄÅ ÓÕÐÒÅÓÉÏǲÎ ÄÅ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÐÕÅÓÔÏÓ Á ÄÉÓÐÏÓÉÃÉÏǲÎ ÐÏÒ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÁÓąǲȡ  

i)  ,Á ÄÅÃÌÁÒÁÃÉÏǲÎ ÏÆÉÃÉÏÓÁ ÄÅ ÉÎÖÁÌÉÄÅÚ ÄÅ ÌÁÓ ÃÏÎÄÕÃÔÁÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓ ÑÕÅ 

ÐÁÄÅÚÃÁÎ ÄÅ ÌÁ ÐÁÔÏÌÏÇąǲÁ ÄÅ ÌÁ ÎÕÌÉÄÁÄ ÁÂÓÏÌÕÔÁȟ ÅÖÉÄÅÎÔÅ Ù ÍÁÎÉÆÉÅÓÔÁȟ ÃÏÎ 

ÁÒÒÅÇÌÏ ÁÌ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏ Ù ÅØÉÇÅÎÃÉÁÓ ÑÕÅ ÆÉÊÁ ÅÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ ρχσ ,'!0Ƞ  

ii)  %Ì ÐÒÏÃÅÓÏ ÃÏÎÔÅÎÃÉÏÓÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÄÅ ÌÅÓÉÖÉÄÁÄ ÑÕÅ ÒÅÇÕÌÁÎ ÌÏÓ 

ÁÒÔąǲÃÕÌÏÓ ρχσ Ù ρψσ ÄÅ ÌÁ ,'!0 Ù ρπȢυȟ στ Ù σω ÄÅÌ #ÏǲÄÉÇÏ 0ÒÏÃÅÓÁÌ 

#ÏÎÔÅÎÃÉÏÓÏ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȟ Ï ÂÉÅÎȠ  

iii)  !ÃÕÄÉÒ ÁÌ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÒÅÖÏÃÁÃÉÏǲÎ ɉÑÕÅ ÎÏ ÓÕÐÏÎÅ ÎÕÌÉÄÁÄȟ ÓÉÎÏ 

ÉÎÏÐÏÒÔÕÎÉÄÁÄ Ï ÉÎÃÏÎÖÅÎÉÅÎÃÉÁȟ ÓÉÍÐÌÅÍÅÎÔÅɊ ÐÒÅÃÉÓÁÄÏ Á ÐÁÒÔÉÒ ÄÅÌ 

ÁÒÔąǲÃÕÌÏ ρυσ ÄÅ ÌÁ ,'!0ȟ ÅÎ ÁÑÕÅÌÌÏÓ ÃÁÓÏÓ ÄÅ ÅÖÉÄÅÎÔÅ ÉÎÃÏÎÖÅÎÉÅÎÃÉÁ Ï 

ÉÎÏÐÏÒÔÕÎÉÄÁÄ ÏÒÉÇÉÎÁÒÉÁ Ï ÓÏÂÒÅÖÅÎÉÄÁ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁȢ 

!Óąǲȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȟ ÒÅÌÁÃÉÏÎÁÄÏ ÃÏÎ ÅÌ ÄÅ 

ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÅ ÏÔÏÒÇÁ ÓÏÌÉÄÅÚ Á ÌÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅÓ ÏÂÔÅÎÉÄÁÓ ÐÏÒ ÌÏÓ 

ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒÅÓȟ ÃÏÎ ÂÁÓÅ ÅÎ ÁÌÇÕÎÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÅÍÁÎÁÄÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 

ÐÕǲÂÌÉÃÁȠ Ïȟ ÃÏÍÏ ÂÉÅÎ ÌÏ ÁÆÉÒÍÏǲ *ÅÓÕǲÓ 'ÏÎÚÁǲÌÅÚ 0ÅǲÒÅÚ Ȱ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÉÍÐÌÉÃÁ ÕÎ ÄÅÂÅÒ 

ÄÅ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏȟ ÑÕÅ ÃÏÎÓÉÓÔÅ ÅÎ ÌÁ ÎÅÃÅÓÉÄÁÄ ÄÅ ÏÂÓÅÒÖÁÒ ÅÎ ÅÌ ÆÕÔÕÒÏ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ 

ÑÕÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÁÎÔÅÒÉÏÒÅÓ ÈÁÃþÁÎ ÐÒÅÖÅÅÒȱ ɉρωψωȟ ÐȢ ρσχɊȢ   

 

"ȢȤ #ÏÎÃÒÅÃÉĕÎ ÇÁÒÁÎÔÅ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ 

ÐÒÏÐÉÏÓȢ 

,Á 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÌÅÖÏǲ Á ÒÁÎÇÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓ ɉÅÎ ÅÓÅ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÐÕÅÄÅÎ ÖÅÒÓÅ ÌÁÓ ÓÅÎÔÅÎÃÉÁÓ ÎȢΞ 

ςρψφȤρωωτ ÄÅ ÌÁÓ ρχȡπσ ÈÒÓȢ ÄÅÌ τ ÄÅ ÍÁÙÏ ÄÅ ρωωτ Ù ψωωȤωυ ÄÅ ÌÁÓ ρχȡρψ ÈÒÓȢ ÄÅÌ ρυ 

ÄÅ ÆÅÂÒÅÒÏ ÄÅ ρωωυɊ Ùȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎЈ ψωχȤρωωψ ÄÅÌ ρρ ÄÅ ÆÅÂÒÅÒÏ ÄÅ ρωωψ ÓÅÎǿÁÌÏǲ ÑÕÅ 

ȢȢȢ Á ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÌÅ ÅÓÔÁǲ ÖÅÄÁÄÏ ÓÕÐÒÉÍÉÒ ÐÏÒ ÓÕ ÐÒÏÐÉÁ ÁÃÃÉÏǲÎ 

ÁÑÕÅÌÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÑÕÅ ÈÁÙÁ ÅÍÉÔÉÄÏ ÃÏÎÆÉÒÉÅÎÄÏ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏÓ Á ÌÏÓ 

ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒÅÓȢ !Óąǲȟ ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏÓ ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅÎ ÕÎ ÌąǲÍÉÔÅ 

ÒÅÓÐÅÃÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÐÏÔÅÓÔÁÄÅÓ ÄÅ ÒÅÖÏÃÁÃÉÏǲÎ ɉÏ ÍÏÄÉÆÉÃÁÃÉÏǲÎɊ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓȟ ÃÏÎ ÅÌ ÆÉÎ ÄÅ ÐÏÄÅÒ ÅØÉÇÉÒ ÍÁÙÏÒÅÓ ÇÁÒÁÎÔąǲÁÓ 

ÐÒÏÃÅÄÉÍÅÎÔÁÌÅÓȢ ,Á !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÁÌ ÅÍÉÔÉÒ ÕÎ ÁÃÔÏ Ù ÃÏÎ 

ÐÏÓÔÅÒÉÏÒÉÄÁÄ ÁÌ ÅÍÁÎÁÒ ÏÔÒÏ ÃÏÎÔÒÁÒÉÏ ÁÌ ÐÒÉÍÅÒÏȟ ÅÎ ÍÅÎÏÓÃÁÂÏ ÄÅ 

ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏÓȟ ÅÓÔÁǲ ÄÅÓÃÏÎÏÃÉÅÎÄÏ ÅÓÔÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓȟ ÑÕÅ Á ÔÒÁÖÅǲÓ 
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ÄÅÌ ÐÒÉÍÅÒ ÁÃÔÏ ÈÁÂąǲÁ ÃÏÎÃÅÄÉÄÏȟ ÓÅÁ ÐÏÒ ÅÒÒÏÒ Ï ÐÏÒ ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÏÔÒÏ 

ÍÏÔÉÖÏȢ 

!ÈÏÒÁ ÂÉÅÎȟ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÄÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÈÁ ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÌÁ ÔÕÔÅÌÁ 

ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȟ ÅÎ ÖÁÒÉÏÓ ÁǲÍÂÉÔÏÓ ÑÕÅ ÓÏÎ ÄÅ 

ÒÅÌÅÖÁÎÃÉÁȟ ÔÁÌ ÃÏÍÏ ÓÕÃÅÄÅ ÅÎ ÅÍÐÌÅÏ ÐĭÂÌÉÃÏȟ ÄÏÎÄÅ ÓÅ ÈÁ ÐÒÏÔÅÇÉÄÏ ÁÌ 

ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏ ÁÎÔÅ ÅÌ ÃÅÒÃÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÁÂÒÕÐÔÏ ÄÅ ÓÕÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÌÁÂÏÒÁÌÅÓȠ ÖȢÇÒȢȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ 

ρψρψψȤςππω ÄÅ ÌÁÓ ρρȡυω ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςχ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςππωȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ 

ÁÆÉÒÍÏǲ  

%Î ÅÆÅÃÔÏȟ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅÌ ÁÃÕÅÒÄÏ .ÏȢ ρρ ÄÅ ÌÁ ÓÅÓÉÏǲÎ .ÏȢ τψ ÄÅ τ ÄÅ 

ÄÉÃÉÅÍÂÒÅ ÄÅ ςππφȟ ÅÌ #ÏÎÃÅÊÏ ÒÅÃÕÒÒÉÄÏ ÌÅ ÈÁÂąǲÁ ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÅÌ τϷ ÄÅ 

ÁÎÕÁÌÉÄÁÄ ÁÌ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅȟ ÓÉÅÎÄÏ ÑÕÅ Á ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÅÓÅ ÍÏÍÅÎÔÏȟ ÅÓÅ 

ÐÏÒÃÅÎÔÁÊÅ ÆÏÒÍÁÂÁ ÐÁÒÔÅ ÄÅ ÓÕ ÓÁÌÁÒÉÏȢ .Ï ÏÂÓÔÁÎÔÅȟ ÓÉÎ ÎÉÎÇÕǲÎ 

ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏ ÐÒÅÖÉÏȟ ÐÏÒ ÁÃÕÅÒÄÏ .ÏȢ ρτ ÄÅ ÌÁ ÓÅÓÉÏǲÎ ÏÒÄÉÎÁÒÉÁ .ÏȢ 

σρ ÄÅ σ ÄÅ ÁÇÏÓÔÏ ÄÅ ςππωȟ ÅÌ #ÏÎÃÅÊÏ ÄÅ ÌÁ -ÕÎÉÃÉÐÁÌÉÄÁÄ ÄÅ 

#ÏÒÒÅÄÏÒÅÓ ÄÅÊÏǲ ÓÉÎ ÅÆÅÃÔÏ ÅÌ ÐÏÒÃÅÎÔÁÊÅ ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÁÌ ÁÃÔÏÒȟ ÅÌ ÃÕÁÌȟ 

ÐÁÒÁ ÔÏÄÏÓ ÌÏÓ ÅÆÅÃÔÏÓȟ ÃÏÎÓÔÉÔÕÙÅ ÕÎ ÄÅÒÅÃÈÏ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏȢ %ÓÔÁ ÏÍÉÓÉÏǲÎ 

ÒÅÓÕÌÔÁ ÓÕÆÉÃÉÅÎÔÅ ÐÁÒÁ ÔÅÎÅÒ ÐÏÒ ÁÃÒÅÄÉÔÁÄÏ ÕÎ ÑÕÅÂÒÁÎÔÏ Á ÌÏÓ 

ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÁÌÅÓ ÄÅÌ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅ Ù ÁÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȢ  

%Î ÓÉÍÉÌÁÒ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ωχψσȤςππψ ÄÅ ÌÁÓ ρρȡτψ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρσ ÄÅ ÊÕÎÉÏ 

ÄÅÌ ςππψȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅÃÌÁÒÏǲ ÌÁ ÎÕÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÕÎ ÅÎÔÅ ÐÕǲÂÌÉÃÏȟ 

Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅ ÌÁ ÃÕÁÌȟ ÐÅÓÅ Á ÈÁÂÅÒ ÎÏÍÂÒÁÄÏ ÅÎ ÐÒÏÐÉÅÄÁÄ Á ÕÎ ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏȟ 

ÐÏÓÔÅÒÉÏÒÍÅÎÔÅȟ ÁÄÏÐÔÏǲ ÕÎÁ ÍÏÄÉÆÉÃÁÃÉÏǲÎ ÕÎÉÌÁÔÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ ÁÃÃÉÏǲÎ ÄÅ ÐÅÒÓÏÎÁÌ Ù 

ÍÏÄÉÆÉÃÏǲ ÓÕ ÎÏÍÂÒÁÍÉÅÎÔÏ ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÆÕÅÒÁ Á ÐÌÁÚÏ ÄÅÆÉÎÉÄÏȢ  

! ÓÕ ÖÅÚȟ ÕÎÁ ÐÏÓÉÃÉÏǲÎ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ ÁÄÏÐÔÏǲ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÅÎ ÅÌ ÃÁÓÏ ÄÅ 

ÕÎ ÔÒÁÂÁÊÁÄÏÒ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÑÕÉÅÎ ÁÌÅÇÁÂÁ ÕÎ ÄÅÒÅÃÈÏ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏ Á ÃÏÎÓÅÒÖÁÒ 

ÕÎÁ ÉÎÄÅÍÎÉÚÁÃÉÏǲÎ ÑÕÅ ÒÅÃÉÂÉÏǲ ÃÏÍÏ ÒÅÓÕÌÔÁÄÏ ÄÅÌ ÃÅÓÅ ÄÅ ÕÎÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÔÒÁÂÁÊÏ Ù 

ÑÕÅ ÌÅ ÆÕÅÒÁ ÏÔÏÒÇÁÄÁ ÍÅÄÉÁÎÔÅ ÁÃÔÏ ÅØÐÒÅÓÏ ÐÏÒ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȠ ÐÕÎÔÕÁÌÍÅÎÔÅȟ 

ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎΝ ςσωωχȤςπρω ÄÅÌ ςω ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςπρω ɉÒÅÉÔÅÒÁÄÏ ÅÎ ÌÏÓ ÖÏÔÏÓ ÎΝ 

ςτπππȤςπρωȟ ÎΝ ωφςψȤςπςπ Ù ÎΝ συυπȤςπςρɊȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÓÅÎǿÁÌÏǲ ÑÕÅ ÌÁ 

ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÃÉĕÎ ÄÅ ÃÕÜÎÄÏ ÈÁÙ Ï ÎÏ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏÓ Ù ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒþÄÉÃÁÓ 

ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁÓȟ ÅÓ ÕÎ ÁÓÐÅÃÔÏ ÄÅ ÌÅÇÁÌÉÄÁÄ ÏÒÄÉÎÁÒÉÁȢ %Î ÄÉÃÈÏ ÆÁÌÌÏȟ ÌÁ 3ÁÌÁ 

#ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÁÆÉÒÍÏǲȡ  

ȣ ÅÓÔÁ 3ÁÌÁ ÊÕÚÇÁ ÑÕÅ ÎÏ ÌÅ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅ ÈÁÃÅÒ ÌÁÓ ÖÅÃÅÓ ÄÅ ÁÌÚÁÄÁ ÅÎ 

ÌÁ ÍÁÔÅÒÉÁ Ù ÒÅÖÉÓÁÒ ÓÉ ÌÁ ÒÅÓÏÌÕÃÉÏǲÎ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ ÄÅ ÌÁÓ ρπȡρυ ÈÏÒÁÓ 

ÄÅÌ ρπ ÄÅ ÍÁÙÏ ÄÅ ςπρφȟ ÄÅÌ $ÅÓÐÁÃÈÏ ÄÅ ÌÁ !ÌÃÁÌÄąǲÁ -ÕÎÉÃÉÐÁÌȟ ÑÕÅ 



Revista de la Sala Constitucional  
 ISSN: 2215-5724  

No. 3 (2021)  
 

 

 

La autonom²a de la funci·n electoral desafiadaé 

207 

ÄÅÃÌÁÒÏǲ ÌÁ ÅØÉÓÔÅÎÃÉÁ ÄÅ ÕÎ ÖÉÃÉÏ ÄÅ ÎÕÌÉÄÁÄ ÁÂÓÏÌÕÔÁ ÅÎ ÅÌ ÁÃÔÏ ÄÅ 

ÎÏÍÂÒÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅÌ ÐÅÒÓÏÎÁÌ ÄÅÌ #%#5$)ȟ ÅÓ ÐÒÏÃÅÄÅÎÔÅȟ ÎÉ ÔÁÍÐÏÃÏ 

ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÒ ÓÉ ÅÓÁ ÄÅÃÌÁÒÁÔÏÒÉÁ ÖÕÌÎÅÒÏǲ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏÓ Ï 

ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁÓȟ Á ÆÉÎ ÄÅ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÒ ÓÉ ÉÒÒÅÓÐÅÔÏǲ Ï 

ÎÏ ÌÏÓ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏÓ ÐÒÅÖÉÓÔÏÓ ÅÎ ÅÌ ÎÕÍÅÒÁÌ ρχσȟ ÐÁǲÒÒÁÆÏ ρЈȟ ÄÅ ÌÁ 

,ÅÙ 'ÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ Ù ÓÉÇÕÉÅÎÔÅÓ Ù ÃÏÎÃÏÒÄÁÎÔÅÓ 

Ï ÌÁ ÎÅÃÅÓÉÄÁÄ ÄÅ ÅÎÔÁÂÌÁÒ ÕÎ ÐÒÏÃÅÓÏ ÄÅ ÌÅÓÉÖÉÄÁÄȟ ÐÕÅÓ ÓÅ ÔÒÁÔÁ ÄÅ 

ÅØÔÒÅÍÏÓ ÄÅ ÌÅÇÁÌÉÄÁÄ ÏÒÄÉÎÁÒÉÁ ÑÕÅ ÄÅÂÅÎ ÄÉÒÉÍÉÒÓÅ ÅÎ ÌÁ ÖąǲÁ ÃÏÍÕǲÎȟ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁ Ï ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏÎÁÌȢ 

9 ÅÎ ÄÉÒÅÃÔÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÅÌ ÓÕÐÕÅÓÔÏ ÁÎÔÅÒÉÏÒȟ ÕÎ ÃÁÓÏ ÉÎÔÅÒÅÓÁÎÔÅ ÆÕÅ 

ÃÏÎÏÃÉÄÏ ÁÎÔÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÅÎ ÅÌ ÑÕÅ ÕÎ ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏ ÄÅÌ #ÏÎÓÅÊÏ ÄÅ 

4ÒÁÎÓÐÏÒÔÅ 0ÕǲÂÌÉÃÏ ÉÎÔÅÒÐÕÓÏ ÕÎ ÒÅÃÌÁÍÏ ÁÎÔÅ ÓÕ ÐÁÔÒÏÎÏ ÐÁÒÁ ÅÌ ÏÔÏÒÇÁÍÉÅÎÔÏ ÄÅ 

ÕÎÁ ÓÅÒÉÅ ÄÅ ÄÉÆÅÒÅÎÃÉÁÓ ÓÁÌÁÒÉÁÌÅÓȠ ÄÉÃÈÏ ÒÅÃÌÁÍÏ ÆÕÅ ÁÃÏÇÉÄÏ ÐÏÒ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 

ÅÎ ÅÌ ςπρχ Ù ÌÅ ÆÕÅ ÏÔÏÒÇÁÄÏ ÅÌ ÍÏÎÔÏ ÒÅÃÌÁÍÁÄÏ ÍÅÄÉÁÎÔÅ ÁÃÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȢ 3ÉÎ 

ÅÍÂÁÒÇÏȟ ÔÒÅÓ ÁÎǿÏÓ ÄÅÓÐÕÅǲÓȟ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÌÅ ÎÏÔÉÆÉÃÏǲ ÑÕÅ ÄÅÂąǲÁ ÄÅÖÏÌÖÅÒ ÃÁÓÉ ÅÌ 

ÃÉÎÃÕÅÎÔÁ ÐÏÒ ÃÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÏ ÑÕÅ ÌÅ ÈÁÂąǲÁ ÓÉÄÏ ÏÔÏÒÇÁÄÏ ÐÏÒ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÄÅ ÄÉÆÅÒÅÎÃÉÁÓ 

ÓÁÌÁÒÉÁÌÅÓȟ ÒÁÚÏǲÎ ÐÏÒ ÌÁ ÃÕÁÌȟ ÅÌ ÁÃÃÉÏÎÁÎÔÅ ÃÏÎÓÉÄÅÒÏǲ ÌÅÓÉÏÎÁÄÏ ÓÕ ÄÅÒÅÃÈÏ Á ÌÁ 

ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓ Å ÉÎÔÅÒÐÕÓÏ ÕÎ ÒÅÃÕÒÓÏ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏȢ "ÁÊÏ ÅÓÅ 

ÃÏÎÔÅØÔÏȟ ÁÌ ÃÏÎÏÃÅÒ ÄÅÌ ÒÅÃÕÒÓÏȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÓÅÎǿÁÌÏǲ ÌÏ ÓÉÇÕÉÅÎÔÅȡ  

ȣ ÅÌ ÐÒÏÃÅÓÏ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏ ÎÏ ÐÕÅÄÅ ÓÅÒ ÅÍÐÌÅÁÄÏ ÐÁÒÁ ÃÏÎÔÒÏÌÁÒ ÌÁ 

ÌÅÇÁÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÄÅ ÌÁÓ ÄÉÓÔÉÎÔÁÓ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ 0ÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÙÁ 

ÑÕÅ ÅÓ ÄÅ ÃÁÒÁǲÃÔÅÒ ÅÍÉÎÅÎÔÅÍÅÎÔÅ ÓÕÍÁÒÉÏ ɂÅÓ ÄÅÃÉÒȟ ÂÒÅÖÅ Ù 

ÓÅÎÃÉÌÌÏɂ Ù ÓÕ ÔÒÁÍÉÔÁÃÉÏǲÎ ÎÏ ÅÓ ÃÏÍÐÁÔÉÂÌÅ ÃÏÎ ÌÁ ÐÒÁǲÃÔÉÃÁ ÄÅ 

ÄÉÌÉÇÅÎÃÉÁÓ ÐÒÏÂÁÔÏÒÉÁÓ ÌÅÎÔÁÓ Ù ÃÏÍÐÌÅÊÁÓȟ Ï ÃÏÎ ÌÁ ÎÅÃÅÓÉÄÁÄ ÄÅ 

ÅÎÔÒÁÒ ÐÒÅÖÉÁÍÅÎÔÅ Á ÅØÁÍÉÎÁÒ ɂÃÏÎ ÃÁÒÁǲÃÔÅÒ ÄÅÃÌÁÒÁÔÉÖÏɂ ÓÉ ÌÏÓ 

ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÄÅ ÒÁÎÇÏ ÉÎÆÒÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÑÕÅ ÌÁÓ ÐÁÒÔÅÓ ÃÉÔÁÎ ÃÏÍÏ ÐÁÒÔÅ 

ÄÅÌ ÅÌÅÎÃÏ ÆÁǲÃÔÉÃÏ ÄÅÌ ÒÅÃÕÒÓÏ ÄÅ ÁÍÐÁÒÏ Ï ÄÅÌ ÉÎÆÏÒÍÅ ÄÅ ÌÅÙȟ ÓÅÇÕǲÎ 

ÓÅÁ ÅÌ ÃÁÓÏȟ ÅØÉÓÔÅÎ ÅÎ ÒÅÁÌÉÄÁÄȢ ɉȣɊ $Å ÅÓÔÁ ÆÏÒÍÁȟ ÅÌ ÁÍÐÁÒÏ ÎÏ 

ÐÒÅÔÅÎÄÅ ÃÏÎÓÔÉÔÕÉÒÓÅ ÅÎ ÕÎÁ ÖąǲÁ ÐÁÒÁ ÌÁ ÒÅÓÏÌÕÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ ÃÏÎÆÌÉÃÔÏÓ 

ÑÕÅ ÓÅ ÇÅÎÅÒÅÎ ÃÏÎ ÌÁÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏÎÅÓ Ï ÁÕÔÏÒÉÄÁÄÅÓ ÐÕǲÂÌÉÃÁÓȟ ÓÉ ÎÏ 

ÅÓÔÁǲ ÄÅ ÐÏÒ ÍÅÄÉÏ ÌÁ ÉÎÆÒÁÃÃÉÏǲÎ Ï ÁÍÅÎÁÚÁ ÄÅ ÉÎÆÒÁÃÃÉÏǲÎ ÄÉÒÅÃÔÁ Á ÕÎ 

ÄÅÒÅÃÈÏ ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÁÌȟ ÑÕÅȟ ÃÏÍÏ ÔÁÌȟ ÁÍÅÒÉÔÅ ÓÅÒ ÁÍÐÁÒÁÄÁ ÍÅÄÉÁÎÔÅ 

ÅÓÔÅ ÐÒÏÃÅÓÏ ÓÕÍÁÒÉÏȢ 

#ÏÍÏ ÐÕÅÄÅ ÖÅÒÓÅȟ ÅÎ ÌÏÓ ÓÕÐÕÅÓÔÏÓ ÁÎÔÅÓ ÍÅÎÃÉÏÎÁÄÏÓȟ Á ÐÅÓÁÒ ÄÅ ÑÕÅ ÌÏÓ 

ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅÓ ÁÌÅÇÁÒÏÎ ÌÁ ÅØÉÓÔÅÎÃÉÁ ÄÅ ÕÎ ÄÅÒÅÃÈÏ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏ Ï ÕÎÁ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ 

ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁȟ ÄÅÒÉÖÁÄÁ ÄÅ ÕÎ ÁÃÔÏ ÐÒÏÐÉÏ Ù ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÐÒÅÖÉÁÍÅÎÔÅ ÅÍÉÔÉÄÏ ÐÏÒ ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÌÏ ÃÉÅÒÔÏ ÅÓ ÑÕÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÒÅÍÉÔÉÏǲ Á ÌÏÓ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅÓ Á ÌÁ 
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ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏǲÎ ÏÒÄÉÎÁÒÉÁ ÐÁÒÁ ÑÕÅ ÆÕÅÒÁ ÃÏÎÏÃÉÄÏ ÓÉȟ ÅÎ ÅÆÅÃÔÏȟ ÅØÉÓÔąǲÁ Ï ÎÏ ÕÎÁ 

ÖÕÌÎÅÒÁÃÉÏǲÎ Á ÁÌÇÕǲÎ ÄÅÒÅÃÈÏ ÁÄÑÕÉÒÉÄÏ Ï ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÃÏÎÓÏÌÉÄÁÄÁȢ 3ÉÔÕÁÃÉÏǲÎ 

ÓÉÍÉÌÁÒ ÈÁ ÁÃÏÎÔÅÃÉÄÏ ÃÕÁÎÄÏȟ ÕÎ ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏ ÐÕǲÂÌÉÃÏ Ï ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÁÎÔÅ 

ÁÌÇÕǲÎ ÃÁÍÂÉÏ ÄÅ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎȟ ÁÌÅÇÁ ÌÁ ÖÕÌÎÅÒÁÃÉĕÎ ÁÌ ÄÅÂÉÄÏ 

ÐÒÏÃÅÓÏȠ ÅÎ ÅÓÔÏÓ ÃÁÓÏÓȟ ÌÁ ÒÅÃÉÅÎÔÅ ÐÏÓÔÕÒÁ ÄÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÃÏÎ ÏÃÁÓÉÏǲÎ ÄÅ 

ÌÁ 2ÅÆÏÒÍÁ 0ÒÏÃÅÓÁÌ ,ÁÂÏÒÁÌȟ ÒÅÍÉÔÅ Á ÌÏÓ ÒÅÃÕÒÒÅÎÔÅÓ ÔÁÍÂÉÅǲÎ Á ÌÁ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏǲÎ 

ÏÒÄÉÎÁÒÉÁȢ %Î ÔÁÌ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÐÕÅÄÅ ÖÅÒÓÅ ÅÌ ÖÏÔÏ .Ј ςπρχȤπρχωτψ ÄÅÌ ψ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ 

ÄÅ ςπρχ Ù ÍÁǲÓ ÒÅÃÉÅÎÔÅÍÅÎÔÅȟ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎΝ ρυσχπȤςπςπ ÄÅÌ ρτ ÄÅ ÁÇÏÓÔÏ ÄÅÌ ςπςπȟ ÅÎ 

ÌÏÓ ÑÕÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÈÁ ÉÎÄÉÃÁÄÏȡ  

!ÕÎÁÄÏ Á ÅÌÌÏȟ ÅÎ ÓÅÇÕÎÄÏ ÌÕÇÁÒȟ ÃÕÁÎÄÏ ÑÕÉÅÎ ÒÅÃÕÒÒÅ Á ÌÁ 3ÁÌÁ 

#ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÐÁÒÁ ÁÔÁÃÁÒ ÐÒÅÓÕÎÔÁÓ ÖÉÏÌÁÃÉÏÎÅÓ ÁÌ ÄÅÂÉÄÏ ÐÒÏÃÅÓÏ 

ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÅÓ ÆÕÎÃÉÏÎÁÒÉÏ Ï ÓÅÒÖÉÄÏÒ ÐÕǲÂÌÉÃÏ ɂÃÏÍÏ ÏÃÕÒÒÅ ÅÎ 

ÅÓÔÅ ÃÁÓÏɂȟ ÄÅÂÅ ÈÁÃÅǲÒÓÅÌÅ ÓÁÂÅÒȟ ÁÓÉÍÉÓÍÏȟ ÑÕÅ ÅÎ ÌÏ ÔÏÃÁÎÔÅ Á 

ÓÕÐÕÅÓÔÏÓ ÑÕÅÂÒÁÎÔÏÓ ÓÕÓÔÁÎÃÉÁÌÅÓ ÁÌ ÄÅÂÉÄÏ ÐÒÏÃÅÓÏ ÅÎ ÌÁ ÆÕÎÃÉÏǲÎ 

ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÌÏÓ ÓÅÒÖÉÄÏÒÅÓ ÁÆÅÃÔÁÄÏÓ ÁÈÏÒÁ ÐÕÅÄÅÎ ÁÃÕÄÉÒ ÁÎÔÅ ÌÁ 

ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏǲÎ ÌÁÂÏÒÁÌ ȣÂÁÊÏ ÕÎÁ ÎÕÅÖÁ ÐÏÎÄÅÒÁÃÉÏǲÎȟ ÄÁÄÁ ÌÁ 

ÐÒÏÍÕÌÇÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ 2ÅÆÏÒÍÁ 0ÒÏÃÅÓÁÌ ,ÁÂÏÒÁÌȟ ,ÅÙ .Ј ωστσ ÄÅ ςυ ÄÅ 

ÅÎÅÒÏ ÄÅ ςπρφȟ ÖÉÇÅÎÔÅ ÄÅÓÄÅ ÅÌ ςυ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅ ςπρχȟ ÅÓÔÁ 3ÁÌÁ 

ÃÏÎÓÉÄÅÒÁ ÑÕÅ ÁÈÏÒÁ ÔÏÄÏÓ ÌÏÓ ÒÅÃÌÁÍÏÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÁÄÏÓ ÃÏÎ ÅÓÏÓ 

ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÌÁÂÏÒÁÌÅÓȟ ÄÅÒÉÖÁÄÏÓ ÄÅ ÕÎ ÆÕÅÒÏ ÅÓÐÅÃÉÁÌ ɉÐÏÒ ÒÁÚÏÎÅÓ ÄÅ 

ÅÄÁÄȟ ÅÔÎÉÁȟ ÓÅØÏȟ ÒÅÌÉÇÉÏǲÎȟ ÒÁÚÁȟ ÏÒÉÅÎÔÁÃÉÏǲÎ ÓÅØÕÁÌȟ ÅÓÔÁÄÏ ÃÉÖÉÌȟ 

ÏÐÉÎÉÏǲÎ ÐÏÌąǲÔÉÃÁȟ ÁÓÃÅÎÄÅÎÃÉÁ ÎÁÃÉÏÎÁÌȟ ÏÒÉÇÅÎ ÓÏÃÉÁÌȟ ÆÉÌÉÁÃÉÏǲÎȟ 

ÄÉÓÃÁÐÁÃÉÄÁÄȟ ÁÆÉÌÉÁÃÉÏǲÎ ÓÉÎÄÉÃÁÌȟ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÅÃÏÎÏǲÍÉÃÁȟ ÁÓąǲ ÃÏÍÏ 

ÃÕÁÌÑÕÉÅÒ ÏÔÒÁ ÃÁÕÓÁÌ ÄÉÓÃÒÉÍÉÎÁÔÏÒÉÁ ÃÏÎÔÒÁÒÉÁ Á ÌÁ ÄÉÇÎÉÄÁÄ ÈÕÍÁÎÁɊȟ 

ÔÉÅÎÅÎ ÕÎ ÃÁÕÃÅ ÐÒÏÃÅÓÁÌ ÅØÐÅÄÉÔÏ Ù ÃÅǲÌÅÒÅȟ ÐÏÒ ÍÅÄÉÏ ÄÅ ÕÎ ÐÒÏÃÅÓÏ 

ÓÕÍÁÒąǲÓÉÍÏ Ù ÕÎÁ ÊÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏǲÎ ÐÌÅÎÁÒÉÁ Ù ÕÎÉÖÅÒÓÁÌȟ ÐÁÒÁ ÓÕ ÃÏÒÒÅÃÔÏ 

ÃÏÎÏÃÉÍÉÅÎÔÏ Ù ÒÅÓÏÌÕÃÉÏǲÎȟ ÅÎ ÐÒÏÃÕÒÁ ÄÅ ÕÎÁ ÁÄÅÃÕÁÄÁ ÐÒÏÔÅÃÃÉÏǲÎ ÄÅ 

ÅÓÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ Ù ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ ÓÕÓÔÁÎÃÉÁÌÅÓȟ ÃÏÎ ÁÓÉÄÅÒÏ ÅÎ ÅÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÉÎÆÒÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÑÕÅ ÔÉÅÎÅ ÕÎÁ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ 

ÉÎÄÉÒÅÃÔÁ ÃÏÎ ÌÏÓ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÆÕÎÄÁÍÅÎÔÁÌÅÓ Ù ÅÌ $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ 

#ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎȢ )ÇÕÁÌÅÓ ÒÁÚÏÎÅÓ ÃÁÂÅÎ ÁÐÌÉÃÁÒ ÐÁÒÁ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ 

ÓÅÒÖÉÄÏÒÁÓ ÄÅÌ %ÓÔÁÄÏȟ ÒÅÓÐÅÃÔÏ ÄÅÌ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏ ÁÎÔÅ ÅÌ 4ÒÉÂÕÎÁÌ ÄÅ 

3ÅÒÖÉÃÉÏ #ÉÖÉÌ ÑÕÅ ÌÅÓ ÇÁÒÁÎÔÉÚÁ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏȟ ÁÓąǲ ÃÏÍÏ ÌÁÓ 

ÄÅÍÁǲÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ÔÒÁÂÁÊÁÄÏÒÁÓ ÄÅÌ 3ÅÃÔÏÒ 0ÕǲÂÌÉÃÏ ÐÁÒÁ ÌÁ ÔÕÔÅÌÁ ÄÅÌ 

ÄÅÂÉÄÏ ÐÒÏÃÅÓÏ Ï ÆÕÅÒÏÓ ÓÅÍÅÊÁÎÔÅÓ Á ÑÕÅ ÔÅÎÇÁÎ ÄÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÁÃÕÅÒÄÏ 

ÃÏÎ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ Ï ÌÅÇÁÌȢ 

!ÈÏÒÁ ÂÉÅÎȟ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÈÁ ÒÅÃÏÎÏÃÉÄÏ ÌÁ ÃÏÂÅÒÔÕÒÁ ÄÅÌ 

ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓ ÅÎ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ Á ÌÁ 
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ÐÅÎÓÉĕÎȠ ÁÌ ÒÅÓÐÅÃÔÏȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ρφπςσȤςππω ÄÅ ÌÁÓ ρςȡρρ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρφ ÄÅ ÏÃÔÕÂÒÅ 

ÄÅÌ ςππωȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÍÁÎÉÆÅÓÔÏǲ ÑÕÅ  

%Ì ÁÃÔÏ Á ÔÒÁÖÅǲÓ ÄÅÌ ÃÕÁÌ ÌÁ $ÉÒÅÃÃÉÏǲÎ .ÁÃÉÏÎÁÌ ÄÅ 0ÅÎÓÉÏÎÅÓ ÏÔÏÒÇÁ ÕÎÁ 

ÐÅÎÓÉÏǲÎ Á ÕÎ ÃÉÕÄÁÄÁÎÏȟ ÅÓ ÕÎ ÁÃÔÏ ÄÅÃÌÁÒÁÔÏÒÉÏ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏÓ ÑÕÅȟ 

ÃÏÍÏ ÔÁÌȟ ÎÏ ÐÕÅÄÅ ÓÅÒ ÒÅÖÏÃÁÄÏ ÓÉÎ ÍÁǲÓ ÐÏÒ ÅÓÁ !ÕÔÏÒÉÄÁÄȢ 3É ÌÁ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ ÓÅ ÅÎÆÒÅÎÔÁ Á ÕÎ ÁÃÔÏ ÄÅ ÅÓÁ ÎÁÔÕÒÁÌÅÚÁ ÑÕÅ 

ÄÅÂÅ ÓÅÒ ÁÎÕÌÁÄÏȟ ÔÁÎÔÏ ÌÁ ,ÅÙ 'ÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ 

ÃÏÍÏ ÌÁ ȢȢȢ ÅÓÔÁÂÌÅÃÅÎ ÌÏÓ ÐÒÏÃÅÄÉÍÉÅÎÔÏÓ ÑÕÅ ÄÅÂÅÎ ÓÅÇÕÉÒÓÅ Á ÔÁÌ 

ÅÆÅÃÔÏȢ  

%Î ÉÇÕÁÌ ÓÅÎÔÉÄÏȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ρσσςπȤςππσ ÄÅ ÌÁÓ πψȡσπ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςψ ÄÅ 

ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςππσȟ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅÃÌÁÒÏǲ ÁÐÌÉÃÁÂÌÅ ÅÓÔÅ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÅÎ 

ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÅÌ ÍÏÎÔÏ ÄÅ ÄÉÎÅÒÏ ÑÕÅ ÌÅ ÃÏÒÒÅÓÐÏÎÄÅ ÒÅÃÉÂÉÒ Á ÌÁ ÐÅÒÓÏÎÁ ÐÏÒ ÃÏÎÃÅÐÔÏ 

ÄÅ ÐÅÎÓÉÏǲÎȢ 

,Á ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÅÎ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÌÁ ÉÍÐÏÓÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ 

ÅÌÉÍÉÎÁÒ ÕÎ ÁÃÔÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ ÔÁÍÂÉÅǲÎ ÒÅÓÕÌÔÁ ÁÐÌÉÃÁÂÌÅ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ 

ÕÒÂÁÎþÓÔÉÃÁȟ ÙÁ ÑÕÅ ÌÁ 3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÅÎ ÅÌ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ωυφυȤςπρχ ÄÅÌ ςσ ÄÅ ÊÕÎÉÏ 

ÄÅÌ ςπρχȟ ÓÅÎǿÁÌÏǲ ÑÕÅ ÌÏÓ ÃÅÒÔÉÆÉÃÁÄÏÓ ÄÅ ÕÓÏ ÄÅ ÓÕÅÌÏ ÓÏÎ ÕÎ ÁÃÔÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏ ÑÕÅ 

ÐÕÅÄÅ ÁÆÅÃÔÁÒ ÄÉÒÅÃÔÁÍÅÎÔÅ ȤÅÎ ÆÏÒÍÁ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ Ï ÄÅÓÆÁÖÏÒÁÂÌÅȤȟ ÌÁ ÅÓÆÅÒÁ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ 

ÄÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏ Ù ÑÕÅȟ ÐÏÒ ÅÌÌÏȟ ÇÅÎÅÒÁ ÅÆÅÃÔÏÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÏÓ ÉÎÄÅÐÅÎÄÉÅÎÔÅÓȢ 

2ÅÃÏÒÄÅÍÏÓ ÑÕÅ ÅÌ ÕÓÏ ÄÅ ÓÕÅÌÏȟ ÅÓ ÁÄÏÐÔÁÄÏ ÐÏÒ ÌÁÓ ÍÕÎÉÃÉÐÁÌÉÄÁÄÅÓȟ ÓÉÅÎÄÏ ÕÎ 

ÁÃÔÏ ÑÕÅ ÏÔÏÒÇÁ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ Á ÄÅÓÔÉÎÁÒ ÅÌ ÂÉÅÎ ÃÏÎÆÏÒÍÅ ÁÌ ÕÓÏ ÄÅ ÓÕÅÌÏ ÅÓÔÁÂÌÅÃÉÄÏ 

ÅÎ ÌÁ ÒÅÇÌÁÍÅÎÔÁÃÉÏǲÎ ÍÕÎÉÃÉÐÁÌ Ù Á ÌÁ ÖÅÚ ÌÉÍÉÔÁ ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÌÏÓ ÁÔÒÉÂÕÔÏÓ ÄÅÌ 

ÄÅÒÅÃÈÏ ÐÒÏÐÉÅÄÁÄȟ ÅÎ ÁÐÌÉÃÁÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÇÕÌÁÃÉÏÎÅÓ ÕÒÂÁÎąǲÓÔÉÃÁÓ Ù ÅÌ ÒÅǲÇÉÍÅÎ 

ÁÍÂÉÅÎÔÁÌ ÖÉÇÅÎÔÅȢ $Å ÅÓÁ ÆÏÒÍÁȟ ÁÌ ÓÅÒ ÁÃÔÏÓ ÄÅ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÅÖÅÎÔÕÁÌÍÅÎÔÅ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅȟ 

ÌÏÓ ÃÅÒÔÉÆÉÃÁÄÏÓ ÄÅ ÕÓÏ ÄÅ ÓÕÅÌÏ ÓÅ ÅÎÃÕÅÎÔÒÁÎ ÃÕÂÉÅÒÔÏÓ ÐÏÒ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ 

ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȟ ÐÏÒ ÌÏ ÑÕÅ ÓÕ ÁÎÕÌÁÃÉÏǲÎ Ï ÒÅÖÉÓÉÏǲÎ ÉÍÐÌÉÃÁ ÌÁ 

ÏÂÓÅÒÖÁÎÃÉÁ ÄÅ ÌÏÓ ÒÅÑÕÉÓÉÔÏÓ ÐÒÅÖÉÓÔÏÓ ÅÎ ÅÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ ρχσ ,'!0 ɉÅÎ ÅÌ ÍÉÓÍÏ ÓÅÎÔÉÄÏȟ 

ÐÕÅÄÅ ÖÅÒÓÅ ÌÏÓ ÖÏÔÏÓ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌÅÓ ÎȢΞ ςπρφȤπρυυπρȟ ςππφȤππυψσςȟ ςπρπȤ

ρςψρυȟ Ù ςπρπȤτρφρɊȢ ,Ï ÍÉÓÍÏ ÃÁÂÅ ÁÆÉÒÍÁÒ ÅÎ ÍÁÔÅÒÉÁ ÍÕÎÉÃÉÐÁÌȟ ÁÎÔÅ ÁÃÔÏÓ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏÓ ÄÅÃÌÁÒÁÔÏÒÉÏÓ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏÓȟ ÃÏÍÏ ÌÏ ÅÓ ÕÎÁ ÌÉÃÅÎÃÉÁ ÍÕÎÉÃÉÐÁÌȟ ÐÁÒÁ 

ÅÌ ÅÊÅÒÃÉÃÉÏ ÄÅ ÕÎÁ ÁÃÔÉÖÉÄÁÄ ÌÕÃÒÁÔÉÖÁ ÅÎ ÅÌ ÒÅÓÐÅÃÔÉÖÏ ÃÁÎÔÏǲÎȢ  

4ÁÌÅÓ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÌÁ ÃÏÂÅÒÔÕÒÁ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÉÎÔÁÎÇÉÂÉÌÉÄÁÄ ÄÅ ÌÏÓ 

ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȟ ÅÓÔÁǲÎ ÉÎÄÉÓÏÌÕÂÌÅÍÅÎÔÅ ÖÉÎÃÕÌÁÄÁÓ ÃÏÎ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ 

ÐÕÅÓÔÏ ÑÕÅȟ ÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÐÒÅÖÅǲ ÌÁ ÔÕÔÅÌÁ Á ÌÁÓ ÓÉÔÕÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÁÓ 

ÓÕÂÊÅÔÉÖÁÓ ÃÒÅÁÄÁÓ ÐÏÒ ÕÎ ÁÃÔÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÁÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȟ ÃÕÁÎÄÏ ÅǲÓÔÅȟ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ 

ÏÓÔÅÎÔÁ ÕÎ ÉÎÔÅÒÅǲÓ ÓÕÂÊÅÔÉÖÏ Á ÑÕÅ ÅÓÁ ÓÉÔÕÁÃÉÏǲÎ ÊÕÒąǲÄÉÃÁ ÑÕÅ ÌÅ ÒÅÓÕÌÔÁ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅȟ ÎÏ 

ÌÅ ÓÅÒÁǲ ÅÌÉÍÉÎÁÄÁ Ï ÍÏÄÉÆÉÃÁÄÁ ÅÎ ÆÏÒÍÁ ÉÎÔÅÍÐÅÓÔÉÖÁ ÐÏÒ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȠ 
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ÍÁǲÓ ÁÕǲÎȟ ÃÕÁÎÄÏ ÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ ÈÁ ÃÏÎÆÉÁÄÏ ÅÎ ÌÁ ÅÓÔÁÂÉÌÉÄÁÄ Ù ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄ ÄÅ ÌÁ 

ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ Åȟ ÉÎÃÌÕÓÏȟ ÅÎ ÓÕ ÐÒÏÐÉÏ Ù ÅÎ ÓÕ ÒÅÃÔÏ ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏȢ 

 

6ȢȤ #ÏÎÃÌÕÓÉĕÎȢ  

5ÎÁ ÖÅÚ ÅØÁÍÉÎÁÄÏ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÌÏ ÐÒÉÍÅÒÏ ÑÕÅ ÓÁÌÔÁ Á ÌÁ ÖÉÓÔÁ ÅÓ 

ÑÕÅ ÓÉ ÂÉÅÎ ÁÌ ÍÉÓÍÏ ÓÅ ÌÅ ÈÁ ÏÔÏÒÇÁÄÏ ÕÎ ÒÁÎÇÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÁÌ ÅÎÃÏÎÔÒÁÒÓÅ 

ÆÕÎÄÁÄÏ ÅÎ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÓÅÇÕÒÉÄÁÄ ÊÕÒąǲÄÉÃÁȟ ÓÕ ÄÅÆÉÎÉÃÉÏǲÎ ÐÏÓÅÅ 

ÍÁǲÒÇÅÎÅÓ ÁÕǲÎ ÐÏÃÏ ÄÅÌÉÍÉÔÁÄÏÓȠ ÄÅ ÅÓÁ ÆÏÒÍÁȟ ÌÁ ÎÏÒÍÁ ÐÏÓÉÔÉÖÁ Ù ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁȟ 

ÓÉ ÂÉÅÎ ÓÅ ÈÁÎ ÒÅÆÅÒÉÄÏ ÁÌ ÃÏÎÃÅÐÔÏȟ ÔÏÄÁÖąǲÁ ÎÏ ÌÏ ÈÁÎ ÒÅÁÌÉÚÁÄÏ ÅÎ ÆÏÒÍÁ ÁÃÁÂÁÄÁ Ùȟ 

ÐÏÒ ÅÎÄÅȟ ÓÕ ÄÅÆÉÎÉÃÉÏǲÎ ÃÏÎÃÅÐÔÕÁÌ ÔÏÄÁÖąǲÁ ÎÏ ÅÓ ÃÏÍÐÌÅÔÁȢ !Óąǲȟ Á ÐÁÒÔÉÒ ÄÅ ÌÁ 

ÄÏÃÔÒÉÎÁȟ ÅÌ ÃÏÎÔÅØÔÏ ÄÅ ÌÁ ÒÅÇÕÌÁÃÉÏǲÎ ÎÏÒÍÁÔÉÖÁ Ù ÅÌ ÄÅÓÁÒÒÏÌÌÏ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁÌ ÁÌ 

ÒÅÓÐÅÃÔÏȟ ÐÕÅÄÅ ÅÎÓÁÙÁÒÓÅ ÕÎ ÃÏÎÃÅÐÔÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÃÏÍÏ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÕÎ 

ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ Ï ÄÅ ÕÎÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÐÕǲÂÌÉÃÁȟ ÑÕÅ ÓÅ ÍÁÎÉÆÉÅÓÔÁ ÃÏÎ ÌÅÁÌÔÁÄȟ 

ÈÏÎÅÓÔÉÄÁÄȟ ÒÅÃÔÉÔÕÄ Ù ÑÕÅ ÐÅÒÍÉÔÅ ÅÓÐÅÒÁÒȟ ÅÎ ÕÎ ÁÍÂÉÅÎÔÅ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁȟ ÕÎ 

ÃÏÍÐÏÒÔÁÍÉÅÎÔÏ ÁÊÕÓÔÁÄÏ Á ÌÁ ÌÅÇÉÔÉÍÉÄÁÄȟ Á ÌÁ ÏÂÔÅÎÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÏÓ ÅÆÅÃÔÏÓ ÄÅÒÉÖÁÄÏÓ ÄÅ 

ÕÎÁ ÄÅÔÅÒÍÉÎÁÄÁ ÄÅÃÌÁÒÁÃÉÏǲÎ ÕÎÉÌÁÔÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ Ù ÁÌ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ 

ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ɀ ÓÅÁÎ ÅÓÔÁÓ ÉÍÐÕÅÓÔÁÓ Ï ÁÓÕÍÉÄÁÓ ÖÏÌÕÎÔÁÒÉÁÍÅÎÔÅȤȢ  

0ÏÒ ÏÔÒÁ ÐÁÒÔÅȟ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÐÏÓÅÅ ÌÁ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒÉÄÁÄ ÄÅ ÒÅÓÕÌÔÁÒ ÁÐÌÉÃÁÂÌÅ ÅÎ 

ÔÏÄÁÓ ÌÁÓ ÒÁÍÁÓ ÄÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ùȟ ÁÌ ÍÅÎÏÓȟ ÅÎ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȟ 

ÊÕÅÇÁ ÕÎÁ ÅÓÐÅÃÉÁÌ ÒÅÌÅÖÁÎÃÉÁ ÃÏÍÏ ÃÒÉÔÅÒÉÏ ÒÅÃÔÏÒ ÄÅ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ 

ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÁÓ Ù ÅÎ ÅÌ ÃÕÍÐÌÉÍÉÅÎÔÏ ÄÅ ÌÁÓ ÏÂÌÉÇÁÃÉÏÎÅÓ ÓÕÒÇÉÄÁÓ ÄÅÎÔÒÏ ÄÅ ÅÓÁÓ 

ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓȟ ÓÅÁ ÔÁÎÔÏ ÃÕÁÎÄÏ ÓÅ ÔÒÁÔÁ ÄÅÌ ÐÁÒÔÉÃÕÌÁÒ ÏÂÌÉÇÁÄÏ Á ÅÌÌÏȟ ÃÏÍÏ ÃÕÁÎÄÏ ÌÏ 

ÅÓ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ ÑÕÉÅÎ ÄÅÂÅ ÒÅÓÐÅÔÁÒ ÅÌ ÃÏÎÔÅÎÉÄÏ ÆÁÖÏÒÁÂÌÅ ÄÅ ÕÎ ÁÃÔÏ Ï ÄÅ ÕÎÁ 

ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÅÎ ÐÒÏÖÅÃÈÏ ÄÅÌ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏȢ  

! ÓÕ ÖÅÚȟ ÂÁÊÏ ÓÕ ÃÏÂÅÒÔÕÒÁȟ ÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÈÁ 

ÐÅÒÍÉÔÉÄÏ ÕÎÁ ÓÅÒÉÅ ÄÅ ÍÁÎÉÆÅÓÔÁÃÉÏÎÅÓ ÅÎ ÌÁÓ ÑÕÅ ÓÅ ÈÁ ÁÇÕÄÉÚÁÄÏ ÓÕ ÃÏÎÃÒÅÃÉÏǲÎ ÄÅ 

ÇÁÒÁÎÔąǲÁ Ùȟ ÅÎ ÅÓÁ ÔÁÒÅÁȟ ÓÅ ÈÁ ÁÐÏÙÁÄÏ ÄÅ ÌÁ ÊÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ ÃÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌȟ ÌÏ ÑÕÅ ÈÁ 

ÇÅÎÅÒÁÄÏ ÕÎ ÅÆÅÃÔÏ ÂÅÎÅÆÉÃÉÏÓÏ Ù ÄÅ ÖÉÎÃÕÌÁÔÏÒÉÅÄÁÄ ÅÒÇÁ ÏÍÎÅÓ ɉÎÕÍÅÒÁÌ ρσ ÄÅ ÌÁ 

,ÅÙ ÄÅ ÌÁ *ÕÒÉÓÄÉÃÃÉÏǲÎ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌɊȟ ÃÕÙÁ ÒÅÐÅÒÃÕÓÉÏǲÎ ÉÎÍÅÄÉÁÔÁ ÅÓ ÐÏÔÅÎÃÉÁÒ ÌÁ 

ÅÆÅÃÔÉÖÉÄÁÄ ÄÅÌ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ $Å ÅÓÁ ÍÁÎÅÒÁȟ ÓÉ ÅÌ $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ 

ÉÍÐÏÎÅ ÑÕÅ ÌÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÄÅ ÌÁÓ ÐÅÒÓÏÎÁÓ ȤÐÕǲÂÌÉÃÁÓ Ù ÐÒÉÖÁÄÁÓȤ ÓÅÁ ÌÌÅÖÁÄÁ Á ÃÁÂÏ 

ÃÏÎÆÏÒÍÅ Á ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȟ ÔÏÄÁ ÃÏÎÄÕÃÔÁ ÃÏÎÔÒÁÒÉÁ Á ÅÌÌÏ ÓÅÒÁǲ ÉÎÃÏÎÆÏÒÍÅ ÃÏÎ ÅÌ 

ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ ÊÕÒąǲÄÉÃÏ Ù ÐÏÒ ÔÁÎÔÏȟ ÉÎÖÁǲÌÉÄÁȢ  
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&ÕÅÎÔÅÓ ÄÅ ÉÎÆÏÒÍÁÃÉĕÎȢ  

 

"ÉÂÌÉÏÇÒÁÆþÁȡ 

!ÌÂÁÌÁÄÅÊÏȟ -ÁÎÕÅÌȢ ɉρωχχɊȢ $ÅÒÅÃÈÏ #ÉÖÉÌȢ 1ÕÉÎÔÁ ÅÄÉÃÉÏǲÎȟ -ÁÄÒÉÄȢ  

!ÓÁÍÂÌÅÁ ,ÅÇÉÓÌÁÔÉÖÁȢ ɉρωχψɊȢ ,ÅÙ 'ÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ ɉ,ÅÙ ÎЈ 

φςςχɊȢ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ 

ÈÔÔÐȡȾȾ×××ȢÐÇÒ×ÅÂȢÇÏȢÃÒȾÓÃÉÊȾ"ÕÓÑÕÅÄÁȾ.ÏÒÍÁÔÉÖÁȾ.ÏÒÍÁÓȾÎÒÍͺÔÅØÔÏͺÃÏÍÐÌÅÔ

ÏȢÁÓÐØȩÎ6ÁÌÏÒρЀρǪÎ6ÁÌÏÒςЀρσςσρ 

!ÓÁÍÂÌÅÁ ,ÅÇÉÓÌÁÔÉÖÁȢ ɉςππτɊȢ ,ÅÙ ÃÏÎÔÒÁ ÌÁ #ÏÒÒÕÐÃÉÏǲÎ Ù ÅÌ %ÎÒÉÑÕÅÃÉÍÉÅÎÔÏ )ÌąǲÃÉÔÏ 

ÅÎ ÌÁ &ÕÎÃÉÏǲÎ 0ÕǲÂÌÉÃÁ ɉ,ÅÙ ÎȢΞ ψτςςɊȢ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ 

ÈÔÔÐȡȾȾ×××ȢÐÇÒ×ÅÂȢÇÏȢÃÒȾÓÃÉÊȾ"ÕÓÑÕÅÄÁȾ.ÏÒÍÁÔÉÖÁȾ.ÏÒÍÁÓȾÎÒÍͺÔÅØÔÏͺÃÏÍÐÌÅÔ

ÏȢÁÓÐØȩÎ6ÁÌÏÒρЀρǪÎ6ÁÌÏÒςЀυσχσψ 

!ÓÁÍÂÌÅÁ ,ÅÇÉÓÌÁÔÉÖÁȢ ɉρψψχɊȢ #ÏǲÄÉÇÏ #ÉÖÉÌ ɉ,ÅÙ ÎȢΞ φσɊȢ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ 

ÈÔÔÐȡȾȾ×××ȢÐÇÒ×ÅÂȢÇÏȢÃÒȾÓÃÉÊȾ"ÕÓÑÕÅÄÁȾ.ÏÒÍÁÔÉÖÁȾ.ÏÒÍÁÓȾÎÒÍͺÔÅØÔÏͺÃÏÍÐÌÅÔ

ÏȢÁÓÐØȩÎ6ÁÌÏÒρЀρǪÎ6ÁÌÏÒςЀρυτσχ 

!ÓÁÍÂÌÅÁ ,ÅÇÉÓÌÁÔÉÖÁȢ ɉρωχσɊȢ #ÏǲÄÉÇÏ ÄÅ &ÁÍÉÌÉÁ ɉ,ÅÙ ÎȢΞ υτχφɊȢ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ 

ÈÔÔÐȡȾȾ×××ȢÐÇÒ×ÅÂȢÇÏȢÃÒȾÓÃÉÊȾ"ÕÓÑÕÅÄÁȾ.ÏÒÍÁÔÉÖÁȾ.ÏÒÍÁÓȾÎÒÍͺÔÅØÔÏͺÃÏÍÐÌÅÔ

ÏȢÁÓÐØȩÎ6ÁÌÏÒρЀρǪÎ6ÁÌÏÒςЀωχπ 

!ÓÁÍÂÌÅÁ ,ÅÇÉÓÌÁÔÉÖÁȢ ɉρωτσɊȢ #ÏǲÄÉÇÏ ÄÅ 4ÒÁÂÁÊÏ ɉ,ÅÙ ÎȢΞ ςɊȢ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ 

ÈÔÔÐȡȾȾ×××ȢÐÇÒ×ÅÂȢÇÏȢÃÒȾÓÃÉÊȾ"ÕÓÑÕÅÄÁȾ.ÏÒÍÁÔÉÖÁȾ.ÏÒÍÁÓȾÎÒÍͺÔÅØÔÏͺÃÏÍÐÌÅÔ

ÏȢÁÓÐØȩÎ6ÁÌÏÒρЀρǪÎ6ÁÌÏÒςЀψπτυ 

!ÓÁÍÂÌÅÁ .ÁÃÉÏÎÁÌ #ÏÎÓÔÉÔÕÙÅÎÔÅȢ ɉρωτωɊȢ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏǲÎ 0ÏÌąǲÔÉÃÁ ɉ,ÅÙ ÎЈ πɊȢ 

ÈÔÔÐÓȡȾȾ×××ȢÐÇÒ×ÅÂȢÇÏȢÃÒȾÓÃÉÊȾ"ÕÓÑÕÅÄÁȾ.ÏÒÍÁÔÉÖÁȾ.ÏÒÍÁÓȾÎÒÍͺÎÏÒÍÁȢÁÓÐØȩ

ÐÁÒÁÍρЀ.2-ǪÎ6ÁÌÏÒρЀρǪÎ6ÁÌÏÒςЀψχρǪÎ6ÁÌÏÒσЀπǪÓÔÒ4ÉÐ-Ѐ&. 

"ÁÔÔÌÅȢ ɉρωχψɊȢ #ÏÍÅÎÔÁÒÉÏ ÁÌ ÁÒÔąǲÃÕÌÏ χȢ %Î #ÏÍÅÎÔÁÒÉÏÓ ÁÌ #ĕÄÉÇÏ #ÉÖÉÌ Ù 

ÃÏÍÐÉÌÁÃÉÏÎÅÓ ÆÏÒÁÌÅÓ ɉÄÉÒÉÇÉÄÏÓ ÐÏÒ !ÌÂÁÌÁÄÅÊÏɊȟ -ÁÄÒÉÄȢ 

$Å #ÏÓÓÉÏ Ù -ÁÒÔąǲÎÅÚȟ -ÁÎÕÅÌȢ ɉρωψψɊȢ )ÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÅÓ ÄÅ $ÅÒÅÃÈÏ ÃÉÖÉÌȟ  %ÄÉÔÏÒÉÁÌ #ÉÖÉÔÁÓȟ 

-ÁÄÒÉÄȟ )Ȣ 

$Å ÌÏÓ -ÏÚÏÓȢ ɉρωψψɊȢ $ÅÒÅÃÈÏ #ÉÖÉÌȢ -ïÔÏÄÏȟ ÓÉÓÔÅÍÁÓ Ù ÃÁÔÅÇÏÒþÁÓ ÊÕÒþÄÉÃÁÓȟ #ÉÖÉÔÁÓȟ 

%ÓÐÁÎǿÁȢ  

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=13231
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=13231
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=53738
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=53738
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=15437
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=15437
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=970
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=970
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=8045
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=8045
https://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=871&nValor3=0&strTipM=FN
https://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_norma.aspx?param1=NRM&nValor1=1&nValor2=871&nValor3=0&strTipM=FN
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$ÉÅÚ 0ÉÃÁÚÏȟ ,ÕÉÓȢ ɉρωφσɊȢ ,Á ÄÏÃÔÒÉÎÁ ÄÅ ÌÏÓ ÁÃÔÏÓ ÐÒÏÐÉÏÓȢ "ÁÒÃÅÌÏÎÁȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ 

$ÒÏÍÉȟ 2ÏÂÅÒÔÏȢ ɉρωχσɊȢ )ÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȢ !ÒÇÅÎÔÉÎÁȢ  

&ÅÒÒÅÉÒÁ 2ÕÂÉÏȢ ɉρωψτɊȢ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅȢ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÇÅÎÅÒÁÌ ÅÎ ÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÃÉÖÉÌȢ -ÁÄÒÉÄȢ 

'ÁÒÃąǲÁ ÄÅ %ÎÔÅÒÒąǲÁȟ %ÄÕÁÒÄÏȢ ɉςππςɊȢ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÐÒÏÔÅÃÃÉÏǲÎ ÄÅ ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ 

ÌÅÇąǲÔÉÍÁ ÃÏÍÏ ÓÕÐÕÅÓÔÏ ÔąǲÔÕÌÏ ÊÕÓÔÉÆÉÃÁÔÉÖÏ ÄÅ ÌÁ 2ÅÓÐÏÎÓÁÂÉÌÉÄÁÄ ÐÁÔÒÉÍÏÎÉÁÌ ÄÅÌ 

%ÓÔÁÄÏȢ  2ÅÖÉÓÔÁ ÄÅ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ 0ĭÂÌÉÃÁȟ ÖÏÌȢ ρυωȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ 

'ÏÎÚÁǲÌÅÚ 0ÅǲÒÅÚȟ *ÅÓÕǲÓȢ ɉρωωωɊȢ %Ì 0ÒÉÎÃÉÐÉÏ 'ÅÎÅÒÁÌ ÄÅ ÌÁ "ÕÅÎÁ &Å ÅÎ ÅÌ $ÅÒÅÃÈÏ 

!ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȢ %ÄÉÔÏÒÉÁÌ #ÉÖÉÔÁÓȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ  

(ÅÒÎÁǲÎÄÅÚ 6ÁÌÌÅȟ 2ÕÂÅǲÎȢ ɉρωωσɊȢ %Ì $ÅÒÅÃÈÏ ÄÅ ÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉĕÎȟ 4ÏÍÏ )Ȣ %ÄÉÔÏÒÉÁÌ 

*ÕÒÉÃÅÎÔÒÏȢ 

(ÅÒÎÁǲÎÄÅÚȟ 'ÉÌȢ ɉρωψπɊȢ ,Á ÐÏÓÅÓÉĕÎȢ -ÁÄÒÉÄȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ 

*ÉÍÅǲÎÅÚ -ÅÚÁȟ -ÁÎÒÉÑÕÅȢ ɉςπρφɊȢ $ÅÒÅÃÈÏ 0ĭÂÌÉÃÏȢ 4ÏÍÏ )Ȣ 3ÅÇÕÎÄÁ ÅÄÉÃÉÏǲÎȟ %ÄÉÔÏÒÉÁÌ 

*ÕÒąǲÄÉÃÁ #ÏÎÔÉÎÅÎÔÁÌȟ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ  

,ÁÃÒÕÚȟ *ÏÓÅǲ -ÁÎÕÅÌȢ ɉρωχωɊȢ -ÁÎÕÁÌ ÄÅ ÄÅÒÅÃÈÏ ÃÉÖÉÌȢ "ÁÒÃÅÌÏÎÁȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ   

-ÁÔÁ #ÏÔÏȟ #ÁÒÌÏÓȢ ɉςπρφɊȢ ,Á ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇÉÔÉÍÁȢ 2ÅÖÉÓÔÁ *ÕÄÉÃÉÁÌȟ ÎΝ ρρωȟ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȢ  

-ÅÓÁ 6ÁÌÅÎÃÉÁȟ !ÎÄÒÅǲÓȢ ɉςπρσɊȢ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÌÁ ÂÕÅÎÁ ÆÅȡ ÅÌ ÁÃÔÏ ÐÒÏÐÉÏ Ù ÌÁ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ 

ÌÅÇþÔÉÍÁȢ 5ÎÉÖÅÒÓÉÄÁÄ ÄÅ !ÎÔÉÏÑÕÉÁȟ #ÏÌÏÍÂÉÁȢ  

0ÕÉÇ "ÒÕÔÁÕȟ *ÏÓÅǲȢ ɉρωψρɊȢ )ÎÔÒÏÄÕÃÃÉĕÎ ÁÌ ÄÅÒÅÃÈÏ ÃÉÖÉÌȢ "ÁÒÃÅÌÏÎÁȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ 

2ÕÉÚ ÄÅ 6ÅÌÁÓÃÏȟ *ÏÓÅǲȢ ɉρωχφɊȢ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÃÏÍÏ ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÒÅÃÔÏÒ ÄÅÌ ÏÒÄÅÎÁÍÉÅÎÔÏ 

ÊÕÒąǲÄÉÃÏ ÅÓÐÁÎǿÏÌ ÅÎ ÒÅÌÁÃÉÏǲÎ ÃÏÎ ÅÌ ÆÒÁÕÄÅ ÄÅ ÌÅÙ Ù ÄÅÌ ÁÂÕÓÏ ÄÅÌ ÄÅÒÅÃÈÏȢ 2',*ȟ ÁÎǿÏ 

#886ȟ .ȢΞ φȢ 

3ÁÎÚ 2ÕÂÉÁÌÅÓȟ )Ȣ ɉςπππɊȢ %Ì ÐÒÉÎÃÉÐÉÏ ÄÅ ÃÏÎÆÉÁÎÚÁ ÌÅÇÉÔÉÍÁȡ ,ÉÍÉÔÁÄÏÒ ÄÅÌ ÐÏÄÅÒ 

ÎÏÒÍÁÔÉÖÏ ÃÏÍÕÎÉÔÁÒÉÏȢ 2$#%ȟ ÖÏÌÕÍÅÎ χȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ 

3ÁÉÎÚ -ÏÒÅÎÏȟ &ÅÒÎÁÎÄÏȢ ɉρωχσɊȢ ,Á ÂÕÅÎÁ ÆÅ ÅÎ ÌÁÓ ÒÅÌÁÃÉÏÎÅÓ ÄÅ ÌÁ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉÏǲÎ 

ÃÏÎ ÌÏÓ ÁÄÍÉÎÉÓÔÒÁÄÏÓȢ 2ÅÖÉÓÔÁ ÄÅ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÃÉĕÎ 0ĭÂÌÉÃÁȟ ÎȢΞ ψωȟ %ÓÐÁÎǿÁȢ  
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*ÕÒÉÓÐÒÕÄÅÎÃÉÁ Ù ÒÅÓÏÌÕÃÉÏÎÅÓ ÊÕÄÉÃÉÁÌÅÓȡ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ςσωωχȤ

ςπρω ÄÅÌ ςω ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςπρω ɉÒÅÉÔÅÒÁÄÏ ÅÎ ÌÏÓ ÖÏÔÏÓ .ȢΞ ςτπππȤςπρωȟ .ȢΞ 

ωφςψȤςπςπ Ù .ȢΞ συυπȤςπςρɊ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ρυσχπȤ

ςπςπ ÄÅÌ ρτ ÄÅ ÁÇÏÓÔÏ ÄÅÌ ςπςπȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ρπρχρȤ

ςπρπ ÄÅÌ ρρ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρπȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ φωςςȤ

ςπρπ ÄÅ ÌÁÓ ρτȡσυ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρφ ÄÅ ÁÂÒÉÌ ÄÅÌ ςπρπȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ   ρσωψσȤ

ςπρω ÄÅ ÌÁÓ πωȡςπ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςφ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρωȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ  *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ  ρπτχσȤ

ςπρπ ÄÅÌ ρυ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρπȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ψψυτȤ

ςπρχ ÄÅ ÌÁÓ πωȡρυ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρτ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρχȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ψπππȤ

ςπρφ ÄÅ ÌÁÓ ρρȡυς ÄÅÌ ρπ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρφȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ρωψςπȤ

ςπρπ ÄÅ ÌÁÓ ρπȡςρ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςφ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςπρπȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ψωχȤρωωψ 

ÄÅÌ ρρ ÄÅ ÆÅÂÒÅÒÏ ÄÅ ρωωψȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ρψρψψȤ

ςππω ÄÅ ÌÁÓ ρρȡυω ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςχ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςππωȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ωχψσȤ

ςππψ ÄÅ ÌÁÓ ρρȡτψ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρσ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςππψȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ρφπςσȤ

ςππω ÄÅ ÌÁÓ ρςȡρρ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρφ ÄÅ ÏÃÔÕÂÒÅ ÄÅÌ ςππωȢ 
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3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ρσσςπȤ

ςππσ ÄÅ ÌÁÓ πψȡσπ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςψ ÄÅ ÎÏÖÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςππσȢ 

3ÁÌÁ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ .ȢΞ ωυφυȤ

ςπρχ ÄÅÌ ςσ ÄÅ ÊÕÎÉÏ ÄÅÌ ςπρχȢ 

3ÁÌÁ 3ÅÇÕÎÄÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ ÎȢΞ φπυȤςπρρ ÄÅ ÌÁÓ 

ρπȡυπ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςχ ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςπρρȢ 

3ÁÌÁ 0ÒÉÍÅÒÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ςχςτȤ#Ȥ3ρȤςπρω 

ÄÅ ÌÁÓ ρυȡυω ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ρχ ÄÅ ÓÅÔÉÅÍÂÒÅ ÄÅÌ ςπρωȢ 

3ÁÌÁ 0ÒÉÍÅÒÁ ÄÅ ÌÁ #ÏÒÔÅ 3ÕÐÒÅÍÁ ÄÅ *ÕÓÔÉÃÉÁ ÄÅ #ÏÓÔÁ 2ÉÃÁȟ ÖÏÔÏ ÎȢΞ ρυρȤ&Ȥ3ρȤςπρχ 

ÄÅ ÌÁÓ ρτȡρυ ÈÏÒÁÓ ÄÅÌ ςρ ÄÅ ÆÅÂÒÅÒÏ ÄÅÌ ςπρχȢ 

4ÒÉÂÕÎÁÌ #ÏÎÓÔÉÔÕÃÉÏÎÁÌ ÄÅ %ÓÐÁÎǿÁȟ ÓÅÎÔÅÎÃÉÁ ÎЈ τφȾρωωπ ÄÅ ρυ ÄÅ ÍÁÒÚÏ ÄÅ ρωωπȢ  

4ÒÉÂÕÎÁÌ 3ÕÐÒÅÍÏȟ %ÓÐÁÎǿÁȟ ÓÅÎÔÅÎÃÉÁ ÄÅÌ ρχ ÄÅ ÄÉÃÉÅÍÂÒÅ ÄÅ ρωωψȢ 

#ÏÒÔÅ )ÎÔÅÒÁÍÅÒÉÃÁÎÁ ÄÅ $ÅÒÅÃÈÏÓ (ÕÍÁÎÏÓȟ ÏÐÉÎÉÏǲÎ ÃÏÎÓÕÌÔÉÖÁ ÎЈ /#ȤρτȾωτ ÄÅÌ ω 

ÄÅ ÄÉÃÉÅÍÂÒÅ ÄÅ ρωωτȢ 

4ÒÉÂÕÎÁÌ #ÏÎÔÅÎÃÉÏÓÏ !ÄÍÉÎÉÓÔÒÁÔÉÖÏȟ 3ÅÃÃÉÏǲÎ 3ÅÇÕÎÄÁȟ ÅÎ ÓÅÎÔÅÎÃÉÁ ÎЈ σσπȤςππυ 

ÄÅÌ ςς ÄÅ ÊÕÌÉÏ ÄÅÌ ςππυȢ 

 


























































































































































































































